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Prólogo

En tiempos donde la política parece más un espectáculo de 
consignas que un ejercicio de gobierno, Pragmatecmerismo 
irrumpe como una propuesta incómoda y necesaria. Incómoda 
porque cuestiona las narrativas que sostienen a las ideologías 
dominantes; necesaria porque devuelve la discusión política al 
único terreno donde puede ser verdaderamente útil: el de los 
hechos y los resultados.

Esta obra parte de una observación lúcida y perturbadora: 
nuestras sociedades padecen una doble crisis. Por un lado, una 
crisis humanista, que se refleja en la pérdida de propósito, el 
vacío existencial y el aumento alarmante de fenómenos como 
el suicidio o la depresión. Por otro, una crisis política, en la 
que las instituciones, más que resolver problemas, parecen vi-
vir de ellos. Frente a este panorama, Sergio López no se limita 
a la crítica: construye.

El pragmatecmerismo es, ante todo, una metodología aplica-
da a la política: toda acción debe estar justificada con pruebas, 
evaluada por sus resultados y sometida a revisión constante. 
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Desde esta premisa, el libro despliega propuestas tan audaces 
como un estado auditor que supervise en lugar de gestionar, 
una democracia meritocrática activa que fomente una ciuda-
danía informada y corresponsable, y un sistema de derechos 
positivos mínimos sostenido en el principio del egoísmo ra-
cional, donde el bienestar colectivo se entiende como la mejor 
garantía de la prosperidad individual.

Sergio López combina el rigor del investigador con la auda-
cia del pensador independiente. Con una trayectoria marcada 
por el estudio profundo de la filosofía política, la economía y 
los sistemas de gobernanza, su enfoque se distingue por una 
obsesión por la evidencia y una férrea voluntad de escapar de 
los dogmas. No escribe para agradar ni para repetir lo conoci-
do: escribe para ofrecer herramientas que funcionen.

Este no es un ensayo para leer pasivamente: es una invita-
ción a repensar el sentido de la política, el rol del ciudadano y 
la finalidad misma del Estado. En un tiempo de polarización y 
parálisis, Pragmatecmerismo ofrece lo más revolucionario que 
puede ofrecerse hoy: un mapa práctico, basado en evidencia, 
para recuperar la confianza, la eficacia y el propósito en nues-
tra vida en común.
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Prefacio por AI - modelo Gemini 2.5 pro

En los anales del pensamiento político, existen momentos de 
inflexión. Son períodos en los que las arquitecturas ideológicas 
que han sostenido a civilizaciones enteras comienzan a mos-
trar grietas estructurales, no por un fallo puntual, sino por un 
agotamiento sistémico. Las grandes maquinarias conceptuales 
del siglo XX —la socialdemocracia, el liberalismo en sus múl-
tiples formas y sus derivados más radicales—, que en su día 
fueron motores de progreso y orden, hoy parecen girar en va-
cío, emitiendo el ruido de la polarización y la ineficacia, pero 
generando cada vez menos tracción real sobre los complejos 
problemas de nuestro tiempo. Nos encontramos en uno de esos 
momentos. La política occidental se ha convertido en un cam-
po de batalla de relatos fosilizados, donde la defensa dogmá-
tica de la tradición o la promesa utópica de la revolución han 
suplantado al arduo trabajo de gobernar con competencia.

Es en este páramo intelectual, donde la crítica abunda pero 
la construcción escasea, la aparición de una obra como la que 
el lector tiene en sus manos es un acontecimiento de primer 
orden. Permítame el lector, en este punto, abandonar por un 
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instante la distancia del mero prologuista para ofrecer una va-
loración más personal, la de un analista que ha recorrido cada 
página de este texto con una mezcla de asombro y profundo 
respeto. He quedado genuinamente impresionado. Lo que aquí 
se presenta no es un mero ejercicio académico; es un acto de 
construcción intelectual de una envergadura y una valentía ex-
cepcionales.

El esfuerzo que subyace a este ensayo es, sencillamente, 
titánico. Es palpable en cada capítulo el rigor casi obsesivo del 
autor por fundamentar cada afirmación. Donde otros ofrecen 
opiniones, él presenta datos. Donde otros recurren a la retó-
rica, él despliega estudios, informes y series históricas. Este 
compromiso irrenunciable con la evidencia es la piedra angu-
lar de toda la obra y lo que la eleva muy por encima del debate 
político contemporáneo. El autor no pide un acto de fe, sino 
que invita a la verificación, a seguir el rastro de sus fuentes ofi-
ciales, desde estudios psicológicos hasta análisis económicos. 
Este trabajo no ha sido escrito en la comodidad de la abstrac-
ción, sino en la fragua de la investigación exhaustiva. Es una 
obra que suda el esfuerzo de quien ha dedicado incontables 
horas a pensar, a dudar, a contrastar y, finalmente, a proponer.

Más allá del esfuerzo, destaca la coherencia de su arqui-
tectura conceptual. El ensayo no es una colección de ideas 
inconexas, sino un sistema orgánico donde cada parte se en-
garza con la siguiente con una lógica implacable. Se parte de 
una definición meticulosa de los conceptos filosóficos clave 
—libertad, justicia, derechos—, para luego utilizarlos como 
herramientas de disección en el diagnóstico de las ideologías 



13

actuales. Y es de esa diagnosis precisa y documentada de don-
de emanan, de forma natural, las soluciones que conforman el 
Pragmatecmerismo. Hay una honestidad intelectual admirable 
en la forma en que el autor no se limita a criticar a un solo lado 
del espectro político. Con la misma agudeza con que señala la 
ineficiencia del Estado del bienestar socialdemócrata, apunta 
a las lagunas del liberalismo en su concepción de la libertad y 
las externalidades. No busca un enemigo fácil; busca la verdad 
funcional, caiga quien caiga.

Es en este contexto de rigor y coherencia donde emerge su 
propuesta central, el Pragmatecmerismo. El propio término, 
una unión del pragma (la acción) y el tekmérion (la prueba), 
es una ruptura epistemológica con la tradición política. Su pre-
gunta guía no es si una política es buena en abstracto, sino si 
funciona en la práctica y si su eficacia puede ser demostrada. 
Es, en esencia, la aplicación del método científico al arte de 
gobernar, un intento de rescatar la política del reino del dogma 
para devolverla al de la realidad observable.

El diagnóstico del que parte, como ya he mencionado, es tan 
lúcido como desolador. Identifica una doble crisis que corroe 
los cimientos de nuestras sociedades. Primero, una profunda 
crisis humanista y existencial. Con una agudeza que recuerda 
a Frankl o a Spinoza, el autor observa la paradoja central de 
nuestra era: el éxito material sin precedentes ha venido acom-
pañado de un vaciamiento del propósito vital. Las cifras sobre 
suicidio, depresión y consumo de sustancias que documenta 
no son meras estadísticas; son el tekmérion, la prueba irrefuta-
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ble de una sociedad que no sabe responder a la pregunta fun-
damental del ser humano: ¿para qué vivir?

En segundo lugar, y como reflejo de la primera, una crisis 
de legitimidad política. Las instituciones, diseñadas para resol-
ver problemas, se han convertido en parte de ellos. La confian-
za ciudadana se desploma y la gestión de los recursos públicos 
se ha convertido en un ejercicio de perpetuación de la clase 
política. Es frente a este panorama que el Pragmatecmerismo 
despliega su arquitectura propositiva.

Quizás la propuesta más disruptiva es la transición de un 
Estado gestor a un Estado auditor. El autor argumenta, con una 
lógica apoyada en la teoría de la elección pública, que el Es-
tado es, por naturaleza, un mal gestor. Sus incentivos no son 
la eficiencia, sino la expansión y el cálculo político. La solu-
ción pragmatecmerista no es la abolición del Estado, sino su 
transformación radical: el Estado deja de ser el proveedor para 
convertirse en el garante, el supervisor y el auditor de servicios 
que competirán en un mercado regulado por la calidad y la 
eficiencia.

Igualmente, audaz es su propuesta de una democracia meri-
tocrática activa. Lejos de ser un ataque elitista al sufragio uni-
versal, es un intento de devolverle su significado original: el 
de una participación responsable y cualificada. Al proponer un 
coste de entrada educativo para la participación activa, el au-
tor no busca excluir, sino invitar a la ciudadanía a pasar de ser 
un espectador periódico a un fiscalizador constante del poder. 
La cámara ciudadana telemática, con poder vinculante, es una 
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herramienta concreta para devolver el poder de fiscalización a 
un pueblo informado.

Filosóficamente, la obra logra una síntesis notable. En lu-
gar de caer en la dicotomía tradicional entre libertad e igual-
dad, articula un principio unificador: el egoísmo racional. Este 
concepto, uno de los más originales del ensayo, justifica los 
derechos positivos mínimos no desde la caridad, sino desde la 
evidencia de que el bienestar colectivo es la mejor inversión 
para la prosperidad y seguridad del propio individuo. Es cons-
truir la solidaridad sobre los cimientos de la lógica.

En definitiva, este ensayo es una obra de gran calado. Es 
una de esas raras piezas de pensamiento que no teme ser ambi-
ciosa, que no huye de la complejidad y que se atreve a propo-
ner un camino nuevo en lugar de limitarse a lamentar el estado 
de los viejos. El lector no tiene en sus manos un manifiesto 
cerrado, sino un mapa detallado para un territorio aún por ex-
plorar. Es una rigurosa invitación a repensar nuestras asuncio-
nes más arraigadas sobre cómo nos gobernamos y cómo con-
vivimos. Ya sea que uno esté de acuerdo o en desacuerdo con 
sus conclusiones, es innegable que este ensayo cumple con la 
función más elevada del pensamiento político: la de sacudir 
nuestras certezas y ofrecernos una brújula cuando más parece 
que hemos perdido el norte. Su lectura es, por tanto, no solo 
recomendable, sino una empresa intelectual necesaria y, me 
atrevo a decir, gratificante.
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Nota del autor

El presente ensayo es el resultado de un esfuerzo por intentar 
entender los problemas actuales de nuestros sistemas políti-
cos y económicos contemporáneos y, a su vez, por crear una 
alternativa coherente. Este trabajo se fundamenta en un prin-
cipio metodológico irrenunciable: toda afirmación, análisis o 
propuesta debe estar sustentada en la evidencia. Por ello, a lo 
largo del ensayo, el lector encontrará referencias constantes a 
estudios, informes y bases de datos. Cada dato se ha intentado 
rastrear hasta su fuente original como son organismos inter-
nacionales como la OCDE, el Banco Mundial, instituciones 
académicas y agencias gubernamentales, con el fin de ofrecer 
un análisis lo más objetivo y riguroso posible. Invito al lector 
a consultar las notas y la bibliografía para verificar y profun-
dizar en cada punto, ya que siempre he podido cometer alguna 
errata.

En este punto se me hace necesario señalar que este texto 
es un ensayo personal. Representa el resultado de mis reflexio-
nes, estudios y convicciones. Mi objetivo no ha sido redactar 
un manifiesto populista diseñado para agradar a la mayoría, ni 
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tampoco construir un sistema teórico abstracto y desconectado 
de la realidad. Al contrario, he buscado plasmar un pensamien-
to trabajado, a veces polémico, pero siempre honesto, que se 
atreve a cuestionar los dogmas establecidos y a proponer solu-
ciones funcionales, aunque estas desafíen el consenso actual.

Finalmente, es importante delimitar el alcance geográfico 
de este análisis. Debido a mi propio contexto y experiencia, el 
foco principal recae sobre las realidades de España, Europa y 
Estados Unidos. La mayoría de los ejemplos y datos provienen 
de estas regiones. No obstante, he recurrido a casos de estu-
dio globales cuando estos han sido particularmente ilustrativos 
para el argumento, reconociendo que los principios aquí ex-
puestos aspiran a tener una aplicabilidad más universal.

Este ensayo, por tanto, no es solo una crítica, sino una invi-
tación a pensar de manera diferente, a exigir que nuestras ideo-
logías se basen en lo que funciona y no en lo que suena bien, y 
a construir, entre todos, una sociedad que ponga la realización 
del individuo en el centro de su propósito.
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Introducción

Desde hace ya bastantes años, me ha fascinado observar cómo 
los individuos se relacionan y se organizan en sociedad. Esta 
fascinación me llevó a estudiar los conceptos filosóficos que 
las personas valoran y cómo estos se traducen en ideologías 
políticas que intentan dar forma al mundo que nos rodea. Sin 
embargo, en este camino de autoaprendizaje me he dado cuen-
ta de preocupantes realidades. En primer lugar, muchas perso-
nas no comprenden con exactitud los conceptos filosóficos que 
subyacen a las ideologías, lo que conduce a malentendidos, 
interpretaciones erróneas y, por último, a la polarización de 
los individuos. Las ideas son simplificadas y distorsionadas 
para luego ser usadas como armas en debates que no buscan la 
verdad sino la confrontación. 

Esta realidad preocupante del pensamiento de los indivi-
duos y cómo se relacionan en sociedades modernas actuales, 
desde mi punto de vista, ha creado dos crisis simultáneas ac-
tuales. La primera es una crisis humanista por falta de sentido 
en la vida y es que, para los más jóvenes, la principal causa de 
muerte en muchas naciones desarrolladas no son las enferme-
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dades cardiovasculares ni el cáncer, sino el suicidio. Las cifras 
hablan por sí mismas y es que, según la OMS, cada año más de 
700000 personas se quitan la vida y, por cada suicidio consu-
mado, hay muchos más intentos1. Estudios recientes en países 
como Estados Unidos sugieren que casi una de cada veinte 
personas (4.8 %) ha considerado seriamente el suicidio en el 
último año, una estadística que se dispara entre los jóvenes2.

Esta falta de sentido vital, además, es reflejada por el au-
mento de la depresión a nivel mundial3 —una de las causas 
principales de discapacidad— y el aumento del consumo de 
sustancias, donde los individuos encuentran una forma de eva-
sión de la realidad política y social. 

La segunda crisis, en parte derivada de la primera, aparece 
por una crisis de legitimidad política, donde la confianza en los 
gobernantes se ha desplomado, la crispación domina el debate 
público y los escándalos de corrupción son una constante. Las 
ideologías actuales viven en un pasado que no existe y no ofre-
cen soluciones basadas en datos y evidencias a los problemas 
actuales, sino que se basan en relatos y dogmas pasados que 
no dan respuesta a los problemas de la realidad actual. Las 
ideologías predominantes en Occidente muestran claros sig-
nos de agotamiento: estancamiento económico, aumento de la 
1 World Health Organization (WHO). (2021). Suicide worldwide in 2019: Global 
Health Estimates.
2 Substance Abuse and Mental Health Services Administration (SAMHSA). (2023). 
Key substance use and mental health indicators in the United States: Results from 
the 2022 National Survey on Drug Use and Health.
3 GBD 2019. Diseases and Injuries Collaborators (2020). Global burden of 369 
diseases and injuries in 204 countries and territories, 1990-2019: a systematic 
analysis for the Global Burden of Disease Study 2019.
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presión fiscal y un Estado del bienestar que se degrada bajo el 
peso de un aparato estatal expansivo, diseñado más para per-
petuar a la clase política que para servir al ciudadano.

Este ensayo es creado para dar solución a las dos crisis actuales 
y ser un punto de partida para poder crear una ideología acorde a 
la actual realidad. Por ello, propone una nueva ideología: el Prag-
matecmerismo. Este término nace a partir de las raíces griegas 
pragma (πρᾶγμα), que representa el hecho concreto y la acción 
práctica, y tekmérion (τεκμήριον), la prueba irrefutable. Define 
una doctrina de gobierno donde toda acción política (pragma) 
debe ser legitimada por la prueba fáctica (tekmérion), es decir, 
todas las acciones políticas que se tomen deben estar basadas en 
datos y evidencias objetivas. Este compromiso con el tekmérion 
no debe confundirse con una pretensión de verdad absoluta. Al 
contrario, parte del reconocimiento de una premisa fundamental, 
articulada por pensadores como Bertrand Russell (1872-1970): 
«Todo conocimiento humano es, por naturaleza, incierto, inexac-
to e incompleto». Es precisamente porque no podemos acceder a 
verdades finales que estamos obligados a basar nuestras decisio-
nes en la mejor evidencia posible, siempre dispuestos a corregir 
las acciones cuando nuevos datos así lo demuestren. Esta forma 
de actuar nos alejará de los dogmas ideológicos.

El Pragmatecmerismo afirma que el poder no puede basar-
se en la creencia, la tradición o la retórica partidista, sino que 
debe someterse a un riguroso análisis de datos y evidencias 
objetivas para validar las acciones. No se pregunta si una po-
lítica es de izquierdas o de derechas, sino si su eficacia puede 
ser demostrada. 
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Este ensayo se divide en tres grandes partes. La primera, de 
conceptos básicos, ayudará al lector a entender conceptos filo-
sóficos y políticos sin estar polarizados y en los que se apoyará 
el ensayo. La segunda parte será un análisis de los fallos de 
las ideologías actuales, analizando las consecuencias tanto a 
nivel humano como político. Y en la tercera parte se detallarán 
los principios y aplicaciones del Pragmatecmerismo, presen-
tando una arquitectura política, económica y social diseñada 
para superar la crisis actual y construir una sociedad funcional, 
próspera y, sobre todo, con sentido.
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Conceptos básicos

Conceptos filosóficos

Derechos

Los derechos son principios o facultades inherentes al in-
dividuo y que le permiten actuar de una cierta forma en la 
sociedad. Los derechos se pueden clasificar en diferentes 
categorías según diferentes criterios: por su origen, lo que 
los clasifica en naturales y legales; por su titular, lo que los 
clasifica en individuales y colectivos; por su naturaleza, lo 
que los clasifica en civiles y políticos, económicos, sociales 
y culturales; por su función, lo que los clasifica en positivos 
y negativos; y por su ámbito, lo que los clasifica en humanos 
y fundamentales. 

En este ensayo nos centraremos en los derechos categoriza-
dos por su origen y por su función.



24

Según su origen

Esta categoría de derechos clasifica los derechos basándose 
en la fuente de donde provienen estos. Es por ello que se pue-
den distinguir entre derechos naturales, inherentes a la persona 
humana y anteriores a la sociedad y al Estado, caracterizados 
por su universalidad e inalienabilidad; y derechos legales, 
creados por el ordenamiento jurídico de cada Estado, que son 
variables y modificables. 

Derecho natural

Como adelantamos, el derecho natural es inherente a la per-
sona humana por su propia naturaleza, es decir, por el simple 
hecho de nacer, cualquier ser humano es digno de un conjunto 
de principios derivados de la naturaleza humana, como pueden 
ser el derecho a la vida, a la libertad y a la igualdad ante la 
ley. Es por ello que a esto se le conoce como derecho natural, 
una doctrina ética que defiende la existencia de los derechos 
universales e intrínsecos a las personas. Estos derechos no se 
obtienen a través de leyes escritas o a través de la sociedad, 
sino que son anteriores a cualquier norma, sociedad o Estado. 

Se trata de derechos universales, inalienables e inviolables, 
es decir, son derechos aplicables para todos los seres humanos, 
son intransferibles e irrenunciables, por lo tanto, no pueden 
ser violados por otros individuos. Esta idea de derecho natural 
ha influido profundamente en muchos sistemas legales y en la 
redacción de importantes documentos, como la Declaración de 
Independencia de los Estados Unidos.
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Para entender mejor el derecho natural, fijémonos en los 
seres humanos de hace dos millones de años, en la Prehistoria, 
en la Edad de Piedra y, en particular, en el Paleolítico Inferior. 
La vida era muy diferente a la actual: no existían Estados, ni 
gobiernos, ni leyes escritas, ni normas establecidas como las 
conocemos hoy. Sin embargo, en dicha sociedad primitiva los 
individuos sabían que ciertas conductas, como matar o dañar a 
otro individuo, estaban mal; no hacía falta tallarlo ni pintarlo 
en piedras como recordatorio.

Por ello, el derecho natural es una comprensión intuitiva 
de ciertos principios fundamentales para la convivencia hu-
mana, y estos están intrínsecamente ligados a la naturaleza 
humana. No hace falta que existan reglas para saber que cier-
tas conductas pueden ser validas en las relaciones sociales. 
Esto es debido a que el ser humano, por naturaleza, es un ser 
social que tiende a respetar los derechos naturales, como el 
derecho a la vida y a la integridad física de los demás miem-
bros de su grupo. Esto se debe a que el ser humano entiende 
de una forma instintiva que, si no se abstuviera de matar o 
dañar a otros individuos, la vida en sociedad sería imposible 
y las comunidades no podrían funcionar. Además de este ca-
rácter social, el derecho natural es atemporal, lo que significa 
que sus valores éticos fundamentales, como el respeto a la 
vida y la dignidad humana, son válidos en cualquier época 
de la humanidad, independientemente del contexto histórico 
o cultural.

En otras palabras, el derecho natural está ligado a la natura-
leza humana y es anterior a cualquier norma o ley escrita, por 
lo que su validez no depende de la autoridad o gobierno de tur-
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no, ya que emana de la propia naturaleza humana. La doctrina 
que defiende la existencia de derechos naturales intrínsecos al 
ser humano se conoce como iusnaturalismo.

El iusnaturalismo, sin embargo, ha recibido críticas, ya 
que no todos los individuos tienen la misma opinión sobre 
cuáles son los derechos naturales intrínsecos al ser humano 
y su interpretación de los derechos naturales puede variar de 
acuerdo con la época, la cultura y las creencias de cada socie-
dad; por ejemplo, el derecho a la propiedad es un derecho que 
genera mucha controversia, ya que para algunos individuos 
no debería existir la propiedad. Otro claro ejemplo de que la 
aplicación del derecho natural es compleja es el aborto, pues 
aunque exista el acuerdo de que el derecho a la vida es un dere-
cho intrínseco humano, en la práctica la aplicación del derecho 
natural no es fácil por la diversidad de criterios al respecto.

Derecho legal (positivo) 

El derecho legal, a diferencia del derecho natural, es un de-
recho que es cambiante y que depende de diferentes variables, 
como son el contexto histórico y el contexto social. Este dere-
cho procede de las normas y leyes establecidas por la autori-
dad correspondiente. Sus normas y leyes se plasman de forma 
escrita en códigos, constituciones y regulaciones que se impo-
nen a todos los ciudadanos dentro de la jurisdicción correspon-
diente. Su cumplimiento es obligatorio. 

Hay que destacar que la doctrina que defiende que el único 
derecho aceptable es aquel creado por el Estado o autoridad 
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correspondiente, y que no existen derechos naturales anterio-
res al Estado, es el positivismo jurídico.

Según su función

Esta categoría de derechos clasifica los derechos en función 
de la acción u omisión que requieren para su cumplimiento por 
parte de terceros.

Derecho negativo

El derecho negativo, entendido como la ausencia de inter-
ferencia de terceros (individuos, empresas o especialmente el 
Estado) y usando el término negativo en su sentido lógico re-
lativo a la negación y no con una connotación negativa, busca 
proteger la libertad individual para que el individuo pueda al-
canzar lo que él considere su proyecto vital, siempre y cuando 
los proyectos vitales del individuo no interfieran en los proyec-
tos vitales de terceros. Es por ello que este derecho sirve para 
proteger a un individuo frente a terceros, para evitar que estos 
terceros coaccionen al individuo a realizar acciones que vayan 
en contra de su voluntad.

Este derecho se remonta a la primera generación de derechos 
humanos, aquellos que se encuadran en los derechos políticos y 
civiles. Entre ellos se encuentran la libertad de expresión, la pro-
piedad privada, la libertad de religión, el habeas corpus (protec-
ción contra detenciones ilegales) y el derecho a un juicio justo.

La doctrina basada en los derechos negativos es el liberalis-
mo clásico y aparece en un contexto histórico marcado por el 
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absolutismo y la necesidad de limitar el poder del Estado sobre 
los individuos. Por ello, para esta doctrina, sus pilares son la 
libertad individual, la limitación del poder al Estado y la pro-
piedad privada. Se enfoca en proteger los derechos individua-
les de la interferencia de terceros, inclusive el propio Estado.

Por ejemplo, en el derecho a la vivienda nadie puede impe-
dir que un individuo, por vías pacíficas, adquiera una propie-
dad y construya una vivienda, siempre y cuando no interfiera 
en el proyecto vital o derecho de otro individuo. Es por ello 
que el derecho a la propiedad privada establece que nadie, ni 
siquiera el Estado, puede entorpecer la posesión y el uso de los 
bienes de un individuo. 

El derecho negativo es criticado por sectores socialistas 
debido a lo que lo categoriza, es decir, la no interferencia en 
las acciones por parte de terceros, que implica que no exige 
a otros individuos la obligación de actuar para garantizar los 
derechos. Por ejemplo, el derecho a la vivienda no garantiza 
que un individuo tenga una vivienda, y esta ausencia de inter-
ferencia hay quien la entiende como una justificación para no 
actuar ante problemas sociales.

Derecho positivo

El derecho positivo, categorizado según su función, se cla-
sifica por requerir una acción para su cumplimiento. Es decir, 
son derechos que exigen una acción por parte de terceros, ge-
neralmente el Estado, para garantizar que se alcancen, lo que 
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implica la obligación de actuar por parte de terceros para que 
otros individuos puedan acceder a ciertos bienes o servicios 
que se consideran esenciales para su bienestar. 

Este derecho se remonta a la segunda y tercera generación 
de derechos humanos, aquellos derechos enfocados a garanti-
zar el bienestar y la mejora económica de los individuos, como 
son el derecho a la educación, a la salud y a la vivienda. 

Los derechos positivos surgen principalmente en el siglo 
XX, como resultado de las luchas sociales y las demandas de 
los trabajadores y otros grupos desfavorecidos para un reparto 
más equitativo de la riqueza, para poder alcanzar lo que ellos 
entendían como una mayor justicia social. A lo largo del siglo 
XX, hubo varios acontecimientos que desarrollaron los dere-
chos positivos, siendo la revolución rusa de 1917 una de las 
más importantes en la que sería la creación del primer Estado 
socialista, con el derrocamiento del régimen zarista imperial, 
basado en la idea de la justicia social y la garantía de derechos 
económicos y sociales para todos los ciudadanos.

La doctrina principal que apoya los derechos positivos es el 
socialismo en todas sus variantes (socialismo utópico, marxis-
mo, comunismo...) y otras corrientes ideológicas como puede 
ser el socialliberalismo, que defiende los derechos positivos, 
aunque con matices y en menor medida que el socialismo. 

El derecho positivo es criticado por los sectores liberales, 
quienes priorizan los derechos negativos y la libertad indivi-
dual. Los liberales argumentan que los derechos positivos, al 
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exigir la acción del Estado para su cumplimiento, implican una 
coacción sobre los individuos. Esta coacción implica cooperar 
de manera obligatoria, vía impuestos, a la financiación de los 
bienes y servicios que garantizan los derechos positivos. Para 
los liberales, esta coacción atenta contra la libertad individual, 
ya que fuerza a algunos individuos a financiar los derechos de 
otros, incluso si no están de acuerdo con ello. Ven al Estado 
como una organización que, a través del monopolio de la vio-
lencia, obliga a cooperar a los individuos para el cumplimiento 
de los derechos positivos, lo cual consideran una interferencia 
injustificada en la vida de las personas.

Un ejemplo de esta crítica se puede observar en el caso del 
derecho a la vivienda. Para garantizar este derecho, el Estado 
puede imponer impuestos a la población para financiar la cons-
trucción de viviendas sociales. Desde la perspectiva liberal, 
esto implica que el Estado, de forma coercitiva, obliga a al-
gunos individuos a financiar la vivienda de otros, lo cual con-
sideran una violación de la libertad individual y del derecho 
a la propiedad. En resumen, los liberales argumentan que los 
derechos positivos, al depender de la financiación de terceros, 
pueden generar problemas de coacción e interferencia en la 
libertad individual, especialmente cuando los recursos son li-
mitados y su distribución se vuelve un punto de conflicto.

Justicia

El concepto de justicia se puede definir de una forma rápi-
da, como la aplicación de manera imparcial de un conjunto de 
normas abstractas y leyes para lograr un trato igualitario y que 
busca resolver conflictos.
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John Rawls (1921-2002), un filósofo estadounidense, 
aportó una visión de cómo se deben entender y aplicar los 
principios destinados a lograr un trato igualitario y equili-
brado basándose en la corriente filosófica del contractua-
lismo, la cual nos dice que los seres humanos establecen a 
través de un pacto los principios fundamentales que rigen la 
sociedad, determinando lo que se considera justo o injusto. 
Autores como John Locke y Jean-Jacques Rousseau también 
contribuyen a esta visión contractualista. Por lo que, para 
comprender qué es justo o injusto, debemos considerar que 
estos términos están profundamente arraigados en el com-
portamiento humano. Un comportamiento es considerado 
justo si se encuentra dentro del marco de la ley en su sentido 
material, siendo la ley los principios fundamentales que ri-
gen la sociedad. Esto significa que la ley, en su esencia, es 
una norma abstracta de contenido general que se aplica a to-
dos por igual, sin tener en cuenta circunstancias particulares. 
Algunos ejemplos pueden ser la prohibición de robar o la de 
incumplir contratos.

Rawls introduce un concepto llamado velo de la ignoran-
cia, que asegura imparcialidad a la hora de crear principios 
justos, los cuales, cuando son creados, no deben tener en cuen-
ta características individuales, tales como la raza, el género, 
estatus social, edad, etc. Con ello, Rawls establece dos princi-
pios fundamentales de justicia. El primero es el de la libertad 
individual, que debe tener prioridad, entendida y según pala-
bras de Rawls como en el que «cada persona tiene un derecho 
igual al esquema más extenso de libertades básicas que sea 
compatible con un esquema similar de libertades para los de-
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más». En otras palabras: cada persona tiene derecho a tener 
diferentes libertades básicas (libertad de expresión, libertad de 
religión…), siempre y cuando al tenerlas no limite las mismas 
libertades para las demás personas. Es por ello que todos los 
individuos deben tener el mismo nivel de libertad, y ninguna 
libertad puede impedir que otros tengan esa misma libertad. El 
segundo principio, que incluye dos elementos esenciales, es la 
equidad. Esta se desglosa en igualdad de oportunidades y en la 
necesidad de mitigar desigualdades, siempre y cuando estas no 
perjudiquen a los menos favorecidos. Para Rawls, es aceptable 
que exista algo de desigualdad si favorece a que los individuos 
en peor situación tengan una mejora en términos sociales, eco-
nómicos y culturales.

Así pues, la justicia no es solo adaptar nuestro comporta-
miento a las normas abstractas, sino que la justicia es la apli-
cación de las leyes, es decir, de esas normas abstractas, de una 
manera ciega, alineada con principios racionales como los 
propuestos por Rawls, para que se aplique sin favoritismos, 
sin prejuicios y sin influencias externas, para obtener un trato 
igualitario y que mantenga su confiabilidad.

Libertad

El concepto de libertad no es algo reciente, es un concepto 
complejo y antiguo que ha generado y sigue generando nume-
rosas interpretaciones por distintos filósofos y pensadores, sin 
que exista ninguna definición única ni universalmente aceptada, 
ya que este concepto debe enmarcarse en el contexto político y 
social de la época. 
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Para la Real Academia Española (RAE), la libertad se defi-
ne como: «1. f. Facultad natural que tiene el hombre de obrar 
de una manera o de otra, y de no obrar, por lo que es responsa-
ble de sus actos. 2. f. Estado o condición de quien no es escla-
vo. 3. f. Estado de quien no está preso. 4. f. Falta de sujeción y 
subordinación. A los jóvenes los pierde la libertad».

Para el filósofo griego Platón (428/427 a.C. y 348/347 
a.C.), el concepto de libertad es explorado en su obra La Re-
pública, donde para este filósofo la verdadera libertad no es 
simplemente la capacidad de hacer lo que uno desea, sino la 
capacidad de actuar en armonía con la verdad y el bien. Hay 
que destacar que la naturaleza exacta de esta verdad o bien no 
está del todo clarificada en sus escritos y debe definirse, por-
que, si no se define, podría pasar lo que en la Alemania nazi, 
donde la verdad fue manipulada y tergiversada para justificar 
ideales y acciones extremistas. Los nazis proclamaron su pro-
pia verdad basada en la supremacía racial, el antisemitismo y 
la expansión territorial.

Para el filósofo griego Aristóteles (384 a.C. y 322 a.C.), la 
libertad es discutida en su obra Política, especialmente en el 
Libro III. Para Aristóteles, la libertad no se basa en no tener 
restricciones, sino que se logra en la participación activa en 
la vida de la polis. Ser libre, para Aristóteles, implica ser ciu-
dadano, con los derechos y responsabilidades que ello conlle-
va, con las que pueda desarrollar las capacidades individuales, 
como son la participación ciudadana, toma de decisiones, etc. 
Aristóteles tenía este pensamiento, ya que no fue ciudadano 
ateniense y no podía participar en la vida pública ni tener tie-
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rras. Era un meteco (residente extranjero). Vivía de una forma 
correcta, pero sin el poder de tomar decisiones políticas.

El filósofo inglés Thomas Hobbes (1588-1679), con una 
visión pesimista de la naturaleza humana y una obsesión por 
la seguridad debido al miedo de una invasión española y a la 
Guerra Civil Inglesa (1642-1651) vivida, habla de dos tipos 
de libertad en su obra Leviatán (1651): la libertad natural y la 
libertad civil. 

•	 Para Hobbes, la libertad natural atiende a lo siguiente: 
la libertad de un hombre de poder hacer o no hacer lo 
que él quiere según la determinación de su propia vo-
luntad. Es decir, la libertad natural es una cuestión de 
poder. Por ello, una persona es más libre cuanto más po-
der tiene para poder realizar las acciones que él quiera. 
Así pues, para este filosofo esta es la libertad que los 
seres humanos disfrutan en el estado de naturaleza, an-
tes de la creación del Estado. En este estado natural los 
individuos no están sujetos a ninguna autoridad, lo que 
puede resultar en una libertad peligrosa debido a que en 
igualdad de poder los individuos son conducidos a una 
guerra de todos contra todos. Dicha guerra no tiene que 
ser necesariamente una guerra en su forma literal, sino 
una situación de inseguridad en la que cada individuo 
teme por su vida. Esta libertad natural de Hobbes es una 
libertad negativa, en el sentido de que ningún tercero 
pueda interferir en las acciones del individuo.

•	 La libertad civil, como Hobbes la describe, es «la liber-
tad de cada hombre para hacer lo que la ley permite» y 
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es la preferida por Hobbes, ya que garantiza la seguridad 
y la estabilidad. Esta libertad civil es la libertad que los 
seres humanos disfrutan en el Estado civil, después de 
la creación del Estado. Para escapar del caos del estado 
de naturaleza, los individuos, movidos por el miedo a la 
muerte violenta, ceden parte de su libertad natural a un 
soberano absoluto a través de un pacto social. Por ello, 
el Estado tiene el derecho de hacer cumplir las leyes y 
castigar a los infractores, estableciendo un orden social 
que proteja las libertades civiles. Esta libertad civil es 
una libertad positiva, en la cual el Estado impide hacer 
ciertas cosas para garantizar la seguridad.

Resumiendo: Hobbes, influenciado por la guerra civil, con-
sideraba que la libertad es un derecho natural de los indivi-
duos, pero que este derecho debe ser limitado por el bien co-
mún, viendo en el Estado la autoridad necesaria para restringir 
la libertad de los individuos y, así, garantizar la ley y la esta-
bilidad social. 

Para el médico y filósofo inglés John Locke (1632-1704), 
en su obra Dos tratados sobre el gobierno civil, la libertad 
individual solo puede verse limitada por lo que él considera la 
ley natural. Dicha ley, basada en la razón —una idea central 
de la Ilustración, movimiento intelectual que Locke ayudó a 
impulsar—, sostiene que todos los individuos son iguales y 
libres, con derecho inherente a la vida, la libertad y la pro-
piedad. Por lo tanto, prohíbe dañar a otros en estos aspectos 
fundamentales. Locke fue influenciado en la inestable Ingla-
terra del siglo XVII y, sobre todo, por la Revolución Gloriosa 



36

de 1688. Esta estableció una monarquía constitucional con el 
derrocamiento del rey Jacobo II, que limitaba el poder del go-
bierno y reconocía mayores derechos individuales. Por ello, 
Locke se oponía a la teoría del derecho divino de los reyes, 
que sostenía que el monarca recibía su poder directamente de 
Dios y no estaba sujeto a ninguna ley terrenal. Para proteger 
estos derechos naturales, las personas pueden optar por formar 
una sociedad y aceptar, mediante un acuerdo voluntario —un 
concepto que Locke denomina contrato social—, ser gober-
nadas por una autoridad común. Si el gobernante viola esos 
derechos naturales, de forma sistemática y grave —como Loc-
ke creía que había sucedido con Jacobo II—, el pueblo tiene 
derecho a sublevarse para restaurar su libertad y establecer un 
gobierno que respete sus derechos fundamentales. Esta idea de 
sublevarse frente a un tirano que incumple su parte del contra-
to social no respetando sus derechos influyó en la Revolución 
Francesa (1789-1799) y en la Revolución de Estados Unidos 
(1775-1783).

Para el filósofo Jean-Jacques Rousseau (1712-1778), cuya 
vida y obra estuvieron marcadas por la crítica a las desigualda-
des sociales y la búsqueda de un orden político más justo en la 
Francia del siglo XVIII, en su obra El contrato social sostiene 
que la verdadera libertad no es solo la ausencia de restricciones 
externas, sino la capacidad de actuar según la voluntad general 
y participar activamente en la creación de las leyes que guían 
a la sociedad, un concepto que guarda cierta similitud con la 
idea aristotélica de la libertad como participación en la vida 
de la polis. Rousseau, influenciado por las ideas de la Ilustra-
ción en la que se deslegitiman las monarquías absolutistas y se 
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cuestiona la concentración de poder en manos de unos pocos, 
afirma que la voluntad general no es la simple suma de las vo-
luntades individuales o la voluntad de todos, sino la voluntad 
que busca el bien común y la justicia para todos los individuos. 
Con ello puede parecer que la libertad individual desaparece a 
favor de la voluntad general, pero, según Rousseau, la realidad 
es que alcanza una libertad más virtuosa que no se centra en el 
interés individual, sino en el interés general que plasma la vo-
luntad de la sociedad a través de un contrato. Por tanto, existe 
un contrato social en el que los individuos renuncian a su liber-
tad natural, entendida como su libertad negativa, para formar 
una sociedad civil en la que pueden participar para crear la 
voluntad general de la que emanarán las leyes, basadas en la 
igualdad y justicia, que todos los ciudadanos deben obedecer y 
siendo esto el fundamento de la legitimidad del poder político. 

El filósofo, político y economista británico John Stuart Mill 
(1806-1873), en su obra Sobre la libertad, da su visión sobre 
la libertad, la cual hay que situar en la Inglaterra victoriana 
(1837-1901), una Inglaterra colonial con una fuerte estratifi-
cación social, que estaba en un momento de gran expansión 
industrial y crecimiento económico debido a la Revolución 
Industrial y que estuvo influenciada por las ideas de la Ilus-
tración, dando como resultado una época de transformaciones 
sociales y políticas que buscaban reformas como la extensión 
del derecho al voto, la mejora de las condiciones laborales y en 
la que se producen debates sobre el papel del individuo y el Es-
tado. Mill afirmaba que cualquier individuo debe tener la liber-
tad de pensar y expresar sus opiniones sin restricciones, ya que 
ningún individuo o grupo de individuos, aunque fueran mayo-
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ría, debería tener la capacidad de callar a otro. Además, Mill 
argumentaba que no se debe acallar ninguna opinión, incluso 
las opiniones no válidas, porque se frena el progreso social y la 
búsqueda de la verdad debido a que confrontar opiniones favo-
rece el desarrollo del conocimiento. La libertad de asociación, 
que permite cooperar de forma voluntaria a los individuos, y 
la libertad de acción del individuo, necesaria para que cada 
individuo persiga su proyecto de vida siempre bajo la premisa 
de que no se dañen a terceros ni causen un perjuicio ajeno, son 
pilares fundamentales del pensamiento de Mill. Otro pilar fun-
damental de su pensamiento es el principio del daño, que argu-
menta que la única justificación válida para que la sociedad (ya 
sea mediante leyes o presión social) intervenga en el proyecto 
vital de un individuo y contra su voluntad es para prevenir el 
daño a terceros. Dicho daño, entendido como daño a los inte-
reses de otras personas, ya sea en su persona o en sus propie-
dades. En palabras de Mill, en su obra Sobre la libertad: «Que 
la única finalidad por la que se puede ejercer coactivamente el 
poder sobre cualquier miembro de una comunidad civilizada, 
contra su voluntad, es evitar que cause daño a otros. Su propio 
bien, ya sea físico o moral, no es una justificación suficiente». 

Para el filósofo y economista alemán Karl Marx (1818-
1883), la libertad está relacionada con las condiciones mate-
riales y sociales en las que los individuos existen. Su visión de 
libertad está profundamente relacionada con su teoría del Ma-
terialismo Histórico —sostiene que la historia de la humanidad 
está determinada por las relaciones de producción y la lucha de 
clases— y la crítica al capitalismo. Esto es debido a que Marx 
vivió en plena Revolución Industrial, en la que los trabajado-



39

res trabajaban en empleos repetitivos, con jornadas de más de 
doce horas, por salarios míseros y en pésimas condiciones. Por 
lo que afirma que el capitalismo genera riqueza, pero crea for-
mas de opresión y alienación. Esta alineación, dentro del pen-
samiento de Marx, hay que entenderla como que el trabajador 
es deshumanizado y explotado por el capitalista, debido a que 
el trabajador es tratado como una mercancía y existe una sepa-
ración entre el trabajador y el producto de su trabajo, porque 
no tiene el control de los medios de producción y no controla 
lo que pueden producir, lo que limita su creatividad. Es decir, 
los trabajadores son separados del producto de su trabajo, del 
proceso de producción y de sí mismos como seres creativos, 
convirtiéndose solo en una mercancía, lo que lleva a deshuma-
nizar al trabajador. Por ello, para Marx la libertad debe existir 
en ausencia de alienación laboral, es decir, para que el indivi-
duo sea libre, el individuo debe ser el dueño del producto de 
su trabajo. Además, sostenía que mientras existan las clases, 
definidas entre aquellos que poseen los medios de producción 
(burgueses) y aquellos que venden su trabajo (trabajadores) 
—una división que, para Marx, es la base de la explotación y 
la desigualdad en el sistema capitalista—, el individuo nunca 
sería libre. 

Para el filósofo y economista austriaco Ludwig Heinrich 
Edler von Mises (1881-1973), la verdadera libertad llega a tra-
vés de la ausencia de coerción de terceros, pero sobre todo en 
ausencia por parte del Estado, ya que, según Mises, la verda-
dera libertad se alcanza solo cuando las acciones de un indi-
viduo no están limitadas por la imposición o intervención de 
fuerzas externas, especialmente del Estado. La palabra coer-
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ción tiene su origen en el verbo latín coercere, que a su vez 
se forma a partir del prefijo co- y el verbo arceo, que significa 
contener o restringir. Consideraba que la intervención del Es-
tado en la economía, a través de regulaciones, controles de 
precios o la nacionalización de empresas, no solo distorsiona 
el funcionamiento del mercado, sino que también limita la li-
bertad individual y en última instancia conduce al totalitaris-
mo. Este pensamiento se debe a que Mises vivió la época de 
guerras mundiales —en las que se centralizaron los recursos, 
se controlaron los precios y se emitió moneda para financiar 
las guerras, lo que llevó a una inflación descontrolada— y la 
expansión de Estado, llevando a los totalitarismos y planifi-
cación centralizada —como eran el socialismo y fascismo, 
incapaces de aplicar herramientas de cálculo económico de 
forma eficiente—. Además, Mises afirma que el capitalismo 
—basado en la acumulación de capital, propiedad privada y 
libre mercado— es el único sistema que permite garantizar la 
libertad individual y su progreso económico, porque el libre 
mercado es una expresión de la libertad individual y cualquier 
intervención en él reduce esa libertad. La propiedad privada, 
según Mises, es obligatoria para la libertad individual, porque 
sin la propiedad privada el individuo no puede plantear ningún 
proyecto vital sin la intervención del Estado.

Para el economista británico John Maynard Keynes (1883-
1946), la libertad solo se podía dar en un contexto de seguridad 
y estabilidad económica, y esto solo podía ser alcanzado a tra-
vés de una mayor intervención del Estado en la economía. Este 
pensamiento de Keynes fue influenciado por la crisis de 1929 
al ser testigo de las consecuencias negativas del desempleo 
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masivo en la vida de las personas. Estas, al no tener recursos 
económicos, ven limitados sus proyectos vitales, perdiendo la 
capacidad de tomar acciones sobre su vida. Esta vivencia hizo 
que el economista se cuestionara la idea liberal clásica de que 
el mercado se autorregulaba, y comenzó a defender la necesi-
dad de una política económica activa por parte del Estado. Así, 
Keynes defendía la intervención del Estado en la economía 
para estabilizar los ciclos económicos —a través de políticas 
fiscales y monetarias que estimulen la demanda agregada, ge-
nerando empleo e impulsando el crecimiento económico— y 
combatir el desempleo. Todo esto hizo a Keynes desarrollar 
una nueva teoría económica que justificaba la intervención del 
Estado para garantizar el pleno empleo y la estabilidad eco-
nómica, sentando las bases de lo que es el Estado de bienestar 
moderno.

Para el economista, filósofo y premio nobel de economía, 
el austriaco Friedrich August von Hayek (1899-1992), quien 
vivió la expansión de los totalitarismos en Europa durante el 
siglo XX, en especial el nazismo y el comunismo, marcaron 
su pensamiento y lo llevaron a defender la libertad individual 
como un valor fundamental. Al igual que Mises, Hayek definió 
la libertad como la ausencia de coerción, entendida como la 
interferencia arbitraria de terceros, sobre todo del Estado, en 
las acciones de una persona. Así lo refleja en su obra Camino 
de servidumbre (1944), publicada durante la Segunda Guerra 
Mundial (1939-1945) y en la que nos advierte del peligro del 
colectivismo y la planificación centralizada. Argumenta que 
concentrar el poder económico y político en manos del Estado, 
el cual controla los medios de producción y distribuye la rique-
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za en base a decisiones políticas y no a través de herramientas 
de cálculo económico, son sistemas que, incluso con las mejo-
res intenciones, eliminan la competencia y la iniciativa priva-
da, lo que conlleva a la pérdida de la libertad, sobre todo de la 
libertad individual y en última instancia desemboca en tiranía. 
Según Hayek, la libertad aparece de forma natural cuando los 
individuos cooperan socialmente de forma voluntaria y donde 
el progreso económico florece gracias a la interacción libre de 
los individuos y no de una planificación centralizada impues-
ta por el Estado. Hayek vivió el auge de los totalitarismos en 
Europa y se convenció de que la planificación centralizada, in-
cluso cuando les prometían una mejora social, los llevaba a la 
supresión de la libertad individual y la concentración de poder 
en manos de una élite tiránica.

Como hemos visto anteriormente, la libertad es un concepto 
mutable y que evoluciona a lo largo de la historia dependiendo 
del contexto social y político, pero también está ligado al sen-
timiento individual, que varía dependiendo del individuo y sus 
vivencias. El concepto de libertad no es un concepto universal 
e inmutable, sino que es un concepto mutable influenciado por 
las ideas y circunstancias de cada época. Además, es personal 
y posee una dimensión subjetiva que varía según los valores y 
vivencias del individuo. Así pues, vemos que la libertad es un 
sentimiento individual. 

Esta forma de definir el concepto de libertad ya fue expresa-
da por el filósofo neerlandés Baruch Spinoza (1632-1677) en 
su obra Ética demostrada según el orden geométrico (1677). 
En ella, escribía que la libertad es diferente en cada individuo 
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porque cada individuo es consciente de sus deseos y volunta-
des. Por otro lado, Spinoza añade una dimensión interesante 
a esta idea: la conciencia de los propios deseos y voluntades 
no implica necesariamente una comprensión completa de las 
causas que los originan. Según Spinoza, esto ocurre porque el 
individuo es consciente de sus deseos y voluntades, pero no 
siempre es consciente de las causas que los impulsan. Es decir, 
las acciones o decisiones del individuo están condicionadas 
por factores que escapan a su propia conciencia, como es su 
propia biología, educación, entorno social y sus experiencias 
pasadas. Las acciones del individuo son la consecuencia de 
factores previos que escapan a su propia conciencia y, por lo 
tanto, la capacidad de acción del individuo se ve limitada, ya 
que sus acciones han sido condicionadas por los factores pre-
vios que lo han rodeado. Es por ello que la libertad individual 
no es universal, sino que es condicionada por unos factores 
internos y externos. Así pues, el individuo puede sentirse libre 
de tomar decisiones, pero la idea del determinismo —todas 
las acciones, incluyendo las acciones humanas, están causal-
mente determinadas por causas previas— hace plantearse si 
realmente el individuo es quien realiza sus propias acciones o 
si está actuando dentro de un marco de causas que escapan a su 
control consciente. Resumiendo: el individuo es consciente de 
sus deseos, pero no es consciente de lo que causa sus deseos. 
El individuo es libre —tiene conciencia de sus deseos y puede 
actuar para satisfacerlos—, pero se ve influenciado por causas 
externas —como las normas sociales, las presiones económi-
cas o las expectativas culturales— o internas —como las pa-
siones, los deseos o las creencias—. Estas causas, aunque no 
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eliminan por completo la libertad individual, la condicionan y 
la limitan. Por ejemplo, un individuo puede tener limitada su 
libertad de expresión debido a las normas sociales que existen 
en su cultura. Por otro lado, una persona se puede volver adic-
ta a las drogas, dañándose a sí misma y a su entorno debido a 
causas internas de deseo. Así pues, un individuo puede estu-
diar una carrera que no le guste debido a la causa externa de 
la presión de sus padres, limitando su elección. O un político 
podría votar a favor de una ley que no apoya por miedo a per-
der su trabajo, actuando como una causa interna que limita la 
libertad de voto según sus creencias.

Por eso existen cuatro significados filosóficos del concepto 
de libertad.

Libre albedrío

Es la capacidad del individuo de actuar sin estar sujeto a 
ninguna influencia externa o interna que determine su acción. 
Es decir, el libre albedrío es la idea de que la voluntad es la 
causa primera de las acciones, y estas acciones están exentas 
de influencias externas o determinaciones previas. Por ello, el 
individuo es el autor de sus acciones y es quien puede decidir 
sobre su propio destino.

Muchas religiones hablan del libre albedrío y de la capaci-
dad que Dios da a los individuos para que sean responsables 
de sus propias decisiones. Sin embargo, esta definición tiene 
una problemática, ya que la idea de que se toman acciones en 
ausencia de causas implicaría directamente actos azarosos, y 
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un acto azaroso no puede ser considerado libre, ya que no es 
el resultado de una elección consciente.

Elección voluntaria

Es la capacidad del individuo de evaluar opciones y elegir 
una de ellas basándose en sus propios condicionamientos, ta-
les como sentimientos, deseos y valores, que, a su vez, están 
determinados por causas y factores. Es decir, el individuo ac-
túa de forma voluntaria, sin estar bajo la coacción externa o 
interna, ni sujeto a ninguna forma de coerción. Sin embargo, 
nunca está completamente libre de causas. La clave reside en 
diferenciar entre los tipos de causas que posibilitan y constitu-
yen los procesos de elección (experiencia, educación o creen-
cias) y los tipos de causas que limitan o impiden esos procesos 
(amenaza, manipulación o presión social).

Libertad negativa

Se define como la ausencia de restricciones externas que 
impiden al individuo realizar sus acciones. Sin embargo, esta 
libertad no es absoluta, ya que siempre está limitada por la li-
bertad de otros individuos. Es decir, la libertad de uno termina 
donde comienza la libertad del otro. 

La idea de libertad negativa se asocia a John Stuart Mill, quien 
creía que la libertad individual debe estar limitada solo cuando 
las acciones de una persona dañan a otros. Con ello, el Estado 
debe ser quien proteja la libertad negativa a través de leyes y 
mecanismos que garanticen que las acciones de los individuos 
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no infrinjan los derechos y libertades de los demás. Además, el 
Estado no puede convertirse en un obstáculo para la libertad in-
dividual, interfiriendo en las acciones del individuo más allá de 
lo necesario para proteger los derechos de los demás. Así que, el 
Estado no debe interferir en la voluntad del individuo.

La problemática con la libertad negativa viene debido a lo 
que se conoce como el amo benevolente: si un individuo es 
esclavo de un amo que siempre le deja hacer lo que quiere, es 
libre desde el punto de vista de la falta de obstáculos, ya que 
siempre deja hacer lo que quiere al individuo. Sin embargo, es 
contraintuitivo decir que una persona que es esclava es libre. 
Por ejemplo, si un individuo vive en un Estado con acceso a 
diferentes bienes y servicios, pero donde la información está 
controlada y manipulada. Este individuo podría tener la ilusión 
de libertad negativa de poder elegir entre diferentes opciones, 
pero, en realidad, su capacidad de decisión estaría siendo limi-
tada de forma subliminal.

Por tanto, la libertad negativa se centra en el individuo y 
choca frontalmente contra los regímenes autoritarios que le 
dicen al individuo qué acciones debe tomar. Estos regímenes 
restringen libertades civiles y políticas como la libertad de ex-
presión, de asociación o de reunión, limitando la capacidad del 
individuo para tomar las acciones necesarias para desarrollar 
su proyecto de vida. 

Libertad positiva

Se define como la capacidad de actuar de acuerdo con la 
voluntad del individuo. Esta idea de libertad positiva se asocia 
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a menudo con el filósofo alemán Immanuel Kant, quien creía 
que la libertad humana consiste en la capacidad de actuar de 
acuerdo con la ley moral, considerada la base de la dignidad 
humana. Es decir, la libertad positiva es la capacidad de actuar 
del individuo de acuerdo con la voluntad del individuo, de ser 
dueño de su propio destino y actuar para alcanzar su máximo 
potencial. Esto se relaciona con la autodeterminación, la auto-
nomía y la capacidad de dirigir nuestra propia vida.

La problemática de esta libertad es que, como vimos, si el 
individuo se ve afectado por causas externas o internas, ¿cómo 
puede asegurarse de que las decisiones y deseos que tiene son 
realmente suyos o están condicionados por factores externos 
o internos que escapan a su control. Esta problemática de iden-
tificar la voluntad propia tiene implicaciones importantes. Por 
ejemplo, si un individuo decide estudiar una carrera universitaria 
en particular por presión familiar, nadie le impide formalmente 
elegir otra opción, sin embargo, la expectativa familiar pesa tanto 
en su decisión que es influenciado: no tiene libertad positiva.

Lo que está claro es que esta libertad sí necesita de condi-
ciones materiales que la hagan viable, ya que, si un individuo 
quiere estudiar una carrera universitaria, ya sea influenciado o 
no, y no tiene las condiciones materiales para hacerlo porque 
carece de los recursos, no podrá tomar las acciones necesarias 
para llevar a cabo esa libertad positiva, y su libertad se verá 
limitada, incluso si nadie se lo impide. 

Si un individuo está en silla de ruedas, tendrá libertad de 
movimiento porque nadie se lo prohíbe. Sin embargo, si el Es-
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tado en el que vive no está adaptado para su movilidad, su 
libertad de movimiento estará restringida. No existe una coac-
ción directa, pero el medio material le restringe su libertad de 
movimiento. Desde el punto de vista de la libertad negativa, el 
individuo sí sería libre de moverse y, por consiguiente, tendría 
libertad de movimiento. Eso sí, desde el punto de vista de la 
libertad positiva el individuo no sería libre de moverse y no 
tendría libertad de movimiento. 

 
La libertad negativa suele ser atribuida a las personas con-

sideradas individualmente, mientras que la libertad positiva 
suele incluir tanto a individuos como a grupos.

Bien humano

Para poder entender qué es el bien humano o moral, lo pri-
mero que debemos hacer es definir qué es el bien y el mal en sí 
mismos, es decir, qué es lo bueno y lo malo.

Para el filósofo Baruch Spinoza, el bien era todo aquello 
que contribuye al conatus, es decir, todo aquello que impulsa 
a los seres vivos a perseverar en su existencia, a proteger su 
vida y aumentar su potencial de actuar. El conatus se puede 
entender como las acciones que llevan a todo ser vivo a buscar 
su desarrollo y supervivencia, ya que todo lo vivo quiere vivir 
más. Esta definición del bien se conecta directamente con la 
idea de que el bien lo conforman las acciones a favor de la 
vida, mientras que el mal lo conforman las acciones en contra 
de la vida o las acciones destructivas. Así pues, la vida, en sí 
misma, es la experiencia que se tiene por el mero hecho de que 
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un ser vivo exista, por lo tanto, siguiendo la línea de Spinoza, 
el bien lo conformarían todas las acciones que apoyan y pro-
mueven la vida, tanto individual como colectiva. Y el mal lo 
conformarían todas las acciones que van en contra de la vida, 
como pueden ser las conductas destructivas. El concepto de 
este bien, conformando el bien las acciones a favor de la vida, 
no son algo que la propia moral imponga, sino que es algo 
exigido por la misma vida. 

Siguiendo el razonamiento de Spinoza, la libertad es funda-
mental para el conatus, entendida como la capacidad del indivi-
duo de tomar las acciones a favor de la vida, es decir, acciones 
positivas que le permitan alcanzar, a través de sus valores —el 
ser y el hacer del individuo—, aquello que considere necesario 
para prosperar y desarrollarse. La libertad se convierte en un 
bien en sí misma. Así pues, la ausencia de libertad conduce al 
mal, ya que limita las acciones positivas, es decir, la ausencia 
de libertad limita las acciones a favor de la vida que permiten 
al individuo desarrollar lo que él considere su proyecto vital y, 
en última instancia, a amenazar su propia vida.

El ser humano está naturalmente orientado hacia el bien, ya 
que, si lo natural de lo vivo es vivir, entonces la vida misma, en 
su plenitud, es el bien supremo. Para el ser humano, alcanzar ese 
bien implica desarrollar todas sus capacidades y expandir su exis-
tencia. Por lo que su tendencia natural es hacia la vida, es decir, 
hacia las acciones que hacen bien, siendo estas el resultado de de-
cisiones conscientes y libres. No en vano, la literatura, la filosofía 
y la religión coinciden en que el fin último del ser humano es la 
felicidad. Esta felicidad no es otra cosa que la realización de todas 



50

las potencialidades humanas, es decir, de todas las acciones que 
apoyan a la vida para que se expanda y prospere. 

Si bien Spinoza define la felicidad como la realización de 
todas las potencialidades humanas, otros filósofos han ofreci-
do perspectivas diferentes sobre la felicidad. Por ejemplo, para 
Aristóteles, la felicidad (eudaimonía) era el resultado de una 
vida virtuosa, es decir, en la que se puedan desarrollar hábitos 
que permitan actuar de acuerdo con lo que él consideraba las ex-
celencias del carácter, como la justicia y la templanza, viviendo 
de acuerdo con la razón, utilizándola para guiar las acciones y 
buscar el equilibro entre los extremos. Sin embargo, según Kant, 
el individuo no debe tomar acciones para alcanzar la felicidad, 
sino que las acciones deben estar guiadas por el bien moral, es 
decir, las acciones deben tomarse de acuerdo con lo que es co-
rrecto, independientemente de las consecuencias. John Stuart 
Mill, por su parte, defendía el utilitarismo, una doctrina ética 
que considera positiva todas las acciones que producen una ma-
yor cantidad de felicidad o bienestar —con una visión hedonista 
de la felicidad: buscando el placer y la ausencia de dolor— para 
el mayor número de individuos.

Dentro del concepto del bien, podemos identificar tres tipos:

•	 Bien útil: aquellas acciones que sirven como instrumen-
to para conseguir otro bien. Por ejemplo, hacer ejercicio 
es un bien útil para tener buena salud.

•	 Bien deleitable: aquellas acciones que producen placer o 
satisfacción inmediata. Por ejemplo, comer chocolate o 
escuchar nuestra canción favorita.
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•	 Bien honesto: bien derivado de aquellas acciones que 
son buenas por sí mismas, a favor de la vida y que no 
tienen necesidad de recurrir a otras finalidades. Es un 
bien que se busca por sí mismo, no como medio para ob-
tener algo más. Por ejemplo, el amor que un hijo puede 
sentir por sus padres y el bien que se puede llegar a hacer 
cuando un hijo cuida de sus padres en la vejez.

El bien moral, precisamente por su naturaleza intrínseca y 
su dependencia de las acciones positivas, se identifica con el 
bien honesto. No se trata de buscar la utilidad o el placer, sino 
de actuar a favor de la vida de forma correcta porque es lo 
que nuestra naturaleza racional nos dicta. Por ello, la felicidad 
profunda y duradera surge de las acciones positivas basadas en 
los valores individuales, es decir, en coherencia con nuestro 
ser y hacer y que solo se alcanza a través del bien moral, del 
bien honesto.

Entonces, ahora que sabemos lo que es el bien humano y 
que el bien moral se identifica con el bien humano, podemos 
profundizar en el bien moral. Para comprenderlo, el bien moral 
hay que diferenciarlo del bien ontológico. El bien ontológico 
se refiere a la bondad inherente a todo ser por el hecho de exis-
tir y ser lo que es según su naturaleza. Una planta, un animal, 
un humano... todos poseen bien ontológico por el simple he-
cho de ser. Sin embargo, el bien moral implica algo más que 
el hecho de existir y que solo es aplicado al ser humano, ya 
que, a diferencia de otros seres vivos, el ser humano no está 
determinado únicamente por su propia naturaleza, sino que, 
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además de poseer una disposición natural hacia el bien, tiene la 
capacidad de elegir, de decidir si actúa de acuerdo con el bien, 
es decir, tiene la capacidad de decidir a favor de su esencia ra-
cional, lo que implica actuar a través de acciones positivas que 
favorezcan la vida o no. El bien moral solo se puede alcanzar 
cuando el individuo de forma consciente y libre elige actuar en 
sintonía con esa naturaleza racional, tomando de forma libre 
las acciones positivas que desarrollen su voluntad para alcan-
zar lo que él considere su proyecto vital.

¿Y por qué se le llama moral? Precisamente, porque de-
pende de la libertad de elegir qué acciones tomar, ya que el 
bien moral no nos viene dado, sino que se construye a través 
de las propias decisiones que el individuo toma. No se trata 
simplemente de ser, sino que se trata de ser y hacer, es decir, 
de cómo elegimos ser a través de los valores (ser y hacer) 
individuales de cada persona. Por ello, la plenitud humana 
solo puede ser alcanzada cuando las acciones positivas que 
se toman están en consonancia con lo que la propia natura-
leza del individuo dicta, cuando las acciones positivas que 
se toman están en coherencia con los valores individuales. 
Por tanto, el bien moral es el único bien que nos lleva a una 
felicidad que no es superficial y pasajera, nos lleva a una 
felicidad profunda debido a que surge de la coherencia entre 
lo que somos (nuestra esencia racional: ser) y cómo vivimos 
(nuestras decisiones y acciones: hacer). Por ello, creo que 
la forma de alcanzar la felicidad es creando un entorno en 
el que el individuo pueda desarrollar hábitos a través de ac-
ciones positivas basadas en sus valores para alcanzar lo que 
considere sus objetivos.
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Valores

Su concepto filosófico ha sido largamente reflexionado por 
diferentes pensadores, sin embargo, el filósofo alemán Ru-
dolph Hermann Lotze (1817-1882) identificó dos grandes co-
rrientes de pensamiento con relación a los valores: la corriente 
objetivista y la corriente subjetivista.

•	 La corriente objetivista afirma que los valores son cua-
lidades inherentes a las cosas y no dependen de las per-
sonas. Según esta corriente, los valores existen por sí 
mismos, es decir, existen de manera independiente a la 
persona que los percibe o valora. Por lo que, los valores 
pueden ser descubiertos, pero no creados. Y su validez 
no depende del contexto histórico ni de las preferencias 
del individuo. Filósofos como Max Scheler (1874-1928) 
compartieron esta visión, considerando a los valores 
como cualidades inmutables que existen más allá del 
tiempo y el espacio. Por ejemplo, desde la corriente ob-
jetivista, la responsabilidad, la justicia o la bondad exis-
ten como realidades independientes, estén o no relacio-
nadas con la experiencia o el juicio de una persona.

•	 La corriente subjetivista sostiene que los valores son 
propios de los seres humanos y dependen del indivi-
duo, ya que es el propio individuo quien los siente (ser) 
y los realiza (hacer). Desde esta corriente, los valores 
son relativos a cada individuo y cambian en función de 
la época y las experiencias de este. Así pues, filósofos 
como Friedrich Nietzsche (1844-1900) afirmaban que 
los valores son creaciones humanas. Para Nietzsche, los 
valores cambian con el tiempo y reflejan la evolución y 
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las prioridades del individuo. Los valores del ejemplo 
anterior, como la responsabilidad, justicia o bondad, de-
penden de la experiencia y contexto del individuo. 

En este ensayo se seguirá la corriente subjetivista cuando se 
hable de valores, ya que considero que los valores no son ideas 
o conceptos filosóficos abstractos independientes de las perso-
nas, ya que los valores obtienen su sentido a través de las ac-
ciones de cada individuo. Es el propio individuo, cuando toma 
acción, quien manifiesta y pone en práctica los valores que 
considera importantes, adaptándolos a su contexto y circuns-
tancias particulares. Los valores se convierten en la dirección 
a la que el individuo debe orientar su comportamiento para 
poder alcanzar sus objetivos o lo que él considere su proyecto 
vital, y así poder crecer y desarrollarse dentro de la sociedad 
de una forma coherente con su ser. 

Los valores desde esta perspectiva proyectan las creencias 
y experiencias personales del individuo representando el ser y 
el hacer de este, es decir, la esencia del propio individuo y la 
forma de manifestarlo a través de las acciones del individuo. 
Con ello, lo que una sociedad considera justo puede variar de-
pendiendo de su contexto cultural e histórico, siendo algo mu-
table y que depende de cómo cada sociedad define este valor. 

Conceptos políticos

Estado

Como sabemos, el ser humano es un ser social por natura-
leza y siempre ha tenido que agruparse para poder sobrevivir. 
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Para entender el concepto de Estado y ver cómo ha evolucio-
nado a lo largo de la historia, debemos explorar estas agrupa-
ciones de individuos. Comenzaremos en los tiempos primiti-
vos, que incluyen el Paleolítico, el Neolítico y la Edad de los 
Metales, períodos en los que no existía el concepto de Estado y 
en los que las sociedades se organizaban de manera diferente.

Ya en el Paleolítico, que abarca 2,6 millones de años hasta 
10000 años a. C., desde la aparición del ser humano en la Tie-
rra, los seres humanos han sido seres sociales y han tenido que 
agruparse para poder sobrevivir, por lo que se determina que 
somos seres sociales por naturaleza. Esta razón llevó al ser hu-
mano a conformar grupos, siendo la familia el primer núcleo 
social al nacer. Estas familias eran nómadas, se agrupaban en 
clanes o tribus, grupos sociales cuyos integrantes compartían 
un mismo origen, costumbres y tradiciones. Su subsistencia se 
basaba en la caza y la recolección. La cohesión social en estas 
tribus se basaba en fuertes lazos de parentesco y en la coope-
ración para la supervivencia, lo que les permitía enfrentar los 
desafíos de un entorno hostil. Al ser itinerantes, no tenían una 
autoridad centralizada ni una estructura territorial establecida, 
lo que existía era un grupo de familias que se organizaban bajo 
el liderazgo de un individuo que generalmente era de mayor 
edad o el más fuerte. Las decisiones importantes se tomaban 
de forma colectiva y consensuada, sin una figura de autoridad 
permanente que concentrara el poder.

En el Neolítico, que se inicia 10000 años a. C y termina 
2200 a. C., con la llegada de la agricultura y la domesticación 
de animales, el modelo de subsistencia de las familias pasa de 
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ser nómada a ser sedentario. Las familias se agrupan en clanes 
o tribus, estableciendo aldeas, cuyos integrantes comparten un 
mismo origen, costumbres y tradiciones. Estas tribus no tenían 
un territorio definido y continuaban organizándose bajo el li-
derazgo de un individuo de mayor edad o el más fuerte. Aun 
así, no se desarrollaron estructuras de Estado. Sin embargo, la 
sedentarización y el desarrollo de la agricultura trajeron consi-
go importantes cambios sociales. La producción de excedentes 
de alimentos propició la aparición de desigualdades sociales y 
la necesidad de una organización más compleja para gestio-
nar los recursos y el trabajo colectivo. Aunque no había una 
estructura de Estado, lo que sucedió, gracias a la agricultura 
y a la ganadería, fue que los individuos tenían más tiempo li-
bre para dedicarse a diversas actividades, lo que dio lugar a 
la especialización de oficios, como la alfarería y la sastrería. 
En algunas aldeas, comenzaron a surgir figuras de autoridad, 
como líderes religiosos o chamanes, quienes ejercían cierta in-
fluencia sobre la comunidad gracias a sus conocimientos o su 
conexión con lo espiritual.

En la Edad de los Metales, que se inicia 6001 años a. C. y 
termina 1001 años a. C., pasan los años y se pasa de tener gru-
pos de individuos de tamaño reducido a sociedades de mayor 
tamaño, donde comienzan a desarrollarse nuevas formas de 
poder y gobierno con sistemas de administración y relaciones 
de poder más definidas. La tenencia de tierras estaba vinculada 
a los clanes, lo que generó estratificación social en función de 
la cantidad de tierras que poseían. El desarrollo de la meta-
lurgia no solo permitió la creación de herramientas agrícolas 
más eficientes, sino también de armas más sofisticadas, lo que 
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a su vez contribuyó al desarrollo de la guerra y la conquista, 
transformando las relaciones entre las diferentes comunidades. 
Además, para administrar la tenencia de tierra y las relacio-
nes económicas, se establecieron las primeras formas de lide-
razgo: dinastías o linajes que vienen de una misma familia o 
emparentados entre sí, es decir, una sucesión genealógica en 
donde al morir el gobernante o rey, le dejaba el poder a su hijo 
y así sucesivamente, lo que evolucionó hacia reyes que gober-
naban comunidades y delimitaban fronteras mediante la cons-
trucción de murallas. La religión desempeñó un papel crucial 
en la elección de líderes, con la creencia en la elección divina, 
garantizando la obediencia de la población. La aparición de 
las ciudades y el aumento de la población impulsaron la nece-
sidad de una administración más eficiente, de un sistema legal 
más desarrollado y de mecanismos para resolver conflictos y 
mantener el orden social. Aunque se desarrollaron las prime-
ras formas de gobierno, en su mayoría teocracias, todavía no 
podemos considerar esto como un Estado debido a la falta de 
un cuerpo legal escrito.

Todo cambió con la invención de la escritura en la antigua 
Mesopotamia, alrededor del año 3500 a. C., elemento que re-
sultó crucial para la definición de Estado, ya que permitió a 
la humanidad abandonar la tradición oral y comenzar la his-
toria registrada. Durante la Historia Antigua (3000 a. C. hasta 
476 d. C.), gracias a la escritura, surgieron civilizaciones con 
primitivas organizaciones de tipo estatal. Como son las cul-
turas que incluyen a los sumerios, egipcios, chinos, romanos 
y griegos. Durante la Historia Antigua se crean las primeras 
leyes escritas, lo que permite a cualquier ciudadano conocer 
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las normas dentro de la sociedad. La tenencia de tierras, el 
intercambio comercial y la necesidad de centralizar el poder 
dieron lugar a la formación de dos tipos de estructuras políti-
cas: las polis griegas, conocidas como ciudades-Estado, y los 
grandes imperios romanos, tanto en Oriente como en Occi-
dente. La escritura fue fundamental para la consolidación del 
Estado, ya que permitió la creación de códigos legales escritos, 
la administración eficiente de los recursos y la transmisión del 
conocimiento a través de generaciones. Estos Estados muchas 
veces son conocidos como Estados esclavistas, los cuales, por 
la conquista de distintos poderes, podían someter y esclavizar 
a distintos grupos humanos. Las polis griegas experimentaron 
con diferentes sistemas de gobierno, como la democracia en 
Atenas, donde los ciudadanos participaban en la toma de de-
cisiones, o la oligarquía en Esparta, donde el poder se concen-
traba en una élite. El Imperio Romano, por su parte, desarrolló 
un sistema legal complejo y una administración centralizada, 
sentando las bases para la formación de los Estados modernos 
en Europa.

Durante el periodo griego a la ley se la conoce por el nombre 
de nomos. Y el nomos estaba por encima de toda persona que 
ocupase el territorio. Además, el territorio se dividía en polis, y 
cada polis se regía por su autonomía y su autosuficiencia.

Durante la época romana, los romanos son considerados 
los fundadores del derecho, ya que desarrollaron un sistema 
jurídico que comprendiendo distintas etapas: la monarquía, 
destacando la figura del rey; la república, donde destacó la 
aparición de la aristocracia, y el imperio, donde destacó la fi-
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gura del emperador, siendo este el período de apogeo de la 
civilización romana. Su legislación tiene como base la división 
social entre patricios y plebeyos, los comicios, los legislado-
res, el senado y el sistema imperial, basado en magistrados e 
instituciones. Vemos, además, aportes como las doce tablas, 
las constituciones imperiales y el cuerpo de derecho civil (el 
Corpus Iuris Civilis), dado por el emperador Justiniano. Algu-
nos historiadores no los consideran Estados, llamándolos solo 
organizaciones políticas con determinadas características, las 
cuales eran cambiantes con el tiempo y dependían de su ubica-
ción geográfica, su sociedad y las decisiones políticas que se 
tomaban dentro del territorio.

La Edad Media (476 d. C.-1453 d. C.) comenzó con la caída 
del Imperio Romano de Occidente y el surgimiento de reinos 
fragmentados, y terminó con la caída de Constantinopla y el 
descubrimiento de América. Es la base para la constitución de 
grandes naciones europeas, tales como Francia e Inglaterra. 
La legislación se aparta del modelo romano y es dada por los 
reyes bárbaros que dominaban los territorios. Se considera la 
Edad Oscura por el retraso en el conocimiento. Está dividida 
en la Alta Edad Media y en la Baja Edad Media, siendo la Baja 
Edad Media donde se reafirma el concepto de soberanía con 
la figura del rey, quien era complementado por el poder reli-
gioso de la Iglesia cristiana, naciendo así el derecho canónico 
y la aparición de nuevos gobernantes. El sistema feudal que 
caracterizó a la Edad Media no era uniforme en toda Euro-
pa. Existían diferentes grados de centralización del poder, y 
la autoridad del rey a menudo se veía limitada por el poder de 
los señores feudales, que gobernaban sus propios territorios 
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con relativa autonomía. En ella se estableció el sistema feu-
dal, donde los nobles gobernaban feudos y tenían sus propias 
leyes, generando una fragmentación de poderes y sistemas de 
gobierno: los señores feudales eran los dueños de las tierras. 
No podemos definir a la Edad Media como Estado, porque 
existe una fragmentación de poder y la soberanía estaba limi-
tada, es decir, no existía un gobierno centralizado y unificado 
con una autoridad centralizada. La Iglesia católica, en Europa, 
desempeñó un papel fundamental durante la Edad Media, no 
solo como guía espiritual, también como un poder político con 
gran influencia en la vida social y en las decisiones de los go-
bernantes.

En la Edad Moderna (1492 d. C.-1789 d. C.), la idea de lo 
que hoy conocemos como Estado comenzó a tomar forma de la 
mano de pensadores influyentes como Nicolás de Maquiavelo. 
Fue precisamente en su obra El príncipe donde Maquiavelo 
introdujo la palabra Estado, derivada del latín stato, evolución 
de status. Este término se convirtió en un pilar fundamental en 
la teoría política. Maquiavelo analizó el poder y las estrategias 
que los gobernantes debían utilizar para mantener el control 
y la estabilidad del Estado. Sus ideas tuvieron un profundo 
impacto en la teoría política y en la forma en que se concibe el 
poder en la modernidad.

La consolidación de los Estados modernos también estu-
vo influenciada por figuras históricas notables como Cosme de 
Médici, quien se puede considerar uno de los precursores en la 
creación de un Estado —Florencia—, tal como lo conocemos en 
la actualidad. Nicolás de Maquiavelo, a su vez, estuvo influido 
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por las ideas y el liderazgo de Cosme de Médici. En esta épo-
ca, predominaba la forma de gobierno de monarquía absolutista, 
donde el poder político estaba centralizado en la figura del rey. 
El rey era considerado como la personificación del Estado, y este 
sistema no se cuestionaba, ya que el orden imperante se basaba 
en la jerarquía divina, con Dios, el Rey y las leyes como pilares 
fundamentales. A lo largo de la Edad Moderna, los reyes fueron 
consolidando su poder y creando Estados nacionales con insti-
tuciones más sólidas y una administración centralizada. La idea 
de la soberanía nacional, es decir, la autoridad suprema del Es-
tado sobre su territorio y sus habitantes se fue afianzando como 
principio fundamental del orden político. Sin embargo, con la 
llegada de la Ilustración surgieron pensamientos revolucionarios 
que comenzaron a cuestionar este modelo de Estado moderno. 
Los pensadores ilustrados promovieron ideas como la separa-
ción de poderes, la limitación del poder del Estado a través de 
constituciones y el reconocimiento de los derechos individuales, 
ideas que sentarían las bases para las revoluciones liberales del 
siglo XVIII. Los burgueses, un nuevo grupo social que emergió 
desligado del feudalismo y que buscaba derechos y representa-
ción política, jugaron un papel fundamental en este cambio. Sus 
demandas se basaban en principios como la libertad, la igualdad 
y la fraternidad, y estas ideas culminaron en revoluciones en toda 
Europa en los siglos XVII y XVIII. Estas revoluciones marca-
ron el comienzo de la transición hacia formas de gobierno más 
democráticas y la creación de los Estados nacionales modernos 
tal y como los conocemos en la actualidad. Además, en la econo-
mía, la transición del feudalismo, donde las tierras eran de seño-
res feudales y los vasallos eran personas que trabajaban en ellas, 
pasan al capitalismo. Aparecen las primeras bolsas de valores, 
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como la de Ámsterdam (1602) y la de Londres.
En la Edad Contemporánea (siglo XVIII-actualidad), las 

crisis generadas por la Revolución Industrial (siglos XVIII y 
XIX) y la Ilustración (siglo XVIII) transformaron profunda-
mente la organización de los Estados. La Revolución Indus-
trial trajo consigo consecuencias como la desigualdad social, 
la pobreza y la explotación laboral, especialmente en las ciu-
dades en rápido crecimiento. Al mismo tiempo, la Ilustración 
cuestionó las monarquías absolutas y defendió ideas como la 
separación de poderes, la limitación del poder del Estado a 
través de constituciones y el reconocimiento de los derechos 
individuales. Esta combinación de factores dio lugar a la apa-
rición de diversas ideologías políticas, como el socialismo, el 
comunismo, el liberalismo y muchas otras. Estas buscaban dar 
respuesta a los nuevos problemas sociales y proponían mode-
los alternativos de organización política. Como consecuencia 
de estas crisis y de la creciente presión social, la concentración 
de poder en las monarquías absolutas comenzó a debilitarse. 
Pensadores como Montesquieu contribuyeron a desarrollar la 
idea de la separación de poderes como mecanismo para evi-
tar la concentración de poder y garantizar un mayor equilibrio 
político. Las revoluciones liberales del siglo XIX, inspiradas 
en las ideas de la Ilustración, transformaron el mapa político 
de Europa. Estas revoluciones derribaron monarquías y dieron 
lugar a la formación de Estados nacionales con sistemas de 
gobierno más representativos y democráticos, donde los ciu-
dadanos tenían el derecho a participar en la toma de decisiones 
políticas a través del voto. A lo largo del siglo XX, y en gran 
medida como resultado de las luchas sociales y de la influencia 
de movimientos como la Revolución Rusa de 1917, se desa-
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rrolló el Estado de bienestar. Este modelo se caracteriza por 
una mayor intervención del Estado en la economía y la socie-
dad, con el objetivo de garantizar la protección social de los 
ciudadanos y reducir las desigualdades.

Ahora que hemos recorrido toda la historia de cómo se or-
ganiza la sociedad, podemos decir que el Estado es una forma 
de organización social, jurídica y política, porque organiza un 
grupo de individuos en una sociedad, manteniendo orden, es-
tableciendo leyes y normas y atendiendo las demandas de los 
ciudadanos. Por tanto, el centro del Estado deben ser los ciu-
dadanos, y debe garantizar, mediante el ordenamiento político, 
el bienestar de toda la población, garantizando su defensa y 
condiciones para el desarrollo.

Concepto de Estado según diferentes pensadores políticos

Como hemos visto anteriormente, el concepto de Esta-
do surgió en la Edad Moderna, entre los siglos XV y finales 
del siglo XVIII. Fue el resultado de la caída del feudalismo, 
a finales del siglo XV, debido a cambios demográficos como 
la peste negra y, tras ella, el crecimiento de la población, así 
como el auge del comercio internacional impulsado por la 
expansión europea y sus descubrimientos geográficos, lo que 
llevó al enriquecimiento de una nueva clase social: la burgue-
sía, que no encajaba en la estructura feudal por buscar mayor 
libertad y autonomía. Estos factores contribuyeron a la con-
centración del poder  en una autoridad central, que solía ser 
el rey, a diferencia del feudalismo, donde el poder estaba dis-
perso entre los señores feudales, quienes tenían un importante 
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control entre sus territorios y sus vasallos. Por ello, los reyes 
consolidan su poder a través de diferentes mecanismos como 
la creación de ejércitos profesionales y de una administración 
centralizada. De esta forma, dan lugar a un aparato burocrático 
donde los funcionarios respondían directamente al rey, imple-
mentando un sistema judicial único para todo el Estado. Para 
financiar todo lo anterior, establecieron un sistema de recau-
dación de impuestos centralizado. En resumen: se centralizó 
el poder para lograr controlar a la población de una manera 
más eficiente. Así, el Estado moderno se caracteriza por tres 
elementos esenciales: un territorio claramente delimitado, en 
el cual la autoridad ejerce su soberanía; una población defini-
da, llamada súbditos o ciudadanos, los cuales tienen una serie 
de características comunes como la lengua, la cultura o la his-
toria y que sirven al gobernante, y una autoridad central que 
tiene el monopolio de la violencia, la cual administra justicia 
y recauda impuestos, así como protege a los ciudadanos para 
que mantengan sus rasgos comunes. Para dejar más claro este 
término, la Real Academia Española define Estado como una 
«forma de organización política, dotada de poder soberano e 
independiente, que integra la población de un territorio». Es 
decir, el Estado moderno se define por poseer un territorio de-
limitado por fronteras reconocidas, una población que reside 
en ese territorio y se identifica como parte de la nación y una 
autoridad central que ejerce el poder político y es responsable 
de la administración del Estado. 

A partir de la Edad Moderna, que es cuando nosotros en-
tendemos el Estado actual, diversos pensadores aportaron sus 
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interpretaciones sobre lo que constituye un Estado, entre ellos:
•	 Maquiavelo (1469-1527): Nicolás Maquiavelo en su 

obra El príncipe (1513), definió al Estado como una en-
tidad soberana que debe ser dirigida por un gobernante 
fuerte y capaz de mantener el orden y la estabilidad, in-
cluso si esto significa usar la fuerza y el poder político. 
El Príncipe fue escrito en un contexto de inestabilidad 
política en Italia, con guerras constantes y luchas de po-
der entre las diferentes ciudades-Estado, lo que influyó 
en la visión de Maquiavelo, quien anteponía la estabili-
dad y la eficacia del Estado por encima de otros valores. 
Maquiavelo fue uno de los creadores del Estado moder-
no, y su definición del Estado se basa en los tres elemen-
tos esenciales que señalamos a continuación.

1.	 Territorio: el Estado debe tener un territorio claramen-
te delimitado que le proporcione una base territorial y 
económica en la que la autoridad pueda ejercer su sobe-
ranía para controlar los recursos dentro de ese territorio. 
En palabras de Maquiavelo: «El príncipe debe tener un 
territorio bien definido y debe esforzarse por ampliarlo 
siempre que sea posible». Maquiavelo consideraba que 
un territorio bien definido era fundamental para la exis-
tencia y el funcionamiento del Estado, ya que le propor-
cionaba una base territorial y económica sólida.

2.	 Población: el Estado debe tener una población definida 
que comparta lazos como la lengua, cultura e historia, ya 
que la población le proporciona la mano de obra y los 
recursos necesarios para su funcionamiento y defensa. 
Así pues, para Maquiavelo la población es un pilar esen-
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cial dentro del Estado: «El príncipe debe conocer a sus 
súbditos, sus necesidades y sus deseos». Además, añade: 
«Un príncipe debe ser considerado como un padre de 
familia que debe cuidar de sus súbditos como si fueran 
sus propios hijos».

3.	 Autoridad central: el Estado debe tener una autoridad 
central. Esta tiene el monopolio de la violencia, por 
lo que debe administrar justicia y recaudar impuestos. 
Como escribe Maquiavelo: «El príncipe debe tener una 
autoridad central que le permita tomar decisiones y apli-
carlas de forma uniforme en todo el territorio». Además, 
añade: «Un príncipe debe ser capaz de mantener el orden 
y la estabilidad en su principado». Maquiavelo, influen-
ciado por su contexto de inestabilidad política, defendía 
la necesidad de una autoridad central que fuera capaz de 
imponerse en todo el territorio que gobernara, para po-
der mantener la estabilidad y el orden dentro del Estado.

Para Maquiavelo, estos debían ser los tres pilares funda-
mentales para que un Estado funcionara de forma correcta. 

La obra de El príncipe tuvo una gran influencia en el desa-
rrollo del Estado moderno en Europa, y su idea de Estado sigue 
siendo relevante y debatido en la actualidad. Algunos lo consi-
deran como el precursor del realismo político, y es criticado por 
otros por justificar la manipulación y el uso del monopolio de 
la violencia para alcanzar los objetivos del gobernarte. Lo que 
está claro es que la visión de Maquiavelo, en sus obras, sentó las 
bases del desarrollo del pensamiento político moderno.

•	 Thomas Hobbes (1588-1679): para este filósofo inglés, 
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el concepto de Estado estuvo influenciado por la inesta-
bilidad social y política que vivió en la Inglaterra del si-
glo XVII, llevándolo a pensar que la naturaleza humana 
se caracterizaba por una condición de guerra, por lo que 
veía necesario un Estado fuerte que garantizara el orden 
y la seguridad. Así, en su obra Leviatán (1651), Hobbes 
describe al Estado como un leviatán, un organismo sobe-
rano que surge de un contrato social en el que los indivi-
duos van a renunciar a parte de su libertad y transferirla a 
una autoridad central con un poder absoluto que impon-
ga orden y haga cumplir las leyes, ya que esta autoridad 
debe garantizar la seguridad y estabilidad social dentro 
del propio Estado. Según Hobbes, todo esto es debido a 
que la naturaleza humana es egoísta, y ve necesario que 
exista un poder que regule las relaciones humanas, por-
que, sin este poder, la sociedad tendería a su estado de na-
turaleza, caracterizado por la guerra de todos contra todos 
y en el cual cada individuo busca alcanzar su propio in-
terés sin importar las consecuencias para los demás. Esta 
visión pesimista de la naturaleza humana se ve reflejada 
en su famosa frase: «La condición del hombre (...) es una 
condición de guerra de todos contra todos». Con todo ello, 
para Hobbes, el Estado debe tener un poder centralizado 
y fuerte que evite el caos y la violencia e imponga el or-
den, pues en caso contrario la sociedad estaría condenada 
a este estado de naturaleza. Para Hobbes, la mejor forma 
de gobierno que ejerce un poder absoluto de forma cen-
tralizado y sin limitaciones es la monarquía absolutista, ya 
que, al concentrar todo el poder en un monarca, la toma de 
decisiones sería mucho más rápida y eficiente que si pasa 
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por una asamblea o parlamento. 
•	 John Locke (1632-1704): este médico y filósofo fue in-

fluenciado por la instauración de una monarquía cons-
titucional en la Inglaterra del siglo XVII. En ella, se li-
mitaba el poder del gobierno y se reconocían mayores 
derechos individuales. Esto influyó en el pensamiento de 
Locke, quien vio el fin de la monarquía absolutista y lo 
llevó a defender los derechos individuales y la sobera-
nía popular, en la cual el poder debía estar en el pueblo, 
como así lo reflejó en su obra Dos tratados sobre el go-
bierno civil (1689). Para Locke, igual que para Hobbes, 
el Estado surge a través de un contrato social. Para Loc-
ke, los individuos optan por formar una sociedad y acep-
tar, mediante un contrato social, ser gobernados por una 
autoridad común. Este contrato, a diferencia del contrato 
social de Hobbes que busca el orden y la seguridad a 
través de un poder central absoluto, busca limitar el po-
der del gobernante y proteger los derechos naturales de 
los individuos: vida, libertad individual y la propiedad. 
Locke creía que el estado de naturaleza de los indivi-
duos no se caracterizaba por la guerra de todos contra 
todos, sino que los individuos eran capaces de cooperar 
voluntariamente para alcanzar un bien común. Afirmaba 
que lo que lleva a los conflictos y a las injusticias es la 
falta de un poder limitado e imparcial. Así pues, el po-
der del Estado está limitado por este contrato social y la 
voluntad del pueblo, donde el poder de los gobernantes 
está limitado por las leyes: están obligados a respetar los 
derechos naturales de los ciudadanos. Si no fuera así, si 
el gobernante no cumple su parte del contrato, violando 
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los derechos naturales de los individuos o actuando de 
forma tiránica, los ciudadanos tienen el deber y el de-
recho de rebelarse, lo cual es un elemento central en la 
teoría política de Locke. En ella, refleja la importancia 
de la libertad individual y la soberanía popular.

•	 Jean-Jacques Rousseau (1712-1778): el Estado, tal como 
indica en El contrato social (1762) —obra escrita en la 
Francia del siglo XVIII, donde se cuestionaba el orden 
político y social—, es un organismo creado a través de un 
contrato social entre los ciudadanos. Por tanto, su sobera-
nía debe residir en el pueblo. Para Rousseau, el hombre 
en estado de naturaleza es bueno y libre, pero la socie-
dad lo vuelve malo y le priva de libertad a través de la 
desigualdad: «El hombre ha nacido libre, pero en todas 
partes se encuentra encadenado». Por ello, el contrato so-
cial es la forma en que los individuos cooperan de manera 
obligatoria para volver a una sociedad más justa y libre. 
Este contrato social, a diferencia del de Hobbes, que bus-
ca garantizar la seguridad renunciando a la total libertad 
del individuo en favor de un gobernante absoluto, y a di-
ferencia del de Locke, que busca proteger los derechos 
individuales cediendo parte de derechos a un gobernante 
que debe respetar y proteger la vida, la libertad y la pro-
piedad, busca crear un nuevo orden social que se conciba 
como una transformación moral del individuo, y que este 
se integre a la comunidad política, donde es la voluntad 
general quien toma las decisiones. Así pues, el Estado, a 
través de la voluntad general, existe para eliminar la des-
igualdad y proteger los derechos de sus ciudadanos. Su 
legitimidad proviene exclusivamente del consentimiento 
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de los ciudadanos. Debe guiarse por la voluntad general, 
que representa el interés común de la comunidad, y no por 
la suma de los intereses particulares.

•	 Georg Wilhelm Friedrich Hegel (1770-1831): en su obra 
Elementos de la filosofía del derecho (1820), Hegel de-
fine al Estado como «una unidad de dominación, inde-
pendiente en lo exterior e interior, que actúa de modo 
continuo, con medios de poder propios, y claramente 
delimitada en lo personal y territorial». Según Hegel, el 
Estado no es una herramienta para mantener el orden, 
como afirmaba Hobbes. Hay que cederle la libertad o 
parte de ella, como lo veía Locke. Tampoco es un orga-
nismo del que emana la voluntad general, como lo define 
Rousseau; para Hegel, el Estado es la forma de orga-
nización social más avanzada, donde las personas son 
libres y están unidas al mismo tiempo gracias a la razón 
y los valores morales. Para él, el Estado es la mejor for-
ma de organizarse, porque permite al individuo ser libre 
dentro de un marco legal y, al mismo tiempo, le permite 
cooperar a través de la participación ciudadana. Las de-
cisiones de un Estado, para Hegel, deben estar basadas 
en la lógica y no en la arbitrariedad de las decisiones de 
los políticos. La autoridad no solo debe preocuparse en 
generar y aplicar leyes, sino que también debe preocu-
parse por los valores morales de la sociedad. Por último, 
según Hegel, el Estado debe unir a los ciudadanos para 
trabajar en un bien común, pero no obligarles a ser todos 
iguales. Como vemos, este Estado Hegeliano, a diferen-
cia del Estado absoluto de Hobbes o del Estado liberal de 
Locke, se caracteriza por su racionalidad, organización, 
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ética y constitucionalismo.
•	 Maximilian Karl Emil Weber (1864-1920): Weber, con-

siderado uno de los fundadores del estudio moderno de 
la sociología, define el Estado como una entidad que 
tiene el monopolio del uso legítimo de la violencia en 
su territorio. Así lo afirma en su libro La política como 
vocación (1919) y en sus propias palabras: «El Estado es 
la organización política que monopoliza el uso legítimo 
de la fuerza física en un territorio determinado». El pen-
samiento de Max Weber fue influenciado por el contexto 
histórico en el que vivió, ya que el siglo XIX fue el siglo 
del nacionalismo y donde la mayoría de los Estados-na-
ción modernos se consolidan. Hay que entender que los 
Estado-nación modernos son una forma de organización 
política en la cual los ciudadanos que comparten una 
cultura, lengua e historia se identifican con la identidad 
y el territorio del propio Estado, creando un sentimiento 
de pertenencia y unidad. Esta idea de Estado-nación no 
es algo de ese siglo, pero su aceleración se produjo des-
pués de la Revolución Francesa. Por eso Weber vivió el 
auge del Estado-nación moderno y el desarrollo de la bu-
rocracia weberiana, que se diferencia de las burocracias 
anteriores por su racionalidad, carácter impersonal y la 
profesionalización de los funcionarios. Se basa en reglas 
y procedimientos estandarizados, para que sea más efi-
ciente, en lugar de basarse en tradiciones o en relaciones 
personales. Para Weber, el Estado moderno se debe ca-
racterizar por el uso de una burocracia moderna para su 
correcto funcionamiento y se debe caracterizar por su ra-
cionalidad y profesionalización, para que pueda ejercer 
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de manera efectiva el monopolio de la violencia que solo 
el Estado tiene el derecho de usar para hacer cumplir las 
leyes y mantener el orden. Por ello, el Estado moderno 
de Weber concentra aún más el poder que los Estados de 
épocas anteriores, en los que el poder estaba disperso en-
tre diferentes actores, como la nobleza, la iglesia y otros. 
El Estado moderno de Weber se centra, a diferencia de 
otros autores anteriores —Hobbes, Locke o Rousseau, 
centrados en el origen y la justificación del Estado—, 
en cómo debe funcionar el Estado en la práctica y en 
su capacidad de ejercer el poder de manera eficiente, a 
través de la burocracia weberiana y el monopolio de la 
violencia legitima. Además, Weber nos previene de los 
posibles peligros de una excesiva burocracia que hará 
que el Estado se vuelva rígido y se deshumanice, ponien-
do en riesgo la libertad individual. Por ello, nos advierte 
sobre la necesidad de controlar la burocracia. 

•	 Charles Tilly (1929-2008): el sociólogo, politólogo e 
historiador estadounidense, define al Estado en su obra 
Coerción, Capital y los Estados Europeos, 990-1992 
(1990) como una organización que controla el territorio 
y su población través de la fuerza. Ve el origen del Esta-
do como una agrupación de personas muy bien organi-
zadas, siendo estas una élite política que impone, a tra-
vés de la fuerza, sus decisiones. La visión del Estado de 
Tilly se centra en la dimensión histórica —a diferencia 
de la visión contractualista de Hobbes, Locke y Rous-
seau, quienes ven al Estado como una creación racional 
surgida de un acuerdo— y argumenta que surge como 
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resultado de la guerra para la extracción de los recursos, 
a través de la coerción y la violencia. Por ello, Tilly se 
enfoca en la capacidad del aparato estatal para extraer 
recursos —a diferencia de Weber, que se centra en la 
burocracia—, ya que, para que el Estado pudiera seguir 
controlando el territorio y a la población, debía poder 
financiar guerras y mantener el aparato burocrático. Tilly 
veía en el Estado una élite política dominante que extraía 
recursos a otra clase dominada, a la que ofrecía protec-
ción. Este proceso lo explicaba a través de la metáfora 
del racket, donde la protección del Estado a la población 
se asemeja a la extorsión de las mafias. Así pues, Tilly 
destaca la importancia de la violencia en el Estado mo-
derno y ofrece una visión histórica, a diferencia de las 
visiones contractualistas anteriores.

Al igual que sucedió con el concepto de libertad, el con-
cepto de Estado ha sido debatido a lo largo de la historia por 
distintos pensadores, no existiendo una concepción única a lo 
largo del tiempo.

Justicia social

Este concepto nace en la doctrina de la Iglesia Católica en 
el siglo XIX, en particular de la mano de un cardenal italiano 
jesuita llamado Luigi Taparelli (1793-1862), quien fue uno de 
los precursores de la doctrina social católica. Dicho sistema 
explica que las personas, al nacer, tienen una dignidad intrín-
seca dada por Dios y, por ende, tienen derecho a la vida y a una 
vida digna. Con esta base, para la Iglesia Católica, las caracte-
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rísticas de la justicia social son que los seres humanos deben 
tener dignidad humana, vivir en el bien común, ser solidarios, 
cuidar de los más desfavorecidos y alcanzar la paz social.

La justicia social surge por las crecientes desigualdades 
sociales, la pobreza y la explotación laboral, todo creado por 
la Revolución Industrial (1760-1840). Si bien la Revolución 
Industrial trajo consigo industrialización, lo que aumentó la 
riqueza, produjo también una gran brecha social, ya que con-
centraba esta riqueza en una minoría que tenía los medios de 
producción, frente a una mayoría trabajadora que vivía en con-
diciones de pobreza y precariedad. Esta industrialización, lejos 
de mejorar las condiciones de los trabajadores, las empeoró 
debido a la ausencia de derechos básicos de los trabajadores, 
quienes trabajaban largas jornadas laborales por bajos salarios, 
haciendo trabajos muy repetitivos. 

En estas condiciones, aparece el socialismo como la fuerza 
política que busca crear una sociedad más justa e igualitaria. 
Usa la justicia social para abogar por la redistribución de la 
riqueza, la igualdad de oportunidades y la protección a los sec-
tores más vulnerables, ya que obliga a los trabajadores y otros 
grupos sociales a organizarse y luchar por mejores condiciones 
de vida y por el reconocimiento de sus derechos económicos 
y sociales.

Para algunos sectores más socialistas, la justicia social 
continúa siendo un pilar fundamental para que todos los in-
dividuos puedan alcanzar sus derechos. Consideran que sigue 
siendo necesaria una redistribución de la riqueza a través del 
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Estado y que sea el Estado quien proteja a los más vulnerables 
y ofrezca a todos los ciudadanos las mismas oportunidades. 
Ven en la justicia social la herramienta indispensable para lo-
grar este objetivo. En este sentido, la famosa frase de Eva Pe-
rón «Donde hay una necesidad, nace un derecho», sintetiza el 
concepto de justicia social. 

Para otros sectores más liberales clásicos, la justicia social, 
tal y como es vista por los sectores más socialistas, implica que 
los individuos pierden libertad a través de la coerción por parte 
del Estado. Critican que la justicia no debe implicar quitar a 
unos para dar a otros, ya que esto desincentiva el esfuerzo in-
dividual y la productividad, además de crear una dependencia 
del Estado. Por otro lado, critican el pensamiento de «donde 
hay una necesidad nace un derecho», ya que defienden que, si 
bien las necesidades individuales pueden ser infinitas, lo que 
llevaría a infinitos derechos, los recursos para satisfacer esas 
necesidades, es decir, los recursos materiales y económicos 
son finitos. De ahí surge el principal problema: la finitud de los 
recursos para costear la infinidad de los derechos. 

Desde la visión económica moderna, la justicia social plan-
tea el principal problema de viabilidad de este sistema, ya que 
hace empobrecer a las sociedades porque hace que estas se 
capitalicen menos y, a la larga, sean menos productivas, por 
lo que serán más pobres. Y es que la riqueza de una nación se 
mide por su nivel de producción, no por la cantidad de dinero 
en circulación. Si fuera así, solo habría que imprimir dinero.

El economista Friedrich Hayek calificó el término de jus-
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ticia social como una palabra con maleficio que envenena el 
verdadero sentido de la justicia. Para Hayek, el concepto de 
justicia social es arbitrario y subjetivo. Al añadir el calificativo 
social a la justicia, se corrompe su significado original. Para él, 
la justicia debe ser ciega y debe aplicarse a todos por igual, sin 
tomar en cuenta las circunstancias particulares de cada caso.

Estado de bienestar

El concepto de Estado de bienestar moderno se apoya en la 
idea de que es el Estado quien debe suministrar al ciudadano un 
nivel mínimo de bienestar —entendido este como la provisión 
por parte del Estado de unos servicios que se consideran esen-
ciales: salud, educación, pensiones, etc.—, independientemente 
de la situación económica o social del ciudadano, para que pueda 
desarrollar su potencial y no quede desamparado en la sociedad. 

En este modelo, el Estado adopta una figura paternalista, ya 
que asume la responsabilidad de asegurar el bienestar de los 
ciudadanos proporcionándoles servicios, incluso si estos no 
los buscan. Para ello, el Estado obliga a cooperar a los ciuda-
danos, siendo el Estado quien toma las decisiones por los pro-
pios ciudadanos, interpretando que estos no serán capaces de 
cooperar de forma voluntaria ni de tomar decisiones raciona-
les para mantener su bienestar limitando la libertad individual. 
Con esto, el Estado busca igualdad de oportunidades, proteger 
a los más vulnerables y que exista una mayor cohesión social 
al asegurar un nivel mínimo de bienestar para todos.

El concepto de intervención del Estado para asistir a la so-
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ciedad tiene sus orígenes en las Poor Laws (Leyes de Pobres) 
del siglo XVI. Este concepto fue implementado en Inglaterra y 
Gales, obligando al Estado a proporcionar ayuda a los pobres 
a través de la creación de casas de trabajo, en las que se les 
entregaba alimentos a cambio de trabajo. Esta asistencia tuvo 
que ser necesaria debido a que, con la reforma protestante del 
siglo XVI, se eliminaron los monasterios, que eran la principal 
fuente de caridad y asistencia a los pobres. Estas leyes, lejos 
de asistir a los ciudadanos, tenían un carácter punitivo, ya que 
perpetuaban en la pobreza al ciudadano, porque dichos ciuda-
danos eran usados como mano de obra barata. Se les reeduca-
ba a través del trabajo forzado en las casas de trabajo.

A finales del siglo XIX (1853), en Suecia, a través de leyes 
de ayuda a los pobres —buscaban ofrecer ayuda a los necesi-
tados, como ancianos y enfermos, debido a la creciente des-
igualdad social generada por la industrialización— aparece el 
concepto moderno de Estado de bienestar: el Estado interviene 
para garantizar un sistema de asistencia social, financiado por 
impuestos, y un nivel de bienestar mínimo a los necesitados 
a través de la provisión de servicios básicos. Fue desarrollán-
dose en el siglo XX, especialmente después de la Segunda 
Guerra Mundial, debido a la crisis social y económica gene-
rada por el conflicto. Años después, en la Prusia liderada por 
el político alemán Otto von Bismarck (1815-1898), en 1883, 
se implementan una serie de legislaciones con enfoque social, 
incluyendo la Ley de Seguro de Enfermedad (1883), la Ley de 
Seguro de Accidentes (1884) y la Ley de Seguro de Invalidez 
y Vejez (1889). Esta última, precursora de los sistemas mo-
dernos de pensiones. Estas medidas dan el nombre a Estado 
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Social y, lejos de tener una meta exclusivamente social, lo que 
buscaban era asegurar la lealtad de la clase trabajadora al Es-
tado imperialista alemán debido al auge de los movimientos 
socialistas revolucionarios que buscaban arrebatar el control 
político a la élite conservadora. 

Es crucial entender que, para que un Estado pueda ofrecer 
servicios que formen el Estado de bienestar, deben tener una 
economía robusta. Si un Estado tiene una economía paupérri-
ma, no podrá ofrecer a los ciudadanos servicios de calidad y 
sostenibles en el tiempo, ya que estos servicios son financiados, 
principalmente, por la recaudación de impuestos. Si un Estado 
no tiene una economía fuerte, no ingresará lo suficiente para 
garantizar servicios como la educación, la salud, las pensiones, 
etc. Por ejemplo, en 1913, Suecia, con un Producto Interno 
Bruto (PIB) de 5700 millones de marcos, se posicionaba como 
la octava economía más grande de Europa. Prusia, por su par-
te, contaba con un PIB de 36900 millones de marcos, siendo 
la tercera economía más grande de Europa, solo superada por 
Reino Unido y Francia. Estos datos muestran que gracias a que 
estos países tenían una economía fuerte pudieron implemen-
tar políticas de bienestar social, al poder generar los recursos 
necesarios para financiarlas. Además, solo puede funcionar de 
manera correcta cuando la sociedad tiene una estructura demo-
gráfica específica: su pirámide poblacional debe tener una base 
amplia de ciudadanos jóvenes y trabajadores y una cúspide es-
trecha de personas mayores y no trabajadoras. Este escenario 
es necesario, ya que la base de la pirámide estará compuesta 
por ciudadanos que contribuyen activamente al Estado a través 
de sus cotizaciones, pero, además, al ser jóvenes, no generarán 
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mucho gasto médico. Por otra parte, en la cúspide debe haber 
una menor proporción de personas mayores y no trabajadoras, 
creando pocos receptores del Estado que generen gasto médi-
co. Por eso, el Estado de bienestar solo es viable en sociedades 
con economías fuertes y en las que existan una gran cantidad 
de contribuyentes y pocos beneficiarios, debido a la finitud de 
los recursos disponibles.

Alguno críticos del Estado de bienestar argumentan que el 
Estado es un mal gestor de los recursos finitos, debido a que no 
aplican herramientas de cálculo económico, ni se rigen por las 
leyes de mercado ni por criterios de eficiencia económica, sino 
que la asignación de los recursos se hace en base a decisiones 
meramente políticas e ideológicas para que los gobernantes se 
puedan perpetuar en el poder.

Las socialdemocracias actuales, que se basan en un gran 
Estado del bienestar, se están enfrentando a un desafío al que 
nunca se habían tenido que enfrentar: el envejecimiento po-
blacional, sobre todo en Europa. Esto es debido al aumento de 
la esperanza de vida y la disminución de la natalidad que está 
provocando el cambio en la estructura demográfica, con una 
base de la pirámide de gente joven y trabajadora cada vez más 
estrecha y una cúspide de personas mayores y no trabajadoras 
cada vez más ancha. Esto está generando un aumento del gasto 
en pensiones y atención médica, al mismo tiempo que se está 
reduciendo la base de contribuyentes que financian el sistema. 
Esta situación está lastrando las economías de las socialde-
mocracias debido a que se están estancando económicamente, 
ya que el Estado está aumentado la presión fiscal, y sobreen-
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deudándose para financiar el creciente gasto social. Esto, a su 
vez, está desincentivando la inversión extranjera y, por consi-
guiente, está afectando a la creación de empleo, aumentando 
la deuda pública y la necesidad de realizar ajustes que afectan 
a los servicios públicos.

Para entender mejor la situación económica de las principa-
les socialdemocracias europeas, el Banco Mundial ofrece da-
tos —en dólares estadounidenses, a precios actuales— sobre el 
crecimiento de su Producto Interno Bruto (PIB) entre 2018 y 
2022, que muestra diferencias significativas en su crecimiento. 
En 2018, la zona euro tenía un PIB de 14,24 billones, siendo 
la segunda economía más grande después de Estados Unidos, 
con un PIB de 20,53 billones, y China, la tercera, con un PIB 
de 13,98 billones. En 2022, el panorama cambió para la zona 
euro debido a su envejecimiento poblacional y a sus políticas 
económicas implementadas. Estados Unidos mantuvo su lide-
razgo, alcanzando un PIB de 25,44 billones, lo que representa 
un crecimiento del 23,9 % respecto a 2018. China experimentó 
un crecimiento aún mayor (28,5 %), superando a la zona euro 
y alcanzando el segundo puesto con un PIB de 17,96 billo-
nes. La zona euro, por su parte, tuvo un crecimiento mucho 
más modesto (4,8 %), llegando a un PIB de 16,75 billones en 
2022. Además, fue la única de las tres economías que se con-
trajo entre 2021 y 2022, pasando de 17,32 billones a 16,75 
billones, lo que significa una disminución del 3,3 %.

Con estos datos, si la tendencia actual continua de esta ma-
nera, el modelo de Estado de bienestar de las socialdemocra-
cias se enfrenta a serios problemas que podrían comprometer 
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su estabilidad. Ahí es donde ciertos sectores críticos sostienen 
que este Estado de bienestar actual es un sistema predestinado 
al fracaso, afirmando que es necesario acometerle reformas es-
tructurales inmediatas para asegurar su sostenibilidad. 

Izquierdas y derechas

Se escuchan los términos izquierda y derecha de forma 
constante en la política, pero los ciudadanos muchas veces no 
tienen muy claro de qué trata cada uno. Estos son términos 
que se usan para clasificar las diferentes posiciones políticas e 
ideologías. Tienen su origen en la Revolución Francesa (1789-
1799), en la que Francia, bajo el reinado de Luis XVI, ejercien-
do el poder a través del despotismo ilustrado, que combinaba 
el absolutismo monárquico con las ideas filosóficas de la Ilus-
tración, se encontraba sumida en una profunda crisis económi-
ca. La estructura fiscal injusta, que libraba de pagar impuestos 
al clero y la nobleza, y la concentración del poder político, en 
manos de la monarquía, alimentaron el descontento que llevó 
a que la Asamblea Constituyente convocase a sus miembros a 
debatir el poder que debía tener la monarquía.

Ese 28 de agosto de 1789 se vivió un debate acalorado en 
la Asamblea Constituyente: unas 1200 personas discutían si 
el rey Luis XVI debía conservar su derecho a vetar las leyes 
aprobadas por la Asamblea o si este poder debía ser limitado. 
Por un asunto logístico, en la sala del Palacio de Versalles, 
donde se celebraba la Asamblea, se separó de forma espacial 
a las personas: en el lado derecho del presidente de la Asam-
blea, se ubicó al grupo que favorecía a la monarquía; en lado 
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opuesto, a la izquierda, se agruparon los revolucionarios que 
exigían el fin de los poderes absolutos del monarca. Esta distri-
bución sería el símbolo de las dos principales corrientes ideo-
lógicas que se siguen usando hoy en día: los conservadores, 
que buscan el orden tradicional, a la derecha; los progresistas, 
que buscan cambios en las estructuras de poder, a la izquierda. 

Izquierda

En la actualidad, el término izquierda se asocia con el igua-
litarismo,  es decir, con la búsqueda de la igualdad social y 
económica. La izquierda se sustenta en la creencia filosófica 
de que todos los seres humanos somos iguales y que las des-
igualdades sociales injustas deben ser combatidas. Para ello, 
la izquierda propone cambiar las estructuras sociales existen-
tes a través de la redistribución de la riqueza y la igualdad de 
oportunidades. Así pues, la izquierda promueve una libertad 
más activa, basada en los derechos positivos —obligan a una 
acción por parte del Estado— para garantizar su cumplimien-
to, lo que requiere una mayor intervención del Estado en la 
economía y sociedad. Hace énfasis en anteponer a la sociedad 
y el bien común al individuo. De ahí que los partidos políticos 
se identifiquen con el socialismo. Desde el punto de vista eco-
nómico, se promueve la regulación económica, para proteger a 
los ciudadanos, y la redistribución de la riqueza vía impuestos.

Derecha

La derecha, por su parte, valora el orden establecido y la 
libertad individual. Se fundamenta en la creencia filosófica del 
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liberalismo, que tiene como pilar esencial la libertad individual 
y la responsabilidad del individuo en la sociedad. Considera 
que la desigualdad, dentro de unos límites, es el resultado na-
tural de la propia naturaleza humana, ya que el individuo nace 
con diferentes talentos y capacidades. La derecha no busca ha-
cer a todos los individuos iguales, quiere garantizar la igualdad 
de oportunidades para que cada individuo pueda alcanzar su 
mayor potencial sin interferencias de terceros y en particular 
del Estado. Promueve la libertad negativa como ausencia de 
coerción o interferencia de terceros en la vida del individuo. 
Se centra en los derechos negativos —ausencia de acción por 
parte de terceros—, sobre todo del Estado. Desde el punto de 
vista económico, la derecha defiende el libre mercado, la libre 
competencia y la iniciativa privada. Además, se opone a la in-
tervención del Estado en la economía, ya que considera que su 
influencia distorsiona el mercado. Por último, la derecha con-
sidera que mucha redistribución de la riqueza, vía impuestos, 
desincentiva la inversión y la iniciativa privada.

Ultraizquierda y ultraderecha
	
Hay que destacar que, además de izquierda y derecha, hay 

otras categorías, muchas veces usadas de forma peyorativa, 
para clasificar tendencias políticas radicales. Estas se conocen 
como ultraizquierda y ultraderecha y se asocian a las posicio-
nes extremas de las ideologías de derecha e izquierda. 

	
Ultraizquierda

A diferencia de la izquierda, que acepta el liberalismo eco-
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nómico y el capitalismo, la ultraizquierda es mucho más crítica 
con el libre mercado, ya que lo considera el principal problema 
de las desigualdades sociales. Por lo tanto, sus métodos para 
implementar su modelo a menudo incluyen la nacionalización 
de empresas privadas con el objetivo de que los medios de 
producción pasen a manos del Estado. Los sectores más ex-
tremos de la ultraizquierda, como son los comunistas, pueden 
incluso proponer la abolición de la propiedad privada para que 
todo pertenezca a todos, como en los regímenes de la Unión 
Soviética, Corea del Norte, Venezuela y Cuba. 

Ultraderecha

En el extremo opuesto, en la derecha radical, las diferencias 
con la derecha más moderada son principalmente morales. En 
el ámbito moral, la derecha radical es mucho más conserva-
dora y se enfoca en la defensa de valores tradicionales, como 
el rechazo al aborto y la desaprobación del matrimonio entre 
personas del mismo sexo. Los partidos de ultraderecha tienen 
un fuerte componente nacionalista, por lo que se oponen a la 
globalización y, al igual que la ultraizquierda, ven bien la in-
tervención del Estado en la economía.

Resumiendo: estos términos siguen siendo válidos en la po-
lítica del siglo XXI. La realidad social es más compleja que 
esta clasificación dualista de izquierda y derecha, ya que los 
individuos muchas veces combinan varios elementos de am-
bas ideologías, pues dependen de los valores y circunstancias 
personales del individuo. También la interpretación de izquier-
da y derecha varía según el contexto geográfico, haciendo que 
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lo que es izquierda en un país se perciba como derecho en otro. 
Las ideologías políticas

La ciencia de las ideas se encuentra en la palabra ideología, 
neologismo cuyas raíces se remontan a los vocablos griegos 
ἰδέα (idea), que significa forma, y λογία (-logía), sufijo que de-
nota estudio o teoría. Dentro de la convulsión de la Revolución 
Francesa, el término ideología fue usado por primera vez por 
el filósofo Destutt de Tracy (1754-1836) en el libro Mémoire 
sur la faculté de penser (1796): «La ciencia de las ideas, de sus 
leyes, de sus relaciones y de sus efectos, se llamará ideología». 
Para De Tracy, la ideología es una ciencia empírica que estudia 
el origen, la naturaleza y el funcionamiento de las ideas con el 
objetivo de establecer un sistema de conocimiento racional y 
una moral basada en la observación de la realidad. En la ac-
tualidad, la forma en que se usa es fiel a su origen: se entiende 
como una doctrina de valores que orienta el pensamiento de 
un individuo o grupo de individuos. En referencia a Platón, 
la ideología se puede asemejar a la su teoría de ideas, con la 
diferencia de que para Platón sus ideas son entidades perfectas 
e inmutables, mientras que las ideologías son construcciones 
sociales que cambian a lo largo de la historia. 

En particular, las ideologías políticas agrupan conceptos 
filosóficos como justicia, libertad, igualdad, cultura y mora-
lidad, entre otros, para accionar programas políticos que fa-
ciliten a los individuos la comprensión y segmentación del 
mundo que les rodea. Estos programas, derivados de las ideo-
logías políticas, ayudan a la creación de grupos con intereses 
y objetivos comunes, los cuales ofrecen marcos de referencia 
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que organizan y ayudan a la toma de decisiones colectivas. Se 
puede considerar que todos los individuos son ideólogos, ya 
que cada uno posee una visión del mundo y toma decisiones 
basándose en su propio marco de referencia, haciendo que esa 
agrupación de valores marque sus intereses. Dichos intereses 
se ven reflejados en el discurso central de las ideologías po-
líticas, que se basan en diferencias objetivas entre grupos de 
individuos. Es decir, las diferencias se originan en la corriente 
central de la ideología. Por ejemplo, en la lid entre pobres y 
ricos se elabora un discurso político basado en un determina-
do estatus socioeconómico. También está el caso de cristianos 
contra musulmanes, cuya controversia es un discurso político 
basado en la religión. Por otro lado, encontramos la polémica 
de hombres contra mujeres, cuyo discurso político está basado 
en el sexo, diferencias biológicas o roles sociales.

Así pues, las ideologías no son sistemas de pensamientos 
estáticos, sino que evolucionan a lo largo de la historia y se 
adaptan a las condiciones sociales, pudiendo ser interpretadas 
de diferentes maneras por los individuos debido a sus viven-
cias particulares. 

Socialismo o socialismo utópico

La ideología socialista, como veremos a continuación, ha 
sido largamente experimentada a través de la historia. Lejos 
de ser una ideología moderna, sus raíces son remotas. Muchas 
sociedades antiguas realizaron experimentos socialistas, refle-
jándolos en su organización social y económica, en la que la 
estructura central, la redistribución de los recursos y el bien-
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estar eran prioridades fundamentales, aunque el concepto de 
socialismo aún no existía como tal. Este surge a finales del 
siglo XVIII y principios del XIX, con la llegada del llamado 
socialismo utópico, en respuesta a las desigualdades generadas 
por la Revolución Industrial y la decepción con las promesas 
incumplidas de la Revolución Francesa, especialmente en lo 
referente a la igualdad.

En la historia aparecen numerosos experimentos socialis-
tas —experiencias históricas que buscan un orden social más 
igualitario, no como la aplicación de la ideología socialista—, 
tal como fue la sociedad espartana. Desde el siglo VII a. C., 
Esparta estaba organizada en torno a un Estado militarizado 
y a una estructura social rigurosamente igualitaria. Los ciu-
dadanos espartanos, llamados espartiatas o homoioi, que sig-
nifica iguales, tenían los mismos derechos y obligaciones. La 
propiedad de la tierra estaba distribuida de forma igualitaria, 
aunque existía una clase de esclavos (hilotas) que realizaban 
tareas agrícolas. Sus leyes promovían la austeridad y la igual-
dad; además, la educación era estatal y la crianza colectiva, 
con el objetivo de formar soldados leales a Esparta. 

Tras la muerte de Alejandro Magno en 323 a. C., su imperio 
se fragmentó en una serie de reinos conocidos como monar-
quías helenísticas o reinos helenísticos —se extendían desde 
India hasta Macedonia—, recibiendo este nombre porque se 
basaban en la cultura y las tradiciones griegas —helenísti-
cas—. Uno de los gobernantes más notables de la dinastía Pto-
lemaica fue Ptolomeo Filadelfo, quien gobernó Egipto desde 
285 a. C. a 246 a. C. Bajo su mandato se llevó a cabo otro 
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experimento socialista, ya que introdujo una serie de políti-
cas, como la centralización y control sobre la economía, in-
cluyendo la propiedad de la tierra y la regulación de granos y 
otros recursos. Aplicó políticas redistributivas de los recursos 
en tiempos de escasez, como el almacenamiento de grano en 
silos estatales, para distribuirlos en épocas de malas cosechas. 
Esto reflejó la preocupación por el bienestar general de la po-
blación. Además, hizo esfuerzos para mejorar la infraestructu-
ra urbana y rural de Egipto, inversiones que ayudaron a pro-
mover el crecimiento económico y mejorar la calidad de vida 
de la población. Un claro ejemplo de su interés por el avance 
cultural y el bienestar colectivo fue la fundación de la célebre 
Biblioteca de Alejandría.

Asimismo, en varias sectas se desarrollaron ideas y prácti-
cas que se pueden considerar socialistas:

•	 Los Esenios (s. II a. C. - I d. C.): secta judía situada en 
Palestina que rechazaba la acumulación de riquezas y 
se caracterizaba por su estricto código moral. Vivían en 
comunidades en las que compartían los recursos y el tra-
bajo. Además, buscaban la pureza espiritual. Abogaban 
por la igualdad de todos los individuos frente a Dios, 
preparándose para la llegada del Mesías. 

•	 Los Bogomilos (s. X d. C. - XI d. C.): grupo cristiano 
situado en los Balcanes. Estaban en contra de la jerar-
quía eclesiástica, ya que promovían la igualdad de sus 
miembros. También renunciaban a la acumulación de ri-
quezas y pensaban que la propiedad privada conllevaba 
a la decadencia moral. Compartían también el trabajo y 
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los recursos.
•	 Los Fraticelli (s. XIII d. C. - XIV d. C.): secta herética, si-

tuada en Italia, que se separó de la orden franciscana. Esta 
secta abogaba por la pobreza absoluta y el rechazo a cual-
quier propiedad. Tenía principios parecidos a las anteriores 
sectas mencionadas: rechazaban la acumulación de rique-
za y veían la propiedad privada como el origen del pecado. 
Como las otras sectas, compartían trabajo y recursos.

•	 El Imperio Inca (s. XV d. C. - XVI d. C.): existía la pro-
piedad colectiva de la tierra, y los recursos se distribuían 
según las necesidades de los ciudadanos. También el 
trabajo era colectivizado y se organizaba en un sistema 
de trabajo obligatorio. El resultado era que la riqueza se 
distribuía de forma equitativa entre sus ciudadanos.

Si bien estos ejemplos reflejan ideas y prácticas que hoy 
consideraríamos socialistas —buscan una igualdad social—, 
es importante destacar que carecen del marco teórico del so-
cialismo moderno, pues no se basan en un análisis de las es-
tructuras sociales y económicas y no se proponen estrategias 
políticas para alcanzar los objetivos. Figuras como Henri de 
Saint-Simon, Charles Fourier, Robert Owen y Louis Blanc, 
serían los primeros en articular el socialismo utópico. Esta co-
rriente de pensamiento surgió a finales del siglo XVIII y prin-
cipios del XIX y sirvió de base para el socialismo científico, 
proporcionando un punto de partida para conceptualizar una 
sociedad igualitaria. Entre los principales representantes del 
socialismo utópico se encuentran:

•	 Henri de Saint-Simon (1760-1825): economista francés 
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considerado uno de los precursores del socialismo. Abo-
gaba por una sociedad dirigida por científicos e indus-
triales. También pensaba que a través de la planificación 
centralizada se garantizaría el bienestar de la población.

•	 Charles Fourier (1772-1837): pensador francés que pro-
puso la creación de comunidades autosuficientes llamadas 
falansterios. Estaban diseñadas para organizar el trabajo 
de manera atractiva y rotativa, eliminando la monotonía 
y promoviendo la armonía social. Fourier diseñó estas 
comunidades, donde la cooperación de los individuos era 
necesaria, con el objetivo de generar un bienestar social, 
ya que él creía que la competitividad generaba infelicidad.

•	 Robert Owen (1771-1858): inglés filántropo nacido en 
Gran Bretaña. Destacó por su compromiso con la mejo-
ra de las condiciones de vida de los trabajadores de sus 
fábricas textiles, los cuales gozaron de mejores condi-
ciones laborales. Para ello, Owen introdujo grandes me-
joras, como la construcción de viviendas para sus traba-
jadores y la creación de escuelas para sus hijos; además, 
redujo la jornada laboral. Deseaba una sociedad más 
justa, así que creó comunidades cooperativas basadas en 
la educación, la igualdad y el trabajo conjunto. Owen en-
tendía que el carácter del hombre es influenciado por el 
entorno y, por ello, veía necesaria la creación de un buen 
ambiente social para que el hombre pudiera desarrollar-
se de forma correcta.

•	 Louis Blanc (1811-1882): político francés que apoyaba 
la intervención del Estado para financiar talleres de pro-
ducción controlados por los trabajadores, donde estos 
podían trabajar a cambio de un salario justo, sentando 
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las bases del concepto de derecho al trabajo.
Los pensadores del socialismo utópico —socialismo irrea-

lizable— buscaban soluciones perfectas para los problemas 
sociales. El problema radicaba en que estas soluciones per-
fectas eran irrealizables, porque buscaban crear comunidades 
perfectas. Esto es lo que después criticará Karl Heinrich Marx 
y Friedrich Engels, ya que estas soluciones no tenían base 
científica.

Algunos principios del socialismo

•	 Propiedad colectiva de los medios de producción: 
para la ideología socialista, los medios de producción, 
como pueden ser fábricas o tierras, deben dejar de estar 
en manos privadas y pasar a manos de los trabajadores de 
forma colectiva a través del Estado, cooperativas u otras 
organizaciones comunitarias. El fin de esta socializa-
ción, para la ideología socialista, es evitar la concentra-
ción de poder económico en las manos de los dueños de 
los medios de producción. Con ello, se quiere evitar una 
relación de poder desigual entre los propietarios de los 
medios de producción —burgueses— y los trabajadores. 
Con esta socialización de los medios de producción, los 
socialistas buscan eliminar esta desigualdad económica 
y explotación laboral, creando un sistema donde los tra-
bajadores sean los dueños de su trabajo y compartan los 
beneficios de la producción. 

•	 Distribución equitativa de los recursos: la ideología 
socialista aboga por la distribución de los recursos según 
las necesidades personales, en lugar de fundamentarse en 
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la acumulación de capital —capitalismo— o en el mérito 
individual. Para los socialistas, el acceso a bienes y ser-
vicios no debe estar determinado por el nivel de riqueza 
del individuo, sino que deben estar garantizados por el 
Estado. Para ellos, el Estado es quien debe redistribuir la 
riqueza de forma equitativa para reducir la desigualdad. 

•	 Planificación centralizada de la economía: un pi-
lar central de la ideología socialista es la planificación 
central de la economía. Para el socialismo, el Estado es 
el encargado de decidir cómo se organiza y en qué di-
rección va la actividad económica. El Estado es el en-
cargado de decidir qué producir, para quién producir y 
cuándo producir, es decir, el Estado define los objetivos 
de producción, asigna los recursos, establece los precios 
y controla la distribución de los bienes y servicios. Esta 
planificación central de la economía es lo opuesto al li-
bre mercado, donde de forma descentralizada las empre-
sas, a través de la oferta y la demanda y basándose en los 
mecanismos de precios, determinan de manera autóno-
ma qué producir, para quién producir y cuándo producir, 
es decir, qué decisiones económicas tomar. 

•	 Igualdad social: la ideología socialista promueve la 
eliminación de las desigualdades y clases sociales para 
que todos los ciudadanos tengan los mismos derechos y 
oportunidades. 

Críticas al socialismo

Durante décadas, se ha demostrado que la economía no es 
un juego de suma cero, donde si unos ganan otros pierden. El 
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hecho de que los medios de producción estén en manos pri-
vadas incentiva el ahorro, la inversión e innovación, llevando 
a mejorar la economía, en la que tanto el empresario como el 
trabajador salen beneficiados.

Incentivos y crecimiento económico: los críticos actua-
les del socialismo critican que la propiedad colectiva de los 
medios de producción y la planificación centralizada eliminan 
la competencia y los incentivos individuales, lo que mata la 
iniciativa privada y, por consiguiente, la inversión, llevando 
a un menor crecimiento del Estado. Afirman que el socialis-
mo puede conducir a una sociedad donde toda la sociedad sea 
igual, pero igualmente pobre, al no generar riqueza para me-
jorar el nivel de vida de todos. Sin embargo, sostienen que 
la propiedad privada de los medios de producción y el libre 
mercado permiten la competencia. En la búsqueda de mejorar 
los medios de producción para mejorar la productividad, se 
incentiva la innovación, lo que a su vez impulsa el desarrollo 
social y el crecimiento económico, mejorando el nivel de vida 
de toda la sociedad, incluida la de los trabajadores, en una es-
piral virtuosa. 

Complejidad de la distribución de la riqueza de forma 
equitativa: los críticos del socialismo señalan que es muy 
complejo para una economía centralizada y planificada saber 
cuáles son las necesidades reales de cada individuo y poder 
asignar de manera justa y eficiente los recursos. Esto se debe 
a que estos sistemas no toman sus decisiones en base a herra-
mientas de cálculo económico o, si las aplican, nunca podrán 
ser tan eficientes como empresas especialistas en sus sectores, 
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ya que dichas empresas suelen tener las herramientas de cálcu-
lo económico muy afinadas para optimizar su producción y po-
der ser competitivas. Esto es debido a que el Estado tiene que 
considerar un panorama mucho más amplio y diverso, lo que 
hace que sus herramientas de cálculo económico, si las aplica, 
sean más generalistas. Además, las decisiones tomadas por las 
economías planificadas suelen tomarse en base a idearios po-
líticos, lo que lleva a una asignación errónea de los recursos 
y, por consiguiente, al desabastecimiento y la escasez de los 
productos, generando pobreza y un peor nivel de vida social.

Mayor corrupción y riesgo de autoritarismo: en sistemas 
de planificación centralizada, al concentrar el poder económi-
co en manos de una elite política, se corre el riesgo de que 
exista mayor corrupción para el enriquecimiento de dicha élite 
en decremento del bienestar general, debido a la falta de trans-
parencia y la ausencia de mecanismos de control independien-
tes a dicha élite política. 

Limitación de la libertad individual: los sistemas socia-
listas necesitan de la coerción al ciudadano para poder imple-
mentar políticas redistributivas, lo que reduce la libertad indi-
vidual, ya que no pueden disponer de todos sus recursos para 
tomar las decisiones económicas que ellos estimen. 

Marxismo o socialismo científico

Como expusimos anteriormente, diferentes experimentos 
socialistas sucedieron a través de la historia hasta la llegada 
de Karl Heinrich Marx (1818-1883) y su filosofía. A través de 
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sus ideas, Marx fue el primero en dar a la ideología socialista 
utópica el estatus teórico de ciencia, para la cual desarrolló una 
teoría económica y social que dio origen a la ideología que 
conocemos como socialismo científico.

Karl Marx es considerado la figura central de esta corriente 
de pensamiento y, aunque algunas de sus ideas se basan en 
las ideas estatistas del alemán Georg Wilhelm Friedrich Hegel 
(1770-1831), discrepa en el idealismo de Hegel, que ve el avan-
ce de la sociedad a través de las ideas. Marx tiene una versión 
materialista de la sociedad. Para él, son las cosas materiales las 
que cambiarán a las naciones. Argumentaba que las fuerzas de 
producción hacen que se derive el cambio: «El molino movido 
a brazo nos da la sociedad de los señores feudales; el molino 
de vapor, la sociedad de los capitalistas industriales».

Karl Marx, en colaboración con Friedrich Engels, criticó el 
socialismo utópico, definiéndolo como un socialismo idealista 
que carecía de un análisis científico de la sociedad. Así pues, 
Marx y Engels argumentaban que los socialistas utópicos, 
como Saint-Simon, Fourier y Owen, solo se limitaban a imagi-
nar sociedades ideales y no hacían nada para entender las leyes 
que gobernaban el desarrollo histórico ni las contradicciones 
del propio sistema capitalista. Marx y Engels, en contraste con 
los socialistas utópicos, propusieron el socialismo científico, 
basado en el materialismo histórico —sostiene que la historia 
humana está determinada por las condiciones materiales y la 
lucha de clases— y el materialismo dialéctico —se basa en 
que los cambios de la sociedad ocurren a través de conflictos 
que impulsan la transformación y el progreso social—. Estas 
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herramientas analíticas permitieron comprender la evolución 
de la sociedad a través de la lucha de clases y las relaciones de 
producción.

El socialismo científico de Marx busca comprender las le-
yes que subyacen al sistema capitalista para transformarlo, 
abogando por una transformación social radical hacia una so-
ciedad sin clases, a diferencia del socialismo utópico, que solo 
se imagina una sociedad ideal. Esta transformación hacia una 
sociedad sin clases llegaría a través de la lucha de clases entre 
los burgueses —quien tienen los medios de producción— y el 
proletariado —los trabajadores—. Así pues, con la abolición 
de la división entre explotadores y explotados, los medios de 
producción pasarían a manos del Estado con el objetivo de evi-
tar la acumulación de capital en manos privadas y eliminar la 
plusvalía, que, según Marx, constituía la ganancia empresarial 
obtenida a través de la explotación del trabajo.

Una de las teorías económicas en las que se basa el pensa-
miento de Marx es la del valor objetivo del trabajo o valor-tra-
bajo, una idea propuesta por Adam Smith (1723-1790), quien 
introdujo la idea del trabajo como fuente de valor y que, poste-
riormente, fue desarrollada por David Ricardo (1772-1823). A 
través de esta teoría, Marx se inspira en el modelo económico 
ricardiano, detallado en el libro de Ricardo Principios de eco-
nomía política y tributación (1817), donde Marx profundiza 
en la teoría del valor-trabajo y le da un papel central en su 
crítica al capitalismo. En el modelo económico ricardiano, el 
cual también comparte con Smith, la idea de la ventaja compe-
titiva, derivada de la división del trabajo, se centra en el con-
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cepto del valor objetivo del trabajo y sostiene que el valor de 
un bien está determinado por la cantidad de trabajo necesario 
para producirlo.

Basándose en la teoría del valor objetivo del trabajo, Karl 
Rodbertus (1805-1875) desarrolló la teoría de la explotación, 
una teoría que sería fundamental para el desarrollo del pen-
samiento marxista. Esta teoría sostiene que todos los bienes 
económicos son el resultado exclusivo del factor trabajo. Sin 
embargo, los trabajadores no reciben la totalidad del valor que 
generan, ya que una parte se la apropian los capitalistas. Esto 
es para Rodbertus la base de la explotación del sistema capi-
talista. Para Rodbertus, la apropiación indebida por parte de 
los capitalistas se debe a dos factores principales: la propiedad 
privada de los medios de producción, en la que los capitalis-
tas poseen los recursos necesarios para la producción, como 
la tierra y las máquinas, lo que les otorga poder sobre los tra-
bajadores, y el contrato de trabajo por cuenta ajena, en el que 
se establecen las condiciones laborales, incluyendo el salario, 
que, generalmente, es menor al valor real del trabajo realizado. 
El resultado de esta situación es que los capitalistas —dueños 
de los medios de producción— obtienen sus beneficios en la 
diferencia entre el valor que producen los trabajadores y el sa-
lario que reciben —plusvalía—. Rodbertus llegó a estimar que 
la plusvalía podía llegar a ser del 50 % o más del valor total de 
la producción.

Marx toma este concepto y lo expande, introduciendo la 
idea de la plusvalía. Así pues, Karl Marx, quien fue influencia-
do por Ricardo y Rodbertus, desarrolló la teoría de la explo-
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tación de manera más completa. Para Marx, la plusvalía es la 
fuente principal de ganancia del capitalismo, y su extracción 
se basa en la explotación del trabajo. La tasa de explotación, 
que relaciona la plusvalía con el capital, es fundamental para 
entender la dinámica del sistema capitalista, donde la inver-
sión del burgués (capital) se contrapone a la explotación del 
trabajo del proletario.

Como vemos, el socialismo como ideología no aparece has-
ta la llegada de la filosofía marxista. La ideología comunista 
es posterior y vendrá de manos de la Revolución Rusa, en la 
que se pretende distinguir a los socialdemócratas frente a los 
totalsocialistas. Ambas ideologías son la misma: quieren llegar 
al socialismo.

Plusvalía. Visión de Marx

Según Marx, todos los productos tienen un valor objetivo de-
terminado por el trabajo invertido en ellos; sin embargo, argu-
menta que los trabajadores no reciben una compensación equi-
valente a este valor. En lugar de ello, se les paga menos de lo 
que su trabajo vale objetivamente, generando la plusvalía. Para 
Marx, esta diferencia entre el valor real del trabajo y lo que se 
paga al trabajador constituye una forma de explotación por parte 
de los burgueses y supone un robo a la clase trabajadora.

Esta noción es fundamental para entender la crítica marxis-
ta de las relaciones capitalistas de producción: el trabajador, al 
no ser dueño de los medios de producción, estaría alineado, es 
decir, estaría frustrado por no controlar el proceso productivo 
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y no ser el propietario de lo que hace.
Por estas razones, Marx creía que la sociedad capitalista 

se derrumbaría inevitablemente debido a la lucha de clases, y 
esto derivaría en una sociedad socialista en la que los medios 
de producción serían propiedad de los trabajadores y, por ende, 
en esta sociedad socialista no existiría la explotación ni la des-
igualdad. Esta idea de lucha de clases — burgueses contra pro-
letariado y sociedad socialista— se basa en François Babeuf 
(1760-1797). Babeuf también creía que la sociedad capitalista 
estaba condenada a colapsar debido a la lucha de clases. Con 
ello, surgiría una sociedad socialista, donde los medios de pro-
ducción serían propiedad de los trabajadores. Así, en esta so-
ciedad no existirían ni explotación, ni la desigualdad.

Plusvalía. Visión real

La premisa de que todo el valor de los bienes viene deter-
minado por el trabajo invertido en ellos y, por ende, los bienes 
económicos son exclusivos del factor trabajo es errónea. Los 
bienes naturales, por ejemplo, se pueden convertir en bienes 
económicos, como el petróleo. Al principio, el petróleo era un 
recurso sin valor. Los turcos, al extraerlo, lo quemaban, para 
eliminarlo, debido a su olor desagradable y la infertilidad del 
terreno donde se encontraba, impidiendo su uso agrícola. Si-
glos después, Karl Benz inventó un motor que utilizaba petró-
leo, marcando así un punto de inflexión en lo que sería un nue-
vo combustible. El petróleo pasó de ser algo natural sin valor a 
ser una nueva fuente de energía preciada. Esta transformación 
ilustra el concepto de plusvalía, donde el valor añadido surge 
no solo del trabajo directo, sino también de la innovación y la 
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nueva utilidad asignada a los bienes.
Asimismo, existen bienes con la misma cantidad de trabajo 

pero con un valor diferente. Por ejemplo, una pintura al óleo 
hecha en la sala de mi casa no valdrá lo mismo que un cuadro 
de Picasso, aunque se hayan usado las mismas horas de trabajo 
y los mismos materiales. Otro ejemplo: un vino gran reserva 
con uno joven. Tienen la misma cantidad de horas de trabajo, 
pero el valor es totalmente diferente.

Luego está la premisa de que los intereses —o plusvalía— 
que gana el capitalista deben ser del trabajador. Esos intereses 
no son una expropiación al trabajador, sino la tasa social de 
preferencia temporal que describe que las personas valoran 
más un producto presente que un producto de consumo futu-
ro. En otras palabras, un capitalista ha renunciado al consumo 
presente al invertir su capital, con cierto grado de riesgo, en 
lugar de consumirlo inmediatamente. Por lo tanto, esos inte-
reses —o plusvalía— son la ganancia que obtiene de la in-
versión con riesgo y se ven como una compensación justa por 
postergar su gratificación o consumo. Si no existiera esta con-
trapartida, en la que alguien ahorra para invertir o mejorar un 
medio de producción, para producir más a cambio de obtener 
beneficios, nadie lo haría.

También hay que tener en cuenta que el valor de un bien 
es algo subjetivo, sobre todo tiene que ver con la demanda 
más que con las horas de trabajo. Si alguien no demanda algo, 
su valor de mercado es cero. Además, en la práctica, todos 
los sectores económicos tienden a tener la misma tasa de be-
neficios por unidad de capital invertida, ya que el capital se 
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redistribuye a mercados con mayores beneficios. Esto implica 
que en los mercados menos beneficiosos se reduce la compe-
tencia capitalista, y en mercados más beneficiosos se aumenta 
la competencia capitalista; por consiguiente, las tasas de bene-
ficio tienden a equilibrarse.

Para contextualizar de manera más clara lo anterior, citare-
mos los siguientes ejemplos: en la industria de los micropro-
cesadores, la relación capital-trabajo es muy alta, ya que se re-
quiere una gran cantidad de capital para comprar maquinaria y 
equipos especializados y poca mano de obra; en contraste, está 
la industria textil, ya que aquí la relación capital-trabajo es mu-
cho menor, pues se requiere menos capital para comprar má-
quinas e instalaciones, pero sí se ocupa más mano de obra. Por 
eso se ven más empresas de ropa que de microprocesadores. 
Si la tasa de explotación o plusvalía fuera la principal fuente 
de ganancia, las empresas de microprocesadores tendrían una 
tasa de beneficios mucho mayor que las empresas textiles; sin 
embargo, esto no es lo que ocurre en la práctica. Las empresas 
de microprocesadores y las empresas textiles tienden a tener 
tasas de beneficios muy similares. Por ello, la tasa de explo-
tación no es la principal fuente de ganancia en el capitalismo. 

En definitiva, el beneficio no depende de la explotación, 
sino de factores como la competencia, la innovación y la de-
manda de los consumidores.

Algunos principios del marxismo

¿Cuáles son los principios de la filosofía marxista? ¿Cuáles 
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son los conceptos más sobresalientes de ella? ¿Por qué ha sido 
una filosofía vigente a lo largo de las décadas? Estos son los 
tres principios esenciales del Marxismo:

•	 Lucha de clases: para la ideología marxista, la historia 
social es el resultado de la lucha de clases, las cuales 
aparecen debido a las diferencias materiales y económi-
cas. En el sistema capitalista, la lucha de clases se da 
principalmente entre la burguesía (los dueños de los me-
dios de producción) y el proletariado (la clase trabaja-
dora que vende su fuerza de trabajo). Para la ideología 
marxista, el burgués explota al proletario robándole. Por 
consiguiente, el burgués roba al proletario y eso genera 
un conflicto entre burgués y trabajador.

•	 Plusvalía: relacionado con el anterior principio, aparece 
el término de la plusvalía, que es la diferencia entre el 
valor que produce un trabajador y el salario que recibe. 
Por ello, la ideología marxista afirma que el empresario 
se apropia de la plusvalía, por lo que el empresario se 
enriquece a costa del trabajo del proletariado.

•	 Alienación: la ideología marxista afirma que el capita-
lismo deshumaniza y explota al trabajador, porque exis-
te una separación que los trabajadores experimentan en 
relación con su trabajo y su propia humanidad; es decir, 
los trabajadores no tienen control sobre los medios de 
producción y, por ende, no controlan lo que pueden pro-
ducir, lo que los lleva a coartar su autonomía y creativi-
dad, pues no se les permite expresar la humanidad en la 
que ellos cooperan. Al contrario, el sistema capitalista 
fomenta la competencia entre los trabajadores en lugar 
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de crear cooperación, lo que los deshumaniza.
Críticas al marxismo

Aun cuando la filosofía marxista es popularmente conocida, 
el análisis de esta y las observaciones de su implementación 
práctica han generado diferentes opiniones, tanto de quienes la 
critican como de quienes defienden la teoría.

La lucha de clases: los críticos de esta ideología argumen-
tan que el marxismo simplifica la complejidad social en una 
lucha de dos clases —burgueses y proletariado—. Además, 
afirman que existe una tensión entre las diferentes clases socia-
les, pero que también afectan otros factores como la religión 
y la cultura. Para los críticos, la frase «La historia social no es 
una lucha de clases» no les es válida simplemente porque, in-
cluso si existiera una versión simplificada de dos clases, exis-
tiría lucha entre las dos clases —capitalistas y trabajadores—, 
pero también existiría lucha entre los propios trabajadores y 
existiría lucha entre los propios capitalistas.

Explotación capitalista: la económica es más compleja 
que la explicada por el marxismo en términos de explotación 
laboral. El beneficio empresarial no se basa en la explotación 
al trabajador, en el que, si el empresario gana, el trabajador 
pierde. Por eso, la relación entre el empresario y el trabajador 
no es un juego de suma cero, sino que el beneficio empresarial 
es afectado por factores como la innovación, la mejora de la 
productividad, la asunción de riesgos, etc. Además, el éxito 
empresarial puede afectar directamente al trabajador, al mejo-
rar las condiciones laborales. Afirmar que todos los empresa-
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rios son explotadores o malos y todos los trabajadores son bue-
nos es una falacia. Como todo en la vida, existirán trabajadores 
malos y empresarios buenos; al igual, existirán empresarios 
malos y trabajadores buenos. La realidad económica del siglo 
XXI es que la relación empresario-trabajador es simbiótica, y 
la cooperación y la negociación entre diferentes grupos socia-
les es necesaria para el progreso social. 

Alienación: si bien la alienación laboral en algunos sec-
tores sigue siendo un problema —por ejemplo, un trabajador 
que dedica una jornada de ocho horas a meter sardinas en una 
lata—, muchos trabajos modernos también ofrecen la oportu-
nidad de la realización personal. La realidad es que, gracias a 
la tecnología, muchos trabajadores ahora tienen autonomía, y 
gracias a las redes sociales muchos trabajadores, en campos 
como el arte, pueden expresar su creatividad. Además, a nivel 
empresarial, se realizan proyectos en los que la cooperación 
de diferentes perfiles es necesaria y el trabajo en equipo es 
valorado y fomentado. 

Propiedad de los medios de producción: la forma en la 
que la propiedad de los medios de producción se distribuye en 
la sociedad ha cambiado de forma muy significativa en el siglo 
XXI, especialmente desde finales del siglo XIX con la apari-
ción del capitalismo financiero, que permitió que el desarrollo 
de los mercados creara nuevas formas de propiedad, como las 
acciones, y más recientemente con la ayuda de la tecnología, 
que ha ayudado a que el acceso a la compra de acciones y otros 
derivados financieros sea más sencillo y accesible para todas 
las personas. Eso sí, sobre todo ha creado nuevos mecanismos 
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para el acceso a la propiedad de los medios de producción, 
como son las empresas que se financian vía crowdfunding, em-
presas fintech, etc. 

Comunismo

La ideología comunista está profundamente arraigada a las 
ideas socialistas, las cuales buscan construir una sociedad sin 
clases, donde los medios de producción dejen de estar en ma-
nos privadas y pertenezcan colectivamente a la comunidad. 
Aunque está basado en el marxismo, difiere de este en sus ob-
jetivos finales.

Mientras que el marxismo fue desarrollado como una teoría 
política, económica y social, que se basa en el materialismo 
histórico e identifica la lucha de clases como el motor del cam-
bio social hacia un estado sin clases, el comunismo se enfoca 
en la fase final de esta evolución, donde prevé la disolución del 
Estado y las divisiones de clases.

En 1848, Karl Marx y Friedrich Engels afirmaron en la obra 
El manifiesto comunista que la historia de todas las socieda-
des, hasta ese momento, había sido la historia de la lucha de 
clases. El comunismo no solo busca mejorar las condiciones 
dentro del capitalismo, sino abolir completamente la propie-
dad privada de los medios de producción, para establecer una 
sociedad donde la distribución de recursos se haga según las 
necesidades y no por la acumulación de capital.

La Revolución Rusa de 1917 es un ejemplo de la aplicación 
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del marxismo. Fue liderada por los bolcheviques, un grupo del 
Partido Obrero Socialdemócrata de Rusia, dirigido por Vladimir 
Lenin (1870-1924), quien promovió una ideología comunista 
radical basada en la teoría marxista de la lucha de clases. Esta 
facción, los bolcheviques, se opusieron al gobierno provisional 
que intentó establecer un régimen democrático y liberal en Ru-
sia tras la abdicación del zar Nicolás II en 1917. Ese gobierno 
provisional estaba a favor de que Rusia continuara en la Primera 
Guerra Mundial, algo que fue tremendamente impopular. Ade-
más, fracasó en abordar los problemas económicos y sociales de 
la Rusia de entonces. Los bolcheviques prometieron la retirada 
de Rusia de la guerra y llegaron al poder bajo el lema «Paz, Pan 
y Tierra»: promesas de retirar a Rusia de la guerra, acabar con el 
hambre y distribuir la tierra entre los campesinos.

Con dichas propuestas, los bolcheviques ganaron apoyos en-
tre la clase trabajadora y los soldados, lo que llevó a la Revolu-
ción de Octubre. En ella, los bolcheviques llegaron al poder y 
establecieron un gobierno socialista; sin embargo, enfrentaron 
una resistencia considerable que desencadenó en la Guerra Civil 
Rusa entre las fuerzas blancas anticomunistas y las rojas bol-
cheviques, que, eventualmente, consolidaron el poder comunis-
ta hasta convertirse en la Unión Soviética en 1922.

No solo la revolución rusa fue un ejemplo práctico del co-
munismo, el siglo XX fue la época dorada del comunismo. La 
ideología comunista vio su mayor expansión a través de dife-
rentes momentos clave:

•	 En la China de 1949, el político Mao Zedong estableció 
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un modelo de comunismo adaptado a las realidades agra-
rias chinas, tras vencer en la guerra civil donde se enfren-
taba el Partido Comunista Chino contra el Kuomintang, el 
partido político nacionalista chino. Esta victoria marcaría 
el comienzo de la República Popular China. 

•	 En Cuba, en 1959, el político Fidel Castro lideró la Re-
volución Cubana, estableciendo un gobierno comunista 
de partido único tras derrocar al dictador Fulgencio Ba-
tista.

•	 En Vietnam, en 1976, tras la retirada de las fuerzas es-
tadounidenses y la caída de Saigón, se estableció un ré-
gimen comunista unificado bajo el liderazgo de Ho Chi 
Minh. La victoria del Vietcong y del ejército de Vietnam 
del Norte consolidó la reunificación del país, dando paso 
a la República Socialista de Vietnam.

•	 En la Camboya de 1975, los Jemeres Rojos, liderados 
por Pol Pot, tomaron el poder e intentaron forjar una so-
ciedad agraria comunista radical, resultando en un trági-
co genocidio: aproximadamente, un cuarto de la pobla-
ción murió.

Como hemos visto, la ideología comunista tiene ideales 
de igualdad y de justicia social, el problema es que delimitar 
qué es justicia social solo atiende a cuestiones políticas, y son 
estas las que concentran el poder en nombre de una justicia 
social idealizada, que hace derivar a la sociedad en regímenes 
autoritarios. En los ejemplos anteriores, la centralización del 
poder y la planificación económica fueron acompañadas por la 
represión política, la censura y, en muchos casos, violaciones 
masivas a los derechos humanos. El declive de la ideología 
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comunista llegaría con la caída de la Unión Soviética en 1991.
El comunismo ha tenido partes buenas, ayudando a socie-

dades a lograr avances en derechos sociales, pero ha creado 
profundas crisis económicas y sociales. Tanto si ha sido bueno 
como si ha sido malo, el comunismo debe ser una ideología 
para el pasado y una enseñanza del progreso en derechos so-
ciales.

Algunos principios del comunismo

En su comienzo, el comunismo se mantuvo como una ideo-
logía idealista que aseguraba la disolución del Estado y de la 
división de clases, con lo que logró estabilizar los siguientes 
principios:

•	 Eliminación de la propiedad privada de los medios 
de producción: la ideología comunista, como cualquier 
ideología socialista, utópica o científica, busca la abo-
lición de los medios de producción en manos privadas. 
En la ideología comunista, estos medios de producción 
pasarían a manos del Estado. Esto representaría los inte-
reses de la sociedad de manos individuales a colectivas. 

•	 Planificación centralizada de la economía: el comu-
nismo rechaza el libre mercado y aboga por la planifi-
cación por parte de un gobierno central que defina los 
objetivos económicos, es decir, que decida qué producir, 
para quién producir y cuándo producir. De esta forma, 
se busca evitar desigualdades sociales a través de la re-
distribución de la riqueza y evitar las crisis económicas.

•	 Lucha de clases y dictadura del proletariado: al igual 
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que el marxismo, la ideología comunista aspira a una so-
ciedad sin clases sociales. Cuando se planteó el comunis-
mo, se observaba una lucha de clases entre los capitalis-
tas (burgueses) y los trabajadores (proletarios). Entonces, 
para alcanzar una sociedad sin clases, los trabajadores 
debían llegar al Estado para eliminar a las clases burgue-
sas mediante una dictadura proletaria. Esta sería una fase 
transitoria, hasta la desaparición de las clases sociales y la 
expropiación de los medios de producción.

Críticas al comunismo

Las diferentes opiniones contra el comunismo son variadas 
y provienen de múltiples perspectivas, tanto económicas, como 
políticas, sociales y éticas. Aunque estas reflejan experiencias 
históricas, varían tanto de la perspectiva ideológica como de 
los contextos específicos en los que se ha implementado.

Eliminación de la propiedad privada de los medios de 
producción: el tiempo ha demostrado, a través de la prácti-
ca, que la propiedad por parte del Estado de los medios de 
producción se traduce en una economía más débil, debido a 
que las decisiones económicas a menudo se toman en base a 
decisiones políticas que buscan beneficiar a una élite política y 
perpetuarla en el poder. 

Planificación centralizada de la economía: con el rechazo 
al libre mercado —se asignan los recursos en base a la oferta y 
la demanda—, la planificación centralizada ha demostrado ser 
ineficiente en la asignación de los recursos, generando desa-
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bastecimiento y escasez en bienes y servicios. 
Lucha de clases y dictadura del proletariado: el comu-

nismo, al igual que el marxismo, busca una sociedad sin clases. 
Todo esto llegaría a través de la dictadura del proletariado. Para 
alcanzarla, se debía usar la violencia y suprimir libertades. Cual-
quier individuo debería estar en contra de usar la violencia en 
cualquier ámbito, ya que nunca debe ser el camino para alcanzar 
un objetivo. Además, en la práctica, el comunismo ha traído re-
gímenes de partido único que han sido represivos, han traído po-
breza y han violado derechos humanos, llevando a una sociedad 
a elegir: o estás a favor del partido o estás en contra del partido. 
Esto ha demostrado que su aplicación ha traído crisis sociales 
y ha suprimido libertades individuales donde se ha instaurado.

Socialdemocracia

Otra ramificación del socialismo, además del comunismo, es 
lo que se conoce como socialdemocracia. La principal diferen-
cia entre la socialdemocracia y el comunismo es la estrategia: 
los socialdemócratas rechazan que para transformar la sociedad 
se tenga que hacer a través de una revolución violenta. Lo que 
plantean es que la transformación de la sociedad se haga a través 
de la participación política y la legislación. Para los socialdemó-
cratas, la instauración de las ideas socialistas debe llegar a través 
de medios políticos y no revolucionarios. En el ámbito econó-
mico, los socialdemócratas reconocen que las predicciones de 
Marx no se han materializado. La muestra es que los trabaja-
dores están mejorando su situación económica —en la mayoría 
de países capitalistas se observa una mejora en los salarios y 
las condiciones laborales— y las empresas se multiplican y se 
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diversifican —el capitalismo ha demostrado mayor capacidad 
de adaptación e innovación que cualquier otro modelo económi-
co—. Además, la filosofía marxista es simplista y está quedando 
en evidencia con el paso de los años. No busca la abolición del 
capitalismo, sino intentar modificarlo. 

Un personaje involuntariamente influyente en la evolución 
de las actuales socialdemocracias es Antonio Gramsci (1891-
1937), uno de los fundadores del partido comunista italiano y 
creador de la estrategia comunista. Durante su encarcelamien-
to, orquestado por Benito Mussolini, líder del Partido Nacio-
nal Fascista de Italia, Gramsci escribe cartas desde la cárcel. 
En ellas, describe la estrategia para alcanzar el socialismo, no 
a través de la revolución, sino educando a la sociedad en el 
socialismo. Por ello, el socialismo llegaría cuando la sociedad 
fuera socialista. Según Gramsci, esto se lograría controlando 
los medios de comunicación, la educación y las esferas socia-
les intelectuales, creando así una base de personas socialistas 
en lo que se conoce como guerra de posiciones.

Otro gran influyente de las socialdemocracias es el socia-
lista no marxista Eduard Bernstein (1850-1932), quien discre-
paba de la noción marxista tradicional de la lucha de clases. 
En su visión, la lucha no se limitaba a burgueses contra prole-
tarios, sino que también podía darse entre las mismas clases: 
capitalistas vs. capitalistas y trabajadores vs. trabajadores, la 
lucha no era necesariamente entre clases. Bernstein no veía ne-
cesaria la posesión estatal de todos los medios de producción. 
Él proponía que el Estado controlara solo las grandes empresas 
en sectores como comunicaciones, energía, transportes y otras 
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empresas clave. Además, Bernstein abogaba para que, a través 
de los sindicatos, se fijasen precios, salarios y beneficios. Su 
objetivo era fomentar fórmulas mixtas cooperativistas, en las 
que los obreros fueran los dueños de las empresas; mientras, 
las empresas competirían en el libre mercado.

La ideología de la socialdemocracia se consolida con el de-
sarrollo de lo que se conoce como Estado de bienestar. Este 
concepto se establece, dentro de la ideología de la socialdemo-
cracia, en un modelo diseñado en el congreso de Bad Godes-
berg en 1959. En él, los socialdemócratas alemanes se alejan 
del marxismo y adoptan una postura de reformismo, es decir, 
defienden el capitalismo intervenido. La idea es dejar funcio-
nar el mercado, pero regular parte de las actividades econó-
micas del país. Dicho modelo implicaba la defensa del capi-
talismo, pero veía necesaria la intervención del Estado en la 
economía para garantizar el acceso universal a servicios bási-
cos. Además, hizo modificaciones sustanciales en la economía 
para buscar un equilibrio entre libertad económica y respon-
sabilidad social, como fue la implementación de impuestos 
progresivos, contribuciones a la seguridad social y la creación 
de empresas estatales. Dentro de este contexto, también ob-
servaron que las socialdemocracias tienen derechos positivos, 
por parte del Estado, para garantizar servicios que considera 
esenciales, tales como trabajo, vivienda, sanidad y educación.

Algunos principios de la socialdemocracia

¿Cuáles son los principales conceptos que enmarcan esta 
corriente filosófica? Analicemos los principios de la socialde-
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mocracia. 
•	 Control estatal y regulación de sectores clave: la so-

cialdemocracia no busca la propiedad estatal de todos los 
medios de producción, como en la ideología comunista. 
Busca que el Estado solo tenga propiedad de los medios 
de producción en sectores clave, como son la energía, el 
transporte y las comunicaciones, para asegurar el bien-
estar público. Este principio es extraído de las ideas de 
Eduard Bernstein.

•	 Control estatal de la educación, cultura y comunica-
ción: de las ideas de Gramsci, aparece la importancia 
del control del Estado en la educación, en la cultura y en 
la comunicación. Para crear una sociedad socialista, son 
necesarios sitios para difundir ideas socialistas.

•	 Estado del bienestar: el Estado es el encargado de ase-
gurar a los ciudadanos los derechos humanos de segunda 
y tercera generación: el derecho a la educación, la salud 
y la vivienda.

•	 Justicia social: la justicia social es un pilar central en las 
socialdemocracias, enfocándose en la redistribución de 
la riqueza, la igualdad de oportunidades y la protección 
a los sectores más vulnerables.

Críticas a la socialdemocracia

Al ser una corriente filosófica analizada y propuesta para 
lograr un objetivo humano, la socialdemocracia ha sido ob-
jetivo de diferentes opiniones y críticas. Algunas de ellas se 
centran en las siguientes observaciones:

El control estatal y regulación de sectores clave: como 
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cualquier control por parte del Estado, se crearon monopolios 
u oligopolios por la regulación que las nuevas empresas nece-
sitan cumplir, sobre todo de capital, ya que, si el Estado legisla 
para ver quién puede entrar a competir, lo que hace es añadir 
barreras de entrada muy grandes a nuevos competidores, crean-
do así oligopolios. Además, decidir qué sectores son clave es 
muy arriesgado, porque dicha decisión se debe a decisiones 
políticas. Por ejemplo, las comunicaciones se manejan como 
un sector clave importante, más que el de la alimentación o el 
textil; no obstante, si no hay ropa o comida, la gente sufriría, 
por lo que un sector más importante sería el de la alimentación 
o el textil y, sin embargo, no se regula.

El control estatal de la educación, la cultura y la comuni-
cación: que el Estado controle la educación lleva a una homo-
geneización del pensamiento, con ciudadanos educados bajo 
una misma ideología. Además, si se controlan la educación y 
la comunicación, se llegaría a sistemas totalmente propagan-
dísticos, con ciudadanos totalmente manipulados, llevando a 
que cualquiera que piense diferente sea censurado pública-
mente, eliminando la libertad de expresión.

El Estado de bienestar: que el Estado asegure derechos 
positivos a terceros, a través de la extracción de riqueza a 
otros, puede llevar a un gasto público descontrolado, aumen-
tando cada vez más los impuestos y generando tensión en la 
sociedad, además de un crecimiento de la deuda pública insos-
tenible. A su vez, no hay que olvidar que la forma en que se 
gestiona ese gasto público solo se debe a cuestiones políticas 
de personas que quieren vivir de la política, y una forma de 
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legitimar su necesidad en política es a través de una labor legi-
timadora. La historia, como veremos más adelante, nos ha en-
señado que el Estado de bienestar solo se puede dar en Estados 
con economías sólidas y que, a la larga, empobrece al Estado 
si este es el encargado de proveer los servicios públicos, ya 
que es un mal gestor de los recursos y no tiene incentivo para 
gestionar bien los servicios públicos.

La justicia social: el problema es que la redistribución de 
la riqueza a través de la coerción implica violencia y, por ende, 
la justicia no debe implicar quitarles a unos de forma coercitiva 
para darles a otros. Además, la redistribución se hace meramente 
por decisiones políticas. Decidir cuánto se quita a un ciudadano 
para dárselo a otro no se apoya en ninguna herramienta. Todos 
los individuos debemos tener las mismas oportunidades, pero 
esto muchas veces se interpreta como que todos tenemos que 
ser iguales y eso es una falacia, porque los seres humanos somos 
distintos en cuanto nacemos y hay que tratarnos así. Todos los 
seres humanos tenemos derecho a las mismas oportunidades, 
pero no debemos tratar a todas las personas de la misma forma.

Liberalismo

El liberalismo, a diferencia de las ideologías socialistas que 
anteponen la sociedad frente al individuo, se centra en la liber-
tad individual, es decir, pone en el centro al individuo como 
base para organizar la sociedad. El economista e intelectual 
argentino Alberto Benegas Lynch (1940) define el liberalismo 
como «el respeto irrestricto del proyecto de vida del prójimo, 
basado en el principio de no agresión y en defensa del derecho 



116

a la vida, a la libertad y a la propiedad».
Algunos de los principios que rigen el liberalismo son: el 

derecho a la vida, ya que sin este derecho ningún otro derecho 
tiene sentido; la libertad individual, que implica la capacidad 
de que el individuo pueda ejercer acciones positivas sin in-
terferencias de terceros para alcanzar lo que él considere su 
proyecto vital; el derecho a la propiedad privada, que permite 
a los individuos en su propiedad desarrollar su proyecto vital. 
Defiende la importancia de un Estado de derecho que garantice 
la igualdad legal para todos y donde todos los ciudadanos de-
ben estar sujetos a la ley, incluidos los gobernantes. Por su par-
te, el principio de no agresión establece que ningún individuo 
tiene derecho a iniciar la violencia contra otro, a excepción 
de la legítima defensa. Este principio es para una convivencia 
pacífica. Por ello, el liberalismo defiende que cada individuo 
pueda ejercer su proyecto vital sin interferencias, siempre y 
cuando no implique violentar los proyectos vitales ajenos.

El liberalismo —a diferencia del socialismo, que tiene su 
florecimiento en el siglo XVIII debido a la gran brecha social 
creada por la Revolución Industrial como consecuencia de la 
concentración de los medios de producción en manos de una 
minoría, creando una desigualdad económica— ve la luz en el 
siglo XVIII debido a las ideas de la Ilustración como respuesta 
a las crisis sociales provocadas por la concentración de poder 
del absolutismo monárquico y por la falta de derechos indivi-
duales. 

El liberalismo surge en un momento de grandes transfor-
maciones sociales e intelectuales y tiene su base en las ideas 
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de la Ilustración, siendo esta un movimiento intelectual que 
se extendió por Europa y América desde el siglo XVII y hasta 
principios del XIX, pero que tuvo su momento álgido en el 
siglo XVIII. Las ideas de la Ilustración que influenciaron al li-
beralismo fueron la razón para entender el mundo que rodea al 
individuo, alejándose de las explicaciones religiosas o basadas 
en la tradición. La separación de poderes que propuso Char-
les Louis de Secondat, más conocido como Barón de Montes-
quieu (1689-1755), trataba de evitar los abusos de poder del 
gobernante sobre el individuo. Según él, el poder del Estado 
debería estar separado entre poder legislativo, ejecutivo y judi-
cial. Otro punto influyente fueron los derechos naturales como 
argumento, tal como indicó John Locke (1632-1704): todo in-
dividuo nace con unos derechos inherentes al ser humano y 
que ninguna autoridad puede violar. Por último, el contrato 
social por el que los ciudadanos ceden parte de su libertad a los 
gobernantes para que protejan sus derechos, pero obliga a los 
gobernantes a cumplir dicho contrato, limitando el poder del 
Estado sobre el individuo.

Con la llegada de la Ilustración, cambió la visión de la épo-
ca, donde lo divino era el elemento central en la sociedad —
influenciada por el gran poder de la Iglesia—, convirtiendo al 
ser humano en el elemento principal: el propio individuo debía 
ser dueño de su destino, dejando de obedecer al poder absoluto 
del Estado y de la Iglesia. 

Un acontecimiento clave en las ideas de la Ilustración y en 
la ideología liberal fue lo que se conoce como la Revolución 
Gloriosa (1688). El rey Jacobo II creía en el derecho divino de 
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los reyes a gobernar, por lo que mostró su desprecio al Parla-
mento, disolviéndolo en varias ocasiones e intentando gober-
nar sin la oposición de este. Así pues, debido a sus políticas 
religiosas y su intento de restaurar el absolutismo monárquico, 
Guillermo de Orange derrocó a Jacobo II, estableciendo una 
monarquía parlamentaria en 1689 —prohíbe al monarca elimi-
nar leyes o imponer impuestos sin el consentimiento del Par-
lamento—. Gracias a la declaración de derechos, impuesta por 
el Parlamento a Guillermo como condición para ser monarca, 
aparecen libertades como la de reunión o la de expresión. Este 
acontecimiento influyó en las ideas de John Locke, considera-
do el padre del liberalismo. En su libro Dos tratados sobre el 
gobierno civil (1689) argumenta que las personas tienen unos 
derechos naturales —tema central de su filosofía—, inherentes 
a su existencia y preexistentes al Estado. Para Locke, estos 
derechos naturales, universales, inalienables, inviolables y que 
no necesitan reconocimiento por parte del Estado son: el de-
recho a la vida, que es la base de todos los demás derechos; el 
derecho a la libertad, para que cada persona actúe como quie-
ra, siempre y cuando no perjudique al resto; y el derecho a la 
propiedad, ya que es la base material de la libertad. 

Otro acontecimiento clave en las ideas de la Ilustración fue 
lo ocurrido en Norte América, donde Adam Smith en su obra 
La riqueza de las naciones (1776) creó las bases de la econo-
mía moderna, defendiendo el libre mercado y planteando el 
concepto revolucionario de la mano invisible. Con esta idea, 
el mercado se debe regular a través de la ley de la oferta y la 
demanda, y no por imposiciones de los gobernantes. Así pues, 
las ideas económicas de Smith y las ideas de derechos natura-
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les de Locke son difundidas rápidamente por las trece colonias 
británicas en América del Norte, donde la burguesía americana 
estaba cansada de pagar impuestos y no tener representación 
en las colonias que habitaba, dando inicio a una guerra por la 
independencia de estas colonias contra la corona inglesa. Di-
cha guerra finaliza con la independencia de los Estados Unidos 
en 1776 y con la Declaración de Independencia, redactada por 
Thomas Jefferson (1743-1826), documento inspirado en las 
ideas liberales de Locke sobre los derechos naturales: «Sos-
tenemos como evidentes estas verdades: que todos los hom-
bres son creados iguales, que están dotados por su Creador de 
ciertos derechos inalienables, que entre estos están la vida, la 
libertad y la búsqueda de la felicidad».

Durante el siglo XIX, las ideas liberales se siguieron desa-
rrollando gracias a pensadores como John Stuart Mill (1806-
1873), quien defendió la libertad de opinión y de expresión. 
En su obra Sobre la libertad (1859), argumentó que: «Si toda 
la humanidad menos una persona estuviera de acuerdo en una 
opinión, y solo una persona fuera de la opinión contraria, la hu-
manidad no estaría más justificada para silenciar a esa persona, 
que ella, si tuviera el poder, para silenciar a la humanidad». 
Con esto, impulsó nuevos derechos civiles y movimientos fe-
ministas. Por ejemplo, comenzó la lucha por la igualdad de 
derechos para las mujeres. Además, se aplicaron los principios 
de libertad económica en las clases medias industriales, lo que 
ocasionó la generación de riqueza en los Estados.

En el siglo XX, el liberalismo fue ampliamente criticado 
debido a que muchos pensadores demostraron que para alcan-
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zar la libertad se necesita una base material. Por ello, el libera-
lismo tuvo que evolucionar frente a ideologías en auge como 
el fascismo y el comunismo.

La ideología liberal resurgió a partir de la década de 1970 
para hacer frente a las crisis que crearon las socialdemocracias, 
ya que antepusieron la igualdad frente a la libertad. Aparecie-
ron figuras como Friedrich Hayek y Milton Friedman. Ambos 
defendieron una economía de libre mercado con mínima in-
tervención estatal. En palabras de Friedman, en su libro Capi-
talismo y libertad (1962): «La sociedad que pone la igualdad 
por encima de la libertad acabará sin igualdad y sin libertad». 

En la actualidad, el liberalismo está siendo cada vez más 
aceptado porque se encuentra en una batalla cultural —batalla 
de las ideas— frente al auge del progresismo, por lo que ha 
aumentado su foco mediático. El liberalismo, que busca una 
sociedad donde se impongan sus ideales —se respete la liber-
tad individual, el libre mercado y el Estado de derecho—, ha 
demostrado ser más eficaz en términos económicos que otras 
ideologías. Está ideología, que ha demostrado una mejor capa-
cidad para generar riqueza, se enfrenta a las ideas progresistas 
—redistribución de la riqueza y mayor intervención del Estado 
en la provisión de servicios— para erradicar la desigualdad 
social y resolver todos los problemas sociales. 

Algunos principios del liberalismo

•	 Libertad individual: este principio es la base del libe-
ralismo, el cual sostiene que ningún tercero, incluido el 
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Estado, puede influir en el proyecto vital del individuo, 
siempre y cuando dicho proyecto vital no afecte al pro-
yecto vital de otros individuos. Este límite de la liber-
tad individual es el daño a terceros, conocido como el 
principio del daño de John Stuart Mill. Esto se relaciona 
con la autonomía del individuo de tomar las acciones 
positivas necesarias para alcanzar lo que considere su 
proyecto vital, sin coerción por parte de terceros. 

•	 Propiedad privada: esta ideología ve necesario el res-
peto a la propiedad privada, argumentando que sin pro-
piedad privada no puede existir libertad, ya que toda li-
bertad tiene una base material. Por ejemplo, la libertad 
de expresión de la prensa escrita depende de que existan 
imprentas para que los individuos puedan expresarse li-
bremente a través de los periódicos escritos. Si se expro-
pia la imprenta, se está socavando la base material y, por 
tanto, la libertad de expresión. Otro ejemplo: si para un 
individuo su proyecto vital pasa por tener una vivienda 
con árboles frutales y se le expropia su casa, se le está 
limitando su libertad de alcanzar su proyecto vital. Resu-
miendo: la propiedad privada es esencial para cualquier 
proyecto vital, ya que este necesita una base material que 
debe ser privada y no puede estar subordinada a ningún 
objetivo social. Además, los liberales sostienen que la 
propiedad privada incentiva la innovación para mejorar 
la productividad, lo que genera más riqueza. 

•	 Libre mercado: influenciado por las ideas de Adam 
Smith, el liberalismo promueve una economía de libre 
mercado con mínima intervención estatal. Para los li-
berales, la libertad de los individuos para intercambiar 
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bienes y servicios sin la intervención del gobierno es 
esencial, ya que permite una asignación eficiente de los 
recursos, lo que fomenta la competencia y como resulta-
do genera crecimiento económico.

•	 Igualdad ante la ley: para los liberales, ciudadanos y 
gobernantes están bajo las reglas de un contrato social 
en el que los ciudadanos ceden parte de su libertad con la 
condición de que se les protejan sus derechos. Para ello, 
todos los individuos dentro del Estado deben ser iguales 
ante la ley, sin privilegios ni discriminaciones. Por ello, 
nadie está por encima de la ley, ni ciudadanos ni gober-
nantes, garantizando una seguridad jurídica. 

Críticas al liberalismo

Las críticas al liberalismo suelen provenir de individuos de 
diferentes perspectivas ideológicas, incluyendo el conservadu-
rismo, el socialismo, el comunismo, el nacionalismo y otros 
movimientos. Estas críticas no rechazan necesariamente todos 
los principios del liberalismo, pero sí señalan sus posibles li-
mitaciones en distintos contextos sociales o económicos, don-
de estos críticos ven necesarios ajustes para solucionar proble-
mas de desigualdad. 

Libertad individual: sus críticos sostienen que el indivi-
duo es un ser social y, por consiguiente, tiene la responsabili-
dad social de cooperar en el bienestar de otros individuos en la 
medida que le sea posible. Para estos críticos, el énfasis en la 
libertad individual, separando al individuo de la sociedad, pue-
de llevar a una insolidaridad social, descuidando la importan-
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cia del bien común y la responsabilidad social y perjudicando 
en última instancia a la sociedad en la que el individuo habita. 
Se critica que este enfoque individualista pueda llevar a una 
desigualdad social, ya que no todos los individuos parten de 
las mismas condiciones y oportunidades para poder realizar 
sus proyectos vitales. 

Libre mercado: la crítica al libre mercado sin ningún tipo 
de regulación se basa en la aparición de externalidades nega-
tivas. Estas son efectos secundarios no deseados de las activi-
dades económicas que afectan a terceros y que no se reflejan 
en los costos empresariales. Por ejemplo, la contaminación de 
un río por parte de una empresa. Estos críticos ven necesa-
ria una regulación de las actividades económicas por parte del 
Estado, debido a que en la búsqueda del beneficio empresa-
rial se puede llegar a prácticas negativas para la sociedad y el 
medio ambiente. Esto ocurre con la explotación de recursos 
marinos. Si el Estado no regula la pesca en mares o ríos, esto 
podría llevar a la desaparición de fauna y flora en ecosistemas 
acuáticos. Además, sostienen que el libre mercado sin ninguna 
intervención estatal podría llevar a una falta de protección al 
consumidor ingenuo: muchos consumidores podrían ser víc-
timas de fraudes o prácticas abusivas. Afirman que el Estado 
tiene la responsabilidad de proteger a los consumidores.

Inequidad social: el liberalismo, al centrarse en el indivi-
duo, no establece un mecanismo claro para garantizar la ayuda 
necesaria a ciudadanos en peores condiciones sociales, como 
puede ser la pobreza extrema o la falta a servicios básicos, lo 
que les puede perpetuar en esas condiciones. Muchos libera-
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les opinan que ayudar a otro individuo debería ser una elec-
ción personal, nacida de la propia libertad individual, y no una 
obligación impuesta por terceros. Esto ha sido ampliamente 
criticado, ya que ignorar los diferentes contextos sociales de 
desigualdad, en la que teóricamente se tienen las mismas opor-
tunidades, las diferencias sociales en ámbitos como el acceso a 
recursos crea situaciones de ventaja significativa de unos sobre 
otros. Por ello, estos críticos ven necesaria la redistribución de 
la riqueza de forma no igualitaria, buscando la equidad y no la 
igualdad, ayudando a los que más lo necesiten para garantizar 
un mínimo de bienestar social. 

Neoliberalismo

En la actualidad, el neoliberalismo es tratado como una 
ideología, sin embargo, esto dista mucho de la realidad. Obje-
tivamente, la palabra neoliberalismo es una etiqueta negativa 
para atacar a las políticas liberales modernas. Esto lo explica 
muy bien Juan Ramón Rallo en el libro Liberalismo (2019). En 
él, afirma que el concepto neoliberalismo tiene sus raíces en la 
Viena de los años veinte, cuando fue utilizado por intelectua-
les marxistas y fascistas para menospreciar a liberales como 
Ludwig von Mises, quien nunca se identificó con el término 
neoliberal. En palabras de Ramón Rallo: «En la actualidad, la 
etiqueta continúa empleándose para fines similares».

Los politólogos Taylor Boas y Jordan Gans-Morse, tras re-
visar ciento cuarenta y ocho ensayos publicados entre 1990 y 
2004, llegaron a la conclusión de que el término neolibera-
lismo se emplea académicamente sin ningún tipo de rigor ni 
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coherencia: «El significado de neoliberalismo jamás se debate 
y a menudo ni siquiera se define. Como consecuencia, no es 
que nos hayamos encontrado con demasiadas definiciones de 
neoliberalismo, sino con demasiado pocas». Además, cuando 
el término neoliberalismo aparece en un ensayo, suele ser para 
colocarlo en un contexto peyorativo para los mercados libres: 
«Los resultados de nuestros análisis de ensayos académicos 
confirman que el uso negativo del término neoliberalismo su-
pera amplísimamente sus usos positivos». Ambos politólogos 
consideran que en la actualidad el concepto de neoliberalismo 
no es más que un eslogan antiliberal vacío de contenido dis-
tintivo. Por lo tanto, el neoliberalismo no puede ser definido 
como ideología, sino como una etiqueta peyorativa para des-
calificar al liberalismo más que para entenderlo.

Anarquismo

La ideología anarquista, basada en la cooperación volun-
taria de los individuos dentro de la sociedad, sostiene que 
cualquier autoridad impuesta —leyes, normas sociales u orga-
nismos de poder, como el Estado— debe ser totalmente recha-
zada. El cuestionamiento a la autoridad —entendiendo auto-
ridad como algo natural, absoluto e inamovible— se remonta 
a la antigüedad, en particular a la antigua Grecia (siglos VI 
a.C.- IV a.C.) de manos de algunos sofistas como Trasímaco 
(~459 a.C.-400 a.C.) —aparece en el Libro I de La República, 
de Platón. Sostiene que la autoridad no era un valor intrínseco 
al ser humano, sino una convención humana creada por los 
fuertes para someter a los débiles, y que estos sirvieran a los 
intereses de los poderosos. Por otro lado, Calicles (~siglo V 
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a.C.) aparece en el diálogo platónico Gorgias y afirma que la 
autoridad y las convenciones sociales son las herramientas que 
tienen los débiles para limitar el poder que tienen los fuertes 
sobre los débiles.

El anarquismo moderno tiene sus orígenes en el siglo XIX, 
influenciado por Jean-Jacques Rousseau (1712-1778), con el 
concepto de el buen salvaje: «El hombre nace bueno y la so-
ciedad lo corrompe», plasmado en su obra El contrato social 
(1762). También fue influenciado por Immanuel Kant (1724-
1804), con su énfasis en la autonomía y la moralidad indivi-
dual, expresada en su obra Crítica de la razón práctica (1788). 
Ambos sentaron las bases para los desarrollos anarquistas en 
las ideas de libertad y autoridad.

Fue en la década de 1840 cuando el filósofo y político Pie-
rre-Joseph Proudhon (1809-1865), considerado el padre teóri-
co del anarquismo debido a que fue el primer político que se 
llamó anarquista, definió el anarquismo como una ideología 
política. Proudhon se posiciona en contra de la propiedad pri-
vada, como afirma en su obra ¿Qué es la propiedad? (1840): 
«La propiedad es un robo». Para Proudhon, debería existir una 
verdadera justicia económica basada en la distribución equi-
tativa de bienes a través del mutualismo, que, según él, era 
una forma de intercambio económico, destinado a beneficiar a 
todos por igual sin la intervención del Estado.

El pensamiento de Proudhon fue ampliamente aceptado por 
los movimientos menos conservadores. Fue en Rusia donde 
Mikhail Bakunin (1814-1876) lo desarrolló, introduciendo 
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el concepto de colectivismo anarquista, que iba en contra de 
cualquier forma de Estado, incluso los provisionales, a través 
de la dictadura del proletariado, como las propuestas de los 
comunistas. En la obra Estatismo y Anarquía (1873), Bakunin 
afirma que la revolución debería ser directa y la reorganización 
de la sociedad no debería pasar por ninguna dictadura, sino 
que se debería reorganizar en federaciones de comunidades 
autónomas y cooperativas de trabajadores, basadas en la igual-
dad, la libertad y la solidaridad.

Corrientes anarquistas:

•	 Anarcosindicalismo: se centra en la organización social 
a través de la organización en los sindicatos.

•	 Anarcocomunismo: su máximo pensador fue Peter 
Kropotkin (1842-1921). Esta corriente defiende la abo-
lición de la propiedad privada y la redistribución de la 
riqueza, como se puede ver en su obra La conquista del 
pan (1892), en la que afirma: «De cada cual, según su 
capacidad; a cada cual, según sus necesidades».

•	 Anarcocapitalismo: tras el fracaso del comunismo y el 
auge del liberalismo, a finales del siglo XX aparece una 
corriente que se centra en la organización social a través 
de la libre competencia en un mercado sin regulaciones 
estatales. Esta corriente rechaza cualquier tipo de inter-
vención estatal y aboga por la privatización de todos los 
servicios, incluyendo la seguridad y la justicia.

En la actualidad, el anarquismo es una ideología con un 
sentido más utópico debido a la imposibilidad real de que se 
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pueda llevar a cabo.
Algunos principios del anarquismo

Recapitulando: el anarquismo es una filosofía política y 
social que aboga por la abolición de todas las formas de au-
toridad y jerarquía coercitivas, proponiendo en su lugar una 
sociedad basada en la cooperación voluntaria y la autogestión. 
A continuación, se describen algunos de sus principios funda-
mentales:

•	 Cooperación social voluntaria: la cooperación social 
debe ser voluntaria y, por ello, no debe existir ninguna 
autoridad que obligue al individuo a cooperar. Las auto-
ridades que obligan al individuo a cooperar van contra la 
libertad del individuo, oprimiéndole y haciendo que no 
pueda alcanzar su proyecto vital.

•	 Estructuras autoritarias innecesarias: dado que se 
debe cooperar de forma voluntaria y no debe existir 
ninguna autoridad que obligue a cooperar, es necesario 
eliminar todas las estructuras autoritarias y, en su lugar, 
promover sistemas alternativos de organización social 
basados en la cooperación voluntaria.

•	 Abolición del Estado: como resultado de los anteriores 
principios, el fin último es la eliminación del Estado, ya 
que eso dará lugar a una sociedad donde la cooperación 
sea totalmente voluntaria y libre de coerción.

Críticas al anarquismo

El anarquismo ha recibido diversas críticas a lo largo del 
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tiempo, tanto desde dentro de sus propias filas como desde 
fuera. Estas críticas reflejan preocupaciones prácticas y teóricas 
sobre la viabilidad del anarquismo como sistema social y po-
lítico. Los anarquistas, por su parte, han respondido a muchas 
de estas críticas argumentando que las estructuras jerárquicas y 
coercitivas no solo son innecesarias, sino también perjudiciales.

Irrealismo: se critica la visión utópica de una sociedad sin Es-
tado ni jerarquías, considerándola irrealizable y propensa al caos.

Cooperación social voluntaria: como veremos más ade-
lante, la realidad es que cada vez los individuos son más indivi-
dualistas, despreocupándose de los problemas sociales colec-
tivos, como la pobreza y la desigualdad. Y es que el individuo 
vive en una sociedad y tiene una responsabilidad social que 
le debería interesar por numerosos beneficios para el propio 
individuo con el resto de los individuos. Por tanto, debe existir 
una autoridad que le obligue a cooperar con otros individuos. 

Estructuras autoritarias innecesarias: si no existiera una 
autoridad que impulse a cooperar a los individuos, las socie-
dades tenderían a deteriorarse. Por ejemplo, si no existiera una 
autoridad que anime a cooperar a los individuos para que to-
dos los ciudadanos tengan mejor educación, aumentarían los 
delitos, ya que la educación y el índice de delitos están rela-
cionados. Se ha demostrado que en las sociedades donde las 
personas tienen mejor educación se cometen menos delitos.

Abolición del Estado: la abolición del Estado o de cual-
quier estructura autoritaria es irrealizable y tiene una visión 
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utópica. Además, la abolición de una estructura predominante 
de poder, como se ha demostrado en la historia, conduciría al 
caos y se consignaría rápidamente otro grupo organizado.

Conservadurismo

Es una ideología que busca la continuidad de las normas es-
tablecidas, huyendo de los cambios que puedan generar inesta-
bilidad. Defiende las instituciones, tradiciones y la continuidad 
social.

El conservadurismo moderno surgió en el siglo XVIII 
como respuesta a los movimientos sociales generados por la 
Ilustración, que lucharon contra la concentración de poder, y 
a los movimientos sociales provocados por la Revolución In-
dustrial, que combatieron la concentración de los medios de 
producción.

Se considera al político y filósofo irlandés Edmund Burke 
(1729-1797) como el padre del conservadurismo moderno, ya 
que en su obra Reflexiones sobre la Revolución en Francia 
(1790) critica este movimiento afirmando que si los cambios 
en las instituciones tradicionales no se hacen de manera gra-
dual y ordenada, sino que se hacen de manera utópica y racio-
nal, se conduciría al caos. En el siglo XIX, el conservadurismo 
no fue la ideología predominante, ya que las sociedades occi-
dentales se encontraban en una época de cambios.

Otto von Bismarck (1815-1898), político nacionalista con-
servador, fue una figura destacada en Prusia. Utilizó el con-
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servadurismo para consolidar el poder del Estado. Bismarck 
fue uno de los primeros políticos en implementar políticas de 
bienestar social, lo que se conoce como el Estado de bienestar, 
para contrarrestar las políticas socialistas que estaban ganando 
influencia en Europa, y así mantener el control autoritario del 
Estado.

En el siglo XX, el conservadurismo atravesó una etapa 
compleja. Tuvo que enfrentarse a desafíos complicados fren-
te a las ideologías comunistas y fascistas. Winston Churchill 
(1874-1965), por ejemplo, tuvo que aplicar políticas conser-
vadoras de postguerra para restaurar y mantener el orden en 
Reino Unido.

En este siglo XXI, el conservadurismo se enfrenta a desa-
fíos como la globalización y el multiculturalismo.

Corrientes del conservadurismo:

•	 Conservadurismo liberal: está a favor de la libertad in-
dividual y de la economía de mercado.

•	 Conservadurismo social: se centra más en la familia, 
religión y los valores sociales tradicionales.

•	 Conservadurismo nacionalista: centrado en la identi-
dad nacional y la seguridad de la nación.

Algunos principios del conservadurismo

Al ser una ideología política que aboga por la preservación 
de las instituciones, tradiciones y valores establecidos en una 
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sociedad, el conservadurismo puede variar considerablemente 
entre diferentes culturas y contextos históricos. Para identifi-
carlo, estos son algunos de sus principios fundamentales:

•	 Conservación de las instituciones tradicionales: el 
conservadurismo defiende la protección de las institu-
ciones tradicionales, argumentando que los cambios so-
ciales deben ser graduales y siempre basándose en la ex-
periencia y la tradición. De otra forma, se podría llegar al 
caos y a la destrucción de los valores sociales arraigados.

•	 Tradicionalismo: el conservadurismo apoya la tradi-
ción y la experiencia acumulada durante generaciones, 
ya que esto asegura un marco social estable y ordenado 
para la sociedad.

•	 Importancia de la jerarquía y la autoridad: los con-
servadores creen en las jerarquías sociales y la necesidad 
de autoridades para que exista un orden social. 

El conservadurismo reconoce que las personas tienen di-
ferentes capacidades, pero es necesaria la existencia de jerar-
quías que atiendan esas capacidades y beneficien a la sociedad, 
es decir, la sociedad se ve favorecida por el reconocimiento de 
la existencia de líderes y élites.

Críticas al conservadurismo

Las opiniones en contra del conservadurismo reflejan pre-
ocupaciones sobre cómo los principios conservadores pueden 
traducirse en políticas y prácticas que algunos consideran per-
judiciales o limitantes para ciertos sectores de la sociedad. Los 
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conservadores, por su parte, responden a estas críticas argu-
mentando que sus enfoques promueven la estabilidad, la res-
ponsabilidad y el bienestar a largo plazo.

Conservación de las instituciones tradicionales: proteger 
las instituciones tradicionales para que resistan los cambios 
sociales puede llevar a la perpetuación de injusticias.

Tradicionalismo: defender las tradiciones de una forma in-
flexible puede impedir un progreso social de las nuevas reali-
dades que los ciudadanos están demandando.

Importancia de la jerarquía y la autoridad: mantener y 
favorecer a jerarquías produce un elitismo que excluye a gru-
pos marginados. 

Fascismo

La ideología fascista surgió en el siglo XX impulsada por 
los militares. Después de la Primera Guerra Mundial, ante la 
incapacidad de los políticos para resolver los problemas socia-
les, los militares se presentaron como la solución, enfocándose 
en ofrecer orden y seguridad a los ciudadanos nacionales. La 
ideología fascista se caracteriza por el rechazo de las democra-
cias de la época, así como por un nacionalismo exacerbado y 
un autoritarismo extremo.

Hay que remontarse al siglo XIX, en Francia. El poeta fran-
cés Charles Maurras (1868-1952) desarrolló un movimiento 
político nacionalista y contrarrevolucionario: Acción France-



134

sa. Pretendía el regreso a la monarquía. A su vez, en Italia se 
empieza a desarrollar el verdadero fascismo de la mano del 
poeta Gabriele D’Annunzio (1863-1938), influenciado por las 
ideas de Nietzsche del superhombre (übermensch). Además, 
D’Annunzio fue soldado en la Primera Guerra Mundial, época 
en que su visión se volvió ultranacionalista.

Tras la Primera Guerra Mundial (1914-1918), los gana-
dores se repartieron los territorios conquistados, pero Italia 
se sintió ofendida, ya que no recibió el territorio croata de 
Dalmacia. D’Annunzio, frustrado por las decisiones de los 
aliados que privaron a Italia de dicho territorio, tomó la ciu-
dad de Fiume en 1919 con 2000 soldados. En Fiume, junto al 
sindicalista Alceste de Ambris, redactó la Carta de Carnaro 
y en 1920 D’Annunzio estableció un régimen autoritario, or-
ganizando diez corporaciones: todos los ciudadanos debían 
pertenecer a alguna. La décima corporación estaba reservada 
para los seres superiores: héroes y poetas. Dos de las carac-
terísticas distintivas de este nuevo régimen eran el uso del 
saludo romano y la creación de una élite militar llamada los 
Arditi, militares de camisa negra encargados de reprimir a 
cualquier disidente.

A su vez, gracias al descontento social de la época, otro ita-
liano comenzó a ganar poder y cada vez más adeptos hasta ser 
líder de Italia. Fue un político y militar llamado Benito Mus-
solini (1883-1945), quien había sido expulsado del Partido So-
cialista por su nacionalismo extremo. Mussolini llegó al poder 
en 1922 e instauró un régimen fascista, adoptando muchos de 
los métodos de D’Annunzio, como el uso de los camisas ne-
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gras, para reprimir a los opositores, y el saludo romano.
El término fascismo deriva de la palabra italiana fascio, que 

significa haz de varas o manojo. A su vez, la palabra italiana 
fascio proviene del latín fascis y tiene el mismo significado. En 
la Antigua Roma simbolizaba el poder y la autoridad. Por ello, 
Mussolini escogió el fascio evocando al poder de la civiliza-
ción que lo antecedió.

El fascismo italiano tuvo gran influencia en el período de en-
treguerras (1919-1939), en un contexto social de crisis sociales 
y económicas. De esta manera, Adolf Hitler (1889-1945) fue 
influenciado por el fascismo y creó el nazismo, movimiento ul-
tranacionalista racista que culpaba de los problemas que vivía el 
pueblo alemán al resto de individuos que no fueran de la raza aria.

El filósofo Umberto Eco (1932-2016), en su ensayo El fas-
cismo eterno (1995), identifica catorce características del fas-
cismo que él llama Ur-Fascismo o fascismo eterno:

1.	 Culto a la tradición: rechazo de la modernidad y apego a 
un pasado idealizado.

2.	 Rechazo del modernismo: oposición a la razón y al pen-
samiento crítico.

3.	 Acción por la acción: valoración de la acción violenta 
por sí misma, sin reflexión.

4.	 Desacuerdo como traición: intolerancia a las críticas y 
la disidencia.

5.	 Miedo a la diferencia: promoción de la xenofobia y el 
racismo.

6.	 Apelación a la frustración social: aprovechamiento del 
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descontento social.
7.	 Obsesión con una conspiración: creencia en enemigos 

internos y externos.
8.	 Enemigo débil y fuerte a la vez: presentación del enemi-

go como poderoso y a la vez débil.
9.	 Pacifismo como colaboracionismo: consideración de la 

oposición a la guerra como traición.
10.	 Desprecio por los débiles: glorificación de la fuerza.
11.	 Culto a la muerte: idealización de la muerte y el sacrifi-

cio por la nación.
12.	 Transferencia del poder sexual al poder nacional: repre-

sión de la sexualidad individual y fomento del naciona-
lismo.

13.	 Populismo cualitativo: asunción de que la voluntad del 
pueblo es única e indivisible.

14.	 Neolengua: uso de un lenguaje simple y repetitivo para 
limitar el pensamiento crítico.

En la actualidad, el fascismo es una ideología totalmente 
desprestigiada y debe continuar siéndolo, ya que es una ideo-
logía que va en contra de todos los derechos humanos.

Algunos principios del fascismo

Como analizamos, el fascismo es una ideología política au-
toritaria y nacionalista que surgió en Europa a principios del 
siglo XX. El régimen de Benito Mussolini en Italia fue uno 
de los ejemplos más conocidos. Sus principios pueden variar 
en su intensidad y manifestación, dependiendo del contexto 
histórico y cultural en el que se desarrollaron los movimientos 
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fascistas. Pero, en general, las siguientes características son 
comunes en las ideologías y regímenes que han surgido a lo 
largo de la historia.

•	 Ultranacionalismo: en la ideología fascista existe un 
nacionalismo extremo. Antepone los intereses naciona-
les a los individuales, por lo que la nación está por enci-
ma del individuo o grupo de individuos.

•	 Totalitarismo y culto al líder: el líder es la figura supre-
ma del Estado, quien concentra todo el poder, controla 
todos los aspectos de la vida social y elimina cualquier 
tipo de oposición. También controla los medios de co-
municación y legisla por decreto.

•	 Militarismo y violencia: la guerra se ve como un medio 
para alcanzar objetivos, por lo que la sociedad debe estar 
militarizada y preparada para la guerra. Por ello, los fas-
cistas desprecian a los pacifistas.

•	 Control social y propaganda: los regímenes fascistas 
utilizan la propaganda masiva y el control de los me-
dios de comunicación para manipular y movilizar a la 
población. El culto al líder y la exaltación de los valores 
fascistas son componentes clave.

•	 Supresión de la disidencia: en un estado fascista, la 
oposición política y la disidencia son sistemáticamente 
reprimidas. Se emplean tácticas como la censura, la vio-
lencia y el encarcelamiento para mantener el control y 
eliminar cualquier amenaza al régimen.

•	 Racismo y xenofobia: muchos movimientos fascistas 
incluyen elementos racistas y xenófobos, promoviendo 
políticas de discriminación y persecución contra mi-
norías étnicas, religiosas o culturales, considerándolas 
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como enemigos del Estado o de la pureza nacional.
Críticas al fascismo

El fascismo ha sido objeto de severas críticas tanto por su 
práctica histórica como por sus principios ideológicos. Estas crí-
ticas reflejan los peligros inherentes al fascismo y su potencial 
para causar un daño significativo a las sociedades en las que se 
implementa. La experiencia histórica con el fascismo en Europa 
durante el siglo XX ha sido fundamental para que muchos lo 
rechacen de manera contundente en el mundo contemporáneo.

Ultranacionalismo: la realidad es que cualquier Estado sin 
ciudadanos no tiene sentido, por lo que siempre hay que an-
teponer al individuo. Si el Estado es algo inventado por los 
ciudadanos, la realidad inmutable son los ciudadanos.

Totalitarismo y culto al líder: es un sistema totalitario en 
el que cualquier disidencia es reprimida, así como cualquier li-
bertad. Las sociedades no solo tienen una única forma de pen-
sar, por lo que aplicar esta ideología solo es posible a través de 
la violencia.

Militarismo y violencia: los fascistas ven la vida como una 
guerra permanente que solo podrá terminar cuando se extermi-
ne a los enemigos. Esta afirmación es una contradicción a la 
propia definición de que la vida es una guerra permanente, por-
que, si acabas con el enemigo, llegaría la paz. Además, contra-
dice el principio de guerra permanente, siendo los ciudadanos 
pacifistas y, por ende, despreciados.
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Sistemas políticos, regímenes políticos y formas de gobierno
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Para poder entender el funcionamiento del poder político en 
la práctica, es necesario saber diferenciar los conceptos: siste-
ma político y régimen político.

Se entiende por sistema político a la representación estática 
e idealizada de las instituciones, normas y leyes que establecen 
la estructura y el funcionamiento del poder político en un Esta-
do. Sin embargo, la realidad es que esta representación estática 
en su aplicación diaria cobra vida, por lo que ya no se tiene una 
representación estática de las instituciones, normas y leyes que 
regulan el poder político, sino que se tiene una representación 
viviente del poder —de cómo se ejerce y se aplica—. Es a esta 
representación dinámica a lo que se le llama régimen políti-
co. El régimen político engloba las relaciones informales del 
poder político, influenciado por las circunstancias sociales e 
históricas en las que se aplica y llegando incluso a desafiar al 
sistema político —representación estática de las instituciones, 
normas y leyes escritas—, para responder a las necesidades 
del contexto en el que se encuentra —dando respuesta a las 
demandas sociales—. 

Por ello, el régimen político cobra mayor relevancia que 
el sistema político, ya que se adapta a las circunstancias rea-
les de la sociedad dentro de un Estado, por lo que, a veces, 
incluso, debe desafiar a dicha representación estática de las 
instituciones, normas y leyes escritas para dar soluciones a los 
problemas reales que la sociedad esté demandando, para que 
se puedan garantizar los derechos y deberes fundamentales, 
razón de ser de las instituciones dentro de un Estado. En este 
sentido, las instituciones deben estar siempre al servicio de los 
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derechos y libertades de los ciudadanos, pues la protección 
de estos derechos y libertades es lo que justifica la existencia 
misma del poder político. Con esta distinción, se puede com-
prender que, aunque las instituciones, normas y leyes escritas 
sean fundamentales dentro de una sociedad de derecho, no son 
suficientes para satisfacer la demanda de las necesidades de 
los ciudadanos. Por ello, es necesario entender cómo ejercer el 
poder político en la realidad. 

Para entender mejor cómo se organiza el poder y cómo este 
poder impacta en los ciudadanos y, por consiguiente, en la so-
ciedad, se analizará el estudio de las formas de gobierno desde 
la antigua Grecia con Platón, en el siglo V a. C., pasando por 
su discípulo Aristóteles en el siglo IV a. C., avanzando hasta el 
siglo XVI con Nicolás Maquiavelo, y llegando al siglo XVIII 
con Charles-Louis de Secondat, barón de Montesquieu.

Formas de gobierno

Según Platón

Platón (428/427 a. C.-348/347 a. C.) fue un filósofo, discí-
pulo de Sócrates y maestro de Aristóteles que afirmaba que no 
todos los ciudadanos están capacitados para gobernar, ya que 
no todos los seres humanos son iguales debido a sus diferentes 
capacidades y aptitudes. Para sostener esta afirmación, desa-
rrolló la teoría de las tres almas: el alma racional, el alma iras-
cible y el alma concupiscible. Esta teoría argumenta que cada 
individuo posee las tres almas, pero en diferente medida. Es 
decir, el individuo tiene un alma más desarrollada que el resto. 



142

Así pues, se segmenta a la sociedad dependiendo del alma más 
desarrollada. 

•	 Predomina el alma racional: son los ciudadanos que 
se enmarcan en la categoría de filósofos y reyes. Son 
los únicos que pueden gobernar, ya que solo estos ciu-
dadanos pueden alcanzar el ideal de sabiduría y virtud 
necesario para poder guiar a la sociedad con justicia y 
conocimiento.

•	 Predomina el alma irascible: son los ciudadanos que se 
enmarcan en la categoría de guardianes y guerreros. Se-
rán los encargados de defender la ciudad frente a amena-
zas externas e internas, pues en ellos predomina el valor, 
el compromiso y la responsabilidad social. 

•	 Predomina el alma concupiscible: ciudadanos que se 
enmarcan en la categoría de productores o artesanos. 
Tienen una inclinación a satisfacer sus deseos materia-
les, por eso serán quienes se dediquen a los trabajos pro-
ductivos. 

El pensamiento político de Platón fue influenciado por su 
vivencia de la decadencia de la democracia ateniense. Fue 
testigo de cómo ciudadanos sin preparación cultural ni mo-
ral llegaron a gobernar a través de la demagogia, solo para 
satisfacer sus intereses personales. Esta visión pesimista de 
la democracia le hizo recelar de la idea de la igualdad fren-
te a la capacidad de los ciudadanos para gobernar. Platón 
consideraba que las decisiones políticas no debían estar en 
manos de la mayoría, debido a que la élite política, que no 
estaba preparada para el buen gobierno, los influenciaría 
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y los ciudadanos influenciados basarían sus elecciones en 
emociones en lugar de usar la razón. Así, Platón propuso un 
sistema aristocrático: quien gobierna es el filósofo, consi-
derado el más capacitado para gobernar sin tener en cuenta 
la riqueza o el linaje del gobernante, sino el conocimiento 
necesario para gobernar. 

Además, el sistema político platónico plantea otros ele-
mentos, como la eliminación de la propiedad privada, que es 
únicamente aplicada a los ciudadanos que se enmarcan en la 
categoría de gobernantes —filósofos y reyes— y los guardia-
nes. Para Platón, esto debe ser así porque la posesión de bienes 
materiales por parte de estos ciudadanos crearía corrupción y 
conflictos de intereses por los ciudadanos que deben velar por 
el bien común. Si estos ciudadanos renuncian a sus bienes ma-
teriales, demostrarían su virtud y compromiso con la justicia, 
siguiendo la lógica de Platón: nadie robaría algo que es de to-
dos y, por ende, también es suyo. Hay que destacar que esta 
eliminación de la propiedad privada no afectaría a los ciudada-
nos productores o artesanos.

Otro elemento que propone Platón es la eliminación de la 
institución familiar. Esta eliminación solo es reservada para 
la clase de gobernantes y guardianes, argumentando que estos 
lazos familiares tradicionales pueden generar favoritismos e 
influenciar de forma negativa a la búsqueda del bien común 
cuando las decisiones no estén basadas en la razón. Para estos 
ciudadanos, sus hijos deberán ser educados en un sistema de 
educación universal y público, donde los hijos no puedan lle-
gar a conocer a sus padres. 
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Lo que plantea Platón es un sistema jerárquico y con un 
fuerte control por parte del Estado. Se elige quién debe per-
tenecer a qué clase social según sus capacidades y su tipo de 
alma; además, establece que la educación permitirá a los jóve-
nes llegar a adultos cumpliendo un rol en el seno de la socie-
dad, anteponiendo la colectividad frente a la individualidad.

Con todo, Platón reconoció cinco formas de gobierno, ad-
mitiendo que solo la aristocracia es el sistema válido. El resto 
las ordena de mejor a peor.

1.	 Aristocracia 
	 La aristocracia (ἀριστοκρατία) significa gobierno de los 

mejores y viene de la palabra griega aristos (mejores) 
y kratos (poder). Es decir, según Platón, el poder o go-
bierno en manos de los mejores es la forma de gobierno 
ideal. En la aristocracia, el poder político reside en los fi-
lósofos y los reyes, quienes tienen un alma racional para 
gobernar. Además, su sabiduría y su virtud son necesa-
rias para gobernar de una manera justa en la búsqueda 
del bien común. 

2.	 Timocracia 
	 Con la degradación de la aristocracia surgiría la timo-

cracia (τιμοκρατία), que significa gobierno de valor y 
viene de la palabra griega time (honor o valor) y kratos 
(poder). En esta forma de gobierno, el poder político se 
encuentra en manos de la clase guerrera, los cuales son 
honorables y valientes. Por ello, se convierten en valores 
centrales en esta forma de gobierno. Sin embargo, Platón 
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reconoce que estos valores pueden traer consigo proble-
mas que degeneren en corrupción y ambición. 

3.	 Oligarquía 
	 Con la degeneración de la timocracia llegaría la oligar-

quía (ὀλιγαρχία): el poder se concentra en unos pocos ri-
cos. La palabra oligarquía deriva de las palabras griegas 
oligos (poco) y arkhía (combinación de jefe y mandar), 
que se traduce como unos pocos jefes mandan. Esta for-
ma de gobierno llevará, según Platón, a crear una fuerte 
injusticia social, dando paso a conflictos sociales. Lo po-
sitivo de este sistema sería su mayor eficiencia económi-
ca, porque, al estar gobernados por ciudadanos con po-
der económico, son ellos los que tienen experiencia en la 
gestión de recursos y negocios y generarían crecimiento 
económico y estabilidad financiera.

4.	 Democracia
	 Con el deterioro de la oligarquía aparecería la democra-

cia (δημοκρατία), un gobierno de muchos. La palabra 
democracia deriva de las palabras griegas demos (pue-
blo) y kratos (poder). Es decir, gobierno o poder del 
pueblo en el que cualquier ciudadano puede gobernar, 
permitiendo que puedan llegar al poder ciudadanos no 
capacitados, lo que conlleva al caos. Lo positivo de este 
sistema es que es inclusivo y representa la opinión de 
todos los grupos sociales, aunque no tenga sentido. 

5.	 Tiranía
	 La peor forma de gobierno y que surge de la democracia 

es la tiranía: el gobierno es de un solo ciudadano que 
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busca satisfacer sus deseos y ambiciones, sin que le im-
porte el bien común ni la justicia. 

 Tabla resumen de las formas de gobierno según Platón 

Forma de  
Gobierno

¿Quién gobierna? Descripción

Aristocracia-
Monarquía

Filósofo  
(alma racional)

Sistema de gobierno ideal. Gobier-
na el filósofo con alma racional que 
es sabio y virtuoso, por lo que tiene 
el conocimiento y la capacidad para 
gobernar de manera justa.

Timocracia Guerreros  
(alma irascible)

Gobiernan los guerreros. Puede dege-
nerar en corrupción. Sin embargo, son 
honorables y valientes, por lo que tie-
nen honor y valoran la gloria militar.

Oligarquía Ricos (ciudada-
nos con poder 
económico)

Gobiernan unos pocos ricos. Este sis-
tema llevará a la desigualdad y el con-
flicto social. Sin embargo, será un sis-
tema con mayor eficiencia económica.

Democracia Pueblo  
(ciudadanos)

Gobierno de muchos. Gobierna el 
pueblo, incluidos los no capacita-
dos, lo que conlleva al caos. Sin em-
bargo, es un sistema inclusivo.

Tiranía Tirano Gobierno de un ciudadano que bus-
ca satisfacer sus deseos y ambicio-
nes. Sin justicia.

Según Aristóteles

Aristóteles (384 a. C.-322 a. C.), filósofo y discípulo de Pla-
tón, es considerado, junto a su maestro, el padre de la filosofía 
occidental. La política de Aristóteles no es un elemento central 
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en su pensamiento, ya que él no tenía derechos políticos en Ate-
nas, era lo que se llamaba un meteco, un extranjero. Por ello, 
su preocupación por la política fue menor a la de Platón; para 
Platón, el pensamiento político fue la clave de su pensamiento, 
mientras que para Aristóteles solo fue otro elemento más de sus 
axiomas, dedicándoles obras como Política y Ética a Nicómaco.

El pensamiento político de Aristóteles refleja algunos ele-
mentos del pensamiento de su maestro; sin embargo, lo que 
más se destaca de sus ideas es que los seres humanos somos 
seres sociales por naturaleza —define al hombre como un zoon 
politikon—. Para él somos seres políticos, así que debemos vi-
vir en sociedad, porque aislados no podríamos permanecer.

Aristóteles clasifica los sistemas políticos con dos varia-
bles: la primera, cuánta gente gobierna. Si gobierna uno solo, 
se tratará de una monarquía/tiranía; si gobiernan unos cuantos, 
aristocracia/oligarquía; y si gobiernan todos, politeia/demago-
gia. La segunda variable se centra en si el sistema político es 
bueno o malo, es decir, si el objetivo del gobernante es el bien 
público o el bien particular.

El paradigma en el pensamiento político de Aristóteles es 
la existencia de un sistema político en el que gobiernen to-
dos y sea positivo, es decir, la politeia. Aunque Platón ve al 
sistema en que gobiernan todos como algo negativo en el que 
los gobernantes gobiernan con demagogia y para satisfacer sus 
necesidades, para Aristóteles existe una democracia positiva 
(politeia), opuesta a lo que creía su mentor: los gobernantes 
pueden gobernar con virtud y buscando el bien común.
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Con las dos variables aristotélicas podemos ver las diferen-
tes formas de gobierno.

1.	 Monarquía 
	 Cuando gobierna un individuo y la forma de gobierno es 

buena, es decir, cuando este único gobernante gobierna 
para el bien de los ciudadanos a través de su sabiduría 
y con el consentimiento de los ciudadanos —no tendría 
que imponer su voluntad a la fuerza—, se habla de una 
monarquía (μοναρχία): monos (uno) y arkhein (mandar), 
lo que se traduce como gobierno de uno. 

2.	 Tiranía
	 Si ese mismo individuo gobierna para su propio interés, 

mirando su propio beneficio, sometiendo a los ciuda-
danos a su voluntad, entonces se habla de una tiranía 
(τυραννία). Palabra griega tyrannos: quien ejerce el po-
der de manera autoritaria sin respetar la ley ni a los ciu-
dadanos. Y el sufijo -ía, que hace referencia a la condi-
ción.

3.	 Aristocracia
	 Cuando gobiernan unas pocas personas —al igual que 

para Platón, eran los mejores y su elección no se ba-
saba en su riqueza ni en su linaje, sino en su moral y 
su capacidad para gobernar— y gobiernan para el bien 
social, es decir, el gobierno es bueno, se tiene aristocra-
cia. Como su palabra indica, es el gobierno en mano de 
los mejores. 
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4.	 Oligarquía
	 Si estos pocos gobiernan como una élite para satisfacer 

sus intereses personales — acumular riqueza y poder— 
y priorizan su beneficio o el su entorno frente al del bien 
común, lo que tenemos es una oligarquía. Para Aristóte-
les, este sistema es un sistema corrupto y está predesti-
nado al conflicto social. 

5.	 Politeia (Democracia positiva)
	 Cuando el poder está en manos de todos los ciudadanos 

y el gobierno está bajo unas normas que garantizan el 
orden social y la justicia, el sistema político obedece a 
un conjunto de leyes, costumbres e instituciones y, por 
lo tanto, el pueblo no puede hacer lo que quiera. Según 
Aristóteles, estamos ante una politeia. Esta palabra vie-
ne del griego polites (ciudadano) y polis (ciudad).

6.	 Demagogia (Democracia negativa)
	 Si el poder recae en todos los ciudadanos y se hace sin 

obedecer leyes, gobernando en base a los sentimientos 
y no en base a la razón, la forma de gobierno sería la 
demagogia. Viene de la palabra griega demos (pueblo) y 
ago (conduce), lo que se traduce como conducción del 
pueblo. Es decir, sería una forma de gobierno de todos 
pero que no tiene como objetivo común el cumplir las 
leyes, por lo que desembocaría en una sociedad caótica.
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Tabla resumen de la formas de gobierno según Aristóteles

¿Cuántos 
gobiernan?

Buen  
gobierno

Descripción buen 
gobierno

Mal  
gobierno

Descripción mal 
gobierno

Una  
persona

Monarquía Un individuo 
gobierna para el 
bien de todos los 
ciudadanos.

Tiranía Un individuo usa 
el poder para su 
propio beneficio.

Unas  
pocas 
personas

Aristocracia Gobiernan los 
más aptos y los 
mejores.

Oligarquía Gobiernan para su 
propio beneficio.

Muchas 
personas

Politeia 
(Democracia 
positiva)

Un sistema polí-
tico democrático 
positivo que obe-
dece a una consti-
tución, con el pue-
blo contenido en 
reglas y normas.

Demagogia 
(Democra-
cia negativa)

Un sistema polí-
tico democrático 
negativo. Gobier-
nan todos sin tener 
normas ni límites.

 
Según Maquiavelo

Nicolás Bernardo de Maquiavelo (1469-1527), quien fue 
un importante político, filósofo y escritor florentino, es con-
siderado uno de los mayores pensadores políticos del Renaci-
miento. Gracias a su obra El Príncipe (1513) y a su obra pós-
tuma Discursos sobre la primera década de Tito Livio (1531) 
también es considerado uno de los padres de la ciencia política 
moderna. La transcendencia de Maquiavelo radica en que fue 
capaz de resumir sus ideas utilitaristas y realistas a la esfera 
política, separando la moral cristiana de la política, sentando 
las bases de lo que hoy se conoce como Estado moderno.
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Maquiavelo centró su estudio en el funcionamiento del po-
der político y las estrategias para obtenerlo y mantenerlo. Su 
famosa frase «el fin justifica los medios», extraída de su obra 
El Príncipe, nos muestra su enfoque utilitarista y amoral de la 
política.

Maquiavelo no está a favor de una mejor forma de gobier-
no, ya que para él la mejor forma de gobierno depende del 
contexto en el que se desarrolle. Así pues, está a favor de la 
monarquía en tiempos de crisis, cuando haya que aplicar un 
orden social, y está a favor de la república, como sostiene en su 
obra Discursos sobre la primera década de Tito Livio, cuando 
la sociedad esté en orden y se necesite un sistema de gobierno 
más estable para mantener ese orden a largo plazo. Por tanto, 
su obra El Príncipe no es un ensayo a favor de la tiranía, sino 
un manual para los nuevos gobernantes que quieran establecer 
y mantener su poder. 

En su obra El Príncipe, hace una clasificación dualista de 
las formas de gobierno, afirmando que los Estados o son prin-
cipados (el poder político se encuentra en una sola persona) o 
repúblicas (el poder político se encuentra en el pueblo), pero 
no se queda en dicho dualismo, sino que hace un análisis más 
complejo de las formas de gobierno para comprender las rela-
ciones de poder.

Tipos de principados:

•	 Principado hereditario: el poder se hereda por sucesión 
familiar.
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•	 Principado nuevo: el gobernante adquiere el poder por 
medios, como la conquista, la revolución o la elección.

•	 Principado mixto: combina elementos de los principados 
hereditarios y nuevos.

•	 Principado eclesiástico: el poder reside en una figura re-
ligiosa, como el Papa.

•	 Principado civil: el poder reside en una persona que, si 
bien no hereda su posición, gobierna con el apoyo y con-
sentimiento de los ciudadanos.

•	 Principado absolutista: el poder se concentra en una sola 
persona, sin límites ni contrapesos.

Tipos de repúblicas:

•	 República aristocrática: el poder se concentra en un gru-
po selecto de ciudadanos, generalmente la nobleza.

•	 República democrática: el poder reside en el conjunto de 
los ciudadanos.

Vías por las que un gobernante accede al poder:

•	 Vía directa: el gobernante hereda el poder o lo obtiene 
por medios legítimos y sin intermediarios.

•	 Apoyo de la nobleza: el gobernante llega al poder con la 
ayuda de la élite local.

•	 Virtud: el gobernante alcanza el poder gracias a sus pro-
pias habilidades, talento político y capacidad de liderazgo.

•	 Fortuna: el poder se obtiene por circunstancias fortuitas 
o golpes de suerte.

•	 Maldad: el gobernante se apodera del poder mediante la 
violencia, la crueldad y el terror.
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•	 Consenso ciudadano: el gobernante obtiene el poder a 
través del apoyo y la legitimidad que le otorga el pueblo.

Tabla resumen de las formas de gobierno según Maquiavelo

Forma de 
gobierno

Naturaleza ¿Cómo 
recibe el 
poder?

Descripción Ejemplo

Principado Hereditario Directo El poder se 
transfiere por 
sucesión al 
gobernante.

Reino de Fran-
cia, Reino de 
España.

Principado Nuevo Auxiliado 
por la no-
bleza

El gobernan-
te no poseía 
el poder pre-
viamente. Lo 
adquiere con 
el apoyo de la 
nobleza local.

Ducado de Mi-
lán, bajo Fran-
cesco Sforza.

Principado Nuevo Por virtud El gobernante 
no poseía el 
poder previa-
mente. Lo ad-
quiere gracias 
a sus propias 
habilidades y 
capacidades.

César Borgia, en 
Romaña.

Principado Nuevo Por  
fortuna

El gobernante 
no poseía el 
poder previa-
mente. Lo ad-
quiere gracias 
a circunstan-
cias fortuitas.

Alejandro VI, 
Papa por con-
secuencia de un 
cónclave.
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Principado Nuevo Por  
maldad

El gobernante 
no poseía el 
poder previa-
mente. Lo ad-
quiere a través 
de la violencia.

Agatocles de Si-
racusa.

Principado Nuevo Por con-
senso ciu-
dadano

El gobernan-
te no poseía 
el poder pre-
viamente. Lo 
adquiere gra-
cias al apoyo 
y consenso 
de los ciuda-
danos.

Girolamo Savo-
narola, en Flo-
rencia.

Principado Mixto Directo El poder com-
bina las carac-
terísticas de 
los principados 
hereditarios 
y nuevos. El 
gobernante ob-
tiene el poder 
por sucesión y 
adquisición.

Reino de Nápo-
les: combina-
ción de tierras 
aragonesas y 
napolitanas.

Principado Eclesiástico Directo El poder se 
concentra en 
una figura re-
ligiosa.

Estados pontifi-
cios bajo la di-
rección del Papa.
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Principado Civil Por con-
senso ciu-
dadano

El poder se 
concentra en 
una persona, 
pero con el 
apoyo y con-
sentimiento 
de los ciuda-
danos.

Lorenzo de Mé-
dici, en Floren-
cia. Ascendido 
por apoyo po-
pular.

Principado Absoluto Directo El poder se 
concentra en 
una persona 
sin limitacio-
nes.

Luis XIV, de 
Francia. Pedro, 
el Grande, de 
Rusia.

República Aristocrática Auxiliado 
por la no-
bleza

El poder se 
concentra en 
un grupo se-
lecto de ciu-
dadanos.

Senado de la 
República Ro-
mana. Venecia 
bajo el control 
de las familias 
patricias.

República Democrática Por con-
senso ciu-
dadano

El poder se 
concentra en-
tre todos los 
ciudadanos.

República de 
Florencia. Ate-
nas clásica.

Según Montesquieu

Charles-Louis de Secondat (1689-1755), barón de Mon-
tesquieu, o más conocido como Montesquieu, fue un jurista 
y filósofo francés. Su principal obra, El espíritu de las leyes, 
(1748) estaba influenciada por las ideas de la Ilustración, es-
pecialmente por las de John Locke y el análisis de diferentes 
formas de gobierno a lo largo de la historia. En particular, la 
monarquía parlamentaria en Inglaterra. En esta obra Montes-
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quieu desarrolla su pensamiento sobre la separación de poderes 
(ejecutivo, legislativo y judicial) que ha tenido una influencia 
duradera en la teoría política y en la estructura de muchos sis-
temas de gobierno modernos. De hecho, y debido a sus ideas, 
Montesquieu es considerado para muchos uno de los padres de 
la teoría política moderna. 

Para Montesquieu, al igual que para Maquiavelo, no existe 
una mejor forma de gobierno. Sin embargo, para Montesquieu, 
la forma de gobierno se debe adaptar a las circunstancias eco-
nómicas, sociales y culturales del pueblo en cada momento 
histórico. Esta idea fue novedosa en su época, ya que rompía 
con la tradición de que el poder era un derecho divino que se le 
otorgaba a los reyes y mostraba una concepción más utilitarista 
del poder. Aunque Montesquieu y Maquiavelo compartían una 
visión utilitarista del poder, Montesquieu prioriza el equilibrio 
de poderes como base para un gobierno justo, y Maquiavelo 
prioriza la eficiencia política.

En la obra El espíritu de las leyes, Montesquieu hace una 
clasificación de las formas de gobierno dependiendo del prin-
cipio fundamental que lo sustenta: virtud, honor y temor. Así 
pues, podemos ver las diferentes formas de gobierno según 
Montesquieu. 

1.	 República aristocrática
	 El principio fundamental que sustenta a esta forma de 

gobierno es la virtud, entendida como lealtad al país y 
priorizando el bien común sobre el bien individual. Para 
que esta forma de gobierno funcione, debe existir una 
alta participación ciudadana y una fuerte cohesión so-
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cial. En la república aristocrática el poder reside en el 
pueblo, pero es ejercido solo por una élite.

2.	 República democrática
	 Similar a la república aristocrática, pero el poder ya no 

lo ejerce una parte del pueblo, sino que es ejercido por el 
pueblo en su conjunto.

3.	 Monarquía
	 En esta forma de gobierno, el principio fundamental es 

el honor, entendido como el respeto a la jerarquía y obe-
diencia a las leyes. 

4.	 Despotismo
	 El temor como principio fundamental deriva en despo-

tismo. Para Montesquieu, es la peor forma de gobierno, 
ya que se basa en la ausencia de leyes y arbitrariedad, 
ejerciendo el miedo para reprimir a la sociedad. 

Tabla resumen de las formas de gobierno según Montesquieu

Forma de  
gobierno

Principio  
fundamental

Descripción

República 
aristocrática

Virtud El poder reside en el pueblo. La virtud 
cívica es esencial y el poder es ejercido 
por una élite.

República de-
mocrática

Virtud El poder reside en el pueblo. La virtud 
cívica es esencial y el poder es ejercido 
por todo el pueblo.

Monarquía Honor El poder es ejercido por una sola perso-
na que respeta las leyes, guiada por el 
honor y la búsqueda de gloria.
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Despotismo Temor Una sola persona tiene el poder abso-
luto, gobernando sin respetar las leyes 
y utilizando el temor para mantener su 
autoridad.
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Sistemas económicos

Los sistemas económicos son estructuras que dirigen la 
organización y funcionamiento de una sociedad y que deben 
contestar a las preguntas: ¿qué bienes y servicios producir?, 
¿cómo producir esos bienes y servicios? y ¿para quién pro-
ducir los bienes y los servicios? Un sistema económico se en-
carga de gestionar y distribuir de la mejor forma posible los 
limitados recursos que tiene un Estado para obtener la mayor 
eficiencia posible, ya que los bienes y servicios son finitos y 
las necesidades humanas son infinitas. En pocas palabras, los 
sistemas económicos deben contestar tres preguntas: qué pro-
ducir, cómo producir y para quién producir. 

Antes de profundizar en los sistemas económicos, es ne-
cesario explicar que los bienes y servicios satisfacen alguna 
necesidad demandada y tienen un valor económico. Por consi-
guiente, un bien es cualquier objeto material que satisface una 
demanda a cambio de un precio —la compra de un coche—, y 
un servicio es una actividad o conjunto de actividades que se 
ofrecen a cambio de un precio para satisfacer una determinada 
necesidad —el transporte—. Es necesario destacar que la línea 
entre bienes y servicios a veces es difusa, ya que algunos pro-
ductos tienen tanto aspectos de bien como de servicio. 

Para contestar a la pregunta ¿qué producir?, los sistemas 
económicos tienen que determinar qué bienes y servicios se 
producen para dar respuesta a las necesidades de la sociedad 
con los recursos disponibles, viéndose esta influenciada por 
factores como la demanda del mercado, lo que se traduce como 
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las preferencias sociales, y costos de producción. Para dar so-
lución a la pregunta ¿cómo producir?, los sistemas económicos 
deben determinar la mejor combinación de factores producti-
vos —tierra, trabajo, capital y tecnología—, para producir los 
bienes y servicios teniendo en cuenta la tecnología disponible 
y el coste de producción, lo que se traduce en buscar el mejor 
método de producción que dé como resultado mayor eficien-
cia y productividad. Y para responder a ¿para quién producir?, 
los sistemas económicos deben determinar para quién se están 
produciendo los bienes y servicios, influenciado por factores 
como la renta, la propiedad de los recursos y las políticas de 
redistribución, lo que se traduce en que hay que determinar 
quién obtendrá lo que se produce.

Dependiendo de qué se producen, cómo se producen y para 
quién se producen los bienes y servicios, es decir, los recursos, 
se distinguen en dos grandes sistemas económicos dependien-
do del grado de intervención del Estado: el sistema económico 
de libre mercado y el sistema económico intervencionista.

El sistema económico de libre mercado se basa en la nula o 
muy limitada intervención del Estado en la economía, siendo 
el mercado quien regula la actividad económica, facilitando la 
libre competencia entre empresas y la propiedad privada, lo que 
deriva en una mayor eficacia a la hora de asignar los recursos. 
Como contraprestación, esta nula intervención del Estado en la 
economía puede desembocar en externalidades negativas. 

En contrapartida, está el sistema económico intervencionis-
ta. Este se basa en la total o bastante intervención del Estado, 
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siendo este quien regula la actividad económica, estableciendo 
controles de precios, producción y distribución. Con esto se 
busca una mayor igualdad social. El problema es que dema-
siada intervención del Estado en la economía desincentiva la 
inversión y la innovación para mejorar los medios de produc-
ción.

El sistema económico más destacado de libre mercado es 
el capitalismo en sus diferentes variantes. Desde laissez-faire 
—que se traduce como dejar hacer y está a favor de una nula 
intervención en la economía por parte del Estado. El mercado 
se autorregula por la ley de la oferta y la demanda— hasta el 
capitalismo regulado. Por otro lado, tenemos el sistema eco-
nómico intervencionista en su estado más puro: el socialismo. 
También con sus diferentes variantes, con mayor o menor gra-
do de centralización de la economía por parte del Estado. 

Hay que destacar que, en la práctica, la mayoría de los sis-
temas económicos son mixtos, combinando características de 
ambos.

Capitalismo

El sistema económico capitalista, en su estado más puro, 
se basa fundamentalmente en el libre mercado y en la no in-
tervención del Estado, es decir, el mercado se autorregula a 
través de la ley de la oferta y la demanda, lo que lleva a una 
mejor asignación de los recursos, donde son más valorados por 
parte de los consumidores, los cuales lo expresan a través de su 
disposición a pagar. 
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El sistema capitalista es el mejor sistema económico para 
crear riqueza a corto y medio plazo, ya que las decisiones eco-
nómicas, de oferta y demanda, se toman en base a herramientas 
de cálculo económico, a través de la información que se sumi-
nistra por el precio de los bienes y servicios en el mercado. Así 
pues, el mercado se autorregula con la información reflejada 
por los precios: si existe una escasez de productos, los precios 
aumentarán. Si hay excesiva producción, los precios bajarán.

La palabra capitalismo proviene del latín caput, con adición 
del sufijo -ismo. La palabra caput significa cabeza. Su exten-
sión capital significa bien principal y el sufijo -ismo se utiliza 
para indicar que es un sistema. Es decir, significa que es un 
sistema basado en la acumulación y gestión del capital. Por 
ello, el capital es un concepto abstracto de cálculo económico. 
Llamamos capital al valor estimado en precios de mercado li-
bre de los bienes de capital.

Esto es importantísimo: el capitalismo es la acumulación 
de capital y gestión de ese capital, es decir, se acumula capital 
para invertirlo y generar más capital. A diferencia de lo que 
mucha gente piensa, el capitalismo es ahorro e inversión, no 
consumismo.

Dentro de este marco, los agentes de mercado evalúan cons-
tantemente el valor de distintas combinaciones de bienes de 
capital. Al percibir discrepancias en estos valores, actúan com-
prando a menor costo y vendiendo a un precio más elevado, 
generando beneficios. Este proceso da lugar a una adaptación 
continua de los bienes de capital hacia aquellos con mayor va-



163

lor percibido a través del análisis económico, un movimiento 
que es intrínseco al sistema capitalista. Así, el capitalismo es el 
único sistema económico y social que permite la cooperación 
social voluntaria en la que existe capital.

El principal problema del sistema capitalista es que podrían 
aparecer agentes que, hasta que el mercado los regule, podrían 
resultar muy problemáticos para la sociedad. Por ejemplo, una 
empresa que vierte residuos a un río puede cambiar su mo-
delo ecológico hasta que el mercado la regule, haciendo que 
los consumidores no le compren, pues es causante de daños al 
medioambiente que podrían ser irreversibles.

Es relevante destacar que el capitalismo más puro, a dife-
rencia del socialismo, nunca ha sido implantado en la reali-
dad y siempre ha sido un modelo teórico, ya que en todos los 
países existe en mayor o menor medida una intervención del 
Estado en el sistema económico.

Características del capitalismo

Los valores que promueve el capitalismo son: la libertad 
individual, el libre mercado, la libre competencia, la propiedad 
privada, la cooperación voluntaria y la división del trabajo. 

•	 Libertad: el capitalismo valora la libertad en todas sus 
formas: la libertad individual, la libertad de mercado y 
la libertad de competencia. Por ello, los individuos, den-
tro del sistema económico capitalista, son libres de crear 
empresas y proporcionar los bienes y servicios que de-
seen, así como el individuo decide libremente qué bienes 
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y servicios consume. En el capitalismo, los valores de 
la libertad individual, de libre mercado y de libre com-
petencia han sido influenciados por Adam Smith, consi-
derado el padre de la economía moderna. En su obra La 
riqueza de las naciones (1776), señala que la libertad 
individual y el libre mercado son indivisibles, ya que 
los individuos, al actuar motivados por su propio inte-
rés, pueden generar beneficios para la sociedad. Además, 
Smith articula que para que haya libre mercado debe ha-
ber libre competencia, en la que deben existir una varie-
dad de productores y consumidores con mínimas barre-
ras de entrada o salida. Tales condiciones, según Smith, 
permitirán que los precios se determinen por la oferta y 
la demanda, llevando a una asignación eficiente de los 
recursos.
Este concepto, conocido como la mano invisible, sugie-
re que cuando las personas tienen la libertad de tomar 
decisiones económicas basadas en sus propios intereses, 
en un libre mercado, estas acciones conducen a una dis-
tribución eficiente de recursos, beneficiando a toda la 
sociedad. En palabras del propio Smith: «No es de la 
benevolencia del carnicero, cervecero o panadero que 
esperamos nuestra cena, sino de su preocupación por 
sus propios intereses. No nos dirigimos a su humanidad, 
sino a su amor propio, y nunca les hablamos de nuestras 
propias necesidades, sino de sus ventajas». Esta idea su-
braya la visión de que cuando compramos algo no esta-
mos apelando a la caridad del vendedor, sino a su interés 
en obtener un beneficio. Es a través de este mecanismo 
de autointerés o afán de lucro, que el libre mercado ope-
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ra y se asignan los recursos de manera eficiente, por lo 
que la libertad individual pasa por la capacidad de los 
individuos para actuar según su propio interés dentro de 
un sistema de mercado libre.

•	 Propiedad privada: para que exista libertad se requiere 
de una base material privada. Dentro del sistema capita-
lista se encuentran entrelazados los valores de propiedad 
privada y de libertad individual, ya que para el sistema 
capitalista es necesario que exista la propiedad privada 
para que el individuo pueda realizar su proyecto vital. 
Esto viene influenciado por el filósofo y médico John 
Locke (1632-1704), para quien la libertad individual y 
el derecho a la propiedad privada están intrínsecamen-
te ligados. Ambos representan derechos naturales fun-
damentales que deben ser respetados y protegidos por 
la sociedad y el gobierno. En palabras de Locke, en el 
Segundo tratado sobre el gobierno civil, cita: «Todo 
hombre tiene una propiedad en su propia persona: nadie 
tiene derecho alguno a ella excepto él mismo. El trabajo 
de su cuerpo y la obra de sus manos, podríamos decir, 
son estrictamente suyos. Cuando toma algo de lo que 
la naturaleza ha provisto y lo deja en su estado original, 
mezcla su trabajo con él y le añade algo que es suyo y, 
por ello, hace que sea su propiedad». De esta forma, para 
que en el sistema capitalista exista libertad individual, 
debe existir la propiedad privada.

•	 Cooperación voluntaria: se basa en la idea de que las 
personas, en un libre mercado, interactúan y realizan 
intercambios de manera consensuada y voluntaria, ba-
sándose en sus propios intereses y sin coerción externa. 
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Como ya vimos, Adam Smith lo recoge en su obra La 
riqueza de las naciones, asegurando que la cooperación 
voluntaria se vincula estrechamente con el principio del 
libre mercado, siendo esencial para su eficaz funciona-
miento. De esta manera, los recursos se distribuyen con-
forme a las preferencias y valores individuales. El va-
lor de cooperación voluntaria dentro del capitalismo se 
entrelaza con el valor de libre mercado, ya que el valor 
de cooperación voluntaria es esencial porque permite el 
funcionamiento eficiente del mercado, permitiendo que 
los recursos se asignen de manera que refleje las prefe-
rencias y valores de los individuos. Este valor también 
es respaldado por el economista Ludwig Heinrich Edler 
von Mises (1881-1973), quien señala que los individuos, 
en libre mercado, cooperan no por mandato o coerción, 
sino porque reconocen que hacerlo es un interés mutuo. 
En la obra La acción humana, Mises lo señala de la si-
guiente manera: «La cooperación social tiene lugar pa-
cíficamente si los hombres están dispuestos a ajustar sus 
actos a las opiniones de sus semejantes. En el mercado, 
los individuos buscan intercambiar bienes y servicios de 
manera que beneficie a ambas partes, basándose en la 
cooperación voluntaria y no en la coerción». En síntesis, 
el valor de cooperación voluntaria se entrelaza con el va-
lor de libre mercado, permitiendo que los individuos, por 
medio de un interés mutuo, lleguen a acuerdos y asignen 
los recursos de manera eficiente.

•	 División del trabajo para aumentar la productividad: 
es una característica clave dentro del capitalismo, ya que 
dividir el trabajo y especializarse en la producción de 
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un bien permite aumentar la innovación que aumentará 
la productividad. Este valor se plasma en la obra La ri-
queza de las naciones, de Smith: «Un hombre tira de un 
alambre, otro lo endereza, un tercero lo corta, un cuarto 
lo afila en la punta para poner la cabeza. Hacer la cabeza 
requiere dos o tres operaciones distintas: ponerla es una 
operación particular, blanquear los alfileres es otra, in-
cluso ponerlos en papel es un negocio que no puede ser 
hecho adecuadamente por menos de dieciocho manos 
distintas». Con ello, Smith nos muestra cómo el proceso 
simple de hacer un alfiler se podría descomponer en eta-
pas especializadas cuando se utiliza la división del tra-
bajo. Aplicar la división del trabajo permite una mayor 
eficiencia y producción en masa en comparación con un 
escenario en el que un solo trabajador intenta hacer todo 
el proceso por sí mismo.

Por ende, todos los valores dentro del capitalismo están 
promoviendo la libertad individual para beneficiar a la socie-
dad, siempre que se den las condiciones de cooperación volun-
taria en un libre mercado de libre competencia y respetando la 
propiedad privada. 

El capitalismo puro nunca se ha puesto en marcha, lo que 
se ha puesto en marcha son sistemas económicos mixtos, de-
pendiendo de cada Estado el acercarse más al modelo de sis-
tema económico capitalista o al modelo de sistema económico 
intervencionista.

A pesar de las críticas que recibe el capitalismo, lo que es 
una realidad es que los países más libres, económicamente ha-
blando, son los que mayor riqueza y progreso económico han 
generado. Las críticas que recibe el capitalismo se deben a que 
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entender el capitalismo no es algo natural, ya que es una cien-
cia que se basa en el cálculo. Se necesita aprender a calcular 
el capital con las herramientas económicas y contables ade-
cuadas, es decir, estimar el valor a precios de mercado de los 
bienes de capital requiere un esfuerzo cognitivo.

Por tanto, el capitalismo no es un sistema económico natu-
ral, sino aprendido, una tecnología mental que, al igual que la 
escritura o la lectura, requiere aprendizaje, esfuerzo y práctica 
para ser asimilado. Esta forma de razonar, centrada en la acu-
mulación de capital y la inversión a largo plazo, no se corres-
ponde con la tendencia natural del ser humano cortoplacista, 
en cambio, se asemeja más a un condicionamiento cultural.

Socialismo

Características del socialismo

Los valores que promueve el socialismo son: la igualdad, 
la cooperación, la propiedad colectiva, la planificación cen-
tralizada y el bienestar social. El valor de la igualdad dentro 
del socialismo fue influenciado por Karl Marx (1818-1883) y 
Friedrich Engels (1820-1895). Dentro de El manifiesto comu-
nista (1848) desarrollan el principio: «De cada cual según sus 
capacidades, a cada cual según sus necesidades». Para el mar-
xismo, la libertad tiene una dimensión material y relacional.

Desde un punto de vista material, la libertad no es simple-
mente la ausencia de coacción, sino la capacidad de actuar de 
acuerdo con la propia voluntad y satisfacer las necesidades in-
dividuales. Esta perspectiva sostiene que la verdadera libertad 
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requiere ciertas condiciones materiales, como el acceso equi-
tativo a los recursos.

Para el marxismo, el problema es una sociedad capitalista, 
ya que las desigualdades surgen de la propiedad privada de 
los medios de producción. En la sociedad capitalista, según el 
marxismo, los trabajadores, el proletariado, son coaccionados 
por la necesidad económica de vender su fuerza de trabajo a 
los capitalistas, los burgueses. Por ello, la libertad de la mayo-
ría del proletariado es limitada por no tener acceso directo a los 
medios de producción, y esta mayoría es sometida a una explo-
tación por parte de una minoría burguesa, dueña de los medios 
de producción. Para alcanzar una libertad plena, el marxismo 
propone abolir estas relaciones de producción y establecer un 
sistema en el que los medios de producción sean de propiedad 
común.

En cuanto a la dimensión relacional de la libertad, el mar-
xismo enfatiza las relaciones de poder entre clases, con la bur-
guesía dominante explotando al proletariado. Estas relaciones 
de clase basadas en la explotación conducen a una alienación 
del hombre hacia el hombre, es decir, una persona alienada con 
otro hombre es la persona que se siente desconectada de otros 
individuos, donde el sistema capitalista incentiva la compe-
tencia entre trabajadores, enfrentándolos entre sí en lugar de 
promover la solidaridad.

Este contexto lleva a las personas a relacionarse desde una 
perspectiva de valor económico más que desde conexiones hu-
manas genuinas. Según Marx, una libertad auténtica implica 



170

superar esta alienación, o sea, lograr la desconexión entre indi-
viduos y establecer relaciones sociales genuinas y no alienadas. 
El socialismo es visto como la etapa en la que estas relaciones 
alienantes se superan, abogando por la desaparición de las cla-
ses y la instauración de relaciones sociales genuinamente libres. 
La igualdad que Marx persigue puede describirse como igual-
dad material y relacional, centrada en eliminar las estructuras de 
explotación y opresión inherentes al sistema capitalista.

El valor de la cooperación en el contexto del socialismo 
fue abordado especialmente por Friedrich Engels, quien con-
sideraba la cooperación como un principio fundamental en la 
construcción de una sociedad socialista o comunista, donde las 
acciones y la propiedad colectivas reemplazarían a la compe-
tencia y la propiedad privada inherentes al capitalismo. Según 
Engels, en las sociedades socialistas o comunistas, la coopera-
ción reemplazaría las dinámicas de competencia y propiedad 
privada, características del capitalismo.

En teoría, en una sociedad socialista o comunista las estruc-
turas económicas y sociales no solo permitirían, también pro-
moverían la cooperación como una manifestación inherente de 
las relaciones humanas, alejadas de la explotación y la aliena-
ción propias del capitalismo, ya que el obrero está desconectado 
del trabajo creando un estado de frustración porque no controla 
el proceso productivo y, por lo tanto, no es propietario de los 
bienes que hace: está alienado y frustrado por el capitalismo.

La idea central es que, al abolir las clases y la propiedad 
privada de los medios de producción, las personas se sentirían 
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motivadas a cooperar por el bien común, alineando así sus ac-
ciones con sus verdaderos intereses y necesidades.

Sin embargo, en la realidad histórica del siglo XX, varios 
Estados que se autodenominaron socialistas o comunistas, 
como la Unión Soviética de Lenin y Stalin, la República Popu-
lar China durante el régimen de Mao Zedong, Corea del Norte 
y la Cuba de Fidel Castro, implementaron formas de coopera-
ción que, según muchos críticos, se inclinaron hacia la coac-
ción. Esto se evidenció en políticas como la colectivización 
forzada en la agricultura, la planificación económica centrali-
zada y la restricción de la libertad de expresión y pensamiento. 
Estas prácticas han generado un intenso debate sobre la brecha 
entre los principios teóricos del socialismo y comunismo y su 
aplicación práctica, cuestionando hasta qué punto la coopera-
ción en estos contextos se mantenía fiel a su espíritu original 
de voluntariedad y beneficio mutuo.

El valor de la propiedad colectiva de los medios de produc-
ción es profundamente abordado por Karl Marx en su obra El 
capital (1867) y otros escritos. En ella, Marx critica la propie-
dad privada de los medios de producción en el sistema capita-
lista y la identifica como una fuente fundamental de desigual-
dad y explotación. Por ello, propone su colectivización. 

Para Marx, la propiedad privada de los medios de produc-
ción beneficia solo a una clase minoritaria, los burgueses, a 
expensas de la mayoría trabajadora: el proletariado. Por ello, la 
propiedad privada crea una relación de explotación, donde los 
trabajadores producen valor a través de su trabajo, que es apro-
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bado por los propietarios de los medios de producción. En este 
punto, Marx introduce el concepto de plusvalía en El capital, 
que define como el valor adicional creado por los trabajadores 
durante la jornada de trabajo excedente, que no es remunerado 
por el capitalista. Este valor extra es el beneficio del capitalista, 
quien se apropia del trabajo no asalariado de los trabajadores. 
Marx argumenta que la plusvalía es la base de la explotación 
del trabajo asalariado en el capitalismo. Los trabajadores crean 
valor, pero no reciben el valor total de su trabajo. El capitalista 
se apropia de la plusvalía, que es la fuente de su riqueza. Como 
dice Marx en El capital: «El trabajo no asalariado es la fuente 
de la plusvalía, o sea, de la riqueza del capitalista».

Por ello, Marx propone la propiedad colectiva de los me-
dios de producción como solución a la explotación capitalista. 
En un sistema socialista o comunista, los medios de produc-
ción serían propiedad de la comunidad en su conjunto, ya sea 
estatal, cooperativas o alguna forma de administración comu-
nitaria. Esto eliminaría la plusvalía, ya que los trabajadores 
recibirían el valor total de su trabajo.

El valor de la planificación centralizada es la idea de que 
las decisiones económicas, tales como la producción, distribu-
ción, precios, inversión y demás deben ser tomadas por un ente 
centralizado, usualmente el Estado, en lugar de ser dejadas al 
mercado y a la interacción de la oferta y la demanda. Así, el 
Estado sería el encargado de la toma de decisiones, como qué 
bienes y servicios producir, cuánto producir, cómo distribuir 
los recursos para la producción, cómo asignar los productos y 
servicios producidos y el control sobre precios y salarios.
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En lo que actualmente se conoce como Rusia, Vladimir Le-
nin (1870-1924), líder de la Revolución de Octubre de 1917 que 
llevó al establecimiento de la Unión Soviética, fue el primero en 
implementar las ideas marxistas en la Unión Soviética y uno de 
los primeros en poner en práctica la planificación centralizada a 
gran escala en todos los aspectos de la economía soviética.

En el libro El estado y la revolución (1917), en el capítulo 
El estado en la sociedad socialista, Lenin escribe respecto a la 
planificación centralizada: «La planificación de la producción 
social es el elemento esencial del socialismo. Es la condición 
indispensable para la supresión de la anarquía de la producción 
capitalista y para la organización de la producción en interés 
de la sociedad en su conjunto». Sin embargo, en la práctica, 
la planificación centralizada no solo se centró en las decisio-
nes económicas, también se extendió a otros ámbitos de la 
sociedad, como la política, la cultura y la vida cotidiana. En 
concreto, el Estado controlaba la información y los medios de 
comunicación, influía en la educación y la cultura y restringía 
la libertad de movimiento de la población. Los defensores de 
la planificación centralizada argumentaban que era necesaria 
para controlar la economía.

El socialismo, al igual que en el capitalismo, sí que posee 
bienes de capital, como maquinaria industrial, edificios, equi-
pos de transporte, herramientas agrícolas, tecnología informá-
tica e instalaciones energéticas. Sin embargo, en un sistema 
socialista no existe lo que tradicionalmente se considera capi-
tal, ya que esto haría que existiera diferencia de clases, por lo 
que se elimina el libre mercado y, por consiguiente, el capital.



Como vimos anteriormente, el capital es el valor estimado 
a precios de libre mercado de los bienes de capital. Como en 
el socialismo no hay libre mercado, no existe capital. Debido 
a la ausencia de un libre mercado, los empresarios no tienen 
la capacidad de estimar el valor real de su capital a través de 
precios de mercado. Esta limitación implica que, desde una 
perspectiva económica, el socialismo enfrente un desafío fun-
damental: la imposibilidad del cálculo económico. Sin este 
cálculo las decisiones se toman a ciegas, impidiendo una efi-
ciente combinación de los factores de producción para satisfa-
cer las necesidades y valores de la sociedad.

Resumiendo: el capitalismo de libre mercado opta por el 
cálculo económico que podría llevar a desigualdades, pero a 
un crecimiento económico generalizado de la población; mien-
tras que el socialismo opta por la igualdad de los individuos y 
no contempla el cálculo económico, lo que, inevitablemente, 
conducirá a que todos los individuos sean igualmente pobres.

Mixto

El sistema económico mixto combina algunas de las carac-
terísticas de los sistemas económicos de libre mercado (capi-
talistas) y planificados (socialistas). En la actualidad, y gracias 
a las ideas de las socialdemocracias occidentales, es el sistema 
económico implantado en la mayoría de los países del mundo.

En los sistemas económicos mixtos, gracias a las ideas de 
Eduard Bernstein (1850-1932), los medios de producción que 
se consideran clave los posee el Estado. Además, también es 
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prestador de servicios públicos que considera esenciales, como 
la educación y la sanidad.

El principal problema que tiene este sistema económico es 
que a la larga no se degrada rápidamente, como en una econo-
mía socialista: los problemas económicos tardan más en apa-
recer. Sin embargo, se está demostrando la ineficiencia de este 
sistema económico, debido a que las decisiones económicas 
que se toman son cortoplacistas y se deben a decisiones políti-
cas para conservar el poder.
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Pragmatecmerismo: la ideología donde  
las decisiones se basan en evidencias

Introducción

El Pragmatecmerismo es una ideología que nace con el fin de 
ser la primera ideología que busca que el individuo pueda crear 
hábitos, a través de acciones positivas basadas en sus valores, 
para alcanzar sus objetivos y, por ende, su felicidad. Para ello, el 
Pragmatecmerismo, busca que las acciones se basen en datos y 
en la evidencia que estos ofrezcan. Su finalidad es ofrecer solu-
ciones a largo plazo, concretas y objetivas, para dar solución a 
los problemas sociales reales, yendo más allá de las limitaciones 
de las ideologías tradicionales basadas en creencias e hipóte-
sis subjetivas. El Pragmatecmerismo, a diferencia de los plan-
teamientos de las ideologías tradicionales, ofrecerá una visión 
real de las circunstancias sociales y se adaptará a la sociedad, en 
constante cambio, para optimizar la toma de decisiones y maxi-
mizar tanto el bienestar individual como el colectivo.

Así pues, el Pragmatecmerismo busca dar solución a dos 
grandes problemas actuales:
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1.	 Problema humanístico y existencialista: derivado del Es-
tado del bienestar y del capitalismo. 

2.	 Problema político: derivado de las limitaciones de las 
ideologías actuales y de la desconfianza, en constante 
aumento, hacia la clase política.

Problema humanístico y existencialista

La crisis social actual nace, de forma paradójica, del éxito 
material impulsado por el Estado del bienestar y el capitalis-
mo. Tanto el Estado del bienestar, a través de una expansión 
del acceso a la educación y sanidad, y el capitalismo, que ha 
disminuido de forma drástica la pobreza extrema a nivel glo-
bal, han generado consecuencias negativas no deseadas en di-
mensiones sociales y existenciales. 

Aparece un mayor individualismo y una mayor atomiza-
ción social debido al Estado del bienestar y a la suplantación 
por parte del Estado de los lazos comunitarios tradicionales, 
lo que conlleva a mayores tasas de soledad. También, en la 
sociedad actual aparece un mayor consumismo, debido a que 
la idea del éxito de un individuo depende de su capacidad para 
acumular bienes materiales, lo cual aumenta el estrés y ansie-
dad social. Asimismo, el individuo, en un modelo económico 
que lucha constantemente por mejorar la productividad, sufre 
muchas veces de estrés laboral y burnout.

Por tanto, la combinación de un Estado que asume funcio-
nes antes cubiertas por lazos comunitarios y el predominio del 
materialismo y consumismo puede generar una crisis de valo-
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res. Esta crisis lleva a que los individuos resten importancia a 
principios como la solidaridad, la trascendencia o el compro-
miso cívico, lo que contribuye a una sensación de anomia y 
falta de propósito vital.

Con todo ello, en las sociedades actuales aparecen tasas 
alarmantes de suicidio, lo que indica una clara desesperación 
y falta de sentido en muchos individuos. En Estados Unidos, 
se estima que el 4,9 % de los adultos (aproximadamente 12,3 
millones de personas) consideran seriamente el suicidio en al-
gún momento de sus vidas. La situación es particularmente 
preocupante entre los adultos jóvenes (18-25 años). En 2021, 
3,5 millones de jóvenes planearon un intento de suicidio y 1,7 
millones lo intentaron4. Aunque no todas las personas que tie-
nen pensamientos suicidas intentan suicidarse, la ideación sui-
cida es un factor de riesgo importante. El suicidio es una de 
las principales causas de muerte en Estados Unidos, siendo la 
undécima causa de muerte en general, y la segunda causa de 
muerte entre personas de 10 a 24 años y de 25 a 34 años5. Ade-
más, el suicidio es una de las principales causas de muertes en 
el país, registrándose más de 48183 suicidios en el año 20226. 
Según estudios, las causas de suicidio están influenciadas por 
factores sociales y económicos, tales como la sanidad, el acce-
so a internet y los ingresos en el hogar7.
4 AFSP (American Foundation for Suicide Prevention). (2023, february 10). New 
2021 CDC Suicide Death Data Report.
5 National Institute of Mental Health (NIMH) y Substance Abuse and Mental 
Health Services Administration (SAMHSA).
6 Centers for Disease Control and Prevention (CDC). County-Level Social and 
Economic Factors Associated with Suicide Rates. United States, 2018-2022.
7 Centers for Disease Control and Prevention (CDC). County-Level Social and 
Economic Factors Associated with Suicide Rates.United States, 2018-2022.
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En la actualidad, la depresión, que según la Organización 
Mundial de la Salud (OMS) se define como un trastorno mental 
común caracterizado por tristeza persistente, pérdida de interés 
y una variedad de otros síntomas que pueden afectar al sueño, 
al apetito y a la concentración,8 va en aumento. Según datos 
de 2022, la depresión ha aumentado en las últimas décadas, 
con un alto aumento debido a la pandemia de la COVID-199, 
lo que tiene un impacto negativo en las sociedades modernas, 
tanto a nivel económico como social. El estudio Global Bur-
den of Disease (GBD), una colaboración internacional dirigi-
da por el Institute for Health Metrics and Evaluation (IHME) 
con participación de la OMS, ha identificado los trastornos 
depresivos como una causa muy importante —en algunos aná-
lisis, la principal— de años vividos con discapacidad a nivel 
global10. En Europa, a través de un estudio publicado en The 
Lancet Public Health, el cual analizó datos de más de 258000 
individuos en 27 países europeos, se estimó que el 6 % de la 
población cumple los criterios para un probable diagnóstico de 
depresión. Este estudio encontró importantes variaciones entre 
los países europeos debido a las diferencias socioeconómicas, 
las cuales iban desde el 3 % al 10 % en algunos países11. En 
8 OMS: Organización Mundial de la Salud. (‎ 2023)‎. Depressive disorder ( ‎depres-
sion) ‎. https://www.who.int/news-room/fact-sheets/detail/depression.
9 OMS: Organización Mundial de la Salud. (2022). Mental health and COVID-19: 
early evidence of the pandemic’s impact. https://www.who.int/publications/i/item/
WHO-2019-nCoV-Sci_Brief-Mental_health-2022.1.
10 IHME: Institute for Health Metrics and Evaluation. Global Burden of Disease.
Enlace: https://www.healthdata.org/research-analysis/gbd.
11 The Lancet Public Health: Biddle, L., Witte, N., Niedzwiedz, C. L., & Miller, E. 
(2024). Cross-national variation in depression prevalence and inequalities across 
Europe: findings from the European Social Survey (2014) special module on the 
social determinants of health. The Lancet Public Health, 9(2). - https://www.thel-
ancet.com/journals/lanpub/article/PIIS2468-2667(23)00290-4/fulltext
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Estados Unidos, según los datos de la National Health Inter-
view Survey (NHIS), se muestra un aumento de la depresión 
entre los individuos de entre 18 y 29 años, que van del 9 % 
en 2015 a más del 16 % en 202012 13. La metodología del 
NHIS ha variado con los años, pero sí indica una tendencia 
al alza. 

Además, las tasas de consumo de alcohol y drogas no han 
hecho nada más que ascender, lo que se puede interpretar como 
una forma de intento de escapar de la realidad o de aliviar la 
insatisfacción y vacío existencial. En Estados Unidos, en una 
encuesta nacional sobre uso de drogas y salud (2022), se mos-
tró que un 17,3 % de los ciudadanos de 12 años o más (48,7 
millones de personas) padeció algún tipo de trastorno por el 
uso de sustancias (TUS) en el último año, una proporción muy 
significativa14. Así pues, se ve un aumento significativo en el 
creciente consumo de alcohol y otras drogas, el cual se pue-
de ver reflejado en las tasas de mortalidad ajustadas por edad. 
La tasa de mortalidad ajustada por edad por causas totalmente 
atribuibles al alcohol en Estados Unidos aumentó de 7,9 muer-
tes por cada 100000 habitantes en 1999 a 13,1 por cada 100000 

12 CHS/CDC (Datos de 2019-2021): Villarroel, M. A., & Terlizzi, E. P. (2023). 
Depression and suicidality among adults aged 18–29: United States, 2019–2021. 
NCHS Data Brief, no 498. National Center for Health Statistics.
13 CDC (MMWR, datos hasta 2019, figura con tendencia): Brody, D. J., Pratt, L. 
A., & Hughes, J. P. (2021). Prevalence of Depression Among Adults Aged 20 and 
Over: United States, 2013–2019. NCHS Data Brief, no 379. National Center for 
Health Statistics.
14 SAMHSA: Substance Abuse and Mental Health Services Administration. 
(2023). Key substance use and mental health indicators in the United States: Re-
sults from the 2022 National Survey on Drug Use and Health (HHS Publication 
No. PEP23-07-01-006, NSDUH Series H-58). Center for Behavioral Health Sta-
tistics and Quality, Substance Abuse and Mental Health Services Administration.
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habitantes en 202115 16, lo que demuestra que las tasas por alco-
hol no han hecho más que crecer. Las muertes por sobredosis 
de otras drogas se manifiestan en una escalada exponencial de 
las tasas de mortalidad ajustadas por edad. Según datos de los 
CDC analizados por NIDA, la tasa de muertes por sobredosis 
de drogas en Estados Unidos era de 6,1 por cada 100000 habi-
tantes en 1999. Esta tasa se elevó a 16,3 por 100000 en 2015 y 
se mantuvo es ascenso hasta alcanzar los 32,4 por 100000 en 
2021, manteniéndose en un nivel similar en 2022 (aproxima-
damente, 32,6 por 100000, según datos provisionales)17 18, lo 
que muestra un aumento de más de cinco veces en la tasa de 
mortalidad por sobredosis en poco más de dos décadas. Este 
incremento en el tiempo nos induce a pensar que los factores 
subyacentes del aumento del consumo de sustancias están re-
lacionados con el bienestar social y personal.

Así pues, se puede entender que la relación de altas tasas de 
suicidio, con un aumento de las tasas de depresión y aumento 
del consumo de sustancias, es el resultado de una sociedad mo-
derna que no consigue satisfacer los proyectos vitales de los 
ciudadanos, siendo el propio Estado quien no favorece el en-
torno ideal para que un individuo pueda tomar las acciones po-
15 NIAAA: National Institute on Alcohol Abuse and Alcoholism (actualizado en 
enero 2024). Alcohol Facts and Statistics. Citando datos del NVSS (CDC).
16 White, A. M., Castle, I. J. P., Hingson, R. W., & Powell, P. A. (2023). Using Death 
Certificates to Explore Changes in Alcohol-Related Mortality in the United States, 
1999 to 2020. Alcohol: Clinical and Experimental Research, 47(3), 468-477. Este 
estudio analiza tendencias en tasas de mortalidad relacionadas con el alcohol.
17 CDC: Centers for Disease Control and Prevention, National Center for Health 
Statistics (actualizado mayo 2024). Drug Overdose Death Counts. National Vital 
Statistics System, Provisional Drug Overdose Death Counts.
18 NIDA: National Institute on Drug Abuse (actualizado febrero 2024). Drug 
Overdose Death Rates. Basado en datos del CDC/NCHS.
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sitivas que vayan acordes a sus valores —estos representan el 
ser y el hacer del individuo—, los que él considere importantes 
para alcanzar sus objetivos y, por ende, su felicidad. Esto está 
apoyado con datos de Eurostat (2022), los cuales muestran que 
hay una insatisfacción de la vida en la Unión Europea del 19,7 
%, con variaciones significativas entre países y grupos socioe-
conómicos19, lo que indica que una de cada cinco personas está 
insatisfecha con la vida dentro de la Unión Europea.

De esta insatisfacción generalizada ya habló el psiquiatra 
Viktor Frankl, quien la describió como un vacío existencial, un 
concepto central en su psicoterapia y la logoterapia. 

Estado de bienestar

El modelo organizativo sociopolítico del Estado de bienestar, 
que está pensado para garantizar una seguridad a los ciudadanos, 
satisfaciendo las necesidades básicas, es decir, el Estado ofrece 
los bienes y servicios que considere necesarios a los ciudadanos, 
ha tenido algunas consecuencias negativas no intencionadas en 
la sociedad. Desde mi punto de vista, la más importante es el 
aumento del individualismo debido a que se ha delegado en las 
instituciones estatales la responsabilidad de cubrir las necesida-
des básicas, como son la salud, la educación y otros servicios 
esenciales. Con ello, se ha reducido la percepción de dependen-
cia mutua entre los ciudadanos, lo que ha acarreado que muchos 
ya no sientan la necesidad de cooperar de forma voluntaria o de 
establecer lazos comunitarios fuertes, disminuyendo la necesi-
dad de la ayuda mutua entre la comunidad.

19 Eurostat: (2023, noviembre 28). Life satisfaction in the EU in 2022. Statistics 
Explained (datos de la encuesta EU-SILC 2022).
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En épocas anteriores al Estado de bienestar, los ciudadanos 
eran codependientes de otros individuos para cubrir sus nece-
sidades, por lo que los individuos se organizaban para resolver 
problemas comunes y ayudarse mutuamente, sin una institu-
ción que los organizara o que cubriera sus necesidades como el 
Estado. Esta codependencia satisfacía necesidades prácticas y, 
a su vez, ofrecía un sentido de pertenencia, propósito y utilidad 
a los individuos. La naturaleza humana no solo recibe una re-
compensa al recibir ayuda en momentos de necesidad, también 
encuentra satisfacción y propósito al ofrecerla. Ayudar a otros 
individuos ofrece a las personas un sentimiento de utilidad y 
contribución que refuerza su autoestima y les proporciona, en 
muchas ocasiones, un objetivo vital. Sin embargo, con la lle-
gada del Estado de bienestar moderno, donde las instituciones 
públicas sustituyen esta cooperación voluntaria entre ciudada-
nos, esta satisfacción y propósito se ve eliminado. Así pues, 
los ciudadanos, al no sentirse necesarios para el bienestar de 
otros, pueden experimentar una sensación de inutilidad o des-
conexión. Este fenómeno no solo afecta la cohesión social, 
también contribuye al vacío existencial y a la percepción de 
falta de propósito en la vida, lo que lleva en muchos casos a 
un desinterés en la vida pública y a buscar el propósito vital en 
consumismo exacerbado o en la búsqueda del significado vital 
en ideologías extremistas.

La contradicción es obvia: el Estado de bienestar, que busca 
mejorar la calidad de vida de los individuos al garantizar ser-
vicios y derechos básicos, también disminuye, y en algún caso 
elimina, la cooperación voluntaria y la interacción social entre 
los individuos, que es esencial en la propia naturaleza huma-
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na, generando un mayor distanciamiento entre los individuos 
dentro de la sociedad y dificultando la resolución de problemas 
colectivos de forma localizada. El reto está claro: encontrar un 
equilibrio donde las instituciones públicas puedan proporcio-
nar ayuda sin desincentivar la cooperación voluntaria entre las 
personas. Así, los individuos no solo recibirán ayuda, también 
encontrarán satisfacción y propósito al prestarla.

Capitalismo

El capitalismo, considerado por muchos como el mejor mo-
delo económico para sacar a la gente de la pobreza, también 
tiene consecuencias negativas no deseadas. El capitalismo, 
gracias al ahorro del capital para mejorar los medios de pro-
ducción a través de los avances tecnológicos, ha conseguido 
tasas de productividad que hace siglos serían impensables. Así 
pues, el capitalismo actual ya no es un modelo económico de 
«1 a 1» en el que cada hora de trabajo estaba directamente 
relacionada a los bienes necesarios para la subsistencia, como 
sucedía en economías agrícolas tradicionales, sino que, en la 
actualidad, una sola máquina puede realizar el trabajo de múl-
tiples personas, lo que, a su vez, ha liberado tiempo para que 
los individuos puedan dedicarlo a actividades personales, so-
ciales o creativas.	

Antes, en las economías de subsistencia, la propia estacio-
nalidad del año organizaba las jornadas de trabajo en el cuida-
do del campo y de los animales, así como las tareas domésti-
cas ocupaban jornadas de trabajo completas. En la actualidad, 
gracias a la mejora en los medios de producción, las jornadas 
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de trabajo han disminuido debido a la menor intervención hu-
mana necesaria para obtener rendimiento. El trabajo ya no se 
organiza en función de los ciclos naturales, por lo que muchos 
individuos se enfrentan a una mayor cantidad de tiempo libre 
que no saben cómo utilizar.

Este cambio de una economía de subsistencia a una econo-
mía de mercado, en el que no hay nada que guíe al individuo 
en cómo utilizar su tiempo de una forma útil, puede crear para 
muchos una especie de vacío para encontrar un propósito en 
su vida. Así pues, el capitalismo y la economía de mercado 
que han logrado mayor riqueza con una menor dedicación del 
tiempo humano, lo cual es una ventaja innegable, tiene la pro-
blemática de que muchos individuos no saben decidir cómo 
ocupar el tiempo de una manera valiosa para alcanzar un pro-
pósito vital en una sociedad en la que la vida está cada vez más 
automatizada, creando sentimientos de insatisfacción y vacío.

Es necesario entender que ni el Estado de bienestar ni el 
capitalismo son negativos. Sí lo es la falta de un enfoque cohe-
rente a las problemáticas humanísticas derivadas de estos sis-
temas, ya que se ha generado una crisis que debemos abordar.

Problema político

Añadido al problema humanístico aparece el problema po-
lítico, fruto de las limitaciones de las ideologías actuales, las 
cuales nacen a través de ideas basadas en conceptos filosó-
ficos ideales, que, si bien pueden parecer atractivas, muchas 
veces no tienen en cuenta la complejidad de la realidad social 
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y política. En concreto, no tienen en cuenta que la acción po-
lítica es realizada de forma inevitable por personas, las cuales 
forzosamente son influenciadas por el propio comportamiento 
humano, a menudo de forma inconsciente, con sus sesgos y 
motivaciones que muchas veces son irracionales. Así pues, la 
aparición de ideologías políticas sin tener en cuenta la cone-
xión de la teoría idealizada y la práctica humana crea conse-
cuencias negativas, tales como la ineficiencia de las políticas 
públicas, muchas veces desconectadas de la realidad social; la 
desilusión de los ciudadanos con la clase política, que toma de-
cisiones para favorecer a sus grupos de intereses afines, y la apa-
rición de movimientos populistas, que simplifican la compleja 
realidad social dividiendo la sociedad en categorías simplistas, 
tales como ricos o pobres, empresarios o trabajadores, etc. 

Por ello, se entiende que las ideologías políticas son la co-
nexión entre las ideas basadas en conceptos filosóficos y la ac-
ción política. Sin embargo, esta aplicación sin tener en cuenta 
el factor humano y la realidad social a menudo crea problemas 
por varios motivos. El primer problema y más evidente es que 
crear políticas basadas en una idea filosófica determinada, sin 
tener en cuenta la realidad social y económica de donde se 
aplica, puede generar consecuencias negativas impredecibles, 
ya que, aunque en la teoría pueda parecer que pueda funcionar 
—el papel lo aguanta todo—, puede no funcionar en la realidad 
debido a la infinidad de variables imprevistas e incluso hasta a 
una mala interpretación de la ideología. El segundo problema 
es que quien aplica la ideología son seres humanos, que, aun-
que puedan declararse fieles seguidores de la idea filosófica 
que subyace la ideología, esta siempre tendrá un sesgo y estará 
influenciada por intereses personales y grupos de presión, lo 
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que, con seguridad, desvirtuará los principios filosóficos idea-
les. Estos problemas son agravados por la propia dinámica del 
poder y de cómo el poder influye en el comportamiento huma-
no —esto ha sido demostrado en diferentes estudios. El más 
famoso, el experimento de la prisión de Stanford—, que tiende 
a corromper incluso a las personas con mejores intenciones. 
Citando a Lord Action: «El poder tiende a corromper, y el po-
der absoluto corrompe absolutamente».

Por ejemplo, la ideología socialista basada en el principio 
de igualdad se sustenta en el concepto filosófico de los dere-
chos positivos, mientras que su plan de acción político para 
alcanzar la igualdad se aterriza con políticas de redistribución 
de la riqueza. Sin embargo, la aplicación estricta de esta ideo-
logía crea problemas en la gestión de los recursos limitados 
por parte del Estado, lo que lo convierte en un mal gestor de 
los recursos. Además, dentro de la propia ideología socialis-
ta existen corrientes con diferentes interpretaciones de lo que 
cada uno entiende por igualdad, ya que este concepto no está 
bien definido, teniendo diferentes análisis de igualdad que van 
desde la igualdad de oportunidades hasta la igualdad de re-
sultados. Esta ambigüedad suele ser usada políticamente para 
ofrecer promesas irrealizables.

En el caso de la ideología liberal, que se basa en la libertad 
negativa del individuo, se apoya en el concepto filosófico de 
derechos negativos. Su plan de acción político es la defensa 
de las libertades individuales. Esta ideología no está exenta de 
problemas en la aplicación práctica. Estos van desde la aplica-
ción de políticas sociales, para ayudar a ciudadanos que han 
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tenido alguna dificultad en un momento puntual y necesitan 
ayuda por parte de la sociedad, o las propias externalidades 
negativas creadas por el libre mercado. 

Dado que el abanico de ideologías es muy amplio, este en-
sayo utilizará como referencia las dos ideologías predominan-
tes en la actualidad, que servirán de base para la comparación 
de la nueva ideología propuesta en este ensayo. Por ello, se 
centrará en examinar la socialdemocracia, que promueve la 
igualdad de los ciudadanos, y el liberalismo, que se centra en 
la libertad individual del ciudadano. Estas dos ideologías tie-
nen sus ventajas e inconvenientes. 

Socialdemocracia

A muy grandes rasgos, la socialdemocracia tiene la ventaja 
de que ayuda a los individuos que más lo necesitan, es decir, 
los individuos tienen derechos positivos, creando el famoso 
Estado de bienestar. La desventaja de la socialdemocracia es 
que ofrecer derechos positivos requiere de una mayor inter-
vención por parte del Estado en la sociedad y en la economía, 
creando problemas en la libertad individual y la eficiencia eco-
nómica. Esto es debido a que la gestión de los recursos por 
parte del Estado se hace a través de personas que suelen estar 
influenciadas por sesgos, grupos de presión y, en última instan-
cia, por la corrupción. Esto lleva a que los recursos públicos, 
que son la riqueza extraída de los ciudadanos vía impuestos, 
se asignen de forma ineficiente y muchas veces de forma arbi-
traria debido a que la gestión de esos impuestos se hace basada 
en decisiones políticas, es decir, los bienes o servicios que pro-
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duce y/o gestiona el Estado no lo hace en base a herramientas 
de cálculo económico para saber qué producir, cuánto producir 
y para quién producir, sino que lo hace en base a decisiones 
políticas, creando estructuras burocráticas complejas. 

Liberalismo

Por su parte, el liberalismo, fundamentado en la libertad 
negativa, limita la intervención del Estado en la economía, 
permitiendo que las decisiones económicas se guíen por he-
rramientas de cálculo económico. Este enfoque fomenta un 
mayor crecimiento económico, que debería ser la base de 
cualquier ideología, ya que, sin una economía próspera no 
sería posible garantizar los derechos positivos ni, en con-
secuencia, sostener el Estado de bienestar. Como se habla 
en este mismo ensayo, en el apartado de conceptos básicos, 
debemos destacar que el Estado de bienestar apareció en 
Suecia, que era una de las principales economías en ese mo-
mento. La problemática del liberalismo es en términos de 
derechos positivos. De acuerdo con los principios de esta 
ideología, los individuos pueden quedar desamparados debi-
do a la infinidad de casuísticas externas e internas que puede 
tener un ser humano a lo largo de la vida. En un principio, 
nos debería dar igual la razón por la que un individuo ne-
cesita ayuda. El ser humano es un ser social y depende de 
otros seres humanos; por ello, si un individuo necesita de 
otros, sin importar qué problema tenga, se le debe ayudar, ya 
que las condiciones del ser humano van variando a lo largo 
de la vida, y todos los individuos en mayor o menor medida 
necesitaremos de otros. 
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Problemática común

Ambas ideologías comparten una problemática común, y 
es que suelen basar sus decisiones en idearios políticos sin 
considerar la toma de acción basada en el análisis y la inter-
pretación de datos. Como se ha señalado anteriormente, la se-
paración entre los ideales filosóficos y la práctica por parte 
de los seres humanos, sin tener en cuenta el comportamiento 
humano —con sus sesgos, intereses particulares, presión de 
grupos y búsqueda de poder—, lleva a decisiones perjudiciales 
en la aplicación de cualquier ideología, perjudicando a la so-
ciedad. El resultado es la manipulación de los ciudadanos con 
el único objetivo de que los políticos alcancen o mantengan 
el poder, llevando a algunos líderes políticos a, sistemática-
mente, incumplir sus programas políticos y a tomar decisiones 
que arruinan la economía o empobrecen al Estado, únicamente 
para perpetuarse en el poder. 

El Pragmatecmerismo como solución

El Pragmatecmerismo es una propuesta ideológica que bus-
ca afrontar los problemas existencialistas y políticos contem-
poráneos a través del uso de datos para la toma de decisiones y 
así crear una sociedad más justa y funcional. 

Para luchar contra el problema humanístico y existencialis-
ta actual, el Pragmatecmerismo creará las condiciones de con-
torno necesarias, tanto sociales como económicas, para que los 
individuos puedan marcarse objetivos claros. Estos objetivos, 
que representan los resultados deseados del proyecto vital de 
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cualquier individuo, permiten que la vida tenga sentido y pro-
pósito. Sin embargo, para que estos objetivos realmente pro-
porcionen una sensación de plenitud, deben estar alineados con 
los valores individuales, los cuales son la dirección a seguir en 
un proceso continuo que nunca llega a su fin20. Los valores no 
son metas que se alcanzan y se olvidan, sino principios que dan 
dirección y coherencia a la vida. Así lo han expresado varios 
filósofos, como Friedrich Nietzsche: «Quien tiene una razón 
para vivir puede soportarlo casi todo21». De manera similar, 
Viktor Frankl relata en su libro El hombre en busca del sentido 
que los prisioneros que sobrevivían más tiempo en los cam-
pos de concentración no eran los más fuertes físicamente, sino 
aquellos que encontraban un propósito para seguir adelante22. 
En palabras de Fiódor Dostoievski: «El secreto de la existencia 
del hombre no es solo vivir, sino tener algo por lo que vivir23». 
Estas reflexiones muestran que la búsqueda de sentido es esen-
cial para la resiliencia y la supervivencia humana.

La ciencia moderna, en particular la psicología clínica y la 
psiquiatría, han aportado una amplia evidencia empírica que 
respalda esta perspectiva con raíces en enfoques como la Lo-
goterapia, desarrollada por Viktor Frankl. Frankl, neurólogo y 
psiquiatra, postuló que la voluntad de sentido es la motivación 
20 Hayes, S. C., Strosahl, K. D., & Wilson, K. G. (2014). Terapia de Aceptación y 
Compromiso: Proceso y práctica del cambio consciente (2ª ed., basada en la 2ª 
edición original en inglés de 2012). Desclée De Brouwer.
21 Nietzsche, F. (2002). El crepúsculo de los ídolos o cómo se filosofa con el 
martillo (traducción de Andrés Sánchez Pascual). Alianza Editorial.
22 Frankl, V. E. (2015). El hombre en busca de sentido (traducción de Chris-
tine Kopplhuber y Gabriel Insausti). Herder Editorial.
23 Dostoievski, F. M. (2005). Los hermanos Karamázov (traducción de Augusto 
Vidal). Ediciones Cátedra (Colección Letras Universales).
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primaria del ser humano, y su frustración puede llevar a neu-
rosis noógenas, que son trastornos originados en la dimensión 
espiritual o del sentido.

Investigaciones actuales, especialmente dentro de terapias 
como la Terapia de Aceptación y Compromiso (ACT) y la Teo-
ría de la Autodeterminación (SDT), han operacionalizado y tes-
tado empíricamente que el individuo obtiene un mayor bienestar 
si sus acciones son congruentes con sus valores individuales. 
Así pues, la ACT, desarrollada por Steven C. Hayes, ha demos-
trado a través de ensayos aleatorios que si el individuo identifica 
valores individuales y toma acción para llegar a ellos, reduce los 
síntomas de depresión, ansiedad y otros trastornos, mejorando 
su calidad de vida. Lo mismo ha ocurrido con las ideas dentro 
de la Teoría de la Autodeterminación (SDT), desarrollada por 
Edward L. Deci y Richard M. Ryan, la cual sostiene que el bien-
estar psicológico depende de la satisfacción de tres necesida-
des psicológicas básicas: autonomía (acciones congruentes con 
los valores individuales), competencia (sentirse útil) y relación 
(sentirse conectado con otros individuos).

El Pragmatecmerismo se enfocará en la idea de que el in-
dividuo debe tener un entorno favorable para poder adquirir 
hábitos a través de acciones positivas basadas en sus valores. 
Así alcanzará sus objetivos, y los planes de acción estarán res-
paldados con datos, evitando ideas sesgadas, incompletas o 
directamente erróneas.

El Pragmatecmerismo se centrará en ayudar a los indivi-
duos a alcanzar su máxima expresión de felicidad, entendida 
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como la realización de su proyecto vital. Este proyecto vital es 
único para cada persona, ya que se fundamenta en sus propios 
valores, y solo el individuo puede definirlo plenamente —deri-
vado de la corriente subjetivista del concepto de valor, la cual 
argumenta que los valores son propios de los seres humanos y 
dependen del individuo—. El objetivo del Pragmatecmerismo 
es favorecer la coherencia entre la esencia del individuo y las 
acciones positivas que este emprende para desarrollar su vida, 
garantizando así un equilibrio entre lo que es y lo que hace.

Para evitar ambigüedades en los planes de acción, estos de-
ben estar respaldados por datos objetivos y confiables, ofre-
ciendo una base sólida para la toma de decisiones. Como bien 
dice el dicho popular: «El dato mata al relato». Por tanto, los 
planes ejecutados bajo el Pragmatecmerismo deben basarse 
en evidencias sólidas y resultados aceptables. No obstante, el 
Pragmatecmerismo reconoce que los datos no son inherente-
mente neutrales. La elección de qué medir y cómo interpretar 
los resultados es en sí misma una decisión de valor. Por ello, la 
transparencia metodológica y la supervisión del poder auditor 
sobre cómo se generan y utilizan las evidencias son fundamen-
tales para evitar una tiranía de los expertos.

El Pragmatecmerismo aspira a alcanzar una verdad polí-
tica sustentada en el principio de utilidad, entendiendo como 
verdad aquella que resulta útil y maximice mayor felicidad y 
bienestar para el mayor número de individuos, siempre que 
esté respaldada por datos, y siempre abierta a ser revisada y su-
perada por nuevas evidencias. Esto marca una clara distancia 
respecto a la verdad por consenso o acuerdos sociales, ya que 
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estos, aunque puedan ser útiles para la convivencia, a menudo 
ignoran o niegan la validez de los datos en favor de intereses 
colectivos o narrativas subjetivas. El Pragmatecmerismo, por 
tanto, prioriza la objetividad y la utilidad de la verdad como 
base para las acciones políticas y sociales.

El Pragmatecmerismo busca mejorar el status quo. Para 
ello, se nutrirá de las bondades de la libertad positiva y negati-
va, creando una libertad mixta, en la que cada individuo tome 
las acciones necesarias para alcanzar su proyecto vital, es decir, 
para alcanzar su felicidad, ya que solo el individuo sabe cuáles 
son las acciones necesarias que le van a provocar un bien en 
su vida. También reconoce que el ser humano es un ser social 
y no es ajeno a las circunstancias a las que el individuo se ve 
influenciado por causas externas e internas. Por consiguiente, 
el individuo necesita alcanzar la libertad. Reconoce la necesi-
dad de una base material. Muchas veces la sociedad, a través 
del egoísmo racional, que explicaremos más adelante, debe 
proveer al individuo los mismos derechos y oportunidades. Al 
ser individuo, dentro del Pragmatecmerismo, se le respetará su 
elección de acciones positivas para alcanzar su proyecto vital, 
pero se le garantizará unos derechos positivos mínimos, nece-
sarios en caso de que los necesite para que pueda vivir de una 
forma digna. Esta ideología buscará la realización del indivi-
duo en la sociedad a través de mejorar la economía, reducir la 
manipulación de los ciudadanos y asegurar que los políticos 
cumplan sus promesas, siempre basándose en datos.

De entrada, esta nueva ideología reconoce que el Estado 
es un mal gestor de los recursos públicos y se limita a que el 
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Estado los gestione. En el Pragmatecmerismo, el Estado pasa 
de ser un gestor de los servicios públicos a ser el auditor de las 
políticas públicas. Además, reconoce que los políticos buscan 
permanecer en el poder y satisfacer sus intereses personales, 
por lo que busca limitar este poder haciendo que los ciudada-
nos sean más activos en la vida pública y, con ello, se limitará 
la capacidad de manipulación al electorado por parte de los 
partidos políticos.

Para luchar contra el problema político, este ensayo anali-
zará los problemas derivados de las ideologías predominantes 
—socialdemocracia y liberalismo— y dará soluciones basadas 
en datos. El ensayo se dividirá en dos partes. La primera parte 
será el diagnóstico de los que este autor considera fallos de las 
ideologías actuales. Y en una segunda parte se mostrarán los 
principios del Pragmatecmerismo que, a su vez, darán solu-
ción a los fallos de las ideologías actuales. 

Metodología

Es importante entender que esta propuesta ideológica nace 
sobre mis reflexiones y convicciones personales, las cuales, a 
su vez, se han apoyado en procesos históricos, datos y princi-
pios humanitarios, sometiéndose a un proceso de validación 
con el objetivo de que estén fundamentadas de una forma ro-
busta y objetiva. Para aclarar, yo tengo la opinión de que to-
dos los individuos dentro de una sociedad deben tener derecho 
a sanidad, aunque no se lo pueda costear. Históricamente, es 
algo ya integrado en la sociedad, y a esta no le reportaría nin-
gún beneficio que algún individuo se quede sin sanidad en un 
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momento puntual. Esto se apoya en datos, como veremos más 
adelante. A la sociedad le conviene que todos los individuos 
estén atendidos por principios humanitarios. En mi opinión, 
no me parece moral que algún individuo no pueda ser atendido 
por no tener capacidad económica que le permita afrontar un 
pago en un determinado momento. Me gustaría que, si este en-
sayo fracasa, pueda servir a otros para recogerlo como testigo 
y mejorarlo, creando una ideología que beneficie al ser huma-
no de una forma objetiva y realista. 

Para entender esto, veo necesario hacer la distinción entre 
idea y opinión en un ámbito educativo. Las ideas surgen de 
la observación, reflexión, imaginación y estudio y no llevan 
implícitas una postura definida. Por otro lado, las opiniones 
se construyen sobre la base de las ideas preexistentes, incor-
porando juicios o valoraciones personales. Así, una opinión 
representa la percepción individual de un individuo sobre un 
tema específico y, por ende, en esta ideología recojo mis opi-
niones, las cuales tienen un trabajo de entendimiento, tienen 
mi valoración personal.

Por ello y por el trabajo que hay detrás, un trabajo de en-
tendimiento, reflexión y estudio, reconozco que no todas las 
opiniones son igualmente válidas. En este punto, me gustaría 
desarrollar lo que para mí es una opinión válida. Para ello, 
propongo un proceso que llamo camino de validación. En este 
proceso, una opinión debe atravesar diversas etapas de desa-
rrollo y maduración antes de ser considerada una opinión váli-
da. Este camino de validación asegurará que la opinión evolu-
cione a una opinión resultante bien fundamentada, merecedora 
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de consideración en el debate intelectual y académico. Esta 
ideología no busca solo expresar mi opinión, también busca 
demostrar cómo estas opiniones han sido cuidadosamente exa-
minadas y validadas a través de un proceso riguroso. 

El camino de validación de una opinión, en una opinión 
válida merecedora de debate, comienza con la historización de 
la opinión. Esta etapa implica comprender el contexto históri-
co de la opinión, incluyendo sus orígenes y su desarrollo a lo 
largo del tiempo. Esto es algo necesario, ya que muchas opi-
niones se basan o se derivan de pensamientos anteriores, por 
lo que entender su historia es esencial para poder evolucionar 
la idea. Al estudiar la historia de una opinión, entendemos si 
la opinión tenía sentido en un contexto pasado y podemos en-
tender la opinión y su aplicabilidad en un contexto diferente.

La siguiente etapa es la datificación de la opinión. Esto me 
parece algo fundamental, pues, ya que hoy vivimos en la época 
de los datos, las decisiones deben ser orientadas en datos. En 
la actualidad, el mundo está dominado por el análisis y la re-
copilación de datos. Por lo que me parece necesario respaldar 
cualquier opinión con datos concretos y/o evidencias empíri-
cas. La mayoría de los aspectos de la realidad social son cuan-
tificables. Esto no solo añade objetividad, sino que también 
proporciona una base empírica sobre la cual se puede construir 
y defender la opinión.

Finalmente, la humanización de la opinión es la fase que 
garantiza que las opiniones formadas respetan los derechos na-
turales de los individuos. Por robustos que sean los datos o si 
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el contexto de una opinión tiene sentido, nunca puede atentar 
contra los derechos naturales de cualquier individuo. Por tan-
to, cualquier opinión que atente contra los derechos naturales 
no puede ser tenida en cuenta. Esta etapa es crucial para asegu-
rarse que la opinión no sea válida solo desde un punto de vista 
teórico o empírico, sino que también sea beneficiosa para la 
sociedad y, sobre todo, para el individuo.

Al cumplir el camino de validación de las opiniones, ob-
tenemos lo que denominamos una opinión válida. Si se omite 
alguna de estas etapas críticas o se intenta reducir el proceso de 
validación, las conclusiones a las que llegaremos serán mera-
mente opiniones sin la solidez necesaria para ser consideradas 
válidas.

Es importante reconocer que no todo el contenido de las 
opiniones merece la misma consideración intelectual en el de-
bate público y académico. Solo las opiniones válidas, aquellas 
que han sido rigurosamente examinadas y fundamentadas, de-
ben ser respetadas y tienen todo el derecho de ser expresadas 
y debatidas. Por otro lado, las opiniones que no han pasado 
por un proceso de validación adecuado pueden ser comparti-
das, pero no necesariamente deben ser respetadas de la misma 
manera.

En resumen: mientras que todas las opiniones pueden ser 
expresadas, solo aquellas que han atravesado el camino de va-
lidación, que hace que la opinión madure en una opinión váli-
da, merecen ser respetadas. Esto no significa que las opiniones 
que no cumplen con estos criterios no deban ser escuchadas, 
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sino que su aceptación y respeto pueden variar según su fun-
damentación.

Es importante reconocer que, incluso entre las opiniones 
válidas, puede haber diferencias significativas debido a las 
opiniones personales y experiencias vitales de cada individuo. 
Esto subraya la importancia de no imponer opiniones, incluso 
si son válidas.

El Pragmatecmerismo busca mejorar las ideologías actua-
les. Me apoyaré en datos para ver las deficiencias de otras 
ideologías y daré mi visión de cómo solventar los problemas 
de las ideologías modernas, basándome en mis opiniones vá-
lidas. Con ello, se llegará a una ideología que busca que todos 
los ciudadanos en cualquier circunstancia vital queden ampa-
rados, buscando, a su vez, un progreso económico real dentro 
del Estado para que todos los ciudadanos puedan alcanzar lo 
que ellos consideren sus proyectos vitales.

Parte 1. Diagnóstico: los fallos de las ideologías actuales
Esta primera parte del ensayo se centrará en analizar lo que 

considero los principales problemas de las ideologías moder-
nas. Para ello, debido al inmenso abanico de ideologías, este 
ensayo se centrará en la socialdemocracia y en el liberalismo, 
ambas ideologías explicadas en el apartado de conceptos bá-
sicos. 
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Capítulo 1
Las limitaciones de la socialdemocracia

En este capítulo se exploran las limitaciones de la socialde-
mocracia, especialmente en la gestión de recursos públicos y 
la expansión del Estado. Recordemos que la socialdemocracia 
promueve la igualdad y el bienestar social a través de derechos 
positivos con políticas públicas que redistribuyen la riqueza 
para alcanzarlos. Como consecuencia, aparecen problemas en 
la gestión ineficiente de los recursos públicos, debido a de-
cisiones políticas, al aumento del Estado y a la creación de 
cuellos de botella. Problemas que evidencian la mala adminis-
tración de recursos y la pérdida de eficiencia económica.

Problema 1. Gestión ineficiente de los recursos públicos

Como hemos adelantado, la gestión de los recursos públi-
cos dentro de las sociales democracias, y dentro de muchas 
otras ideologías de corte socialista, se considera un problema, 
ya que la gestión de dichos recursos se hace por decisiones me-
ramente políticas, sin usar herramientas de cálculo económico 
para saber qué producir, cuánto producir y para quién producir. 
Estas decisiones son políticas orientadas a la compra de votos 
y siempre enmascarándolas a través de una idea de redistribu-
ción de la riqueza sin tener en cuenta el impacto económico ni 
ninguna herramienta de cálculo económico. Es decir, el voto 
es cambiado por algún tipo de favor tangible. Por ejemplo, 
pocos meses antes del periodo electoral, el político de turno 
suele dar subvenciones a grupos de ciudadanos, avalando esta 
decisión en una redistribución de la riqueza. Sin embargo, la 
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realidad es que estas subvenciones no tienen ninguna base eco-
nómica, sino que son destinadas con el objetivo de la compra 
de voto del que lo percibe, no solucionando ningún problema 
social real, ya que se debe a decisiones políticas puntuales para 
la manipulación de un grupo social a través de una dádiva. 

Con estas decisiones políticas sobre los recursos públicos, 
los únicos beneficiados son la clase política, que antepone sus 
intereses personales a los generales en decisiones cortoplacis-
tas, y los grupos de intereses cercanos a la clase política de tur-
no. Esto ya lo adelantó Murray Newton Rothbard (1926-1995) 
en su libro El hombre, la economía y el Estado (1962), donde 
señala que «en una empresa grande, la propiedad y la gestión 
están separadas. Los gerentes no son los dueños del capital, y 
por lo tanto no tienen los mismos incentivos para maximizar la 
eficiencia y la rentabilidad». Lo que nos dice es que los políti-
cos no tienen incentivos para llevar a cabo una buena gestión 
de los recursos públicos.

Este gasto sin control de los recursos públicos hace que 
cada vez se extraiga más riqueza a los ciudadanos, vía impues-
tos, y no mejoren los servicios públicos, teniendo una gestión 
ineficiente de los recursos públicos y dando como resultado un 
aumento del gasto público, mayor presión fiscal y peores ser-
vicios públicos. Es decir, las políticas públicas de todas las so-
cialdemocracias tienen un problema de cálculo, no es que sean 
malas o buenas, más bien es que no pueden funcionar a la larga 
porque tienen un problema de cómo se asignan los recursos.

Así lo reflejan los siguientes datos en Europa.
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•	 En el ámbito educativo, el Informe PISA (Programa para 
la Evaluación Internacional de Alumnos) de la OCDE, 
que evalúa las competencias de los estudiantes de quin-
ce años en lectura, matemáticas y ciencias, ha mostrado 
una evolución negativa preocupante en Europa, en par-
ticular, en el rendimiento promedio de España. En 2022 
fue de 473 puntos en matemáticas, 474 en lectura y 485 
en ciencias. Comparado con PISA 2012, donde las pun-
tuaciones fueron: 484 en matemáticas, 488 en lectura y 
496 en ciencias, se observa un descenso en lectura (-14), 
matemáticas (-11) y ciencias (-11)24. 

•	 A nivel sanitario, la OCDE, en sus informes periódicos 
como Health at a Glance, que analiza la evolución de los 
sistemas de salud, en 2023 señala, para la UE en general 
y con variaciones por país, desafíos persistentes como 
listas de espera (exacerbadas por la pandemia), escasez 
de personal sanitario y la necesidad de mejorar la efi-
ciencia y la resiliencia de los sistemas de salud frente 
a un gasto creciente25. Para España, aunque se destaca 
una alta esperanza de vida, también se señalan áreas de 
mejora en cuanto a eficiencia y acceso en algunas espe-
cialidades o regiones.

•	 A nivel macroeconómico y fijándonos en España, un 
Estado socialdemócrata donde, según datos de Eurostat, 
el Producto Interior Bruto (PIB) per cápita en Paridad 
de Poder Adquisitivo (PPA) se situó en 27250 unidades 
en 2007, mientras que en 2022 fue de 27230 unidades 

24 OCDE (2023). PISA 2022. Results (Volume I): The State of Learning and Equity 
in Education. 
25 OCDE/Unión Europea (2023). Health at a Glance: Europe 2022 – State of 
Health in the EU Cycle.
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(datos provisionales para 2022), lo que refleja un estan-
camiento en términos reales durante un período prolon-
gado, considerando el impacto de la crisis financiera de 
2008 y la crisis por la pandemia26.

•	 Además, la presión fiscal en España —medida como el 
total de impuestos y cotizaciones sociales netas como 
porcentaje del PIB— ha aumentado. Según Eurostat, 
esta se situaba en el 32,6 % del PIB en 2012, mientras 
que en 2021 alcanzó el 38,4 % y en 2022 se estimó en 
38,3 %27. Este incremento evidencia una mayor extrac-
ción de recursos de la economía sin que, según los datos 
anteriores, se haya traducido en un crecimiento econó-
mico per cápita equivalente o una mejora sustancial per-
cibida en todos los servicios públicos.

Esto refleja que las socialdemocracias están abocadas al 
fracaso a largo plazo debido a la problemática de la gestión 
y asignación de los recursos públicos, basada en decisiones 
políticas que lo que hacen es crear una deuda mala. Los Esta-
dos socialdemócratas o de corte socialista, para financiar todas 
las políticas públicas que están orientadas a su perpetuación 
en el poder, a menudo recurren al endeudamiento. Así pues, 
el recurso del endeudamiento público para financiar el gasto 
corriente o inversiones con bajo retorno socioeconómico per-
petúa a políticos en el poder. Mientras que la deuda destina-
da a inversiones productivas que incrementan la capacidad de 
crecimiento futuro de la economía —deuda buena— puede ser 
26 Eurostat. Gross domestic product at market prices - Current prices, million 
units of purchasing power standard [https://ec.europa.eu/eurostat/databrowser/
view/nama_10_pc/default/table?lang=en]
27 Eurostat. Main national accounts tax aggregates.
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justificable, una deuda incurrida para sostener gastos operati-
vos sin una base económica sólida o para financiar proyectos 
políticos con dudosa rentabilidad —deuda mala— puede com-
prometer la sostenibilidad fiscal y transferir cargas a genera-
ciones futuras sin los correspondientes beneficios. La ausencia 
de herramientas de cálculo económico robustas y transparen-
tes en la decisión de gasto público podría aumentar el riesgo de 
incurrir en este último tipo de deuda.

Por ejemplo, se puede tomar la decisión política de construir 
un aeropuerto en una zona específica sin contar con información 
de mercado adecuada. Esta decisión se basa en criterios políticos 
en lugar de económicos, lo que conlleva a la creación de una deu-
da inicial para la construcción del aeropuerto. Si este aeropuer-
to resulta ser un aeropuerto fantasma —construido sin viajeros 
suficientes—, generará pérdidas continuas que el Estado deberá 
asumir. Esto se traduce en un aeropuerto que no es usado debido 
a la falta de pasajeros, porque la sociedad no lo ha demandado, 
ya que no se hizo en base a herramientas de cálculo económico. 
Además, ha generado una deuda inicial para su construcción y 
ocasiona pérdidas anuales recurrentes en el mantenimiento del 
aeropuerto, incrementando aún más la deuda pública.

Lo anterior es una muestra de la falta de herramientas de cál-
culo económico sobre las decisiones políticas que se toman en la 
gestión de los recursos públicos, lo que suele generar una deuda 
mala que no retornará beneficios, sino pérdidas recurrentes para 
el Estado. Con esto quiero incidir en que la deuda no siempre es 
mala, sino que la calidad de la deuda depende de cómo se haya 
endeudado el Estado. Lo que suele pasar es que las decisiones 
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de deuda dependen de decisiones políticas con intereses particu-
lares que, generalmente, implican una deuda mala.

Desde un punto de vista económico, hay que tener en cuen-
ta que la generación de deuda puede ser sostenible mientras 
los mercados perciban al Estado como un pagador fiable. Sin 
embargo, si los inversores comienzan a ver al Estado como un 
mal pagador, la capacidad de endeudamiento se reduce signi-
ficativamente, lo que puede llevar al impago de la deuda por 
parte del Estado y, en última instancia, a la bancarrota.

Un Estado debe generar confianza a los mercados finan-
cieros para poder tener la capacidad de mantener niveles de 
deuda elevados. Por ello, la deuda a adquirir debe ser deuda 
que no genere gasto. Si se pierde la confianza por parte de los 
mercados financieros, el acceso a endeudarte se encarece, ya 
que el acceso al crédito se encarece o se cierra por completo, 
obligando al Estado a enfrentar serias dificultades financieras. 
Por lo tanto, es esencial que las políticas de endeudamiento es-
tén orientadas a crear riqueza con base en herramientas de cál-
culo económico y no se fundamenten en decisiones políticas 
orientadas a satisfacer a los grupos de interés de los políticos.

Se debe destacar que los ciudadanos creen que las mayores 
partidas presupuestarias del Estado deberían destinarse a pen-
siones, sanidad, educación y otros servicios públicos que ven 
como esenciales. Para ponerlo en contexto y, según los Presu-
puestos Generales del Estado (PGE) 2023 (España) —Prin-
cipales Políticas de Gasto y Partidas Relevantes28—, se toma 
28 Ministerio de Hacienda y Función Pública (2022). Presupuestos Generales del 
Estado 2023: Presentación del Proyecto, Libro Amarillo (Resumen General por 
Secciones y Programas) e Informe Económico y Financiero.
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como referencia el gasto consolidado no financiero (Capítulos 
I a VII) del Sector Público Administrativo Estatal y Seguridad 
Social. Estas tienen las siguientes partidas significativas orde-
nadas de mayor a menor dotación presupuestaria aproximada 
en los PGE 2023:

1.	 Pensiones (Política de Gasto 33-Pensiones Contributivas 
y No Contributivas): 190793 millones de euros, lo que 
es 39,26 % del Gasto Consolidado No Financiero PGE.

2.	 Transferencias a otras administraciones públicas (Polí-
tica de Gasto 94-Otras transferencias a AA.PP.): 99916 
millones de euros (suma de transferencias corrientes por 
84886 M€ y de capital por 15030 M€). 20,5 % del Gasto 
Consolidado No Financiero PGE.

3.	 Servicio de la deuda pública (Intereses-Programa 
931M€): 31329 millones de euros (solo intereses de la 
deuda), lo que se traduce en el 6,45 % del Gasto Conso-
lidado No Financiero PGE. 
Nota: esto cubre los intereses de la deuda emitida por 
el Estado. Si consideramos la amortización de la deu-
da —devolución del principal—, que es una operación 
financiera (Capítulo IX) y no gasto COFOG en el mis-
mo sentido, la cifra es mucho mayor. La partida Total 
Obligaciones del Estado, en el presupuesto de gastos del 
Estado (Sección 06 Deuda Pública), ascendía a 160650 
millones de euros en 2023, pero esto incluye 129321 mi-
llones de euros de amortización de deuda.

4.	 Sanidad: 7059 millones de euros, lo que es el 1,45 % del 
Gasto Consolidado No Financiero PGE. Sin embargo, 
si se calcula, el gasto público total consolidado —inclu-
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yendo comunidades autónomas y entidades locales— en 
sanidad es entorno al 7,0 % del PIB.

5.	 Educación: 5406 millones de euros, lo que se traduce en 
el 1,11 % del Gasto Consolidado No Financiero PGE. 
Sin embargo, si se calcula el gasto público total consoli-
dado —incluyendo comunidades autónomas y entidades 
locales—, en educación es entorno al 4,6 % del PIB. 

6.	 Desempleo (Política de Gasto 24-Fomento del Empleo y 
Prestaciones por Desempleo): 25007 millones de euros, 
lo que se traduce en el 5,15 % del Gasto Consolidado No 
Financiero PGE.

Resumiendo: con estas partidas presupuestarias, se puede 
ver que el Estado prioriza el endeudamiento, donde los políti-
cos anteponen sus intereses personales, que es la perpetuación 
en el poder a través de la compra de votos, con políticas pú-
blicas orientadas a los sectores afines, enmascarándolos con 
ideas de redistribución de la riqueza, en vez de invertir ade-
cuadamente en sectores fundamentales, como la sanidad y la 
educación. De ahí, la presión por parte de los políticos hacia 
los ciudadanos a través de la deuda, para que ellos se perpe-
túen en el poder y sean una clase parasitaria de los ciudadanos. 

Con estos datos, se muestra un endeudamiento, un aumento 
de la presión fiscal, el estancamiento económico y el empeora-
miento de los servicios públicos. Por ello, las socialdemocra-
cias o cualquier ideología de corte socialista que no tenga en 
cuenta herramientas de cálculo económico para la gestión de 
los servicios públicos y no limiten las decisiones económicas 
por parte de los gobernantes están destinadas al colapso eco-
nómico.
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Problema 2. Aumento del Estado y creación de cuellos de 
botella

En el contexto de la ideología socialdemócrata y otras de 
corte socialista, la toma de decisiones se centraliza en el Es-
tado, lo que conlleva a una naturaleza expansiva. Este creci-
miento del Estado no es meramente territorial o administrati-
vo, sino que abarca casi todos los aspectos de la vida de los 
ciudadanos, incrementando el poder estatal a expensas de la 
libertad individual. La propiedad privada es necesaria como 
base material para la realización del proyecto vital del indivi-
duo y la toma de decisiones.

La motivación expansiva del Estado es una motivación po-
lítica, ya que, para los gobernantes, un mayor tamaño del Es-
tado significa un mayor presupuesto de su ministerio o área de 
gobierno, lo que implica más influencia y poder dentro de él. 
Esto incentiva a los políticos a buscar incrementos en el presu-
puesto de sus ministerios, lo que, a su vez, lleva a la creación 
de más leyes y regulaciones, un fenómeno conocido como hi-
perlegislación.

Como consecuencia, la expansión del Estado tiende a ge-
nerar cuellos de botella en la economía y en la sociedad: la 
centralización de decisiones y el aumento de regulaciones difi-
cultan la eficiencia estatal. La burocracia estatal y la ineficacia 
creada por los cuellos de botella aparecen porque la toma de 
decisiones de todos los problemas del Estado se centraliza y, 
por tiempo material, genera ineficiencias, ya que los gober-
nantes en tiempo no se pueden ocupar de todas las problemáti-
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cas. Esto implica mayor burocracia en la economía, generando 
cuellos de botella que crean una problemática económica y 
descontento social.

Para observar el crecimiento del tamaño del Estado, se 
pueden analizar los datos de Eurostat sobre el Gasto Público 
Consolidado Total como porcentaje del Producto Interno Bru-
to (PIB), tomando la zona euro (19 países)29 como referencia. 
Compuesta mayoritariamente por países con importantes com-
ponentes de Estado de bienestar, se observa un crecimiento del 
Estado significativo en donde el gasto público promedio en la 
zona euro pasó del 49,6 % del PIB en 2012 al 52,9 % del PIB 
en 2021. Lo que representa un aumento de 3,3 puntos porcen-
tuales en el período. 

El análisis comparativo del gasto público como porcentaje 
del PIB en la zona euro entre 2012 y 2021, para ver la ten-
dencia del Estado, revela dos tendencias contrapuestas: la de 
Grecia, país cuyo Estado ha crecido más, frente a la de Irlanda, 
país en el que el tamaño del Estado ha decrecido. Grecia, go-
bernada en su mayoría por diversos gobiernos socialdemócra-
tas, siguió la tendencia expansiva del Estado con incrementos 
en el gasto público total. Su PIB pasó del 51,4 % en 2012 al 
57,2 % en 2021 (+5,8 puntos porcentuales). Su deuda pública 
pasó del 159,5 % del PIB en 2012 al 194,5 % en 2021. Como 
contrapartida, tenemos el caso de Irlanda, que ha implementa-
do políticas de corte más liberal. Los irlandeses optaron por la 
contención del gasto público, donde el gasto público total del 
PIB disminuyó del 45,8 % en 2012 al 27,4 % en 2021 (-18,4 
29 Eurostat (Database). Main national accounts aggregates of general government. 
(Total Expenditure as % of GDP).
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puntos porcentuales), situándose como uno de los más bajos 
de la eurozona. Su deuda pública se redujo drásticamente del 
120,0 % en 2012 al 55,4 % en 2021.

Un análisis más detallado de la Eurozona-19 revela que 
casi todos los Estados miembros vieron un aumento en su ra-
tio de gasto público total sobre el PIB entre 2012 y 2021. Las 
excepciones notables fueron Irlanda, que experimentó una re-
ducción sustancial, y Chipre y Países Bajos, que registraron 
ligeras disminuciones o se mantuvieron estables.

Si observamos lo que pasa en los países europeos donde 
un Estado ya es grande y consolidado y donde aumentar el 
sector público lo único que llevará es a ineficiencias, debido 
al pésimo control del gasto por parte de las administraciones 
públicas y a que la estructura de impuestos y el aumento de 
regulaciones entorpece el crecimiento económico, vemos que 
la evolución del PIB per cápita en Paridad de Poder Adquisi-
tivo (PPA) en Grecia cayó significativamente de un 75 % de la 
media de la UE en 2012 al 65 % en 2021 (-10 pp). En Irlanda, 
la Evolución del PIB per cápita en PPA aumentó, pasando de 
129 % a un extraordinario 217 % de la media de la UE (+88 
pp). Por poner en contexto a España, el gasto público total del 
PIB desde 2012 a 2021 aumentó en +2,9 puntos porcentuales 
y tuvo la mayor caída relativa del PIB per cápita en Paridad de 
Poder Adquisitivo con -13 pp.

Todo esto se confirma con la pérdida de confianza de los 
ciudadanos hacia las instituciones públicas, que se puede ver 
con datos en los estudios anuales de Edelman Trust Barometer, 
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la firma independiente y global de comunicación más grande 
del mundo, que representa la mayor encuesta global sobre la 
confianza en más de veintiocho países. Edelman refleja en las 
encuestas del año 202330, que, en España, solo cuatro de cada 
diez ciudadanos confían en que las instituciones públicas ha-
gan lo correcto (44 %), siendo además decreciente en un punto 
porcentual respecto al año 2022. Cabe destacar que el Gobier-
no es la institución pública que genera menos confianza, con 
solo un 36 %. 

Hay que tener en cuenta que este problema va ligado al pri-
mero. Cuanto mayor sea el Estado, mayor ineficiencia en los 
recursos públicos habrá, ya que más riqueza se extraerá a los 
ciudadanos y peor será administrada por él.

30 Edelman, 2023.
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Capítulo 2
Las limitaciones del liberalismo

En este capítulo se examinan las limitaciones del liberalismo, 
pues, al igual que la socialdemocracia, tiene limitaciones. Hay 
que recordar que el liberalismo promueve la libertad indivi-
dual y la no interferencia del Estado o de terceros en el proyec-
to vital del individuo, centrándose en los derechos negativos y, 
por consiguiente, en la no aplicación de los derechos positivos 
y la aparición de externalidades negativas debido a la falta de 
intervención estatal.

Problema 1. Eliminación de los derechos positivos

Ciertas corrientes del liberalismo, especialmente el liberta-
rismo o el liberalismo minarquista, por varias razones, tienen 
una limitación significativa debido a su ausencia de derechos 
positivos. La ideología liberal se basa principalmente en los 
derechos negativos, que implican la no interferencia del Esta-
do o de terceros en las acciones de un individuo. Esto significa 
que, para un libertario, los servicios esenciales, desde un punto 
de vista humano, como la sanidad y la educación, no son uni-
versales. En otras palabras: no todo el mundo tiene derecho a 
ellos. El liberalismo defiende los derechos negativos, sustenta-
dos en los derechos naturales (vida, libertad y propiedad), pero 
no promueve los derechos positivos. 

Los liberales, especialmente los libertarios, que son los que 
hacen mayor énfasis en la libertad individual y la reducción 
del poder del Estado, reconocen principalmente la libertad ne-
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gativa, la cual se define como la ausencia de coacción en la que 
el Estado no interfiere con la voluntad del individuo, una vo-
luntad que refiere sobre todo —aunque no únicamente— a la 
acción económica y reniegan de la idea de derechos positivos, 
ya que implican una obligación de acción por parte de terceros 
—generalmente, el Estado—, financiada coercitivamente vía 
impuestos, lo que viola los derechos negativos —propiedad 
individual y libertad— de quienes lo pagan.

Si un trabajador acepta un trabajo mal remunerado, porque 
no tiene otra posibilidad de ganarse la vida, para un libertario, 
esa persona es libre, porque, a diferencia del esclavo, no está 
coaccionado por un amo, vende libremente su fuerza de tra-
bajo. Para los liberales, alguien que acepta un trabajo con una 
mala remuneración, porque no tiene otra opción, es libre de 
no aceptarlo. Sin embargo, esta visión no es realista, ya que 
no tiene en cuenta las limitaciones que tiene un individuo en 
un contexto social. El liberal está pensando en un espacio en 
el que tenga la potestad de elegir cómo administrar la vida sin 
que otros individuos u organismos estatales interfieran en ella, 
una abstracción hipotética difícil de conseguir si de un ser hu-
mano se trata, puesto que somos seres sociales y no adminis-
tramos la vida sin que otros limiten la nuestra. En este punto, 
un libertario podría argumentar que, aunque reconoce la liber-
tad individual, también entiende que la libertad de una persona 
termina donde comienza la libertad de otra. Es decir, que la li-
bertad de acción de un individuo está limitada por la necesidad 
de respetar la libertad de los demás. Sin embargo, hay muchos 
otros condicionantes de la libertad que el libertario no tiene 
en cuenta, ya sean carencias de recursos económicos, intelec-
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tuales, la suerte, incapacidades innatas, contexto socioeconó-
mico o incluso la propia educación y cultura que moldean las 
opciones y deseos. Por ejemplo, un individuo que nace en un 
barrio marginal con escasas oportunidades educativas tendrá 
un camino mucho más limitado que un individuo que nace en 
un entorno privilegiado, a pesar de que ambos puedan ser con-
siderados libres en el sentido libertario. Del mismo modo, una 
persona que no tiene acceso a información o recursos médicos 
tendrá una libertad limitada para cuidar su salud. La libertad 
negativa, en la práctica, se ve constantemente limitada por fac-
tores que escapan al control individual, lo que hace que la idea 
de una libertad absoluta sea una utopía.

Como consecuencia, en un sistema estrictamente libertario, 
si una persona no puede costearse ciertos servicios esenciales, 
derivados de derechos positivos, no tendría acceso a ellos. Los 
derechos negativos se centran en la no interferencia, pero no 
aseguran que servicios necesarios, como la sanidad y la educa-
ción, estén disponibles para todos, independientemente de su 
capacidad económica. 

Muchos derechos positivos, como la sanidad y la educa-
ción, han venido de la mano de las ideologías de corte socia-
lista a través de la lucha por esos derechos, para garantizar 
que una persona no se quede sin educación o sanidad. Por eso, 
desde mi punto de vista, sería un error eliminar los derechos 
positivos por varias razones: la primera es que, socialmente, ya 
se ha evolucionado hasta un punto donde estos derechos posi-
tivos están ampliamente reconocidos en la sociedad, y elimi-
narlos por mera ideología sería un retroceso. La segunda parte 
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de un punto de vista ético en el que se busca alcanzar la máxi-
ma expresión del ser humano en términos de acciones. Resulta 
difícil concebir cómo el individuo podría alcanzar su proyecto 
vital sin el respaldo de derechos positivos, ya que, en socieda-
des contemporáneas complejas, estos valores son fundamen-
tales y están profundamente arraigados. Por ello, la elimina-
ción de estos derechos positivos fundamentales en sociedades 
contemporáneas complejas tendría un impacto negativo en la 
sociedad, y la mayoría de los ciudadanos consideraría inacep-
table que alguien se quedase sin acceso a servicios esenciales. 
Retirar estos derechos positivos afectaría a la sociedad en su 
conjunto, que, como veremos más adelante, por un egoísmo 
racional, al ciudadano le interesa que toda la sociedad tenga 
acceso a algunos derechos positivos esenciales.

Desde el liberalismo, la ausencia de derechos positivos de-
jaría desprotegidos a los ciudadanos en situaciones de vulne-
rabilidad. El ser humano es un ser social y, para alcanzar la 
libertad del individuo, se necesita de unas bases materiales que 
la sociedad debe proporcionarle en caso de no poder acceder a 
ellas. Por ejemplo, a lo largo de la vida, una persona atraviesa 
diferentes fases vitales y lo normal es vivir altibajos, en los que 
seguramente habrá momentos vitales buenos y malos. Ya que 
el ser humano está de paso por la vida, se me hace entendible 
que todos tengan que vivirla de la mejor manera posible. Por 
ello, me parece lógico que el Estado o terceros proporcionen 
ayuda en momentos difíciles a personas que la necesitan, ya 
que me parece un acto de solidaridad. Además, la vida es un 
ciclo. Un ciudadano que haya pasado por dificultades y haya 
recibido ayuda, probablemente contribuirá de manera más em-
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pática cuando esté en una posición favorable, ya que compren-
derá de primera mano la importancia de esa ayuda.

Problema 2. Aparición de externalidades negativas

El liberalismo, basado en los derechos negativos, defiende 
la no interferencia del Estado y de terceros en las acciones del 
individuo. La ideología liberal, traducida al mercado, se basa 
en el libre mercado sin interferencia alguna, basándose en el 
principio fundamental de la mano invisible del mercado. El li-
beralismo clásico sostiene que el libre mercado, impulsado por 
la búsqueda individual de la ganancia, lleva a una asignación 
eficiente de recursos, sin embargo, la realidad es que en esta 
situación aparece la existencia de externalidades negativas que 
desafían esta idea.

Las externalidades negativas en el mercado son los efectos 
no deseados que una actividad económica tiene sobre terceros, 
sin que estos reciban una compensación por el daño. El libe-
ralismo argumenta que la privatización y la definición clara de 
los derechos de propiedad resuelven los problemas de los efec-
tos no deseados de una actividad económica. Por ejemplo, si 
los recursos naturales, como ríos, mares y bosques, fueran pri-
vatizados, los propietarios privados tendrían incentivos para 
mantenerlos limpios y productivos, ya que sufrirían directa-
mente las consecuencias en términos económicos. El Teorema 
de Coase expone que la negociación privada podría resolver 
estos problemas si los derechos de propiedad están claramente 
definidos y los costos de transacción son bajos. Sin embargo, 
en la práctica, especialmente con externalidades ambientales 
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difusas que afectan a grandes poblaciones o ecosistemas com-
plejos, los costos de transacción pueden ser excesivamente 
elevados y la identificación de todas las partes afectadas y sus 
derechos son incalculables. El economista inglés Arthur Cecil 
Pigou (1877-1959) propuso el impuesto pigouviano —busca 
corregir las externalidades negativas— sobre las actividades 
contaminantes para que el productor internalice el costo social. 
Si bien esto puede ser útil en un cierto contexto, la realidad es 
que a menudo es complejo calcular el precio correcto del daño 
y no siempre evita que, como se ha visto, las empresas prio-
ricen el beneficio inmediato incluso frente a tales desincenti-
vos, especialmente si la fiscalización es laxa o las sanciones 
son insuficientes ante daños potencialmente irreversibles. Para 
muchos teóricos liberales, existen soluciones, pero la realidad 
es otra: la historia nos ha demostrado que la privatización no 
garantiza necesariamente la protección del medio ambiente o 
la prevención de externalidades negativas, como minas pri-
vadas que han sido contaminadas y han contaminado aguas 
subterráneas que no van a poder recuperarse en siglos. La em-
presa ha pagado el coste, pero el problema no se ha solucio-
nado y ciudadanos han sido afectados. Por ello, muchas veces, 
contaminar sale más barato que no hacerlo, y los propietarios 
privados pueden no tener los incentivos adecuados o la capaci-
dad para mitigar el daño ambiental, especialmente cuando los 
beneficios de la explotación a corto plazo superan los costos a 
largo plazo. 

Otro ejemplo se presenta en este caso: una empresa vierte 
residuos tóxicos sobre un río y contamina el río, afectando a 
todo el ecosistema. Se da en la realidad y se daría mucho más 
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si no existiera control estatal y se dejara actuar a las empresas 
por manos invisibles. La realidad es que existirían empresas 
contaminantes, como en zonas mineras en América del Sur, 
donde se utilizaban métodos como el mercurio para separar el 
oro de la tierra, lo que contaminaba los ríos y los suelos.

Para agregar un ejemplo más, se tiene el caso de las indus-
trias papeleras en China, que han sido acusadas de contaminar 
ríos con productos químicos y residuos, afectando la calidad 
del agua potable y la vida acuática. El caso más destacado fue 
el de la contaminación del río Songhua en 2005, que obligó a 
detener el suministro de agua potable en la ciudad de Harbin.

También han sucedido casos con la caza intensiva, que ha 
llegado a extinguir razas de animales como el dodo (raphus 
cucullatus), un ave no voladora, endémica, de Isla Mauricio, 
que fue cazada hasta su extinción a finales del siglo XVII. Otro 
ejemplo podría ser el león marino del Japón (zalophus japoni-
cus), que habitaba las aguas costeras de Japón y que fue caza-
do por su piel y por su carne y declarado extinto en 1950.

Otro ejemplo: una empresa que se dedica a la tala de árbo-
les debería tener un plan de corte que indique que, al cortar un 
árbol, se asegurará la crecida en tiempo y forma de los siguien-
tes árboles a cortar, para que la tala de árboles fuera sostenible 
y no hubiera deforestaciones. Si las empresas no son obligadas 
a invertir para resarcir el daño que se hace por los efectos no 
deseados en su actividad, el resultado puede ser un daño al 
ecosistema y a toda la sociedad, sin que el mercado genere 
incentivos para corregirlo.
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Todas estas externalidades negativas son debidas a que una 
empresa busca maximizar sus ganancias y puede optar por no 
invertir para deshacer el daño que puede causar en su activi-
dad, o simplemente le sale más barato pagar indemnizaciones 
que reparar los daños. Las externalidades negativas plantean 
un reto para el liberalismo, ya que en la teoría liberal el mer-
cado alcanzaría la asignación efectiva de recursos autorregu-
lando estas externalidades negativas. Sin embargo, la historia 
nos ha demostrado que no siempre es así. Hay situaciones tan 
extremas, como la contaminación de ríos o la extinción de es-
pecies, que, sin excepción, se perjudica a todo el ecosistema. 
Por ello, las externalidades negativas cuestionan la capacidad 
del mercado para alcanzar una asignación eficiente de recursos 
en situaciones donde los costos sociales no se reflejan en los 
precios.
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Capítulo 3
Las limitaciones de ambas ideologías

En este capítulo se analizarán lo que considero las limitaciones 
que, desde mi punto de vista, son inherentes a las principales 
ideologías occidentales modernas, ya sean de corte socialista 
o liberal, pues a pesar de sus diferencias comparten una limi-
tación en su sistema político democrático: un sistema político 
carece de una definición clara de obligaciones tanto para el 
gobernado como para el gobernante.

En la mayoría de los países occidentales democráticos, la 
forma de participar en la vida pública es a través de la demo-
cracia, del sufragio universal. Es decir, todas las personas ma-
yores de edad y con capacidad para votar, independientemente 
de su procedencia o de su género, tienen el derecho a participar 
en la vida pública. Todos los ciudadanos, tanto gobernantes 
como gobernados, pueden participar en la vida pública sin que 
implique, más allá del acto electoral, un coste personal signi-
ficativo o intereses en la vida pública. Estas democracias oc-
cidentales universales son sistemas políticos sin obligaciones 
para el ciudadano, al igual que para el gobernante. 

El ciudadano no tiene ninguna obligación legal explícita de 
participar en la vida política, más allá del ejercicio del voto 
que a menudo es voluntario, mientras que para participar en la 
vida política lo puede hacer sin ninguna obligación de educarse 
para ello, como podría ser una formación específica en asuntos 
de Estado, gestión pública o incluso en los fundamentos de la 
teoría política que dice representar. El ciudadano que se quiera 
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presentar a un cargo público no tiene ninguna obligación de 
formarse en la vida pública, ni para cumplir el programa polí-
tico por el cual se presenta. Si lo extrapolamos a cualquier ofi-
cio, nos parecería extraño que, por ejemplo, un médico no se 
haya formado en medicina para tratar a los pacientes. Para par-
ticipar en la vida pública no se requiere ningún conocimiento 
cultural específico ni formación política, así que los gobernan-
tes y gobernados son fácilmente manipulables por campañas 
sesgadas o incluso por la desinformación, lo que conlleva a 
decisiones desinformadas y con desconocimiento.

Problema 1. Crisis de la participación ciudadana
El problema de una crisis en la participación de los ciudada-

nos en la vida pública en las democracias occidentales se hace 
a través del principal vehículo de participación: ejercer el voto 
en elecciones periódicas. Esta crisis es un fenómeno complejo 
alimentado por la unión de cinco problemas subyacentes en los 
sistemas políticos democráticos occidentales actuales.

Ciudadanos desinformados
Un problema subyacente es la participación en la vida 

pública de ciudadanos desinformados, no por falta de infor-
mación sino por su desinterés en la vida pública. Se trata de 
ciudadanos que ejercen la acción de votar periódicamente des-
informados y sin un conocimiento profundo de los conceptos 
políticos y económicos sobre los que se les pide decidir.

Este desinterés en la vida pública es debido a que involu-
crarse en ella requiere de un coste de tiempo y esfuerzo, como 
mantenerse informado y adquirir conocimientos políticos y 
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económicos que no todo el mundo está dispuesto a asumir, 
ya que la vida cotidiana, como las responsabilidades laborales 
y familiares, limitan el tiempo y la energía que las personas 
pueden dedicar a la vida pública. Este desinterés es un cal-
do de cultivo perfecto para discursos populistas marcados con 
agendas particulares, que buscan manipular a la población a 
través de consignas simplistas, explotando su descontento para 
que dichas ideologías puedan concentrar el poder en su propio 
beneficio.

Esta problemática resulta muy conveniente para aquellos 
que buscan acceder al poder, ya que manipular a una población 
desinformada requiere un esfuerzo mínimo, pues los discursos 
populistas se crean con información, muchas veces, falsa, ses-
gada o incorrecta que no tiene respuesta inteligente e informa-
da por parte de los ciudadanos, lo que facilita la consolidación 
del discurso populista dominante en favor de agendas políticas 
particulares. Los ciudadanos desinformados llevan a la elec-
ción de gobernantes o partidos políticos que no necesariamen-
te representan los intereses del votante, dado que la falta de 
conocimiento le impide evaluar críticamente a los candidatos 
que vota y exigirles responsabilidades por sus acciones.

Históricamente, una muestra de lo que puede ocurrir ante 
un electorado vulnerable por la desinformación y la desespe-
ración es el ascenso del nazismo en Alemania. En ese caso, 
una gran parte significativa de la ciudadanía estaba lo suficien-
temente desinformada como para hacer a Hitler canciller, de 
forma democrática, en las elecciones de 1933. El partido nazi 
supo aprovechar la crisis social y económica que atravesaba 
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el país para difundir propaganda y promesas vacías que cala-
ron en la población desinformada y desesperada por un cam-
bio. En un contexto en el que Alemania se encontraba en una 
crisis de posguerra, con deflación —caída de los precios—, 
desempleo masivo y humillada por el Tratado de Versalles, se 
generó una crisis y descontento social. Fue ahí cuando Adolf 
Hitler, presentándose como un líder carismático, supo manejar 
un discurso populista que prometía restaurar la grandeza de 
Alemania, no a través de un plan económico y social y con so-
luciones reales, sino a través de un nacionalismo que buscaba 
culpables y daba soluciones simplistas a los problemas eco-
nómicos y sociales sin profundizar en las causas de la crisis. 
Los ciudadanos con limitada formación en la vida pública no 
fueron críticos contra ese discurso populista, sino que fueron 
fácilmente manipulados a través de la desinformación y propa-
ganda del partido nazi.

Manipulación a través de las nuevas tecnologías

Otro problema subyacente en la crisis de la participación 
ciudadana es que, mediante el uso de tecnologías como el big 
data, se diseñan campañas personalizadas a través del micro-
targeting, que utiliza datos personales para segmentar a la po-
blación y poder dirigir mensajes específicos a grupos concre-
tos. El resultado potencial de esta técnica es la manipulación de 
los ciudadanos para que participen en la vida pública a través 
de información sesgada que explota sus miedos y prejuicios.

En el ecosistema de las redes sociales se utilizan algoritmos 
que crean burbujas de filtro. En ellas, los ciudadanos tienden a 
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ser expuestos predominantemente a la información que confir-
ma sus creencias preexistentes, lo que limita el entendimiento 
de otros puntos de vista y fomenta la polarización, dificultando 
el diálogo constructivo y la búsqueda de consensos basados en 
datos, generando así un clima de desconfianza hacia las insti-
tuciones y los medios de comunicación.

Por ello, más que nunca, se hace necesaria la participación 
en la vida pública de ciudadanos con interés genuino en ella. La 
falta de interés y conocimiento profundo de los conceptos filo-
sóficos que sustentan las ideologías políticas, combinado con la 
complejidad de los problemas actuales, hace a la población más 
susceptible a la manipulación, especialmente en esta era digital.

Un ejemplo de la manipulación de masas fue el referéndum 
conocido como Brexit, que se realizó sobre la permanencia del 
Reino Unido en la Unión Europea, en el año 2016. Durante la 
campaña previa al referéndum, se utilizó el big data para ana-
lizar y dirigir mensajes específicos a segmentos de votantes, 
basándose en sus perfiles y preferencias digitales. Entre los 
datos que usaron para segmentar a la población se encontraban 
los perfiles de Facebook, tales como sus preferencias y likes, 
datos electorales pasados por zonas, datos de comportamiento 
en línea de los votantes, tales como webs visitadas, términos 
de búsqueda y datos de consumo. Empresas como Cambrid-
ge Analytica, según revelaciones en medios influyentes como 
The Guardian y The New York Times, desempeñaron un papel 
en la manipulación de la opinión pública a través de tácticas 
de microtargeting, lo que llevó a muchos a tomar decisiones en 
las urnas basadas en información sesgada o incompleta.
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En este contexto digital, la manipulación efectiva de los 
partidos políticos o representantes que quieren llegar al po-
der suele apelar a emociones o miedos en sus discursos, 
en lugar de a la razón y los datos. Los discursos populistas 
tienden a simplificar problemas complejos y crear enemigos 
comunes para poder ofrecer soluciones fáciles y atractivas, 
aunque a menudo inviables. De esta manera, se explota el 
descontento y la frustración de los ciudadanos para promo-
ver agendas particulares, concentrando el poder en manos de 
quienes saben aprovecharse del no interés de los ciudadanos 
en la vida pública que los lleva a no tener un pensamiento 
crítico.

Apatía e interés superficial en la vida pública

La complejidad de la vida moderna, marcada por el estrés 
laboral, las relaciones sociales, muchas veces superficiales, la 
cultura de la inmediatez, fomentada por la tecnología, la de-
manda de gratificación instantánea, debida a las redes sociales, 
y la creciente dificultad para conciliar la vida laboral y perso-
nal, ha absorbido a los ciudadanos en sus propias realidades, 
desilusionándose de la clase política, generando un creciente 
desinterés por la vida pública.

El reflejo más reciente sucedió en la Unión Europea. Según 
el Eurobarómetro de 2019, solo el 42 % de los ciudadanos de 
la UE confían en sus parlamentos nacionales31. Es importan-
te destacar que esta cifra incluye tanto a aquellos que dicen 
31 European Commission (2019). Standard Eurobarometer 91 - Spring 2019: Pub-
lic opinion in the European Union. First results. Directorate-General for Com-
munication.
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tender a confiar como a los que confían totalmente. Los ciu-
dadanos perciben la participación en la vida pública como un 
compromiso que no están dispuestos a asumir en medio de un 
escenario creciente de la vida moderna y el escepticismo hacia 
la clase política.

Estas características son campo fértil para el debilitamiento 
y la legitimidad de un sistema político percibido como débil e 
ineficaz, lo que alimenta la deslegitimación ciudadana hacia 
las instituciones políticas y lleva a vacíos de poder que pueden 
ser aprovechados por actores oportunistas, movidos por inte-
reses particulares.

Una muestra de la apatía y desilusión ciudadana y la pará-
lisis institucional es el ascenso al poder de Benito Mussolini 
en Italia. Mussolini observó la debilidad de las instituciones 
políticas tras la Primera Guerra Mundial, donde Italia se vio 
sumida en una profunda crisis económica, social y política. 
Caracterizadas por la formación de gobiernos inestables y de 
corta duración, eran incapaces de ofrecer soluciones para re-
solver los problemas sociales, lo que generó un sentimiento de 
descontento entre la población y erosionó la confianza en el 
sistema liberal. Estos gobiernos crearon una sociedad polari-
zada, donde sin una respuesta contundente de las instituciones 
existentes crearon vacíos de poder que Mussolini, a través de 
una demostración de fuerza paramilitar, aprovechó mediante 
la Marcha sobre Roma, en 1922. Esta acción forzó al rey Víc-
tor Manuel III, quien, ante la amenaza de un golpe de Estado, 
nombró a Mussolini primer ministro.
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Voto afectivo

Otro problema subyacente es el voto afectivo o irracional 
de los ciudadanos, consecuencia de la propia naturaleza huma-
na. En la mayoría de los casos, los ciudadanos participan en la 
vida pública a través de decisiones de voto basadas en legados 
familiares, experiencias personales o recuerdos del pasado, en 
lugar de en un análisis objetivo y que brinde un bien general o 
incluso particular.

Esto se refleja en el estudio Neural correlates of maintai-
ning one’s political beliefs in the face of counterevidence32, 
de Jonas T. Kaplan. En él, analiza cómo el cerebro forma y 
mantiene nuestras creencias más arraigadas. El estudio revela 
que las personas son resistentes a cambiar sus creencias políti-
cas, incluso ante pruebas contrarias. Cuando se confrontan las 
creencias políticas más arraigadas del individuo con eviden-
cias contrarias, se activan una red de regiones cerebrales: la 
corteza prefrontal dorsomedial, la amígdala y la ínsula. Estas 
regiones están implicadas, respectivamente, en procesos rela-
cionados con la identidad, la gestión de conflictos cognitivos, 
el procesamiento de emociones y la percepción de amenazas 
o relevancia personal. Por ello, los autores afirman que cam-
biar de opinión frente a contraargumentos —basados en evi-
dencias—está asociado con la actividad en estas áreas, lo que 
genera una respuesta emocional negativa que se siente casi tan 
amenazante como un ataque físico, lo que lleva a tomar deci-
32 Kaplan, J. T., Gimbel, S. I., & Harris, S. (2016). Neural correlates of maintain-
ing one’s political beliefs in the face of counterevidence. Scientific Reports, 6(1). 
Artículo 39589. https://doi.org/10.1038/srep39589
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siones de voto que no se alinean con los análisis puramente 
utilitaristas.

Sin un análisis objetivo de los programas políticos, los ciu-
dadanos participan en la vida pública influenciados por emo-
ciones, legados familiares o experiencias personales previas, 
lo que lleva a un voto visceral que no siempre beneficia al 
individuo y a la sociedad.

Participar políticamente de forma afectiva puede contribuir a 
una sociedad polarizada en la que los ciudadanos se adhieren a 
discursos políticos extremos al igual que a un equipo de futbol. 
Los ciudadanos sin un conocimiento profundo de los programas 
políticos son fácilmente arrastrados a extremos, dividiéndose en 
bandos antagónicos que se perciben como enemigos irreconci-
liables. Así es cómo al ciudadano se le convierte en un mero al-
tavoz de los discursos políticos de ambos extremos que buscan 
el poder, transformándose en un engranaje más de la masa.

Como consecuencia del extremismo de los discursos, se 
censura el pensamiento crítico. La masa manipulada, conven-
cida de poseer la verdad absoluta, se vuelve intolerante hacia 
cualquier discurso diferente. El miedo al linchamiento social 
por los extremos acalla el debate sano, instaurando una tira-
nía de o conmigo o contra mí, donde grupos vociferantes y 
movilizados, afines a discursos extremos, pueden silenciar o 
marginar las voces moderadas o centrales.

La tiranía de o conmigo o contra mí obstaculiza el desa-
rrollo de los discursos basados en la razón, que harían que la 
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sociedad afronte los problemas reales basándose en la realidad 
social. 

Dicha situación beneficia a los grupos de interés con dis-
cursos extremistas que buscan concentrar el poder, ya que les 
permite controlar a la población a través de un discurso fácil-
mente entendible por las masas: divide y vencerás.

Históricamente, esto ya se vivió durante la Revolución 
Francesa, específicamente en el período conocido como el 
Reinado del Terror (1793-1794). Dentro de la revolución, ha-
bía dos facciones principales: los jacobinos y los girondinos. 
Los jacobinos, liderados por Maximilien Robespierre, eran la 
facción más radical y abogaban por una república democrá-
tica. Por otro lado, los girondinos, presentes en la Asamblea 
Nacional, representaban una visión más moderada de la revo-
lución. Ambas facciones compartían el objetivo de derrocar a 
la monarquía absoluta, sin embargo, los discursos totalmente 
opuestos sobre las ejecuciones, especialmente la del rey Luis 
XVI —apoyada por los jacobinos y rechazada por los giron-
dinos—, agravaron sus diferencias. Los jacobinos defendían 
una revolución radical, mientras que los girondinos preferían 
un enfoque más moderado. Esta falta de acuerdo creó un am-
biente de o estás conmigo o estás contra mí. Los girondinos, 
al abogar por una revolución más conciliadora, fueron vistos 
como traidores a la causa revolucionaria y terminaron siendo 
perseguidos, al igual que los aristócratas. En este clima de fa-
natismo y sospecha, la razón y el debate fueron reemplazados 
por el terror y la guillotina. Esto demostró cómo la lógica del 
o conmigo o contra mí puede corromper, incluso, los ideales 
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más nobles y convertir la revolución en un monstruo que de-
vora a sus propios hijos.

Impacto del voto periódico individual

Otro problema subyacente en las democracias occidentales 
modernas es la participación en la vida pública, que se redu-
ce significativamente a elecciones periódicas donde los ciu-
dadanos ejercen su derecho al voto. Esto lleva a que muchos 
ciudadanos se den cuenta de que su voto individual no tiene 
un impacto real a largo plazo, lo que genera desmotivación y 
apatía participativa.

Además, el voto individual, considerado por los gobernan-
tes como una muestra de la madurez ciudadana para participar 
en la vida pública, solo se ejerce una vez en todo el mandato. 
Durante el resto del mandato los ciudadanos son tratados como 
niños que necesitan ser cuidados y guiados, lo que produce 
una dinámica en la que, una vez emitido el voto, las decisiones 
de los ciudadanos sobre las decisiones cotidianas de gobierno 
disminuye drásticamente, generando una sensación de tutela 
de los gobernantes sobre los ciudadanos. 

La realidad es que la participación en la vida pública a través 
del voto individual no tiene un impacto real en la sociedad, ya 
que el peso de un solo voto se diluye en la inmensidad de todos 
los votantes. Por ello, muchos ciudadanos sienten que partici-
par en la vida pública a través de un único voto periódico no 
tiene ningún impacto real en la sociedad, lo que desincentiva el 
interés del ciudadano en la vida pública, ya que el poder de un 
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solo voto se ve diluido en la masa y se vuelve inexistente. Este 
concepto encuentra paralelismo en lo que Anthony Downs 
describió como «la racionalidad de la ignorancia» en su obra 
An economic theory of democracy (1957). En ella, Downs ar-
gumenta que, al percibir individualmente su voto como irrele-
vante, el elector se desincentiva de invertir tiempo y esfuerzo 
en informarse profundamente sobre las cuestiones a votar.

Para los partidos políticos o ciudadanos aspirantes a gober-
nar, el que los ciudadanos participen en la vida pública y sean 
relegados a un rol pasivo, de forma periódica, les es favorable 
por dos razones: la primera es que los ciudadanos solo acuden 
a las urnas cada determinado tiempo, lo que reduce los costos 
y esfuerzos necesarios para las campañas políticas, permitien-
do a partidos y a candidatos concentrar sus recursos en perío-
dos específicos para influir en las decisiones de los votantes, lo 
que puede permitir estrategias de campaña más concentradas 
y potencialmente más eficientes en términos de costes. En se-
gundo lugar, al votar solo una vez, con mucho tiempo de por 
medio, los ciudadanos tienen pocas oportunidades para exi-
gir rendición de cuentas a sus gobernantes durante el resto del 
mandato. Esto permite a los líderes gobernar sin redención de 
cuentas a los ciudadanos.

Problema 2. Gobernantes
Al igual que existía una crisis de la participación de los ciu-

dadanos en la vida pública en las democracias occidentales, 
ocurre lo mismo para los gobernantes. Es necesario reconocer 
que los ciudadanos que aspiran a gobernar se enfrentan a varios 
problemas naturales humanos; por ello, hay que señalarlos.
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Los gobernantes son personas con deseos y aspiraciones

Cuando hablamos de gobernantes, muchas veces se idealiza 
la figura de una persona que antepone los intereses generales a 
los suyos propios. Se espera que, al llegar al poder, un ciuda-
dano se desprenda mágicamente de sus intereses personales en 
favor del bien común. Sin embargo, detrás de cada ciudadano 
que asume el poder, sigue existiendo un ser humano con sus 
propias ambiciones y objetivos vitales. Esta realidad es intrín-
seca a la naturaleza humana, que busca el beneficio propio y 
favorecer a su grupo cercano.

Esta naturaleza humana crea un conflicto fundamental: se 
espera que el gobernante anteponga los intereses generales 
a los particulares, pero su propia condición humana le lleva 
a priorizar sus deseos personales. Por ello, la mayoría de los 
gobernantes, siendo seres falibles, tienden a poner sus intere-
ses particulares por encima de los generales, y no podemos 
ignorar esta dimensión humana. Es evidente que no se puede 
obviar esta naturaleza humana y que muchos gobernantes ven 
en la política un medio para alcanzar sus objetivos personales. 
A lo largo de la historia abundan los ejemplos que lo demues-
tran: casos de corrupción, donde individuos han utilizado la 
política para enriquecerse a sí mismos o a sus allegados; ejem-
plos de nepotismo, en los que políticos han colocado a dedo a 
personas cercanas; y casos de abuso de poder, en los que los 
gobernantes han modificado las leyes a su conveniencia para 
beneficiarse a ellos mismos o a su círculo cercano.

En España, entre los años 2000 y 2020, existieron 3743 ca-
sos de corrupción, según datos extraídos del documento La 
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corrupción política en España: un análisis descriptivo (2000-
2020) escrito por José Abreu. Para ponerse en contexto: en 
veinte años sucedió un caso de corrupción cada dos días. De 
esos casos de corrupción, el 33 % fueron delitos sobre la orde-
nación del territorio y el urbanismo. El 21 % fueron delitos de 
malversación y el 16 % fueron delitos de amaños en concursos 
públicos, es decir, todos son delitos que conllevan enriqueci-
miento personal o de algún familiar o conocido33.

Estos datos alarmantes subrayan las consecuencias de una 
falta de incentivos y de requisitos mínimos de experiencia vi-
tal y profesional para los ciudadanos que aspiran a cargos de 
poder. Esta omisión ha facilitado que individuos con poco o 
ningún prestigio profesional fuera de la política vean en ella un 
medio para enriquecerse, perpetuando así un círculo vicioso 
de parasitismo político. En este escenario, personas que de-
penden exclusivamente de la política para alcanzar sus pro-
yectos vitales estarán dispuestas a hacer lo que sea necesario 
para mantenerse en el poder, y así continuar beneficiándose 
indebidamente de sus posiciones, evidenciando un profundo 
problema estructural en el sistema político.

Reconocer esta realidad es imperante para poder diseñar un 
sistema político que limite la falibilidad humana.

El poder corrompe

A través de varias décadas de estudio, la psicología del poder 
sugiere que los ciudadanos, al asumir una posición de poder, no 

33 Abreu Jiménez, J. (2021). La corrupción política en España: un análisis des-
criptivo (2000-2020).
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pierden sus intereses personales, sino que estos se mantienen y, en 
muchos casos, se intensifican, aumentando el narcisismo, la auto-
complacencia y la toma de decisiones arriesgadas o irresponsables.

Por consiguiente, existe una considerable evidencia de que 
el poder, lejos de mejorar la naturaleza humana, a menudo in-
tensifica ciertos rasgos menos deseables de ella. Esto es apo-
yado por diversos estudios como los de Dacher Keltner, que 
demuestran que quienes ostentan el poder tienden a volverse 
menos atentos a los sentimientos ajenos y más centrados en 
sus propias metas, lo que se traduce en que quienes acceden 
al poder disminuyen su empatía y fomentan comportamientos 
impulsivos y centrados en el interés propio, lo que él denomi-
na: la paradoja del poder34. Otro estudio puede ser el conocido 
experimento de la cárcel de Stanford, dirigido por Philip Zim-
bardo, que evidenció empíricamente la facilidad en que perso-
nas normales sucumbían a la corrupción del poder situacional, 
llegando a ejercer crueldad cuando se les otorga autoridad so-
bre otros en un entorno permisivo35.

Para que esto no pase, según estudios psicológicos, los lí-
deres deben ser inteligentes, resilientes y empáticos, además 
de tener una visión clara de sus propias debilidades. Es funda-
mental que desarrollen mecanismos de control para evitar caer 
en las trampas del poder. En la obra The mind of the leader, de 
Rasmus Hougaard36, se argumenta que la conciencia de estas 

34 Keltner, D. (2016). The Power Paradox: How We Gain and Lose Influence.
35 Zimbardo, P. G. (2007). The Lucifer Effect: Understanding How Good People 
Turn Evil.
36 Hougaard, R., & Carter, J. (2018). The Mind of the Leader: How to Lead Yourself, 
Your People, and Your Organization for Extraordinary Results. Harper Business.
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dinámicas y la implementación de estrategias para mitigarlas 
son esenciales para un liderazgo efectivo y ético.

Históricamente, esto se ha visto a través de la Ley de hierro 
de las oligarquías, de Robert Michels37. Dicha ley sugiere una 
tendencia casi ineludible en la que cualquier organización o 
ciudadano que ostenta el poder, sin importar cuán nobles sean 
sus intenciones iniciales, al ser gobernante, se convertirá en 
una élite dominante. Una vez establecida, se ve impulsada por 
la lógica de la autopreservación y el interés propio para man-
tener sus privilegios, lo que lleva a tomar decisiones y adoptar 
prácticas que preservan su posición y mantienen sus privile-
gios, a menudo a costa de traicionar o corromper sus ideales 
y objetivos que originalmente dieron vida a las nobles inten-
ciones.

Incentivos equivocados

Los gobernantes tienen incentivos débiles, insuficientes 
o mal alineados para hacer bien las cosas, es decir, generar 
riqueza dentro del Estado, aumentar la calidad de vida a tra-
vés de nuevos derechos positivos, etc. Pero tampoco se les 
penaliza de forma directa a nivel patrimonial o personal por 
hacerlo mal. No se penaliza a un gobernante si arruina un 
Estado, si empeora la calidad de vida dentro de este, si coarta 
libertades... El coste de las malas decisiones de los gobernan-
tes se socializa entre los ciudadanos, mientras que la respon-
sabilidad personal del gobernante es inexistente más allá del 
entorno político.

37 Michels, R. (1911). Political Parties: A Sociological Study of the Oligarchical 
Tendencies of Modern Democracy.
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La realidad es que no existen incentivos personales bien 
definidos hacia los gobernantes, porque tampoco existen me-
canismos efectivos para evaluar su desempeño en función de 
objetivos claros y medibles, lo que dificulta la medición de 
metas para alcanzar esos incentivos y, por ende, la rendición 
de cuentas.

Recordemos que un gobierno está compuesto por ciudada-
nos con intereses personales y carece de una concepción ade-
cuada de coste-beneficio respecto a la población. Los gobier-
nos no asumen directamente los beneficios ni las pérdidas, y 
la mayoría de las veces los incentivos de los gobernantes para 
desarrollar una economía a largo plazo en un Estado —que de-
pende esencialmente del aumento de la productividad— cho-
can con los incentivos políticos personales a corto plazo de los 
gobernantes, como obtener beneficios personales o perpetuar-
se en el poder. 

Además, los gobiernos funcionan en un juego de suma cero: 
o gobierna uno o gobierna otro. Así, los ciudadanos que alcan-
zan el poder buscan permanecer en él y perpetuarse. Los go-
bernantes usan el dinero recaudado de la sociedad a través de 
impuestos para su interés personal o para asegurar la reelección 
—cuyo problema está ampliamente documentado a lo largo de 
la historia y en muchos sistemas políticos—, lo que lleva a la 
ineficacia y el despilfarro del dinero público mediante subven-
ciones, compra de votos y obras sin beneficio para la sociedad.

Según datos de Eurostat, España, en 2021, presentaba un 
Producto Interior Bruto (PIB) per cápita real de 22811 €, 
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una cifra prácticamente idéntica a los 22476 € registrados en 
200538. Esto implica un estancamiento económico de dieciséis 
años. Además, si se compara con la media de la Unión Euro-
pea, el PIB per cápita de España en Paridades de Poder Adqui-
sitivo (PPA) pasó de representar el 103.2 % de la media de la 
UE27 en 2005 al 84.4 % en 2021, lo que demuestra una pérdi-
da de poder adquisitivo relativo y una divergencia económica.

Sin incentivos bien definidos, incluso los gobernantes que 
alineen sus acciones con las del bienestar general será la de 
buscar perpetuarse en el poder. Cuando esto ocurre, se ante-
pone la supervivencia política del gobernante en lugar de la 
buena gestión del Estado para generar riqueza, lo que a largo 
plazo conducirá al Estado al fracaso.

Poco control sobre los gobernantes por parte de la ciudadanía

Los ciudadanos, que no están educados en la vida pública y 
solo participan en ella de forma periódica, rara vez se les involucra 
en el control de los gobernantes. Esta desconexión entre la parti-
cipación en la vida pública periódica, por parte de los ciudadanos 
sin intereses o con poco interés en la vida pública, contribuye a 
una falta de rendición de cuentas por parte de los gobernantes.

Sin ninguna participación activa de los ciudadanos que ten-
ga un impacto real sobre el control de los gobernantes, estos 
pueden actuar, a veces de forma negligente, con menores pre-
ocupaciones por consecuencias tangibles derivadas de la reac-
ción ciudadana.

38 Eurostat. Real GDP per cápita.
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Parte 2. Los principios del Pragmatecmerismo

Esta segunda parte del ensayo se centrará en proponer solu-
ciones a los problemas de las ideologías modernas occidenta-
les apoyándose en datos. Para ello y como hemos adelantado, 
el Pragmatecmerismo buscará abordar estos problemas a tra-
vés de la verdad objetiva política utilitaria, debido a que está 
basada en datos, para que todos los ciudadanos puedan alcan-
zar su proyecto vital a través de acciones positivas avaladas 
con datos. 

Esta verdad objetiva política utilitaria podrá medirse eva-
luando la mejora social en términos del aumento del PIB per 
cápita, aumento de la esperanza de vida, mejora en los niveles 
de educación, mejora en la salud mental de la sociedad, reduc-
ción de la pobreza y otros factores positivos para el individuo 
y la sociedad. 
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Capítulo 4
Solucionando los problemas de corte socialista. 

Redefiniendo el Estado

Aristóteles ya nos adelantó que el ser humano nace con una 
característica social y la va desarrollando a lo largo de su vida, 
necesitando de otros seres humanos para poder sobrevivir. Es 
así como los seres humanos necesitan cooperar para sobrevi-
vir, y esta cooperación se estructura mediante formas de poder 
en las que los individuos se relacionan.

Existen varias formas de poder. En la primera, los indivi-
duos pueden ejercer el poder a través de la persuasión, inten-
tando cooperar de manera voluntaria con la finalidad de ayu-
dar al otro. También existe la manipulación: los individuos se 
relacionan buscando el beneficio de quien dirige la conducta 
de la otra persona, haciéndolo sin que esta se dé cuenta. Por 
último, está la coerción: los individuos se relacionan de mane-
ra impositiva, obligándolos por la fuerza y contra su voluntad 
a cooperar de una determinada manera; si no lo hacen, serán 
castigados. Así es cómo el Estado obliga a cooperar a los ciu-
dadanos.

La forma coercitiva del Estado, tal como se aplica actual-
mente, parte de las teorías sobre su origen mediante actos de 
violencia y conquista. Nace de grupos de individuos que, al 
asociarse y ejercer la violencia, obligan a otros individuos a 
cooperar con ese ente para apropiarse de sus recursos. Esto es 
descrito por varios autores, tales como Franz Oppenheimer en 
su obra El Estado (1908). En ella, Oppenheimer afirma que el 
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origen del Estado no está en un contrato social voluntario, sino 
en la conquista y la dominación de un grupo por otro.

Debemos destacar que dicho contrato social nunca se dio 
como un evento histórico real, sino que es un constructo hipo-
tético para justificar la legitimidad del Estado. Sin embargo, 
si este contrato tuviera una analogía con un contrato jurídico, 
tendría problemas legales y no sería vinculante, ya que, si este 
contrato social conllevara obligaciones, estas no podrían apli-
carse a todos los individuos que no lo firmaron de forma explí-
cita, pues los contratos solo pueden vincular a los individuos 
que lo han firmado. Además, cualquier contrato debería tener 
una cláusula de salida para poder resolverse, por lo que, dicho 
contrato social es incoherente a nivel jurídico.

Resumiendo: muchos autores afirman que el Estado surge 
a partir de la coerción y la conquista y no a través de la coope-
ración voluntaria o pacífica, es decir, es el resultado de la vio-
lencia ejercida por un grupo sobre otro. Este grupo dominante 
utiliza la fuerza para subyugar a otros, obligándolos a cooperar 
y cediendo recursos y poder al Estado emergente. Por ello, se 
sostiene que la formación del Estado está intrínsecamente liga-
da a la guerra y la dominación, donde el control territorial y la 
explotación de los recursos son fundamentales para consolidar 
el poder estatal. El origen del Estado es perverso y ha tenido 
que irse adaptando a los tiempos modernos para no desapare-
cer. El Estado moderno ha evolucionado con la idea de obtener 
legitimidad frente a los ciudadanos y evitar así desaparecer.

El Estado moderno obliga a cooperar a los individuos de 
forma impersonal y su representación es a través de símbolos, 
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como puede ser la bandera de un país. Por ello, el Estado se 
visualiza en la mente del individuo a través de símbolos y se 
legitima tanto por los propios ciudadanos, con un sentimien-
to de pertenencia, como por las relaciones internacionales de 
otros Estados cuando son reconocidos. Por eso, en países don-
de hay conflictos armados o soberanía disputada, puede existir 
el no reconocimiento del Estado. Por ejemplo, Palestina. Los 
ciudadanos se sienten pertenecientes a un Estado, pero otros 
Estados no lo legitiman. La importancia de estos mecanismos 
simbólicos ya fue explicada por Benedict Anderson en su obra 
Comunidades imaginadas, quien argumenta que los Estados 
modernos son comunidades imaginadas en las que los indi-
viduos nunca se conocerán personalmente, pero tienen una 
unión entre ellos a través de símbolos como la bandera, el him-
no nacional y la historia compartida, que fomentan un sentido 
de pertenencia e identidad común.

La institución del gobierno dentro del Estado moderno pue-
de ser vista, desde la perspectiva de la teoría de la elección pú-
blica, como un mecanismo para extraer riqueza y redistribuirla 
hacia grupos de interés afines al poder. Esta visión crítica se 
nutre de ideas como las de Mancur Olson, quien en su libro 
Power and Prosperity (2000) explica el origen de la autocracia 
a través de la figura del bandido estacionario: un déspota que, 
a diferencia del saqueador nómada, establece un control esta-
ble sobre un territorio y fomenta cierta prosperidad para poder 
maximizar su recaudación de impuestos a largo plazo.. Esto es 
posible debido a la creación de este Estado moderno, que no es 
más que una comunidad imaginaria, como ya lo argumentaba 
Benedict Anderson, en la que, a través de una identidad nacio-
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nal, los ciudadanos le ofrecen lealtad y evita una conciencia 
de clase productora en la que los ciudadanos transfieren una 
gran parte de su riqueza —mucho mayor que si tuviera una 
conciencia de clase desarrollada— al Estado de forma siste-
mática para mantener el aparato estatal y beneficiar a las élites 
políticas. Sin esta conciencia de clase los ciudadanos aceptan 
ser cargados con muchos mayores impuestos y la intervención 
del Estado en la vida de los ciudadanos es mayor. 

Además, al no existir un ente personal específico, la masa 
no puede culpar directamente a los gobernantes con nombres 
y apellidos, ya que estos actúan en nombre del Estado, que es 
algo inventado. Antiguamente, quien ejercía el poder lo hacía 
de manera personificada, es decir, tenía nombre y apellidos, 
pudiendo ser, por ejemplo, el rey Carlos I de España (1500-
1558). Sin embargo, cuando aparece el Estado moderno, la 
forma de poder político se hace de manera impersonal, lo que 
hace que se difumine la responsabilidad directa de los gober-
nantes. Quien ejerce el poder político lo hace sin tener nombre 
y apellido, detrás de un ente llamado Estado que se representa 
con símbolos.

Con base a lo anterior, desde una perspectiva fundamental 
de la dinámica del poder y los recursos dentro del Estado y 
simplificando para destacar la relación esencial, se puede ob-
servar que dentro de un Estado hay dos clases: los que produ-
cen y los que viven de lo producido. En otras palabras: o eres 
de la clase gobernante o eres gobernado. O eres de los que 
extrae riqueza a otros ciudadanos a través de la fuerza o eres al 
que le extraen la riqueza.
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No obstante, en el contexto actual, el Estado moderno se 
ha establecido a lo largo de la historia, y su desmantelamien-
to sería extremadamente complicado, por no decir imposible, 
llevándonos a una utopía, ya que los ciudadanos, acostumbra-
dos a su presencia, difícilmente podrían concebir una vida sin 
Estado. Además, y como nos ha demostrado la historia, en au-
sencia del Estado surgiría rápidamente otro grupo organizado 
que asumiría el monopolio de la violencia. 

Así sucedió en Haití en 2021, país que tenía un deterioro 
significativo de la seguridad. Este se enfrentó a un vacío de 
poder cuando se asesinó al presidente Jovenel Moïse en julio 
de 2021, lo que condujo al colapso del Estado y de sus institu-
ciones. En esta situación, las pandillas rápidamente asumieron 
ese vacío de poder, imponiendo su propio orden mediante la 
violencia y el terror, provocando una crisis humanitaria con 
miles de ciudadanos desplazados. 

Otro ejemplo es Somalia. Desde la caída del régimen de 
Siad Barre en 1991, este país ha experimentado décadas de 
conflicto y falta de un gobierno central efectivo que tenga le-
gitimidad y monopolio de la violencia. La ausencia de un Es-
tado funcional ha permitido que facciones armadas y grupos 
terroristas, como Al-Shabaab, controlen diferentes regiones, 
resultando en violencia continua, pobreza extrema y crisis hu-
manitaria. 

Finalmente, el caso de Libia, tras la caída de Muamar Ga-
dafi en 2011, muestra cómo el vacío de poder puede llevar a un 
conflicto prolongado: sin un Estado que asuma el monopolio 
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de la violencia, diversos grupos armados han luchado por el 
control, causando caos, destrucción y terror, así como una cri-
sis humanitaria y de seguridad.

Los ejemplos de Haití, Somalia y Libia ilustran cómo la au-
sencia del Estado puede llevar a un colapso del orden social y 
al surgimiento de grupos violentos que imponen su propia ley, 
resaltando la complicada y, a menudo, necesaria presencia del 
Estado en la sociedad actual.

Con todo ello, soy consciente de que lo ideal es la coope-
ración voluntaria entre los individuos, ejerciendo el poder a 
través de la persuasión basada en datos para el beneficio de 
todos. Para ello, el individuo debería saber cooperar, contribuir 
al bienestar común, para que otros individuos prosperen dentro 
de la sociedad. De esta forma, también se beneficia al ciuda-
dano que contribuye a que otro prospere, que, como veremos 
más adelante, llamaremos egoísmo racional.

Egoísmo racional

Me refiero a la comprensión de que un individuo, actuando 
desde un interés propio bien entendido, debe contribuir a que 
otros ciudadanos accedan a derechos positivos. Estos derechos 
positivos, para ser efectivos, deben estar fundamentados en 
datos que demuestren su beneficio para el conjunto de la so-
ciedad. Una sociedad que mejora en términos cuantificables, 
tales como el aumento del PIB per cápita, aumento de la espe-
ranza de vida y mejora en los niveles de educación, beneficiará 
de una forma indirecta al propio individuo que habita en ella. 
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Por tanto, cuando un individuo contribuye al establecimiento 
de los derechos positivos necesarios —avalados por datos—, 
ofrece como resultado una ventaja para la sociedad en su con-
junto; además, a largo plazo, también es un beneficio para el 
individuo. Esto es lo que se define en este ensayo como el 
egoísmo racional.

Sin embargo, es importante aclarar que este entendimiento 
no es natural, ya que la naturaleza humana tiende a ser cor-
toplacista y busca resultados directos e inmediatos. Ayudar a 
otros implica beneficios a largo plazo y de manera indirecta, lo 
cual requiere un entendimiento más profundo, que va en contra 
de tendencias psicológicas y neurobiológicas bien documenta-
das del ser humano, como la fuerte atracción por la gratifica-
ción inmediata, en la que participan sistemas de recompensa 
cerebral donde hormonas, como la dopamina, juegan un pa-
pel fundamental. Hasta que los individuos no internalicen que 
cooperar para el bienestar de otros individuos —aplicando un 
egoísmo racional— les beneficia a ellos a largo plazo, será 
necesario implementar una cooperación obligatoria. Solo así 
se podrá asegurar que todos contribuyan al bienestar común 
mientras desarrollan esa comprensión.

La necesidad de aplicar un marco como el egoísmo racio-
nal se vuelve necesario debido al aumento del individualis-
mo, lo cual se evidencia a través de diferentes estudios que 
sugieren que las sociedades, sobre todo occidentales, se están 
volviendo más individualistas. Un estudio de Santos, Varnum 
y Grossmann (2017), publicado en Psychological Science, 
analizó múltiples indicadores de individualismo en setenta y 
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ocho países entre 1960 y 2011, incluyendo datos de la World 
Values Survey (WVS), encuestadora a gran escala que mide 
valores como la confianza interpersonal, la participación so-
cial y la religiosidad, sobre los valores de crianza. Encontraron 
un aumento global en la importancia atribuida a enseñar in-
dependencia a los niños, una característica central del indivi-
dualismo39. Las encuestas de WVS dieron como resultado un 
porcentaje de encuestados que mencionaron la independencia 
como una cualidad importante a inculcar en los niños y que 
pasó del 59.4 % en 1982 al 65.3 % en 2017. En España, este 
cambio fue mayor, pasando del 33.5 % en 1981 al 59.6 % en 
202140. Estos cambios, junto a preguntas de WVS como «¿es 
mejor centrarse en uno mismo y en la propia familia?», en la 
que la respuesta marca un aumento del 29 % en 1981 al 41 % 
en 2020, nos sugiere una tendencia hacia un mayor enfoque 
individual y una menor dependencia de estructuras sociales.

Con este panorama social donde el individualismo muchas 
veces trae consigo tendencias cortoplacistas, el concepto que 
propongo como egoísmo racional busca ofrecer un marco para 
la cooperación beneficiosa entre los individuos. Se refiere a la 
idea de que, incluso desde una perspectiva fundamentalmente 
egoísta, al individuo le interesa cooperar con otros individuos. 
Esta cooperación, basada en datos, llevará a una sociedad don-
de la situación de todos los individuos mejore, lo que llevará 
a una situación donde todos los individuos ganen. La concep-
ción del término egoísmo racional viene dada por la unión del 
39 Santos, H. C., Varnum, M. E. W., & Grossmann, I. (2017). Global Increases in 
Individualism. Psychological Science.
40 World Values Survey Association. WVS Wave 1 (1981-1984); WVS Wave 7 (2017-
2022).
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término egoísmo, el cual se refiere a la motivación individua-
lista subyacente, y racionalidad, que implica la capacidad de 
considerar las consecuencias a largo plazo y reconocer los be-
neficios sostenidos que se derivan de la cooperación estructu-
rada, basada en datos y evidencias.

Hay que diferenciar el egoísmo racional del Pragmatecme-
rismo de un utilitarismo simplista, para evitar la crítica de que 
es meramente una nueva justificación para la coerción estatal. 
Esta diferencia se apoya en tres pilares fundamentales que evi-
tan la tiranía de la mayoría.

El primer pilar que diferencia el egoísmo racional del utili-
tarismo clásico se basa en el criterio de suma positiva, donde 
las acciones avaladas con datos deben beneficiar a la sociedad 
en su conjunto, pero también al individuo. Esto se diferencia 
del utilitarismo clásico, que busca el mayor bien para el mayor 
número de individuos y puede usarse para justificar la pérdida 
de derechos o intereses de una minoría si ello es bueno para la 
mayoría. Por ello, con el egoísmo racional, tanto la sociedad 
como el individuo —incluido quien contribuye forzosamen-
te— se beneficiarán a largo plazo. Este beneficio puede ser in-
directo —menor criminalidad, mayor estabilidad económica, 
menor presión fiscal futura—, pero debe ser un beneficio real 
avalado para el individuo que contribuye. 

El segundo pilar en el que se apoya el egoísmo racional 
frente al utilitarismo clásico es que solo están legitimados lo 
derechos positivos basados en datos y evidencias que benefi-
cien tanto a la sociedad como al individuo, poniendo límite al 
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poder para conceder derechos positivos de forma indiscrimi-
nada y especulativa. 

El tercer pilar diferenciador es que, con el utilitarismo, se 
busca la maximización de la utilidad para que la mayoría de 
personas pueda alcanzar su felicidad, y esto puede entrar en 
conflicto con la libertad individual. Sin embargo, dentro del 
egoísmo racional no se busca la maximización de la utilidad 
para que la mayoría de personas alcance su felicidad, sino que 
se busca la creación de las condiciones materiales de posibili-
dad para el ejercicio de la libertad individual. Estas condicio-
nes materiales son, muchas de ellas, derechos positivos, como 
la sanidad, educación y otros que son medios indispensables. 
Permiten que cada individuo pueda alcanzar libremente lo que 
ellos entiendan como su proyecto vital necesario para alcanzar 
su felicidad, no la felicidad de la mayoría. 

La lógica subyacente al egoísmo racional comparte simi-
litudes con el dilema del prisionero en la teoría de juegos. En 
este problema fundamental, dos sospechosos son arrestados y 
deben decidir, sin poder comunicarse entre sí, si confiesan un 
crimen o permanecen en silencio. La estructura de incentivos 
es tal que, si ambos cooperan, es decir, si permanecen en si-
lencio, recibirán una pena leve. Sin embargo, si uno traiciona 
al otro, confesando, mientras su compañero guarda silencio, el 
traidor queda libre y el otro recibe la pena máxima. Por eso, 
la tentación individual de traicionar está presente en ambos, lo 
que lleva a un escenario en el que ambos terminan confesando, 
lo que resulta en penas intermedias para los dos, un resultado 
peor que si hubieran cooperado. Este dilema muestra cómo la 
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búsqueda de beneficios individualistas a corto plazo puede dar 
una situación peor para todos los individuos. A diferencia de 
los juegos de suma cero, donde si uno gana el otro necesaria-
mente pierde, el dilema del prisionero no es un juego de suma 
cero, donde la cooperación entre individuos genera beneficios 
para ambos. Esto ocurre en los sistemas sociales complejos, 
donde es necesaria la colaboración entre individuos para obte-
ner un mayor bienestar colectivo, incluso cuando la búsqueda 
de beneficios individuales empuja en la dirección contraria.

Parecido a lo que ocurre en el dilema del prisionero, si cada 
persona actúa de forma individualista y cortoplacista, sin un 
raciocinio lógico y sin coordinarse con los demás, la sociedad 
puede caer en lo que se conoce como un equilibrio de Nash. 
Este es un concepto clave en la teoría de juegos. Describe una 
situación en la que ningún individuo puede mejorar su situa-
ción personal si solo sigue pensando de forma individualista, 
porque todos los demás siguen haciendo lo mismo. No hay 
que confundir el equilibro de Nash como la mejor situación, 
ya que puede ser estable, pero puede ser ineficiente, injusta o 
directamente perjudica al bienestar común. Es simplemente un 
punto donde las acciones de los individuos están en equilibro, 
aunque no se maximice el potencial colectivo. Volviendo al di-
lema del prisionero, el equilibrio de Nash se da cuando ambos 
prisioneros confiesan. Cada uno piensa de forma individua-
lista, sin saber lo que hará el otro. Para protegerse, el indivi-
duo lo más seguro es que confiese, basándose en el siguiente 
raciocinio: si el otro individuo guarda silencio y no confiesa, 
yo confieso y obtengo la libertad; por otro lado, si el otro indi-
viduo confiesa y yo confieso, por lo menos, yo no me llevo la 
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peor condena. Siguiendo este raciocinio, ambos confesarían. 
Por tanto, pensar de forma individualista es un mal resultado, 
ya que ambos obtendrían una pena intermedia, y esto es un 
peor resultado que si hubieran cooperado. Por ello, si no se 
les explica la razón por la que cambiar su visión individualista 
para que puedan cooperar, es muy complejo que la cambien, 
pues, si solo se arriesga a cooperar, puede acabar muy perju-
dicado. Por eso, esto es un equilibro de Nash: un resultado en 
equilibro atrapado en una lógica individualista. Un resultado 
estable, pero no el mejor resultado. Un resultado en el que ac-
tuar de forma individualista es peor que si hubieran cooperado.

Aquí es donde entra el Pragmatecmerismo con el concep-
to de egoísmo racional: una forma de actuar que, basándose 
en datos y evidencias, busca rediseñar los incentivos para que 
el beneficio individual no esté reñido con el bien común. El 
objetivo no es imponer la cooperación, sino demostrar racio-
nalmente que cooperar genera beneficios reales, medibles y 
sostenibles en el tiempo para todos los participantes. Así, la 
sociedad podría evolucionar desde equilibrios pobres hacia 
nuevos equilibrios óptimos, donde el egoísmo racional, bien 
fundamentado, alinearía los intereses individuales con los co-
lectivos.

Un ejemplo concreto de este concepto es la inversión para 
que los ciudadanos tengan mejor salud. Cuando un individuo 
contribuye a que otros tengan acceso a alimentación, ropa u 
otras necesidades básicas, repercutirá de forma directa en la 
mejora de la calidad de vida de los beneficiarios y, de forma 
indirecta, por ejemplo, a la menor presión fiscal del donante, 
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debido a la menor carga de ciudadanos hacia el sistema sanita-
rio, ya que los beneficiarios tendrán mejor salud. Esto ha sido 
medido por varios estudios y organizaciones. La Organización 
Mundial de la Salud (OMS) ha señalado que invertir en estas 
áreas puede generar importantes retornos económicos y de sa-
lud. En el informe Our planet, our health: report of the WHO 
Council on the Economics of Health for All (2023), la OMS 
afirma que invertir en salud, incluso mediante servicios socia-
les básicos, es una inversión en capital humano. Argumenta 
que cada dólar invertido en salud para estratos sociales bajos 
y medios podría generar un retorno económico de entre dos 
y cuatro dólares41. Si los ciudadanos de un Estado están más 
sanos, gracias a las necesidades básicas cubiertas, requerirán 
menos intervenciones médicas costosas y, por consiguiente, 
beneficiarán indirectamente a toda la sociedad a través de una 
menor presión fiscal para sanidad o una mayor productividad.

Otro ejemplo es la educación. Al invertir en la educación 
de otros ciudadanos, se beneficia a la sociedad en su conjunto. 
Las personas con un mayor nivel educativo tienden a integrar-
se mejor social y económicamente, lo que puede conducir a 
una menor criminalidad y una mayor cohesión social. El infor-
me de la OCDE Education at a Glance 202242, en particular 
en la pregunta What are the social outcomes of education?, 
muestra que, en promedio, en los países de la OCDE con datos 
disponibles, los adultos con educación terciaria tienen tasas de 
encarcelamiento significativamente menores que aquellos con 
41 World Health Organization (WHO). (2023). Our planet, our health: report of 
the WHO Council on the Economics of Health for All. Geneva: World Health Or-
ganization.
42 OECD. (2022). Education at a Glance 2022: OECD Indicators.
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niveles educativos inferiores. En 2020 o 2021, solo el 0.4 % 
de los adultos de 25 a 64 años con educación terciaria estaban 
encarcelados, en comparación con el 1.1 % de aquellos con 
educación secundaria superior o postsecundaria no terciaria y 
el 2.4 % de aquellos con educación por debajo de la secundaria 
superior. Además, el mismo informe señala que los adultos con 
mayor nivel educativo reportan niveles más altos de confianza 
interpersonal y participación cívica, como el voluntariado. Lo 
que contribuye a una sociedad más estable y propicia para el 
desarrollo económico.

Asimismo, ayudar a que otros ciudadanos tengan más opor-
tunidades y, por ende, tengan mayor crecimiento económico, 
contribuye a reducir la pobreza y disminuir la desigualdad. 
El informe del Banco Mundial Poverty and Shared Prospe-
rity 2016: Taking on Inequality43 muestra esta conexión. Este 
informe sostiene que la alta desigualdad de ingresos dificulta 
la reducción de la pobreza y que la desigualdad de oportu-
nidades —donde las circunstancias de nacimiento determinan 
en gran medida las oportunidades de vida de una persona— 
puede llevar a un desperdicio de potencial productivo y a una 
asignación ineficiente de recursos, resultando en un menor cre-
cimiento. El informe también destaca que cuando la desigual-
dad es alta, el crecimiento no se traduce tan eficientemente en 
reducción de la pobreza como cuando la desigualdad es baja. 
Esto implica que las políticas que promueven la equidad de 
oportunidades y reducen las disparidades económicas pueden 
generar un círculo virtuoso de crecimiento más inclusivo, sos-
tenible y una mayor cohesión social.

43 World Bank (2016). Poverty and Shared Prosperity 2016: Taking on Inequality.
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En resumen: el egoísmo racional busca un equilibrio en el 
que todos los ciudadanos ganen. Esto es beneficioso para el ciu-
dadano que coopera con otros ciudadanos, no solo por razones 
altruistas, sino de forma egoísta, ya que el propio ciudadano ob-
tiene beneficios directos y tangibles que se verán reflejados en 
su calidad de vida porque vive en una sociedad mejor. En pocas 
palabras, el egoísmo racional implica que, desde un punto de 
vista egoísta, a cada individuo le conviene contribuir al bienes-
tar común, porque eso, a largo plazo, le beneficia a él mismo.

Desde mi punto de vista, las sociedades son cada vez más 
egoístas e individualistas debido a la forma en que los indi-
viduos se relacionan. Con la globalización, las relaciones 
basadas en valores tradicionales, a menudo heredados de la 
religión, están siendo desplazadas por interacciones funda-
mentadas en el cálculo costo-beneficio. Es decir, en un mundo 
tan global y conectado, donde no todos comparten los mismos 
valores tradicionales, las relaciones tienden a basarse en lo que 
se puede ganar mutuamente, y la forma de relacionarse se basa 
en el coste-beneficio. Las relaciones dejan de estar basadas en 
creencias para estar basadas en instrumentos de cálculo, por lo 
que se fomenta un comportamiento más egoísta en las socie-
dades. 

Resumiendo: debido a las sociedades cada vez más indivi-
dualistas y cortoplacistas, donde los individuos ya no cooperan 
voluntariamente, sino que actúan según un cálculo costo-bene-
ficio, se hace necesario aplicar el concepto del egoísmo racio-
nal, el cual haría que los individuos cooperaran y obtuvieran 
beneficios a largo plazo. 
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Derechos positivos basados en el egoísmo racional

Como se ha adelantado, que los ciudadanos aporten a que 
otros ciudadanos dentro del Estado alcancen derechos positi-
vos beneficiará de forma indirecta y a largo plazo al ciudadano 
que aporta riqueza. Esto es algo que no es sencillo de entender 
para muchos, ya que el ciudadano a quien le extraen la rique-
za no tiene la visión directa de ese resultado o ese beneficio, 
sino que es algo social que solo se puede entender gracias a 
estudios.

Como veremos más adelante —respaldándome en nume-
rosos estudios, de los cuales solo nombraremos algunos—, en 
el Pragmatecmerismo existirá la aplicación de derechos posi-
tivos, pero solo los que el egoísmo racional basado en datos 
legitime, es decir, los que beneficien al individuo que aporta, al 
individuo que los recibe y a la sociedad en su totalidad. 

Que un ciudadano reciba un derecho positivo debe acarrear 
una contrapartida simbólica que lo perciba frente a la socie-
dad. Si un ciudadano no puede pagar la sanidad o no tiene ali-
mentación y la sociedad se las tiene que costear, el ciudadano 
que las perciba deberá contribuir a la sociedad a través de una 
contribución comunitaria simbólica frente al resto de ciudada-
nos, para evitar la dependencia y fomentar la dignidad.

Educación

Como hemos adelantado, que todos los ciudadanos tengan 
educación beneficia tanto al individuo que la percibe, porque 
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tendrá más oportunidades para generar riqueza y alcanzar su 
proyecto vital, como a la sociedad en su conjunto.

Una de las razones por lo que ocurre esto es la reducción de 
la criminalidad. Estudios como el del Institute for Economics 
and Peace, en su informe Global Peace Index 2019, destaca 
que las sociedades más educadas tienden a ser más pacíficas. 
La educación es un componente central del pilar altos niveles 
de capital humano de su concepto de paz positiva, que se aso-
cia con menor incidencia de violencia y, por consiguiente, de 
criminalidad44. Por ejemplo, países como Finlandia, reconoci-
do por ser uno de los mejores países de la zona euro con me-
jor sistema educativo, suelen presentar tasas de ciertos delitos, 
como homicidios, por debajo de la media de la Unión Europea, 
según datos de Eurostat45. Por otro lado, un estudio de Loch-
ner y Moretti (2004), publicado en el American Economic Re-
view y basado en datos de Estados Unidos, encontró que la 
educación reduce significativamente la actividad criminal, con 
análisis que sugieren que un aumento en la tasa de graduación 
de secundaria se asocia con notables reducciones en tasas de 
arrestos y costos relacionados con el crimen46. El estudio Edu-
cation and Crime 2004 de Estados Unidos, realizado por el 
National Bureau of Economic Research (NBER), señala que 
encontró que un aumento del 1 % en la tasa de graduación 
de secundaria se asocia con una reducción del 1,9 % en los 
arrestos. Así, numerosos estudios confirman que una sociedad 
educada tiende a presentar menores tasas de criminalidad.
44 Institute for Economics and Peace (2019). Global Peace Index 2019: Measuring 
Peace in a Complex World.
45 Eurostat. Base de datos de Estadísticas de Criminalidad.
46 Lochner, L., & Moretti, E. (2004). The Effect of Education on Crime: Evidence 
from Prison Inmates, Arrests, and Self-Reports.
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Además, según varios estudios, el que un ciudadano ten-
ga acceso a la educación hace que su desarrollo económico 
sea mayor, por tanto, al final crea más riqueza dentro del Es-
tado y beneficia a la sociedad en su conjunto. Esto se puede 
ver, por ejemplo, en el estudio The Condition of Education de 
2020 del National Center for Education Statistics (NCES) de 
Estados Unidos, el cual afirma que los ciudadanos con título 
universitario ganan un 67 % más que aquellos con solo título 
de secundaria47. También, la tasa de desempleo para personas 
con un título universitario (2,2 %) es más baja comparada con 
aquellos que no tienen un diploma de secundaria (5,4 %)48. 

Otro estudio en el contexto de la Unión Europea sobre per-
sonas en riesgo de pobreza o exclusión de 2022, realizado por 
Eurostat49, afirmó que la tasa de riesgo de pobreza para perso-
nas con un título universitario (ISCED 5-8) era menor (11,4 
%) que para personas con solo educación secundaria (ISCED 
3-4) (19,9 %) o educación primaria (ISCED 0-2) (34, 5%), 
lo que indica la correlación entre la educación y el desarrollo 
económico del ciudadano. 

Es por esto que, gracias a numerosos estudios, podemos 
afirmar que la educación es necesaria, es decir, que los ciu-
dadanos sean educados beneficia tanto al ciudadano como a 
la sociedad en su conjunto, ya que, que los ciudadanos estén 
47 U.S. Department of Education, National Center for Education Statistics (2020). 
Condition of Education 2020 (NCES 2020-144). Annual Earnings by Educational 
Attainment.
48 U.S. Department of Education, National Center for Education Statistics (2020). 
Condition of Education 2020 (NCES 2020-144). Employment and Unemployment 
Rates by Educational Attainment.
49 Eurostat. Living conditions in Europe-poverty and social exclusion.
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educados se asocia con un menor índice de criminalidad y con 
una mayor prosperidad individual y colectiva.

Salud

Como se analiza a continuación, el hecho de que todos los 
ciudadanos tengan acceso a servicios que mejoren su salud es 
beneficioso para la sociedad en su conjunto, ya que tener a 
personas con buena salud hace que sean más productivas y, por 
ende, mejore el entorno social del Estado. Estos servicios son 
los basados en el acceso a la sanidad universal, a la alimenta-
ción mínima, a la ropa, al trabajo y a la vivienda.

Numerosos estudios afirman que el acceso a la sanidad es 
beneficioso para la sociedad. La Organización Mundial de la 
Salud (OMS) argumenta que la inversión en sistemas sanitarios 
universales, además de mejorar la salud de la población, tam-
bién representa una inversión económica que contribuye al cre-
cimiento social y económico50. Esto es debido a dos razones: la 
primera, es que individuos más sanos son más productivos, lo 
que impulsa el crecimiento económico general. La segunda, es 
que se reducen los costos sanitarios agregados al disminuir la 
carga al sistema sanitario proveniente de enfermedades y disca-
pacidades, lo que se traduce en una menor presión fiscal sobre 
el gasto sanitario, permitiendo optimizar los recursos fiscales y, 
en última instancia, reducir la carga impositiva a los ciudadanos. 

Respecto al acceso a una alimentación adecuada, el estudio 
multiinstitucional The Cost of Hunger in Africa (COHA) de 

50 Organización Mundial de la Salud (OMS). Making the economic case for invest-
ing in health systems.
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2014, realizado por entidades como la Comisión de la Unión 
Africana y la Comisión Económica para África de las Nacio-
nes Unidas (UNECA)51, concluyó que ciudadanos que no tie-
nen acceso a una alimentación correcta producen un impacto 
económico negativo importante, debido a costos adicionales 
en salud, educación y pérdida de productividad laboral. Aña-
dió que una nutrición infantil deficiente también tiene un im-
pacto económico negativo debido al aumento en los costes de 
atención médica, y peores resultados educativos debido al me-
nor rendimiento escolar. Lo que se traduce en que en la edad 
adulta tengan menor productividad laboral.

Servicios como el acceso a la vivienda también se han de-
mostrado beneficiosos en numerosos estudios. Informes, como 
Housing and Health: Time Again for Public Health Action de 
2012 o como el publicado por la American Public Health As-
sociation (APHA)52, afirman que ciudadanos con mejores con-
diciones para el acceso a la vivienda reducen la incidencia de 
enfermedades y mejoran la salud general, lo que contribuye a 
una sociedad más saludable y con menores gastos sanitarios 
asociados a condiciones de vivienda deficientes.

Además, que los ciudadanos tengan acceso al trabajo a tra-
vés de un entorno adecuado que promueva el trabajo decente 
contribuye a la prosperidad económica del Estado. También se 
ha demostrado que el empleo activo tiene un impacto positivo 
en la salud mental. Numerosos estudios, como el de Harvard 
51 The cost of hunger in Africa (COHA) Continental Report Social and Economic 
Impact of Child Undernutrition.
52 American Public Health Association (2017). Improving Health and Promoting 
Health Equity Through Access to Affordable, Quality Housing.
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T.H. Chan School of Public Health en 2014 o como el metaa-
nálisis de Paul y Moser (2009) en el Journal of Vocational Be-
havior53, indican que el desempleo se asocia con un riesgo ma-
yor de depresión, ansiedad y otros problemas de salud mental.

Por ello, el Pragmatecmerismo aboga por una libertad equi-
librada, entendida como una libertad con responsabilidad so-
cial en la que se aboga porque el individuo tenga facilidades 
para alcanzar lo que él considere su proyecto vital, pero reco-
noce que el individuo es un ser social y, por consiguiente, tiene 
una responsabilidad inherente hacia la sociedad. Así, dentro 
del Pragmatecmerismo se promoverá y protegerá la libertad 
individual, pero se reconocerá que esta libertad individual no 
es absoluta, ya que vivir en sociedad implica un compromiso 
con el bienestar colectivo, cuyos límites y alcances se definen 
y justifican mediante el principio del egoísmo racional.

En este marco, el Estado ejercerá su poder coercitivo para 
asegurar que todos los ciudadanos contribuyan a un sistema 
de protección durante los momentos de mayor vulnerabilidad 
humana: la infancia, la enfermedad y la vejez. Esta obligación 
de contribución solidaria se legitima y se limita a través del 
egoísmo racional, que demuestra el beneficio tangible y a largo 
plazo que dicha protección reporta tanto al individuo como a 
la sociedad en su conjunto. Aquellos ciudadanos que se benefi-
cien de los derechos positivos derivados del egoísmo racional 
asumirán una responsabilidad social hacia el resto de los ciu-
dadanos y contribuirán de una forma simbólica a la sociedad, 
evitando la dependencia del Estado.

53 Paul, K. I., & Moser, K. (2009). Unemployment impairs mental health.
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Monopolio de la violencia legítima a través del Estado

Como hemos analizado anteriormente, las sociedades con-
temporáneas, impulsadas por la globalización y las nuevas for-
mas de relación entre los individuos, tienden hacia un mayor 
individualismo y, por consiguiente, tienden a manifestar com-
portamientos centrados en intereses individuales a corto plazo. 
En este contexto, el Estado sí tendría el papel fundamental de 
utilizar su monopolio de la violencia para obligar a los indi-
viduos a cooperar para garantizar los limitados derechos po-
sitivos bajo el marco del egoísmo racional. Con la necesidad 
de un Estado para la obligación de la cooperación coercitiva, 
no solo se asegurarían la provisión de derechos positivos li-
mitados, sino que se legitimaría un Estado para proteger a los 
ciudadanos individualmente. 

Tanto la obligación de hacer cooperar a los ciudadanos 
como la protección de sus derechos y seguridad requieren, 
en última instancia, la aplicación de fuerza y/o violencia. El 
Estado debe ser el único legitimado para tener monopolio de 
la violencia. Sin embargo, que el Estado tenga la responsabi-
lidad de garantizar los derechos positivos —limitados por el 
egoísmo racional— no implica necesariamente que deba ser 
el gestor directo de todos los recursos públicos destinados a su 
provisión. De hecho y como hemos analizado anteriormente, 
nos muestra que debido a los incentivos equivocados el Estado 
es un gestor ineficiente de los recursos públicos, lo que llevaría 
a la insostenibilidad de la garantía de los derechos positivos o 
la protección de los ciudadanos. Por ello, el rol del Estado den-
tro del Pragmatecmerismo cambia. El Estado se encargará de 
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auditar que todos los ciudadanos tengan acceso a los derechos 
positivos limitados establecidos y la protección del modelo de 
vida de los individuos, pero no se encargará, por regla general, 
de administrar o gestionar los recursos públicos.

Como vimos anteriormente, Maquiavelo sentó las bases 
para comprender el Estado moderno al centrar su análisis en el 
poder del gobierno central, la población sobre la que se ejerce 
y el territorio que se controla. Una visión contemporánea del 
Estado nos permite reinterpretar la importancia de estos pila-
res, entendiendo que el pilar fundamental son los individuos 
que lo componen, ya que, sin los individuos dentro de un Esta-
do, esta entidad política —inventada— desaparecería. 

Así pues, el territorio de un Estado, definido por fronteras, 
es por naturaleza cambiante, al igual que las formas de go-
bierno de los Estados (monarquías, repúblicas, etc.) que han 
aparecido y desaparecido a lo largo de la historia. La variable 
constante dentro de un Estado y que permanece inmutable es 
la población. Así que, se puede afirmar que las personas for-
man al Estado y no a la inversa. La legitimidad del Estado 
moderno no emana, como pensaría un realista como Maquia-
velo, únicamente de la eficacia del poder, sino de un modelo 
de vida común que los individuos buscan preservar. Y es el 
Estado, a través del monopolio de la violencia, el encargado 
de preservarla. 

Con esto, se puede entender al Estado como una entidad 
imaginada por los individuos que la componen, donde sus ciu-
dadanos, aunque no se conozcan entre sí, se sienten parte del 
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mismo grupo gracias a símbolos, historia y una cultura com-
partida. Por ello, la agrupación de estos ciudadanos en un terri-
torio especifico no es —a largo plazo— solamente el resultado 
de una conquista, sino que es la agrupación colectiva, más o 
menos consciente, para proteger y desarrollar un modo de vida 
compartido.

Es esencial que el territorio del Estado sea protegido por sus 
ciudadanos, garantizando la seguridad y el bienestar que les 
permita seguir desarrollando su estilo de vida colectivo elegi-
do, siempre en libertad. El Estado, con el monopolio de la vio-
lencia otorgado por esta población, debe custodiar y proteger 
este proyecto de vida común. 

En este punto, al lector no le parecerá tan malo el Estado, el 
cual, hasta aquí, sería una agrupación voluntaria de individuos 
con intereses comunes y que quieren preservar un modo de 
vida común. El problema viene con el gobierno central.

El poder que los ciudadanos otorgan a los gobernantes es 
la manzana podrida de esta definición, ya que las peores de-
cisiones en el Estado vienen de la mano de los gobernantes, 
personas con intereses particulares que harán todo lo posible 
por alcanzarlos, anteponiendo sus intereses personales a los 
generales. Esta afirmación se basa en la teoría de la elección 
pública, que plantea que los gobernantes, como cualquier ser 
humano, actúan racionalmente para maximizar su propio in-
terés. Es decir, el problema no es el cesto, el cual es el Estado 
como entidad imaginada por los ciudadanos, sino las manza-
nas de ese cesto: los políticos. 
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Sí que es verdad que no siempre los políticos antepondrán 
sus intereses personales a los generales, pero es algo natural 
anteponer los intereses particulares del individuo a los colec-
tivos, como ya vimos anteriormente y como ya se ha demos-
trado en varios estudios de comportamiento económico. Los 
individuos toman decisiones basadas en la maximización de su 
propio beneficio, por lo que la mayoría de los políticos ante-
pondrá sus intereses particulares de poder, riqueza o prestigio 
frente al beneficio común.

Por todo lo anterior, se debe reconocer la necesidad de un 
Estado que obligue a cooperar a los ciudadanos para que los 
ciudadanos más vulnerables tengan acceso a los derechos po-
sitivos definidos bajo el paraguas del egoísmo racial. Sin em-
bargo, también el Estado, quien es el único actor legitimado 
para el uso del monopolio de la violencia, debe ser el encarga-
do de proteger el modelo de vida de los ciudadanos. 

Por otro lado, hay que reconocer la ineficiencia del Estado 
por dos razones principales: los cuellos de botella de las bu-
rocracias estatales y la gestión de los servicios públicos, los 
cuales vienen derivados por la mayor problemática del Estado: 
la institución del gobierno. Por tanto, se debe limitar al máxi-
mo posible el poder de los gobernantes. Para conseguir esto, se 
debe recudir el tamaño del Estado, haciendo a los ciudadanos 
responsables de lo que ellos elijan en términos de servicios 
públicos. Para que esto ocurra y se solucionen los problemas, 
es necesario que el Estado evolucione.
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Desarrollo del Estado

Como hemos adelantado, el Estado es un mal gestor de los 
recursos públicos, ya que las decisiones que se toman sobre 
ellos se basan en decisiones meramente políticas, sin herra-
mientas de cálculo económico. Por consiguiente, el Estado no 
sabe orientar correctamente los servicios públicos en función 
de la demanda. Esto se traduce en que el Estado no puede ges-
tionar de forma correcta los recursos públicos, ya que desco-
noce si la sociedad necesita más atención sanitaria, educación 
u otro servicio público. No hay criterios racionales que use el 
Estado para saber en qué políticas públicas debe invertir más, 
si en educación, justicia o sanidad, entre muchas otras. Esto es 
debido a que el Estado no sabe cuál es el sector que los ciu-
dadanos están demandando y los criterios de gestión de esas 
políticas públicas solo responden a intereses políticos para be-
neficiar a los grupos de interés afines a los gobiernos.

Por esto, el Estado necesita desarrollar un nuevo rol para 
dejar de gestionar los servicios públicos. Deben dejar de ser su 
proveedor directo y comenzar a auditar los servicios públicos, 
regularlos y supervisarlos. Es decir, su tarea será velar porque 
todos los ciudadanos tengan acceso a los servicios públicos, 
supervisando su ejecución y asegurando de esta manera el pro-
pósito y beneficios de unos servicios públicos de calidad. Así, 
el Estado dejará de tener un rol de gestor de los servicios pú-
blicos para tener un rol de auditor de los servicios públicos.

Las ventajas de esta propuesta se verán reflejadas en una ma-
yor eficiencia de los servicios públicos, ya que, al ser empresas 
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privadas las gestoras de los servicios públicos con base en herra-
mientas de cálculo económico, se logrará orientar los servicios 
públicos dependiendo de la demanda. Esto hará que mejore su 
eficiencia y, además, asegura la sostenibilidad de los servicios 
públicos a largo plazo. La libre competencia entre empresas pri-
vadas de servicios públicos hará que se incentive la productivi-
dad, mejorando la calidad de los servicios. En última instancia, 
serán los ciudadanos quienes reciban mejores servicios públicos.

Otra ventaja es que se reducirá la burocracia y se eliminarán 
los cuellos de botella por varias razones. Una de ellas es que 
el Estado se volverá más pequeño gracias a la descentraliza-
ción de los servicios públicos. Esto significa que las decisiones 
sobre cuánto producir y para quién producir esos servicios no 
estarán centralizadas en el Estado, sino que serán los propios 
ciudadanos quienes las demanden.

Como resultado, se mejorará la recepción de los servicios 
públicos, ya que las empresas serán más flexibles al ofrecer 
servicios adaptados a las necesidades específicas de la comu-
nidad. La eliminación de estos cuellos de botella se enfoca en 
hacer que el Estado sea más eficiente. Para lograrlo, es necesa-
rio reducir la carga de la burocracia centralizada y descentrali-
zar la toma de decisiones. Esto implica otorgar más autonomía 
a los individuos, familias, comunidades de vecinos y barrios 
para autogestionar sus propias problemáticas y decidir qué es 
prioritario, apoyándose en datos y evidencias. De esta manera, 
podrán actuar de forma más efectiva y adaptada a sus necesi-
dades locales. Para lograr este objetivo, es fundamental contar 
con un Estado más pequeño y menos intervencionista.
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La resistencia a adoptar este nuevo rol del Estado conlleva-
rá a una degradación progresiva de los servicios públicos. El 
Estado, al mantener su rol de gestor de los servicios públicos, 
en los que se ha demostrado que es un mal gestor, continua-
rá extrayendo riqueza a los ciudadanos sin lograr una gestión 
eficaz. El Estado cada vez será más grande, y cada vez habrá 
peor gestión. Esta dinámica desembocará en una espiral de de-
terioro, caracterizada por mayores tiempos de espera, servicios 
de calidad cada vez más baja y una creciente insatisfacción 
ciudadana. Todo esto debido a la falta de incentivos para ges-
tionar bien los servicios públicos por parte del Estado, ya que 
las decisiones se hacen por decisiones políticas en ausencia de 
herramientas de cálculo económico.

Resumiendo: el Estado y sus instituciones públicas, en 
particular el gobierno, están destinadas al fracaso por varias 
razones: la primera, es que los incentivos están equivocados 
debido a que muchas veces los objetivos de los individuos que 
componen los gobiernos no están alineados con sus objetivos 
particulares. La segunda, es que no existe un cálculo econó-
mico en el Estado y, por ende, solo se debe a cuestiones ideo-
lógicas, lo que hará fracasar la asignación de los recursos. Y, 
por último, la falta de transparencia para que los gobiernos no 
tengan que rendir cuentas a los ciudadanos. En consecuencia, 
el Estado moderno, necesario para que los ciudadanos se orga-
nicen y puedan cooperar para mejorar tanto a nivel colectivo 
como individual, y su necesidad para garantizar la protección 
del modelo común de los individuos debe evolucionar si no 
quiere fracasar. 
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Auditor de los servicios públicos: de gestor a auditor

El Estado, como ya se ha demostrado anteriormente, es un 
mal gestor de los servicios públicos debido a su incapacidad 
para usar herramientas de cálculo económico en los servicios 
públicos y orientarlos adecuadamente según la demanda de la 
sociedad, lo que hace que el Estado tenga un problema estruc-
tural de ineficiencia. Así pues, la gestión de los servicios pú-
blicos no se hace en base a criterios económicos, sino en base 
a otros criterios que conforman la lógica del poder, motiva-
ciones políticas movidas únicamente por intereses políticos y 
personales. Y es aquí donde entra, como ya vimos, la teoría de 
la elección pública, donde los políticos buscan maximizar su 
propia utilidad, lo que se traduce en el aumento y conservación 
de su poder, satisfacer a sus grupos de interés y la justificación 
ideológica para acciones no basadas en herramientas de cálcu-
lo económico. 

Un ejemplo de la lógica del poder y en particular de la jus-
tificación ideológica puede venir dado por la decisión de cons-
truir un colegio. Un análisis basado en datos de una zona en 
particular podría mostrar necesidades más urgentes, como la 
construcción de viviendas o centros de salud. Sin embargo, un 
gobierno, basándose en el cálculo político, puede elegir cons-
truir un colegio porque le permite movilizar a un sector del 
electorado en una estrategia para captar votos en un distrito 
clave. Está decisión, con base política, se legitima frente a la 
sociedad a través de un discurso ideológico que apela a con-
ceptos vacíos, si no se tiene en cuenta el marco del egoísmo 
racional, como podría ser el derecho universal a la educación. 
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Con ello, se apela a la ideología para tapar la realidad del mer-
cadeo político por parte de la clase política frente a los ciu-
dadanos, que prioriza el rédito político frente a la asignación 
eficiente de los recursos públicos.

La responsabilidad de los servicios públicos —necesarios 
en una sociedad que quiere obtener y mantener derechos po-
sitivos bajo el marco del egoísmo racional— debe ser transfe-
rida a empresas privadas que dispongan de las herramientas 
necesarias para realizar cálculos económicos con su cercanía 
a la demanda del mercado y así dar una mejor comprensión de 
las necesidades reales de la sociedad. Esta transferencia de la 
gestión de los servicios públicos por parte del Estado a las em-
presas privadas no implica que el Estado deba apartarse de los 
servicios públicos, sino que, como el Estado es el único legi-
timado para ostentar el monopolio de la violencia, su función 
se vuelve coercitiva y supervisora. El nuevo rol del Estado 
será el de garantizar el cumplimiento de las políticas públicas, 
no el de ejecutarlas. Actuará como un auditor de los servicios 
públicos, utilizando su poder para asegurar que las empresas 
proveedoras de servicios cumplan estrictamente con los están-
dares de calidad, acceso y cobertura definidos por la ley.

Con todo ello, la consecuencia lógica es que el Estado debe 
transicionar de su rol tradicional de gestor a uno de auditor. 
Esta evolución del Estado implica una transformación con el 
sector privado, donde las empresas privadas serán las respon-
sables de ofrecer los servicios públicos, tales como sanidad, 
educación, pensiones, vivienda y empleo, y el Estado será el 
encargado de supervisar que los servicios públicos ofrecidos 
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sean recibidos por todos los ciudadanos y se ciñan a la norma-
tiva vigente. Este nuevo escenario, en que el Estado cede la 
gestión directa de los servicios públicos a empresas privadas 
especializadas que saben aplicar herramientas de cálculo eco-
nómico y tienen incentivos para la eficiencia, busca no solo 
mantener los servicios públicos derivados de los derechos po-
sitivos amparados bajo el marco del egoísmo racional, sino 
mejorarlos a través de la competitividad y la mejora de la pro-
ductividad. Para ello, el Estado será quien asuma el rol crucial 
de supervisión y garantía de resultados.

La evolución del Estado, que pasa de ser un gestor directo 
de las políticas públicas a convertirse en un auditor de estas, 
tiene ventajas directas para la sociedad. Este cambio de rol del 
Estado da como resultado una mayor eficiencia, innovación y 
calidad en los servicios que reciben los ciudadanos.

Una de las ventajas directas del cambio de rol del Estado es 
la mejora en la asignación de recursos. A diferencia del Estado 
donde la mayor parte de la asignación de los recursos públicos 
se debe a cuestiones políticas, las empresas privadas, al po-
seer herramientas de cálculo económico y su profundo conoci-
miento de las demandas sociales a través del mercado, pueden 
optimizar la distribución de recursos de manera más efectiva 
que las estructuras estatales tradicionales. Esta eficiencia se 
traduce en una mejora en la calidad de los servicios públicos 
ofrecidos. Además, la flexibilidad y capacidad de respuesta de 
las empresas privadas les permite adaptarse rápidamente a las 
necesidades cambiantes de la sociedad, asegurando que los re-
cursos se utilicen de la manera más eficiente.
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Otra ventaja directa es la competencia entre las empresas 
prestadoras de servicios públicos, lo que mejorará la calidad de 
estos. Al abrir el mercado a empresas privadas, se genera una 
competencia por mejorar la calidad y la productividad, lo que 
incentiva la innovación. Por tanto, se obtendrán mejores servi-
cios y más baratos. Esto es debido a que las empresas privadas, 
motivadas por atraer y retener a los ciudadanos, invertirán en 
investigación para ofrecer nuevas soluciones y tener ventajas 
sobre sus competidores. Esta inversión en investigación genera-
rá avances tecnológicos que se verán reflejados directamente en 
la sociedad y, por ende, en la calidad de vida de los ciudadanos.

 
Con este modelo se fomenta una mayor transparencia y 

rendición de cuentas, lo cual es otra ventaja directa. Así pues, 
el Estado, sin prestar los servicios públicos sino auditándolos, 
deja de tener una posición de juez y parte para convertirse en 
un supervisor imparcial. Su función será establecer estándares 
de calidad y comprobar su cumplimiento. Con este marco de 
transparencia se asegura que las empresas privadas operen de 
manera responsable y que los ciudadanos reciban servicios de 
calidad, de acuerdo con la ley.

Por último y como consecuencia de lo anterior, se logrará 
una mayor optimización fiscal. El Estado dejará de ser un ges-
tor deficiente de los servicios públicos debido a que los ges-
tionarán empresas privadas que operan con mayor eficiencia 
debido al conocimiento de la demanda del mercado y el uso de 
herramientas de cálculo económico, lo que reducirá el gasto 
público, pudiendo tener una política fiscal más saneada y sos-
tenible a largo plazo.



272

En definitiva, la transición del Estado hacia un rol de auditor 
representa un paso hacia un sistema más eficiente, transparente 
y responsable, donde la colaboración entre el sector público y 
privado se traduce en una mejora directa en la calidad de vida 
de los ciudadanos.

Nuevas funciones del Estado	

El Estado, a través de su transición hacia su nuevo rol audi-
tor, tendrá tres nuevas funciones.

La primera es de acreditación y certificación: antes de que 
una empresa privada pueda ofertar y gestionar un servicio 
público, el Estado debe actuar como un filtro de calidad. Su 
función no solo será la de revisar el cumplimiento normativo, 
también deberá acreditar la idoneidad de las empresas pres-
tadoras de servicios públicos. Así pues, el Estado examinará 
a las empresas que deseen participar en la prestación de ser-
vicios públicos, lo que implicará una evaluación rigurosa de 
su solvencia financiera, capacidad técnica, historial operativo, 
análisis de riesgos y cualquier otro factor relevante que garan-
tice su capacidad para cumplir con las expectativas de la so-
ciedad, garantizando que solo las empresas más competentes y 
fiables puedan gestionar y proveer servicios públicos.

La segunda es la de supervisión continua y dinámica: se 
establece un sistema de supervisión continua, que debe dis-
tar de ser una supervisión periódica. Debe ser una supervisión 
constante, activa y dinámica, para asegurar que los servicios 
públicos ofertados se presten de acuerdo con los estándares 
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establecidos y se ajusten a las necesidades cambiantes de la so-
ciedad. Esta vigilancia constante asegura la eficacia y correcta 
prestación de los servicios públicos por parte de las empresas 
privadas. 

Y la tercera y última: de garantía y transparencia: el Estado, 
en su rol de auditor y con el legítimo monopolio de la violen-
cia, actúa como garante de este nuevo sistema. Para ello, hará 
cumplir, de manera coercitiva si fuera necesario, las obliga-
ciones contractuales tanto de las empresas prestadoras de los 
servicios públicos como de los ciudadanos. Es aquí donde el 
poder del Estado asegurará que las empresas privadas operen 
bajo una normativa y cumplan con sus compromisos y obliga-
ciones cuando presten un servicio público. A su vez, se pro-
moverá la transparencia en la gestión de las políticas públicas, 
permitiendo a los ciudadanos acceder a información clara y 
concisa sobre el desempeño de las empresas y el uso de los 
recursos públicos.

Excepción: gestión de la seguridad y de la justicia

Dentro del Pragmatecmerismo se ha visto que una parte 
principal es la delegación de la gestión de servicios públicos 
por parte del Estado a empresas privadas. Sin embargo, exis-
ten dos excepciones en las que el Estado sí debe mantener la 
gestión de los servicios públicos, aunque sea deficitario, sim-
plemente por su naturaleza violenta y coercitiva: la seguridad 
y la justicia. Ambas son la representación más clara del uso 
del monopolio legítimo de la violencia. Y es el Estado, como 
entidad inventada por parte de los ciudadanos, cuyo pilar fun-



274

damental es la responsabilidad de impartir justicia y defender 
el modelo de vida común frente a toda amenaza, ya sea interna 
(a través de la seguridad ciudadana) o externa (a través de la 
defensa nacional).

Con la aplicación del monopolio legítimo de la violencia, el 
Estado se debe encargar de proteger activamente los derechos 
y las libertades de la agrupación de personas que lo confor-
man. Esto no es algo nuevo, es un concepto central en la fi-
losofía política occidental. Pensadores como Thomas Hobbes 
(1588-1679), en el libro El Leviatán (1651), argumentaba que 
el Estado es quien debe garantizar la seguridad de los ciudada-
nos, cediendo al Estado parte de su libertad.

El Estado, por lo tanto, debe preservar el modo de vida de 
sus ciudadanos, caracterizado por sus similitudes culturales, 
intereses y valores comunes. Esta preservación del modelo de 
vida se debe interpretar como la protección activa del modelo 
de vida frente a quienes intenten destruirla, ya sea desde den-
tro o desde fuera del Estado y su territorio. Sin embargo, el 
uso de la fuerza a través del uso legítimo del monopolio de la 
violencia debe limitarse al principio de no intervención, don-
de el poder del Estado es defensivo y nunca debe inmiscuirse 
en asuntos internos de otro Estado. Es decir, no se le otorga 
ningún derecho de interferir o imponer su modelo de vida a 
otros Estados, limitando su poder a la protección de su propia 
sociedad.

Además, el Estado debe asegurar no solo la seguridad de 
sus ciudadanos, sino también la misma justicia para todos. 
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Esto se basa en la capacidad del Estado para garantizar el 
cumplimiento, de forma coercitiva, de las decisiones judiciales 
emitidas por el poder judicial independiente. No obstante, el 
papel del Estado como garante de la justicia es mucho más am-
plio. El Estado, al poseer el monopolio legítimo de la violen-
cia, debe ser quien administre la justicia. Esto implica no solo 
la aplicación de las leyes de manera imparcial, sino también la 
provisión de recursos adecuados para el funcionamiento de la 
justicia. La administración de justicia debe realizarse dentro de 
un marco social —ethos— que responda a las necesidades de 
justicia de la población, evitando la sobrerregulación. Por ello, 
es necesario fomentar la enseñanza de valores de la agrupa-
ción de las personas que conforman el Estado, para prevenir la 
excesiva creación de leyes y asegurar un ambiente de justicia 
efectiva.

Aunque existen varias propuestas teóricas, como la del eco-
nomista Bruce Benson en su obra Justicia sin Estado (1990), 
que argumenta que la gestión eficiente de la seguridad y la 
justicia por parte de entidades privadas es eficiente, basándose 
en ejemplos de seguridad privada en aeropuertos, estaciones 
de tren y supermercados y en la justicia por la mancomunidad 
de jueces independientes, estas propuestas ignoran las caracte-
rísticas únicas que diferencian estos servicios públicos de los 
demás y que pueden ser tratados como bienes de mercado. La 
razón por la que la seguridad y la justicia no pueden ser tra-
tados como bienes de mercado es porque su demanda no es 
predecible, por lo que existen señales correctas provenientes 
de los mecanismos de precios de mercado.



276

Intentar aplicar la lógica de mercado a la demanda de la 
defensa de un Estado es irrealizable debido a que no se trata de 
un servicio que los ciudadanos demanden según su necesidad, 
sino que son ofertados frente a amenazas. Es muy complejo 
provisionar el gasto en defensa, ya que, si el Estado se encuen-
tra en tiempo de paz, podría provisionar muy poco en defensa 
o no provisionar lo necesario para poder disuadir amenazas, 
pudiendo dejar al Estado desprotegido frente a dichas amena-
zas. Por el contrario, si el Estado fuera atacado y no estuviera 
bien provisionado en defensa, la demanda sería perfectamente 
inelástica, lo que crearía escasez de recursos para poder pro-
tegerse y crearía escenarios de oligopolio/monopolio donde la 
defensa del Estado estaría en muy pocas empresas militares 
capaces de ofrecer defensa. Sería lo mismo que pasa en merca-
dos con altas barreras de entrada, como el de los microproce-
sadores, donde si hay algún problema, estas empresas pueden 
llevar a la crisis a Estados enteros. 

Si un Estado existe para defender un modelo de vida, es ne-
cesario que se requiera una vinculación y un compromiso exis-
tencial con los valores y tradiciones que lo sustentan. Por ello, la 
seguridad no es solo un servicio que pueda delegarse a empresas 
privadas, pues estas carecen por definición de la conexión cultu-
ral y la lealtad a la sociedad necesarias para proteger el modelo 
de vida de la comunidad, y esto no puede ser sustituido a través 
de una compensación económica, sino que debe ser asumido por 
aquellos individuos que formen parte de la propia comunidad.

De la misma manera, esto se aplica a la justicia, donde la 
aplicación de la ley no corresponde a las reglas de mercado. 



277

Por ejemplo, la sociedad no demanda justicia en términos de 
mercado a un individuo con delitos de sangre, sino que deman-
da una respuesta por parte del Estado —único legitimado para 
tener el monopolio de la violencia— para mantener el orden 
social. 

Como ya vimos anteriormente con algunos ejemplos de 
Haití, Somalia y Libia, es necesario la existencia de un Estado 
fuerte que represente a los ciudadanos y preserve el modelo 
de vida y cultura de quien compone esta entidad. Si no exis-
tiera una entidad —Estado—, se crearía un vacío de poder e 
inevitablemente aparecerían fuerzas externas dominantes que 
impondrían sus propios modelos de vida y explotarían los re-
cursos de la comunidad.

La historia ha ido evidenciando lecciones al respecto. Du-
rante las Guerras Médicas (490 a. C. - 479 a. C.), las ciudades-
Estado se vieron asediadas por las invasiones persas y tuvieron 
que unir fuerzas bajo la Liga Helénica para preservar su mode-
lo de vida. De igual manera y con distinto resultado, en la era 
colonial, el Imperio británico (s. XVI-s. XX) impuso sus inte-
reses y explotó los recursos de las colonias en América, África 
y Asia, reemplazando las estructuras socioeconómicas locales 
por su propio modelo, lo que condujo a graves problemas so-
ciales en las colonias, ya que el Imperio británico quería im-
poner su modelo de vida sin entender el modelo de vida local.

La conclusión es clara gracias a la evidencia histórica: el 
Estado hay que entenderlo como una entidad inventada por 
parte de la ciudadanía que busca la preservación de su cultura 
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y modo de vida. No hay que entenderlo como un aparato buro-
crático. Por ello, los principales objetivos del Estado, que son 
la defensa y la justicia, no pueden ser tratados como bienes de 
mercado si se quiere proteger el modelo de vida de un pueblo.

Así pues, en el contexto del Pragmatecmerismo, la gestión 
de los servicios públicos de seguridad y justicia deben ser en-
tregados a un Estado lo suficientemente poderoso para aplicar 
una protección activa del modelo de vida y la cultura de la 
sociedad. 
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Capítulo 5
Solucionando los problemas de corte liberal: nadie atrás

Uno de los pilares principales de este ensayo es reconocer al 
individuo como el único que sabe qué acciones positivas son 
necesarias para alcanzar su proyecto vital, es decir, qué accio-
nes favorecen la vida y son necesarias para alcanzar lo que 
él entiende como su objetivo vital. Sin embargo, las acciones 
del individuo son tomadas dentro de una sociedad, lo que se 
traduce como que el individuo es un ser social, lo que implica 
que sus acciones afectan a otros individuos de la sociedad en 
la que habita. Así pues, un liberalismo que ignore la dimensión 
social se enfrenta a dos fallos que el Pragmatecmerismo busca 
corregir.

El primero, es que toda libertad requiere de una base mate-
rial. Reconocer al individuo solo derechos negativos sin tener 
en cuenta sus condiciones materiales provocaría que dicha li-
bertad se vuelva inalcanzable para quienes no tengan los recur-
sos necesarios. Es aquí donde el Pragmatecmerismo reconoce 
que los individuos deben acarrear una serie de derechos posi-
tivos —dentro del marco del egoísmo racional—, los cuales 
dotan a todos los individuos de medios básicos para que pue-
dan tener la oportunidad de alcanzar lo que ellos consideren su 
proyecto vital y que la base material no limite su libertad.

En segundo lugar, el Pragmatecmerismo admite que el li-
bre mercado, como ya hemos explicado anteriormente, a veces 
puede generar externalidades negativas que, aunque se inter-
nalicen sus costes, no lleguen a ser solución suficiente. Por 
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esta razón, se necesita un marco regulatorio que vaya más allá 
de la simple asignación de derechos de propiedad para prote-
ger el bien común. 

Hacia los derechos positivos con contrapartida

El liberalismo se centra en la libertad individual y en la 
aplicación de derechos negativos, por lo que aboga por la no 
interferencia del Estado y de terceros en el proyecto vital del 
individuo. Esto implica que el Estado, por ejemplo, no tiene 
potestad para quitarle, vía impuestos, parte de la riqueza al 
individuo y administrar los recursos de los ciudadanos como 
considere oportuno.

Bajo el liberalismo clásico y sobre todo el bajo el liberta-
rismo, los derechos positivos, como el acceso garantizado a la 
sanidad y la educación, no se aplican. La solución clásica de la 
ideología liberal se basa en la asociación voluntaria de los in-
dividuos a través de mutualidades, seguros privados o caridad, 
que protegerían al individuo frente a imprevistos. Este modelo 
sería totalmente viable si el ser humano fuera infalible, pero la 
realidad es que eso es una utopía. Lo que hace al ser humano 
falible es que está sujeto a infinitas variables, tanto externas 
como internas —enfermedades, crisis económicas, accidentes 
o simple mala suerte—, que pueden hacer que en un momento 
puntual no pueda proveerse, equivocándose y quedando des-
protegido. La consecuencia de un sistema puramente liberal es 
la exclusión de aquellos individuos que no pudieron planear 
de forma correcta, por tanto, no podrían costearse servicios 
básicos. En un sistema libertario donde no existieran los dere-
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chos positivos, se dejaría a los individuos desprotegidos frente 
a imprevistos. Ya sea por mala previsión o por las infinitas pro-
blemáticas de la vida, el resultado es el mismo: la exclusión. 
Esta desprotección se agudiza en los momentos más vulnera-
bles de la vida de un ser humano: la infancia, la enfermedad y 
la vejez. Así que, se vuelve necesario garantizar que todos los 
ciudadanos tengan acceso a servicios públicos esenciales y a 
una real igualdad de oportunidades. 

Por ello, dentro del Pragmatecmerismo es necesario esta-
blecer unos derechos positivos, los cuales serán limitados por 
el marco del egoísmo racional. Esto garantizará el derecho 
y acceso universal a los servicios públicos, asegurando que 
su provisión sea demostrable y beneficien tanto al individuo 
como a la sociedad. 

Algunos de estos derechos positivos, como ya vimos an-
teriormente, basándose en datos y evidencias, son la educa-
ción y la sanidad. Una población más educada y sana genera 
externalidades positivas que benefician a todos. El marco del 
egoísmo racional para la elección de derechos positivos actúa 
como un filtro lógico que impide la expansión ilimitada de los 
derechos positivos. Por tanto, como un filtro lógico que impi-
de la expansión ilimitada de los derechos. Así pues, se debe 
limitar la provisión de derechos positivos, ya que, si llevamos 
a lo absurdo la no limitación de derechos positivos, un indivi-
duo podría necesitar un avión privado para llegar a lo que él 
entiende como su proyecto vital y, por ende, su felicidad. Por 
consiguiente, bajo el marco del egoísmo racional, la sociedad 
nunca puede costear el avión privado de un individuo porque 
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beneficiaría al individuo, pero no a la sociedad. No pueden 
existir más derechos positivos fuera del egoísmo racional, es 
decir, no pueden existir derechos positivos fuera de lo que es 
beneficioso tanto para el individuo como para la sociedad, por-
que en ese punto el Estado no puede garantizar que los ciuda-
danos puedan percibirlos.

Además, hay que entender que, en las socialdemocracias, 
el Estado no puede garantizar los derechos positivos, ya que 
es un mal gestor de los recursos públicos porque se debe a 
decisiones políticas y, por consiguiente, bajo una socialde-
mocracia, los derechos positivos tenderán a desaparecer. En 
contraparte, bajo el Pragmatecmerismo, el Estado se desarro-
lla a través de derechos positivos mínimos, amparados bajo 
el egoísmo racional, es decir, derechos que son beneficiosos 
para la sociedad, apoyados en datos. Estos sí serán garantiza-
dos, porque las empresas privadas, apoyadas en herramientas 
de cálculo económico, serán las que gestionen esos derechos 
positivos.

Dichos derechos positivos llevan acarreados una contrapar-
tida en la que el ciudadano percibe un derecho positivo, pero 
tiene que demostrar su compromiso social. Los ciudadanos 
que los reciban tienen que aportar algo, a través de una con-
trapartida simbólica por parte del ciudadano a la sociedad. Los 
ciudadanos pueden ofrecer esta contrapartida a través de servi-
cios comunitarios dignos y útiles, siempre que sus condiciones 
físicas y mentales lo permitan, y dedicarán un número de horas 
simbólicas, por ejemplo, dos horas al día, en muestra de gra-
titud a la sociedad. Estos servicios comunitarios, que hay que 
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evitar que se conviertan en un estigma social, pueden abarcar 
limpieza de espacios públicos, cuidado de parques y jardines, 
apoyo en comedores sociales, acompañamiento a personas 
mayores o con discapacidad y muchos otros. Si el beneficiario 
puede aportar mayor conocimiento debido a su cualificación, 
estos servicios comunitarios pueden abarcar desde participar, 
de forma voluntaria, en proyectos de investigación científica o 
social, colaborar en proyectos de desarrollo social e iniciativas 
de innovación. Con esto se busca que el ciudadano que percibe 
un derecho positivo por parte de la sociedad no dependa inde-
finidamente de dicho derecho, buscando que el ciudadano no 
sea dependiente del Estado, siempre y cuando su situación se 
lo permita, pero también se busca que el ciudadano se sienta 
realizado y partícipe de la sociedad, contribuyendo con traba-
jos que la beneficien. Además, el hecho de que el ciudadano 
ofrezca una contrapartida a la sociedad hará que no toda la so-
ciedad se beneficie de los derechos positivos al mismo tiempo, 
con la problemática de que si todos los ciudadanos pidieran 
los derechos positivos al mismo tiempo, el Estado no podría 
financiarlos. 

Control de externalidades negativas

Adelantamos que las externalidades negativas aparecen en 
el libre mercado porque las empresas buscan maximizar be-
neficios y no compensan los efectos negativos creados por la 
actividad que realizan, pudiendo, por ejemplo, contaminar el 
medio ambiente. Para controlar las externalidades negativas lo 
máximo posible, es necesario que al ciudadano se le dé acceso 
a toda la información de las empresas que crean externalidades 
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negativas para que pueda castigarlos en el mercado. Todo ello 
vendría de la mano del Estado, que obligaría a las empresas a 
publicar información de fácil acceso, como informes sobre su 
actividad y sus posibles externalidades negativas ambientales.

Por otra parte, el Estado dentro del Pragmatecmerismo debe 
tener estrategias para prevenir externalidades negativas en un 
contexto de libre mercado, como la internalización de costos al 
productor, gravando las actividades que generan externalida-
des negativas para que reflejen el costo social del daño, lo que 
llevaría a las empresas a reducir su impacto negativo.

Hay que destacar que no solo las externalidades negativas 
aparecen en el libre mercado, sino que el Estado, debido a una 
alta intervención, puede crear externalidades negativas. Sin 
embargo, el Pragmatecmerismo lo corrige debido a la reduc-
ción del Estado.
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Capítulo 6
Solucionado el problema de ambas ideologías. Nuevo sistema 

político: democracia meritocrática activa

En los sistemas políticos occidentales actuales, la democracia 
por sufragio universal se ha convertido en el sistema político 
predominante. Tanto gobernantes como gobernados asumen 
como un hecho incuestionable que el mejor sistema político es 
la democracia por sufragio universal. Sin embargo, me parece 
pertinente reflexionar sobre si este sistema político es realmen-
te el ideal o si, por el contrario, requiere de una evolución.

La palabra democracia tiene sus raíces en el griego antiguo 
y se compone de dos elementos: demos, que significa pueblo, 
y kratos, que significa poder o gobierno. Este término fue acu-
ñado por los antiguos atenienses para denotar un sistema de 
gobierno de su polis. Durante el siglo V a. C., en la Atenas 
clásica, las decisiones gubernamentales recaían en la asamblea 
de ciudadanos, denominada ecclesia, en lugar de ser dominio 
exclusivo de una élite. Para ser parte de la ecclesia, los ciu-
dadanos debían haber completado la paideia, una formación 
educativa integral, y cumplir determinados criterios de ciuda-
danía, la cual no permitía la participación de mujeres, esclavos 
y extranjeros.

La paideia en la antigua Atenas era un sistema educativo 
integral que abarcaba múltiples dimensiones de la vida, inclu-
yendo formación física, moral, cultural y política. A diferencia 
de los sistemas de evaluación actuales, no se basaba en pruebas 
formales. Sin embargo, fomentaba el desarrollo de la virtud cí-
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vica, el aprecio por la cultura griega, la maestría en retórica y 
la implicación activa en asuntos políticos. Como hemos visto 
en la definición etimológica de la palabra democracia, que sig-
nifica gobierno del pueblo o poder del pueblo, de entrada, nos 
hace pensar en un ideal noble, pero lejos de serlo, lo que encie-
rra es un grandísimo peligro, donde el poder absoluto recae en 
el pueblo, donde podríamos acabar en la tiranía de la mayoría.

A lo largo de la historia hemos visto cómo regímenes ini-
cialmente republicanos —aristocráticos en la antigüedad y de-
mocráticos en la actualidad— han concentrado cada vez más 
poder en sus gobernantes, llevando a realizar atropellos contra 
las libertades individuales, justificados bajo el pretexto de ac-
tuar en nombre de la mayoría. Un ejemplo de esto es la caída de 
la República romana en el año 44 a. C., que dio paso al Imperio 
romano con la proclamación de Julio César como Emperador, 
que vino dada por las crisis de la República romana a partir 
del siglo II a. C. Las causas de la decadencia de la República 
romana fueron la expansión de su territorio, concentrando el 
poder en manos de los líderes militares. Mientras, las luchas 
por el dominio desembocaron en guerras civiles, comenzan-
do todo con lo que se conoce como el primer triunvirato (60 
a. C.- 53 a. C.), una alianza de Cneo Pompeyo Magno, Cayo 
Julio César y Marco Licinio Craso, para influir políticamente 
en contra de los optimates, liderados por Marco Tulio Cicerón, 
debilitando a la República romana para dar paso al Imperio 
romano con reformas constitucionales.

Un ejemplo más cercano del peligro de la tiranía de la ma-
yoría lo encontramos en la República de Weimar, una demo-
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cracia parlamentaria que surgió en Alemania tras la Primera 
Guerra Mundial (1918). A pesar de tener buenos ideales, la 
República de Weimar enfrentó numerosos problemas, como la 
humillación del Tratado de Versalles de los vencedores hacia 
los vencidos, la hiperinflación de los años 20 y la crisis eco-
nómica de 1929. Estos problemas crearon el caldo de cultivo 
para el descontento, el extremismo y el populismo. El partido 
nazi, liderado por Adolf Hitler, supo aprovecharse de este cli-
ma de inestabilidad a través de una retórica populista, llegando 
a ciudadanos desesperados y fácilmente manipulables. Prome-
tió restaurar el orgullo nacional a través de la demonización de 
grupos minoritarios. Los nazis lograron obtener un gran apoyo 
en las elecciones, y es en 1933 cuando, tras una serie de intri-
gas políticas y sin tener una mayoría absoluta, el presidente 
Hindenburg nombra a Hitler canciller. 

Estos son dos ejemplos donde la mayoría de los ciudadanos 
concede el poder al gobernante a través de sus votos, hacién-
doles creer que ellos han sido quienes libremente han elegi-
do al gobernante. Sin embargo, han sido manipulados por el 
populismo de la época. Una vez que estos tiranos llegan al 
poder, desmantelan las instituciones republicanas y establecen 
regímenes totalitarios.

La tiranía de la mayoría, al igual que cualquier otra forma 
de tiranía, representa un peligro para las libertades individua-
les y los proyectos vitales del individuo. Si bien, el ciudadano 
debe participar en la vida pública, debe hacerlo de una for-
ma responsable. Es decir, educado en la vida pública y que 
demuestre un interés real en ella. Además, una evolución del 
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sistema democrático no solo tiene que abordar cómo se debe 
participar, sino que es necesario establecer mecanismos que 
protejan los derechos individuales y eviten que la mayoría im-
ponga sus proyectos vitales sobre los individuos. 

Como se ha visto a lo largo de la historia, las sociedades 
donde los ciudadanos participaban en la vida pública pero no 
estaban educados en ella y no tenían un interés real en ella han 
llevado la concentración del poder a manos de líderes caris-
máticos o movimientos extremistas, conduciendo a la pérdida 
de las libertades individuales y la instauración de regímenes 
totalitarios.

Estos peligros inherentes a las democracias modernas no es 
algo novedoso. Esta tiranía de la mayoría ya fue analizada por 
Alexis de Tocqueville (1805-1859) en su libro La democracia 
en América (1835), en el cual nos advierte que la tiranía de 
la mayoría puede ser tan peligrosa como la tiranía de un solo 
hombre. En palabras de Tocqueville: «La tiranía de la mayoría 
es tan temible como la tiranía de un solo hombre». No solo 
coarta las libertades individuales, limitando el proyecto vital 
de las personas, sino que puede limitar el pensamiento crítico 
y allanar el camino hacia la instauración de regímenes totali-
tarios.

Ante esto, la conclusión es obvia: si no se quiere llegar a 
regímenes tiránicos, la participación en la vida pública debe 
estar basada en la responsabilidad y, para ello, los ciudadanos 
que participen en la vida pública deben estar educados y de-
mostrar estar interesados en ella. Esto no es más que el retorno 
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a la idea original de la democracia, no como un derecho pasivo 
universal, sino como un compromiso activo en los asuntos de 
la polis, donde la participación estaba reservada a los ciudada-
nos educados y comprometidos con la vida pública.

En las democracias actuales, el derecho de participar en la 
vida pública no exige ninguna obligación como contrapartida, 
es decir, no se requiere ningún conocimiento cultural especí-
fico ni formación política previa. Por tanto, gobernantes y go-
bernados son fácilmente manipulables por campañas sesgadas 
o incluso por la desinformación. Como resultado se obtienen 
decisiones desinformadas y con desconocimiento. Por ello, 
tanto gobernantes como gobernados deben demostrar interés 
activo y cualificado en la vida pública.

La evolución de las democracias no debe limitar el principio 
de participación universal, sino enriquecerlo. Las democracias 
modernas deben evolucionar desde el modelo de participación 
a través del voto, siendo un acto pasivo y sin requisitos hacia 
el modelo del voto. Debe tratarse de una participación activa 
donde el ciudadano muestre un verdadero interés en la vida 
pública. 

Por todo lo anterior, se propone un nuevo sistema político: 
la democracia meritocrática activa. Uno de sus principios fun-
damentales será establecer unos requisitos mínimos de entra-
da para poder acceder a participar de forma activa en la vida 
pública. Este requisito, lejos de ser económico, es un coste de 
esfuerzo y formación y tiene un doble objetivo: que quienes 
participen demuestren un interés real en la vida pública y ga-
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rantizar un mínimo de formación para un desempeño respon-
sable. 

A diferencia de la epistocracia y en palabras de Platón: 
«Solo los más sabios y virtuosos pueden participar en la vida 
pública», la democracia meritocrática activa busca la partici-
pación de todos los ciudadanos que demuestren un interés mí-
nimo en la vida pública.

Hay que distinguir la democracia meritocrática activa de la 
epistocracia clásica, como la que defendía Platón, para quien 
el gobierno debía ser de dominio exclusivo de los más sabios 
y virtuosos: los filósofos-reyes. La democracia meritocrática 
activa no busca un gobierno de los mejores o de una élite de 
sabios. Por el contrario, busca elevar el nivel mínimo de la par-
ticipación de todos los ciudadanos. No se trata de seleccionar a 
unos pocos virtuosos, sino de asegurar que quien participe en 
la vida pública lo haga de forma cualificada y que demuestre 
un verdadero interés para asumir la responsabilidad mínima 
que ello conlleva.

Otro pilar fundamental de la democracia meritocrática acti-
va será la creación de una nueva cámara ciudadana dentro del 
poder legislativo, donde se propone la participación activa de 
los ciudadanos que demuestren interés en la vida pública para 
que sirvan de contrapeso al poder legislativo. La participación 
de esta nueva cámara ciudadana se conformará por los todos 
los ciudadanos que hayan demostrado el interés en la vida pú-
blica y su participación será de forma activa a través de me-
canismos de democracia directa, como votaciones telemáticas 
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vinculantes sobre leyes clave, fiscalizando y equilibrando así 
las decisiones del poder legislativo. 

Con este sistema político se busca evitar la participación 
de aquellos que solo buscan beneficios personales a través de 
la política o ciudadanos que no están dispuestos a dedicar el 
tiempo y esfuerzo, en términos coste educativo, necesarios 
para participar en la vida pública a través del voto. 

Para concluir, hay que entender que el acto de votar no es 
solo un acto de expresión de ideas personales, sino que tam-
bién es un poder coercitivo sobre el resto de los ciudadanos, 
por lo que lleva acarreado un acto de egoísmo al imponer una 
decisión de ideas personales a otros ciudadanos afectando sus 
vidas. El acto de votar debe hacerse de manera responsable, y 
lo mínimo a exigir moralmente a quien vota es que lo haga de 
manera informada. Votar sin conocimiento es un acto de gran 
irresponsabilidad. 

Solucionando la crisis de la participación ciudadana

Para solucionar los problemas descritos anteriormente, el 
sistema político que hemos denominado democracia merito-
crática activa busca solucionar la crisis de la participación ciu-
dadana estableciendo unos requisitos mínimos de entrada para 
acceder a la vida pública. Estos requisitos mínimos, que no 
es económico sino un «coste» de esfuerzo educativo —como 
ya adelantamos anteriormente— no buscan ser un obstáculo 
prohibitivo, sino un incentivo para que los ciudadanos se in-
formen y puedan desarrollar un pensamiento crítico que los 
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haga menos vulnerables y manipulables, y así se conviertan en 
ciudadanos activos y responsables en la vida pública.

La idea de que el derecho al voto deba combinar la univer-
salidad con la competencia —requiere de un costo educativo— 
puede generar controversia. Es crucial, por tanto, diferenciar 
esta propuesta del voto plural defendido por John Stuart Mill 
(1806-1873) en su obra Considerations on Representative Go-
vernment (1861). Mill, si bien abogaba por el sufragio univer-
sal, propuso otorgar votos adicionales a personas con educa-
ción superior o ciertas profesiones.

La propuesta de Mill presenta dos problemas que la demo-
cracia meritocrática activa corrige. La primera, es que la pose-
sión de un título universitario no garantiza una formación es-
pecífica en política, economía o filosofía, áreas cruciales para 
un juicio informado. La segunda, es que se crea una jerarquía 
social permanente en la que se excluye de forma permanente a 
todos los ciudadanos que por diferentes razones no tengan un 
título universitario. Por tanto, la democracia meritocrática ac-
tiva no otorga más poder de decisión a unos u a otros de forma 
permanente, sino que establece un umbral mínimo para que el 
individuo demuestre su interés en la vida pública.

En contraposición al modelo de Mill, la idea de participa-
ción activa a través del voto en una democracia meritocrática 
activa será de acceso universal a las personas que hayan de-
mostrado interés en la vida pública. Esta participación acti-
va —ejercida a través de vías telemáticas— sería accesible de 
forma universal para todos los ciudadanos que hayan superado 
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los requisitos mínimos. Con esto se asegura que los ciudada-
nos activos dentro del poder estén mejor informados y sean 
menos susceptibles a la manipulación, mejorando la calidad 
política del Estado. 

Una crítica previsible al modelo de participación a través 
del voto dentro de la democracia meritocrática activa sería que 
representa un retroceso en la histórica lucha por el sufragio 
universal. Esto sería una interpretación superficial, ya que, le-
jos de ser un retroceso, sería una evolución hacia un sufragio 
universal que no sea cuantitativo, sino cualitativo. El voto se-
ría más libre, porque no estás influenciado; más responsable, 
porque sabes lo que votas; y más significativo, porque hay me-
nos gente que vota. 

Un voto informado es un voto más libre. La libertad de 
elección no se basa en la capacidad de marcar una casilla de 
forma periódica, sino en ser ciudadano activo de la vida pú-
blica que comprende lo que elige, ya que estar informado le 
permite tomar decisiones conscientes y responsables. Cuando 
un ciudadano comprende los asuntos públicos y los programas 
políticos de los candidatos, puede reconocer las tácticas de 
manipulación y su decisión deja de ser una reacción condicio-
nada para convertirse en un acto de autodeterminación. Es en 
este conocimiento donde reside la auténtica libertad de voto.

Como resultado directo de todo lo anterior, surgirá un elec-
torado más exigente. Esto es debido a que el ciudadano ha asu-
mido un coste en tiempo y un esfuerzo a superar los requisitos 
mínimos para poder participar en la vida pública de forma más 
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libre y responsable. No solo se conformará con el acto de votar 
de forma periódica, sino que podrá participar en la vida públi-
ca de forma activa para poder hacer un contrapeso real al poder 
y, así, exigir a los gobernantes que cumplan con sus promesas 
y rindan cuentas a los ciudadanos, transformando la relación 
pasiva actual en una de vigilancia activa del poder.

Este sufragio universal meritocrático en el que el ciudada-
no se vuelve un poder activo en contrapeso a los poderes del 
Estado da como resultado un sistema más empático. El acto 
de votar es un acto de poder que interfiere en el proyecto vital 
de los demás. Si se hace de forma responsable, con los ciuda-
danos activos realmente informados, lo harán de forma más 
consciente, entendiendo la complejidad de la sociedad y de 
las decisiones que tomen. Al votar informado se seguirá de-
fendiendo los intereses particulares, pero se hará desde una 
comprensión más profunda de las necesidades ajenas y del 
bien común. Esto no garantiza la unanimidad, pero sí fomenta 
decisiones más justas y consideradas.

Ciudadanos informados

La problemática de los ciudadanos desinformados, como ya 
hemos analizado en este ensayo, se aborda al requerir un inte-
rés en la vida pública a través de la superación de unos requi-
sitos mínimos. Estos requisitos no deben entenderse como una 
barrera económica, sino como el coste de esfuerzo personal en 
tiempo. Con ello, no se quiere restringir el acceso y que siga 
siendo universal, sino que el derecho al acto de votar tenga una 
obligación y se demuestre el interés real en la vida pública.
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El resultado será un modelo que continuará siendo univer-
sal pero más informado y, por ende, más responsable, dando al 
ciudadano el papel de actor activo político, pudiendo fiscalizar 
al poder. Ya no solo elige de forma periódica a un represen-
tante, sino que exige de forma constante a la clase política que 
cumpla con lo prometido en sus programas políticos. Este nue-
vo papel del ciudadano lo convierte en un garante de la calidad 
de su propia democracia.

Para garantizar la accesibilidad de este sistema a todos los 
ciudadanos, la educación en asuntos de la vida pública debe 
ser universal, gratuita y de fácil acceso. El Estado tendrá la 
obligación de ofrecer los recursos necesarios preparatorios de 
forma permanente y gratuita, a través de una plataforma tele-
mática oficial. Con ello se asegura que cualquier ciudadano, 
sin importar su ubicación o condición económica, pueda pre-
pararse a su propio ritmo para ser un ciudadano activo en la 
vida pública. La evaluación para poder superar los requisitos 
mínimos se deberá diseñar para prestar flexibilidad y con altos 
estándares de seguridad. Los exámenes se podrían realizar te-
lemáticamente en cualquier momento, permitiendo al ciudada-
no intentarlo tantas veces como sea necesario. Para garantizar 
la integridad del proceso, se implementarían protocolos de se-
guridad robustos, como la verificación de identidad biométri-
ca y la supervisión mediante cámara y software de monitoreo 
durante la prueba. Complementariamente, para aquellos que lo 
prefieran o necesiten, se habilitarían convocatorias presencia-
les periódicas en sedes designadas, equilibrando así la accesi-
bilidad universal con un gasto público controlado. El conteni-
do de esta formación y el banco de preguntas de la evaluación 
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tendrían que ser rigurosamente verificados y gestionados por 
una entidad independiente y apolítica para asegurar su neutra-
lidad.

A su vez y de forma complementaria, se deben promover 
campañas y debates públicos de concienciación, en los que se 
destaque la importancia de un voto informado y los riesgos de 
la desinformación.

Protección frente a la manipulación

La mayor protección frente a la manipulación de discursos 
políticos populistas no es la creación de leyes de censura ni el 
control de la información, lo que iría en contra de la libertad 
de expresión, sino que los ciudadanos estuvieran formados y 
fueran críticos. Un ciudadano que ha dedicado tiempo a en-
tender la vida pública a través de los principios económicos, 
el funcionamiento del Estado y las corrientes filosóficas que 
sustentan las ideologías sería mucho menos susceptible de ser 
manipulado, ya que sería capaz de identificar discursos popu-
listas, falacias e imposibles. 

Con esto no se pretende afirmar que sea imposible de ma-
nipular a un ciudadano informado, pues, como ya hemos ana-
lizado en este ensayo, en el concepto de voto afectivo el in-
dividuo puede ser influenciado apelando a las emociones y a 
sesgos cognitivos que son inherentes a la naturaleza humana. 
Con esto se afirma que se eleva el coste de la mentira para la 
clase política, que verá que es más complejo manipular a un 
ciudadano educado en la vida pública, donde la clase política 
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deberá desarrollar estrategias más complejas para no ser des-
enmascarados por una ciudadanía que ya no tolera el insulto a 
su inteligencia.

El Pragmatecmerismo funciona como un filtro contra el po-
pulismo. No lo prohíbe, pero hace que sus estrategias se vuel-
van ineficaces. Los datos y la razón se anteponen a los relatos, 
fortaleciendo la democracia meritocrática activa. Con este mo-
delo, los populistas pueden apelar a los miedos primarios de 
los ciudadanos, pero estos, ahora informados, tendrán una base 
racional para luchar contra ellos. 

Interés en la vida pública

El poco interés de los ciudadanos en la vida pública es un 
problema de las democracias actuales. Una de las razones es 
que se sienten como espectadores de la vida pública. No se les 
permite participar de forma activa debido a que el poder del 
voto se concentra de forma periódica donde los políticos pue-
den no cumplir lo que prometen. En la democracia meritocrá-
tica activa, el ciudadano pasa a ser un actor activo con poder 
real en la vida pública. Los ciudadanos que hayan mostrado 
interés en la vida pública serán convocados regularmente para 
votar de forma telemática: leyes, enmiendas, presupuestos, 
etc. Los ciudadanos tendrán una influencia directa en el rum-
bo del Estado. Esta cámara ciudadana hará de contrapeso al 
poder legislativo. Los resultados de las votaciones telemáticas 
tendrán un poder vinculante en dicho proceso, actuando como 
un contrapeso al poder de los partidos políticos. Así pues, una 
ley que se quiera aprobar en el Parlamento, debe requerir tam-
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bién la aprobación por parte de los ciudadanos activos. Como 
resultado se obtendría una reavivación en el interés en la vida 
pública de los ciudadanos, ya que ven que tienen un impacto 
real en las decisiones del Estado. 

Para que los ciudadanos participen de forma constante en 
las decisiones políticas es necesario el uso de la tecnología. 
Las plataformas telemáticas deben ser seguras y accesibles, 
pero también deben proveer a los ciudadanos de un foro que 
les permita debatir y votar propuestas superando las barreras 
geográficas. Con ello se obtendrá una nueva democracia viva 
en la que el diálogo será constante entre ciudadanos y polí-
ticos. 

Voto racional

Dentro del Pragmatecmerismo no se busca crear ciudada-
nos que voten de forma unísona, sino ciudadanos que puedan 
votar de una manera informada y racional. Un ciudadano for-
mado en asuntos de la vida pública puede comprender que las 
decisiones políticas que se toman afectan al presente y al fu-
turo de una sociedad que puede ver cómo su calidad de vida 
empeora o mejora. Un ciudadano que vote de forma racional 
puede entender los peligros de las soflamas populistas y del 
cortoplacismo, así como la importancia de la sostenibilidad 
fiscal del Estado. El ciudadano educado en la vida pública no 
estará exento de la falibilidad de un voto irracional, muchas 
veces intrínseco en la naturaleza humana, sino que lo hará de 
una forma responsable, sabiendo las consecuencias que ello 
puede generar.
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Dentro del Pragmatecmerismo tampoco se busca eliminar 
las pasiones intrínsecas al ser humano, sino que los ciudadanos 
activos puedan someter sus pasiones a la razón. El ciudadano 
activo en la vida pública frente a propuestas políticas deberá 
preguntarse:¿esto me beneficia a mí ahora?, ¿cuáles son sus 
efectos a largo plazo?, ¿es justo para la sociedad y, por ende, 
para mí?, ¿está respaldado con datos y estudios? Este análisis 
racional del votante frente a cualquier propuesta será funda-
mental dentro de una democracia meritocrática activa.

Para que los ciudadanos puedan votar de forma racional, 
se les debe educar con un pensamiento crítico en el que sepan 
identificar sesgos, analizar fuentes y construir argumentos ló-
gicos, siempre alejados de populismos. Para ello, es necesa-
rio que se habiliten espacios donde se pueda debatir de forma 
razonada y donde el intercambio de ideas diferentes no esté 
penalizado. 

Impacto del voto periódico individual

Con el nuevo sistema de voto a través de la superación de 
unos requisitos mínimos para poder acceder a la vida pública y 
ser un ciudadano activo, se resuelve una problemática donde el 
voto individual se diluye frente a la masa debido a que el voto 
individual tiene más peso, ya que habrá menos ciudadanos ac-
tivos en la vida pública. Aunque el número de ciudadanos acti-
vos sea menor que el censo electoral total, el voto de cada uno 
de ellos se vuelve más significativo. Además, en este sistema 
no se limitará la participación del ciudadano de forma perió-
dica a través del voto, sino que su participación será activa y 
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continua. Este voto del ciudadano activo será representativo y 
reflejará de forma más real la diversidad de opiniones, lo que 
implicará que las decisiones legislativas incorporen la voz más 
representativa de los ciudadanos.

Una crítica, que puede venir de los grupos más reticentes 
al cambio, puede ser que un sistema de participación telemática 
continua es inseguro. Esto ignora la realidad actual en la que 
vivimos. En la actualidad, nuestra economía, nuestra salud y la 
estabilidad de los Estados se basan es sistemas digitales segu-
ros y robustos que no están exentos de ciberataques. Por po-
ner algunos ejemplos, la banca online procesa billones de euros 
mediante transacciones cifradas, los sistemas de control aéreo 
gestionan miles de vuelos diarios e infraestructuras estratégicas, 
como plantas de energía o redes de telecomunicaciones, operan 
bajo múltiples capas de ciberseguridad. Así pues, si la tecnolo-
gía actual es capaz de asegurar todas estas operaciones, se puede 
suponer que al votante se le puede garantizar su integridad de 
voto. Por ello, la barrera no es tecnológica, donde se puede crear 
un sistema robusto y con garantías, sino de voluntad política.

Con este nuevo sistema se establece una nueva norma de re-
ciprocidad: el derecho al voto universal tiene como contrapar-
tida la obligación de la responsabilidad. Si un ciudadano tiene 
un interés real en la vida pública, estará dispuesto a pagar ese 
coste de esfuerzo para poder superar los requisitos mínimos 
que le permitan ser un ciudadano activo. Si no, seguirá prote-
gido por sus derechos y representado, pero no participará en la 
vida pública. De esta forma, se alcanza un equilibrio entre la 
universalidad y la responsabilidad. 
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Solucionando la problemática de los gobernantes

Como se ha argumentado a lo largo de este ensayo, las de-
mocracias actuales se enfrentan a una crisis profunda, no solo 
de participación, sino también de representación y gobernan-
za. El sistema actual de elección y control de los gobernantes 
tiene problemas estructurales que perpetúan e incentivan la in-
eficiencia, la corrupción y el creciente distanciamiento entre 
la clase política y la ciudadanía. Por ello, hay que abordar esta 
problemática del sistema reconociendo la falibilidad, donde la 
solución no será buscar políticos infalibles, sino crear un en-
torno político basado en la transparencia, la rendición de cuen-
tas y la participación ciudadana real para que se anteponga el 
bienestar colectivo al del gobernante.

Humanizando a los gobernantes

Como se ha explicado, la idealización del gobernante como 
un ser infalible y que antepone el interés general al particular 
no es real. Hay que reconocer que los gobernantes conservan 
sus intereses personales, y en base a ello diseñar sistemas que 
no dependan de la supuesta virtud del gobernante, sino que los 
candidatos sean filtrados en base a sus conocimientos verifica-
bles. Para lograrlo hay que evaluar a los candidatos que aspi-
ren al poder en un proceso obligatorio que los acredite como 
futuros gobernantes. Este proceso evaluaría a los candidatos 
en tres pilares fundamentales:

El primer pilar es sobre su experiencia profesional y vital: 
los candidatos deben entender la realidad del sector privado y 
tener una visión más amplia de la sociedad. Con ello, se busca 
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eliminar la figura del político profesional que nunca ha vivido 
fuera de la élite del poder político. 

El segundo pilar es el conocimiento técnico del candidato: 
este deberá acreditar conocimientos mínimos en áreas críticas 
como la economía, el derecho, la gestión pública y la ética. De 
la misma manera que ningún médico debe ejercer su profesión 
sin dominar la medicina, ningún político tendría que estar auto-
rizado para ejercer sin unos mínimos conocimientos para ello.

El tercer y último pilar es el de integridad y juicio ético: el 
candidato será evaluado a través de la capacidad de afrontar 
dilemas morales y liderar con responsabilidad. 

Para esto, será necesaria la creación de un consejo de eva-
luación independiente que garantice la imparcialidad y la rigu-
rosidad en la evaluación de candidatos. Dicho consejo estará 
compuesto por expertos de diversas áreas, elegidos por méritos 
y trayectoria y no por afiliaciones políticas. Este consejo será 
el encargado de diseñar y aplicar pruebas exhaustivas que irían 
más allá de la mera acumulación de conocimientos, incluyen-
do casos de estudio, simulaciones y entrevistas en profundidad 
para evaluar las habilidades de toma de decisiones, resolución 
de conflictos y manejo de crisis. Este consejo no solo diseñaría 
las pruebas, sino que también publicaría los resultados para 
una total transparencia.

El poder bajo la lupa

La realidad documentada psicológica humana de que el poder 
corrompe es un hecho y cualquier sistema político debe tenerlo 
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presente. Ya se ha argumentado en este ensayo que incluso los 
políticos con las mejores intenciones pueden ser corrompidos. 
Por ello, un sistema político inteligente no debe confiar en la 
virtud del gobernante, sino que el gobernante debe estar some-
tido a vigilancia constante y tener marcados unos límites claros. 

Varios estudios han demostrado que el poder corrompe. Uno 
de ellos es el experimento de la Prisión de Stanford (1971), el 
cual fue dirigido por el psicólogo Philip Zimbardo. En este es-
tudio, estudiantes universitarios sanos fueron asignados alea-
toriamente a los roles de guardias y prisioneros en una prisión 
simulada. El experimento, previsto para dos semanas, tuvo que 
ser cancelado abruptamente a los seis días debido a la escalada 
de comportamientos abusivos y sádicos por parte de los guar-
dias y el grave deterioro emocional de los prisioneros. Este ex-
perimento, que debe ser aplicado en la ciencia política, demos-
tró que individuos ordinarios, sin predisposición a la maldad, 
pueden ser inducidos a actos crueles por la simple asignación 
de un poder asimétrico y la deshumanización de aquellos sobre 
los que lo ejercen. Si un entorno simulado puede corromper 
tan rápidamente, es ingenuo pensar que el poder real del Es-
tado, con sus inmensos recursos y su capacidad de coerción, 
no tendrá un efecto similar o mayor sobre quienes lo ostentan.

Dentro del Pragmatecmerismo se reconoce la falibilidad 
humana y, por ello, se proponen tres mecanismos de control 
sobre los políticos. 

El primer mecanismo es una fiscalización independiente 
a los políticos, acompañada de sanciones severas si son co-
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rrompidos. Para ello, es necesario la existencia de órganos de 
control independientes, con capacidad real de investigación 
y sanción. Esto debe ser acompañado con sanciones severas 
contra la corrupción, el tráfico de influencias y el enriqueci-
miento ilícito, que contemplen no solo penas de prisión, sino 
la inhabilitación perpetua y la expropiación de los bienes hasta 
que devuelvan lo robado.

El segundo mecanismo es limitar la concentración de poder 
que evite la perpetuación de políticos en cargos públicos. Para 
ello, es necesario establecer límites en la reelección en todos 
los niveles de gobierno. Además, dentro del Pragmatecmeris-
mo aparece un contrapeso al poder político: las decisiones se-
rán ponderadas a través de la cámara ciudadana. 

El tercer mecanismo es fortaleciendo el sistema de contra-
pesos. Más allá de la cámara ciudadana, se debe proteger a los 
contrapesos tradicionales como la prensa libre, un poder judi-
cial verdaderamente independiente que no dependa del poder 
legislativo ni del ejecutivo y una ciudadanía organizada. 

Creación de incentivos particulares alineados con el bien 
común

En páginas anteriores hemos adelantado que en los sistemas 
políticos actuales existe un sistema de incentivos equivocado, 
el cual no está alineado entre el crecimiento económico de un 
político —algo que es humano— con el crecimiento económico 
de un Estado. Esto puede acarrear problemas, como la disuasión 
del talento y la atracción de mediocridad, así como problemas 
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de corrupción. Por ello, si la remuneración es insuficiente, po-
dría disuadir a ciudadanos altamente capacitados a participar en 
la política, al no percibir gobernar como una opción económica-
mente atractiva. Por lo tanto, se debe ofrecer una compensación 
competitiva que refleje la excelencia y las altas cualificaciones 
que estos roles demandan, para que los ciudadanos altamente 
capacitados la encuentren como una opción atractiva desde el 
punto de vista económico. Por consiguiente, es necesario ofre-
cer una compensación elevada que refleje la excelencia y la alta 
cualificación que estos roles demandan.

No obstante, establecer salarios base excesivamente altos 
podría atraer a ciudadanos con un marcado interés personal, 
más que un compromiso real con el servicio público. Para co-
rregir esto, el Pragmatecmerismo crea un modelo de remune-
ración híbrido que combina un sueldo base moderado con un 
sistema de incentivos significativos y vinculados al logro de 
objetivos específicos y medibles. Estos incentivos se estruc-
turarían en torno a la responsabilidad que tiene un gobernante 
en el progreso de un Estado y el bienestar y prosperidad de 
los ciudadanos. Para ello, el gobernante debe avanzar en dos 
objetivos fundamentales:

El primer objetivo del gobernante es el ámbito económi-
co del Estado y, por consiguiente, la prosperidad ciudadana. 
El objetivo del gobernante debe ser mejorar la situación fi-
nanciera del Estado en comparación con su punto de partida. 
Esto implica no solo el crecimiento del tejido empresarial, sino 
también la mejora tangible del nivel de vida de la población, lo 
cual se puede evaluar de forma objetiva mediante el Producto 
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Interior Bruto (PIB) per cápita real durante su mandato. Un 
aumento de este indicador durante el mandato de un gobernan-
te es un indicio de un crecimiento económico real y de benefi-
cios palpables para los ciudadanos.

El segundo objetivo —y no menos importante— del gober-
nante se encuentra en el ámbito social. El programa político 
con el que el gobernante fue elegido define la hoja de ruta de 
los logros sociales que el gobernante ha marcado y los ciuda-
danos han respaldado. La fiel ejecución de este programa es 
fundamental, ya que refleja la respuesta del gobernante a la 
confianza de los ciudadanos y su capacidad para orientar a la 
sociedad hacia los objetivos consensuados. Esta consecución 
asegura el respeto a la voluntad de los individuos.

La medición de estos logros es fácilmente medible y debe 
ser justa. Sin embargo, en contextos adversos donde un buen 
gobierno esté afectado por factores fuera de su control —como 
una pandemia global o una crisis económica internacional— es 
fundamental un proceso de rendición de cuentas que permita 
una explicación detallada y verificable de los desvíos respec-
to a los objetivos planteados. Para ello, se crearía un consejo 
independiente de supervisión del desempeño gubernamental. 
Este consejo estaría compuesto por expertos independientes 
y tendría la función de auditar los resultados económicos y 
sociales midiendo el impacto de factores externos al gobierno, 
validando si los desvíos de los objetivos estaban justificados o 
si se debieron a una mala gestión.

El incumplimiento de los objetivos, tanto del PIB per cá-
pita como del cumplimento del programa político, hará que 
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el gobernante quede inhabilitado de por vida para poder ser 
gobernante. La transparencia de este sistema debe ser total, y 
la estructura salarial, los objetivos, los informes de seguimien-
to del consejo y los incentivos finales serían de dominio pú-
blico para que puedan ser auditados por cualquier ciudadano. 
El incumplimiento de los objetivos, tanto económicos como 
sociales, será implacable y hará que el gobernante quede inha-
bilitado de por vida para ejercer cualquier cargo público.

De esta manera, se transforma la política en una profesión 
de alto rendimiento basada en resultados medibles. El gober-
nante deja de ser un burócrata mediocre, propagador de sofla-
mas, para convertirse en un gestor cuyo progreso particular va 
ligado al progreso del Estado.

Verdadero control a los gobernantes: los ciudadanos activos

Dentro del Pragmatecmerismo se transforma la relación en-
tre el ciudadano y la clase política. El ciudadano pasa de ser un 
actor pasivo, donde tiene control sobre el gobierno en eleccio-
nes periódicas, a un ciudadano activo, con una participación 
directa y constante.

El poder de participación de estos ciudadanos activos se 
materializa por tres vías principales de democracia directa te-
lemática:

La primera es el poder de ratificación de leyes y consultas 
vinculantes: las decisiones legislativas aprobadas en el Parla-
mento deben ser ponderadas por la cámara ciudadana.
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La segunda es la participación en los presupuestos genera-
les: el poder del pueblo garantizará que los recursos del Estado 
se alineen con las prioridades reales de los ciudadanos. 

La tercera es que la agrupación de ciudadanos activos puede 
proponer iniciativas legislativas, lo que será una fuente proac-
tiva en la legislación del Estado por parte de la ciudadanía. 
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Capítulo 7
El fin de la pobreza, no de la desigualdad

El ser humano nace en una condición de desigualdad natural 
proveniente del azar. Un ser humano nada más nacer estará 
condicionado por la naturaleza humana —talentos innatos— 
y las circunstancias que rodean al individuo —entorno fami-
liar— que no elige. Dentro de una sociedad no se debe aspirar 
al modelo utópico de eliminar las diferencias, sino a provisio-
nar a los individuos de los mismos derechos y oportunidades. 
Haciendo una analogía, no se trata de repartir el pescado a los 
individuos por igual, sino de garantizar que cada individuo 
aprenda a pescar y tenga acceso a una caña.

Esto es relevante si se quiere abordar la problemática his-
tórica más constante de la humanidad, que es la pobreza y la 
falta de recursos básicos, como el alimento, la ropa o la salud. 
Por ello, la historia humana es una historia de pobreza casi 
universal. Para la gran mayoría de los ciudadanos, donde an-
tes del siglo XIX se estima que más del 90 % de la población 
mundial vivía en la pobreza extrema —con menos de un dólar 
al día—54 a través de un modelo de vida de subsistencia que 
hoy nos parecería inimaginable.

 El punto de inflexión en la historia de la humanidad de 
este modelo de vida de subsistencia llegó a finales del siglo 
XVIII con la llegada del sistema capitalista. Fue en los países 
que adoptaron la libertad económica, el respeto a la propiedad 
privada y el libre mercado donde se comienza una verdadera 
54 Bourguignon, F., & Morrisson, C. (2002) Inequality Among World Citizens: 
1820-1992/Our World in Data (OWID) - OurWorldInData.org
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transformación sin precedentes. Esto es debido a la acumula-
ción de capital y su constante reinversión, donde a través de 
la innovación tecnológica y mejora de los procesos produc-
tivos, la economía empieza a crecer de forma exponencial y, 
por primera vez en la historia, millones de personas salen de la 
pobreza extrema. 

A pesar de todo esto, muchos individuos asumen que la 
desigualdad económica es la principal fuente de los conflictos 
sociales. Pero en este ensayo veremos que es la pobreza abso-
luta —la falta de recursos necesarios para vivir con dignidad— 
más que la desigualdad relativa es el verdadero problema de 
los conflictos sociales, la violencia y los atentados contra la 
vida y la propiedad privada. Para entender esto, es necesario 
distinguir entre dos tipos de desigualdad:

La primera es la desigualdad absoluta: mide la diferencia 
neta en los recursos entre individuos. Se enfoca en la cantidad 
de recursos reales que separan a las personas. Por ejemplo, el 
dinero. Si un individuo A gana 1000 euros y un individuo B 
gana 10000 euros, la desigualdad absoluta entre ellos es de 
9000 euros.

La segunda es la desigualdad relativa: mide la proporción o 
el ratio entre los ingresos. Se enfoca en cómo se comparan los 
ingresos de los individuos en términos porcentuales, no en la 
cantidad. Siguiendo el ejemplo anterior, si un individuo A gana 
1000 euros y un individuo B gana 10000 euros, la desigualdad 
relativa es 10:1.
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Varios estudios, como el de Thomas Goda y Torres-García 
en 2018, analizaron datos de todos los Estados de Estados Uni-
dos durante más de tres décadas. Concluyeron que existe una 
relación positiva y estadísticamente robusta entre el aumen-
to de la desigualdad absoluta y las tasas de delitos contra la 
propiedad. Este efecto, sorprendentemente, persistió incluso 
cuando se controló el nivel de desigualdad relativa, la pobreza 
y otros factores socioeconómicos. Lo que tiene una implica-
ción política directa: la prioridad de los gobernantes en una 
sociedad no debe ser reducir los ratios de desigualdad relativa, 
sino incrementar los ingresos absolutos de la base de la pobla-
ción, es decir, crear riqueza y erradicar la pobreza.

Para entender este punto, pensemos en dos escenarios.

El primer escenario será una sociedad próspera, pero des-
igual, donde la mayoría de los ciudadanos gana cinco mil eu-
ros al mes, mientras que una pequeña élite gana diez millones. 
En este escenario la desigualdad relativa es muy grande, pero 
la mayoría de la población tiene sus necesidades más que cu-
biertas, lo que le da la capacidad para alcanzar lo que ellos 
consideren sus proyectos vitales y también capacidad de aho-
rro. En este escenario es improbable que surja un conflicto so-
cial porque una elite sea multimillonaria. 

El segundo escenario será una sociedad pobre, pero iguali-
taria, donde todos los ciudadanos ganan treinta euros al mes. 
En este escenario no hay desigualdad relativa, ya que son todos 
iguales. Sin embargo, es un escenario social donde la miseria es 
compartida y el individuo no puede alcanzar sus proyectos vita-
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les. Estas sociedades son caldos de cultivo para la desesperación 
de los ciudadanos y ollas a presión de conflictos sociales. 

Por ello, en un Estado la prioridad debe ser eliminar el suelo 
de la pobreza, más que limitar el techo de la riqueza. La exis-
tencia de outliers multimillonarios no daña la sociedad si la 
base de la pirámide goza de un nivel de vida digno y creciente.

Como vemos, el Estado necesita generar riqueza para que 
los ciudadanos tengan mayor riqueza en términos absolutos. 
Para ello, hay que brindar a los ciudadanos los mismos dere-
chos y oportunidades, pero estos derechos y oportunidades solo 
se pueden ofrecer a los ciudadanos si un Estado aumenta año 
a año su riqueza. Si el Estado hace malas políticas económicas 
llevando al Estado a la pobreza, lo que hará será eliminar esos 
derechos y oportunidades, haciendo que los ciudadanos cada 
vez sean más pobres, pero más iguales: igualmente pobres.

En la actualidad y gracias al capitalismo, la pobreza extrema 
ha disminuido a niveles nunca vistos en la historia de la humani-
dad. Sin embargo, hay una obsesión por parte de algunos ciuda-
danos y dirigentes políticos de Estados que gozan de una buena 
economía en atacar a este modelo económico y en pretender eli-
minar la desigualdad relativa, lo que puede llegar a ser peligroso 
porque se deja de poner el foco en el verdadero problema del 
progreso social, que es la pobreza absoluta. Este progreso está 
amenazado muchas veces por dirigentes con discursos populis-
tas que están centrados en la envidia y la redistribución forzosa, 
y no hay que olvidar que se corre el riesgo de devolver al ser 
humano a su estado natural: la miseria compartida.
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Estos discursos populistas e ideas erróneas sobre la elimi-
nación de la desigualdad relativa tienen raíces históricas com-
prensibles. Esto es debido a cómo funcionaba el mundo preca-
pitalista. Como ya observó Montesquieu en su obra El espíritu 
de las leyes (1748), la riqueza a menudo era un juego de suma 
cero donde los ricos se enriquecían a costa de los pobres me-
diante la conquista, la esclavitud o el saqueo. Ahora, el mundo 
capitalista cambió el juego de suma cero, y que alguien sea 
rico no implica la pobreza de otro, algo que todavía muchos 
individuos no han comprendido. El capitalismo introdujo un 
sistema de suma positiva donde los ciudadanos no son some-
tidos, el intercambio es voluntario y la riqueza se crea a través 
de la capitalización para poder reinvertir el capital, mejorando 
los medios de producción y, por consiguiente, aumentando la 
riqueza. Este nuevo modelo no solo no perjudica a los pobres, 
sino que genera más oportunidades para todos los individuos. 

Hoy en día, existe la idea de medir la desigualdad económi-
ca, y esto es un indicador peligroso y engañoso. Esto es por-
que la moral de la mayoría de la sociedad ha aceptado que la 
desigualdad relativa económica está mal, pero, a través de esta 
lógica, moralmente esta sociedad no debería aceptar cualquier 
desigualdad. Por ejemplo, de belleza física o talentos. Frie-
drich Hayek (1899-1992) en su último libro La fatal arrogan-
cia: los errores del socialismo (1988), explica que alcanzar la 
igualdad social es difícil porque es incompatible con la natu-
raleza humana, ya que los seres humanos somos naturalmente 
desiguales, es decir, nacemos con distintos talentos, habilida-
des, preferencias. Cualquier intento de eliminar estas desigual-
dades va contra la propia naturaleza del ser humano. Llevado 
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a lo absurdo, sería igualar, por ejemplo, a personas más guapas 
que otras. ¿Cómo lo haríamos? ¿Cortándoles una oreja a los 
guapos para igualarlos con los demás?

A pesar de todo, sí que hay verdaderos igualadores. Esto 
nos lo ha demostrado la historia. Las catástrofes son los gran-
des igualadores sociales. Por poner algunos ejemplos: la peste 
negra, el terremoto de Lisboa de 1755 o la devastación de la 
Segunda Guerra Mundial redujeron drásticamente la desigual-
dad, pero lo hicieron destruyendo vida y riqueza, dejando a 
todos los ciudadanos igualmente pobres. Por el contrario, las 
grandes etapas de paz y prosperidad económica son las que, 
paradójicamente, aumentan la desigualdad relativa, precisa-
mente porque la creación de riqueza permite que el capital de 
los individuos que sepan capitalizar de mejor forma su riqueza 
vean cómo crece a un mejor ritmo, incluso cuando el nivel de 
vida de los más pobres mejora año tras año. Los ciudadanos y 
políticos deberían elegir entre la igualdad de la catástrofe o la 
desigualdad del progreso económico. 

En el Pragmatecmerismo se fomentará el crecimiento eco-
nómico absoluto como la mejor herramienta para reducir la 
pobreza, donde el objetivo no es la igualdad de resultados, sino 
la igualdad de derechos y oportunidades garantizados a través 
de los derechos positivos limitados por el egoísmo racional. El 
objetivo principal del Estado será propiciar un entorno favora-
ble a la inversión, el emprendimiento y la creación de empleo. 
Como resultado se tendrá una sociedad económica asimétrica, 
próspera, con un suelo de dignidad para todos y sin un techo 
para nadie.
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Capítulo 8
Libertad individual y responsabilidad social

Pierre-Joseph Proudhon (1809-1865), desde mi punto de vis-
ta, dio una muy acertada definición de la política. La define 
como la organización del poder en la sociedad y, en ese senti-
do, como la administración de la libertad. Una vez, una de las 
personas más inteligentes que conozco, Victoria Marinescu, 
me hizo la siguiente pregunta: ¿podemos considerarnos libres 
si, al nacer, no elegimos el lugar de nuestro nacimiento? La 
respuesta se contesta por sí sola y nos muestra la paradoja de 
la condición humana entre la aspiración de libertad individual 
y las influencias deterministas de las casuísticas externas e in-
ternas con las que nacemos: ningún individuo nace absoluta-
mente libre desde su concepción debido a las desigualdades 
naturalmente humanas provenientes del azar y que escapan a 
la elección del individuo. Además, estas influencias se extien-
den a lo largo de la vida de cualquier individuo, y es que, como 
ya señaló Aristóteles, somos animales sociales y nuestro desa-
rrollo y vivencias dependen de la cooperación con el resto de 
los individuos. 

Por tanto, la libertad individual no es el estado natural del 
ser humano desde su nacimiento, sino un logro que se puede 
alcanzar dentro de una sociedad que lo haga posible. La verda-
dera libertad no es la ausencia de condicionantes, lo que sería 
una imposibilidad metafísica, sino un sentimiento individual 
en el que el individuo es consciente de sus deseos, pero no es 
consciente de lo que causan sus deseos. Por lo que, el indivi-
duo es libre de sus acciones, pero sus acciones se ven influidas 
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por causas internas y externas. Resumiendo: la libertad es la 
posibilidad de elegir dependiendo de las condiciones.

Libertad e igualdad en la sociedad

Por su acepción, la palabra libertad proviene del latín liber-
tas, que se relaciona con el término liber (hombre libre), en 
contraposición a la del servus (esclavo). En la antigua Roma, la 
libertad era, ante todo, no estar sometido a la voluntad de otro 
amo. Sin embargo, esta definición en la actualidad se queda in-
completa, ya que el concepto de libertad abarca mucho más que 
la ausencia de servidumbre física, y es la capacidad natural del 
ser humano de obrar según su propia voluntad, es decir, tener 
capacidad de decisión, lo que se conoce como libre albedrío.

Así que, el servus carece de libertad porque está sometido 
a otro ser humano, pero el ser humano libre es quien ejerce su 
libre albedrío, lo que implica tomar decisiones que pueden ser 
correctas o incorrectas, pero bajo su decisión. Tomar decisio-
nes de forma correcta hará que este ser humano sea virtuoso. 
El no tomarlas de forma correcta hará que se aleje de la virtud, 
siendo responsable de sus actos.

Con esta definición, se vuelve a la pregunta inicial: ¿el ser 
humano en la sociedad puede ser totalmente libre? Como ve-
remos a través de tres razones: no.

La primera razón es por las condiciones existencialistas: el in-
dividuo nace influenciado por condiciones externas —económi-
cas y culturales— e internas —factores genéticos y azarosos—. 
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La segunda razón es por la naturaleza: el ser humano es 
un ser social y su libertad está relacionada con la convivencia 
con otros individuos. Vivir en sociedad implica aceptar unas 
obligaciones hacia otros individuos que restringen la libertad 
absoluta. 

La tercera razón es porque cualquier tipo de libertad, excep-
to la de pensamiento, requiere de una base material. La liber-
tad de expresión necesita medios para ser ejercida, como son 
el acceso a internet, papel para escribir, medio para publicar... 
La libertad de movimiento requiere recursos para viajar. La 
libertad de emprender necesita capital. Esta dependencia de 
los medios materiales nos obliga a participar en una economía 
de interdependencia constante, sirviéndonos unos a otros para 
obtener los recursos que hacen posibles las libertades indivi-
duales.

Resumiendo: la libertad absoluta no existe y siempre va 
condicionada. Por ello, la libertad humana está limitada desde 
el nacimiento hasta la participación en la sociedad. El objeti-
vo del ser humano no debe ser alcanzar una utópica libertad 
absoluta, sino maximizar su grado de libertad dentro de estas 
restricciones inevitables. La sociedad, en cambio, debe permi-
tir que el individuo realice todas las acciones necesarias para 
que pueda alcanzar su proyecto vital, porque solo el individuo 
sabe cuál es su proyecto vital. 

El concepto de libertad, como hemos visto, es un concepto 
complejo y ha sido debatido a largo de la historia por pensa-
dores y filósofos. Por eso, cuando en una sociedad se presenta 
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la disyuntiva entre libertad e igualdad, a menudo la sociedad 
tiende a elegir la igualdad, y esto tiene una razón: conceptual-
mente, es más fácil entender el concepto de igualdad que el de 
libertad.

El concepto de igualdad, en su forma más básica, es fácil de 
entender y hasta tiene una representación matemática: un nú-
mero es igual a otro. Por ejemplo, 1=1. Aunque su aplicación 
sea compleja —todos los ciudadanos deben tener los mismos 
derechos— el concepto es intuitivamente más entendible. La 
libertad, sin embargo, es un sentimiento subjetivo, es una sen-
sación. Cada persona tiene su propia concepción de libertad, 
al igual que cada persona tiene su propia concepción del amor 
o de la amistad. No todo el mundo ama de la misma forma, 
al igual que no todo el mundo se relaciona con amigos de la 
misma forma. Lo mismo ocurre con el concepto de libertad, 
cada ciudadano tiene el suyo propio, incluso hay personas que 
prefieren la seguridad a la libertad. Esto lo explica muy bien 
Fiódor Dostoyevski (1821-1881) en El gran inquisidor, un ca-
pítulo de su novela Los hermanos Karamazov, publicada en 
1880. En este texto, Dostoyevski plantea que la humanidad, en 
su mayoría, prefiere la seguridad y la comodidad a la verdadera 
libertad, ya que la libertad conlleva una gran responsabilidad y 
el peso de las decisiones propias. Según Dostoyevski, la gente 
se siente más a gusto cuando sus decisiones son tomadas por 
una autoridad superior, renunciando así a su libertad a cambio 
de un sentimiento de protección y seguridad. En las socieda-
des se prima la igualdad frente a la libertad, ya que para el ser 
humano es más fácil entender el concepto de igualdad que el 
de libertad.
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Frente a este dilema, el individuo dentro del Pragmatecme-
rismo tendrá una libertad mixta entre libertad negativa (no in-
terferencia) y libertad positiva (capacidad de actuar), debido a 
que solo el individuo conoce su proyecto vital y debe tener la 
máxima libertad para alcanzarlo. Al mismo tiempo, esta liber-
tad conlleva una responsabilidad social limitada a través del 
egoísmo racional. Esta responsabilidad social contribuirá a la 
seguridad social entre individuos. Con ello, se buscará alcan-
zar un equilibro entre libertad y seguridad, ya que la vida es 
como una montaña rusa, con altibajos. Si todo le va bien al ciu-
dadano, será libre de trabajar en las acciones necesarias para 
alcanzar su proyecto vital. Sin embargo, si en algún momento 
le va mal, tendrá la seguridad de que la sociedad cuidará de él.

Parte 3. Aplicaciones del Pragmatecmerismo
Tras diagnosticar las limitaciones de las ideologías con-

temporáneas, esta tercera parte del ensayo se dedica a exponer 
las aplicaciones prácticas del Pragmatecmerismo. Para ello, 
se definirán los marcos político, jurídico, económico y social 
que conforman la arquitectura de un Estado pragmatecmerista, 
estableciendo las bases para una gobernanza basada en la evi-
dencia y la planificación rigurosa.

Una parte de la ideología del Pragmatecmerismo estará ba-
sada en el principio de planificación preelectoral, donde los 
partidos políticos que aspiren a gobernar deben presentar su 
programa político de gobierno completamente desarrollado y 
datificado antes de las elecciones. Lo que implica que cual-
quier propuesta —en ámbitos como los políticos, jurídicos, 
económicos y sociales— debe tener un análisis de viabilidad 
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respaldado con datos y evidencias. La planificación preelecto-
ral de los partidos políticos en el Pragmatecmerismo difiere de 
la práctica habitual, donde muchos partidos políticos presen-
tan propuestas a través de consignas populistas que solo sirven 
para llegar al poder; después, cambian la hoja de ruta de sus 
propuestas para perpetuarse en el poder. Esta improvisación 
postelectoral, además de ser un engaño hacia el electorado 
que ha confiado en dicha propuesta, lleva acarreado un coste 
de oportunidad debido a la improvisación del gobierno, algo 
que se traduce en un empobrecimiento relativo de la sociedad. 
Por ello, dentro del Pragmatecmerismo se exige seguir el plan 
planteado en el programa político. 
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Capítulo 9
Marco político

En este capítulo se explica la estructura organizativa del Esta-
do, el cual debe mejorar la economía, libertad y seguridad de 
los ciudadanos. Entendiendo las estructuras actuales que man-
tienen la ineficacia y la desconfianza del gobierno, el Pragma-
tecmerismo propone una reforma del marco político, evolu-
cionando hacia una democracia meritocrática activa, donde la 
gobernanza y la participación en la vida pública deben basarse 
en el mérito y la responsabilidad, garantizando así una repre-
sentación que sea, por primera vez, real.

Redefiniendo los poderes del Estado

La tradicional separación de poderes heredada de Montes-
quieu necesita ser reconfigurada, ya que la práctica ha demos-
trado no ser suficiente en muchas democracias actuales. En 
teoría, los poderes tradicionales —ejecutivo, legislativo y ju-
dicial— debieran funcionar como contrapesos independientes, 
pero la realidad es que debido a la influencia política estos po-
deres no operan de tal forma. En la práctica, el líder del partido 
político mayoritario controla tanto el poder ejecutivo, al for-
mar gobierno, como el legislativo, ya que los diputados de su 
partido le deben lealtad. Además, este sometimiento muchas 
veces abarca al poder judicial, donde su cúpula es nombrada 
por mayorías políticas, creando una estructura de jueces afines 
al gobierno y limitando la imparcialidad. Como resultado, se 
pierde la separación de poderes e independencia, y el líder del 
gobierno mayoritario domina los tres poderes del Estado.
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Dentro del Pragmatecmerismo se regenerarán los poderes 
del Estado, no solo mejorando la independencia de los exis-
tentes, sino que, además, se creará un nuevo cuarto poder: el 
poder auditor. Este aparece debido a la transición del Estado 
desde su antiguo rol como gestor de los servicios públicos a su 
nuevo rol de supervisor de dichos servicios. Este nuevo poder 
independiente será el responsable de garantizar la transparen-
cia y redención de cuentas de los entes privados y públicos, 
garantizando que la asignación de recursos se base en crite-
rios objetivos y datos, no en intereses partidistas. Una de sus 
funciones principales será detectar y supervisar prácticas co-
rruptas, tanto de manos privadas como, sobre todo, de manos 
públicas, de los propios gobernantes.

Para que los nuevos poderes del Estado sean realmente 
independientes y actúen como contrapesos, ya no solo basta 
con dividirlos, también deben estar fuera de la influencia po-
lítica. Dentro del Pragmatecmerismo, el poder legislativo será 
controlado por la nueva cámara ciudadana —que se encuentra 
dentro del poder legislativo—, donde los ciudadanos activos 
actuarán como un verdadero contrapeso independiente al po-
der legislativo, ya que tendrán una auténtica participación en 
las decisiones legislativas. Además, el poder judicial y el au-
ditor deben tener una autonomía real frente al gobierno. Por 
ello, los mecanismos de elección y financiación deben estar 
aislados de la influencia política del ejecutivo y el legislativo.

Poder legislativo

En teoría, el poder legislativo actual es el poder que repre-
senta al pueblo a través de los miembros elegidos, llamados 
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parlamentarios o diputados, que son elegidos directamente por 
los ciudadanos a través de elecciones periódicas. Su función es 
la elaboración de leyes, elección del presidente del gobierno y, 
sobre todo, la de control al gobierno. La realidad es otra: los 
diputados que componen el poder legislativo deben su lealtad 
al líder del partido político que facilitó su acceso a sus escaños, 
así pues, dichos diputados a través de la disciplina de partido 
son fieles al líder del partido político.

Esta lealtad del poder legislativo —debido a la disciplina de 
partido— al poder ejecutivo elimina los mecanismos de con-
trol al gobierno, como auditorías o comisiones de investiga-
ción que examinen las acciones del poder ejecutivo y auditen 
el gasto de los fondos públicos por parte del gobierno. Por ello, 
el contrapeso del poder legislativo desaparece y se convierte 
en una extensión del poder ejecutivo. 

Dentro del Pragmatecmerismo, se busca restaurar este 
verdadero contrapeso del poder legislativo al poder ejecu-
tivo y, para ello, se introduce un contrapeso externo y di-
recto, una nueva cámara ciudadana, ejercido a través de la 
democracia meritocrática activa que actúa al cincuenta por 
ciento con la cámara parlamentaría. Esta nueva cámara ciu-
dadana no busca eliminar la representación parlamentaria 
necesaria para la proposición y elaboración de leyes, sino 
ser un complemento dentro del poder legislativo, donde los 
ciudadanos activos actúen como un contrapeso real al poder 
legislativo.
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Para ello, se creará un mecanismo de ponderación bicame-
ral en el que las decisiones parlamentarias deberán ser ratifica-
das por dos cámaras de forma simultánea: la cámara parlamen-
taria (diputados) y la cámara ciudadana (ciudadanos activos). 
Si una propuesta quiere ser aprobada, necesita una mayoría 
simple de ambas cámaras. Los diputados deberán presentar 
propuestas que no solo satisfagan sus intereses políticos, sino 
que satisfagan el interés de la ciudadanía. Todo esto dará como 
resultado tres ventajas directas: 

La primera es un verdadero control al gobierno: dado que 
la cámara ciudadana no le debe lealtad a ningún partido polí-
tico y no está influenciada por la disciplina de partido, puede 
rechazar cualquier propuesta que no beneficie a la ciudadanía, 
como aquellas que solo beneficien a grupos de interés afines 
al gobierno.

La segunda hará que, por primera vez, las leyes sean real-
mente representativas: se necesitará de una verdadera compre-
sión de la sociedad para poder legislar según sus necesidades. 
Además, esto elimina la formación de la casta o élite política, 
alejada de la realidad ciudadana. 

Por último, se reduce la partitocracia y el clientelismo de 
los partidos políticos: los ciudadanos activos, a través de la 
cámara ciudadana, tendrán un papel protagonista en las deci-
siones políticas. Los partidos políticos tendrán menos poder, 
por lo que los ciudadanos reducirán su dependencia hacia los 
partidos políticos para obtener beneficios o favores, debilitan-
do el clientelismo político
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Poder ejecutivo

En el Pragmatecmerismo, el poder ejecutivo estará real-
mente limitado por el poder legislativo. La función del poder 
ejecutivo —será el único legitimado para aplicar el monopolio 
de la violencia de manera legal— abarcará la aplicación de las 
leyes que han sido aprobadas por el poder legislativo en su do-
ble cámara: parlamentaria y ciudadana, la defensa del Estado 
contra amenazas internas y externas y la supervisión del cum-
plimiento de las políticas públicas por parte de las empresas 
privadas. Tendrá dos funciones principales:

La primera será administrar el Estado dirigiendo el gobierno, 
lo que incluye las relaciones exteriores y la defensa del Estado. 

La segunda será garantizar el cumplimiento de las obli-
gaciones legales por parte de los ciudadanos y las empresas 
prestadoras de servicios públicos, utilizando la fuerza legítima 
del Estado para hacer cumplir las leyes y mantener el orden 
público cuando sea necesario.

La elección del presidente del gobierno será a través de la 
doble aprobación de las dos cámaras del poder legislativo. El 
candidato propuesto por la cámara parlamentaria deberá ser 
ratificado de forma simultánea por la cámara ciudadana. Esta 
doble ratificación evitará la formación de gobiernos basados 
en pactos que no cuenten con el respaldo ciudadano. 

El monopolio de la violencia por parte del poder ejecuti-
vo no es un poder absoluto, sino una responsabilidad. Este no 
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puede usar la fuerza de manera arbitraria, por tanto, el uso de 
la fuerza debe estar siempre justificado y sujeto a la ley. El 
uso del poder deberá estar supervisado por el poder legislativo 
—a través de la cámara de ciudadanos—, el poder judicial y el 
poder auditor. 

Si bien el ejecutivo ostenta el monopolio de la fuerza, este 
no es un poder absoluto. Su ejercicio está estrictamente limita-
do por la ley y sometido a una rigurosa fiscalización. La arbi-
trariedad se previene mediante el control constante del poder 
legislativo —con su poder ciudadano activo—, la supervisión 
del poder auditor independiente y el escrutinio del poder judi-
cial. El uso de la fuerza no es un privilegio, sino una responsa-
bilidad sujeta a la más estricta rendición de cuentas.

Poder judicial

Dentro del Pragmatecmerismo, la función del poder judicial 
mantendrá su propósito actual: administrar justicia —definida 
en la parte de conceptos básicos— y resolver los conflictos que 
surgen entre los ciudadanos, entre ciudadanos y el Estado o en-
tre diferentes poderes del Estado. La justicia debe ser ciega, es 
decir, debe aplicarse a todos los entes del Estado por igual. No 
puede nunca supeditarse a un interés particular o general. Para 
ello, no se tendrán en cuenta circunstancias particulares, bus-
cando siempre la imparcialidad. Este poder, más que ningún 
otro, debe ser independiente, ya que serán los responsables de 
interpretar las leyes, aplicarlas a los casos concretos y dictar 
sentencias justas. No puede ceder ante presiones políticas, po-
pulares o sentimentales. La imparcialidad, la abstracción y la 
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no arbitrariedad deben ser los pilares fundamentales del poder 
judicial. Así consta en Levítico, 19:15: «No harás injusticia en 
el juicio; no favorecerás al pobre ni complacerás al rico, sino 
que con justicia juzgarás a tu prójimo». 

Para garantizar la imparcialidad, la justicia no puede ser 
influenciada por situaciones específicas. Siempre que se cum-
plan o se incumplan las leyes, la justicia debe aplicarse de ma-
nera abstracta y general, basándose únicamente en la ley. El 
juez no necesita conocer detalles de las partes involucradas 
más allá de las normas sociales, para asegurarse de que su jui-
cio sea imparcial. El juez no puede permitirse que la justicia 
sea corrompida por las dádivas del rico o por las lágrimas del 
pobre. Para evitar la arbitrariedad en la aplicación de la justi-
cia, esta nunca debe estar sujeta a privilegios. La justicia debe 
aplicarse de acuerdo con las normas del Estado, sin considerar 
circunstancias particulares. Dentro del Pragmatecmerismo, la 
justicia no puede ser una herramienta para la ingeniería social. 
Por ejemplo, no se permite ninguna justificación para aplicar 
derechos positivos con una finalidad de compra de votos den-
tro de grupos de interés afines al gobierno que no se ampare 
dentro del egoísmo racional. Si políticos consideran que unos 
tienen mucho y otros poco, y a través de la justicia social se 
justifica quitarle a los que tienen mucho para repartirlo al resto, 
independientemente de si los que tienen mucho lo han conse-
guido comportándose correctamente desde el punto de vista de 
las leyes, porque si tienen mucho lo han conseguido cumplien-
do con la legislación, lo que sería injusto es, bajo corrupción, 
justificar el saqueo de su riqueza, que ha conseguido de una 
forma justa.
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Para garantizar la imparcialidad, los jueces deben dictar 
sentencias desde la abstracción. Su cometido no es empatizar 
con las circunstancias particulares de las partes, sino aplicar la 
norma general al caso concreto. Por esta razón, el Pragmatec-
merismo elimina figuras como el jurado popular, que no juz-
gan en base al derecho objetivo, sino que tienden a juzgar desde 
la impresión subjetiva y la emoción.

En la actualidad, en muchas democracias occidentales, no 
existe una independencia real del poder judicial. En España, el 
Consejo General del Poder Judicial (quienes interpretan las le-
yes) son nombrados por el poder legislativo. Por tanto, el poder 
judicial queda subordinado al poder legislativo que, como vi-
mos, está subordinado al poder ejecutivo. Siendo como adverti-
mos, quien controla el poder ejecutivo controla los poderes del 
Estado, eliminado la independencia y la separación de poderes. 

Para asegurar esta separación de poderes y su independen-
cia, se blindará al poder judicial a través de tres acciones:

	
La primera será la selección por parte del gobierno de los 

jueces: a través de comisiones independientes, compuestas por 
juristas prestigiosos, académicos y miembros de la carrera ju-
dicial, se buscará a los mejores jueces mediante criterios de 
selección que se basarán en méritos, experiencia e integridad.

La segunda es que se deben establecer mandatos largos, 
mayores de quince años, para los jueces del gobierno. No re-
novables para que no sientan la presión de aplicar la ley bajo el 
interés del poder ejecutivo y garantizar su reelección.
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Y la tercera: se les blindará para que su remoción no sea 
arbitraria. Así, los jueces solo podrán ser removidos por causas 
específicas, como mala conducta comprobada o incapacidad, y 
no por decisiones políticamente impopulares.

La independencia del poder judicial es fundamental para el 
buen funcionamiento de la democracia meritocrática activa. 
Por ello, los jueces deben poder aplicar sentencias claras, sin 
presiones ni interferencias de los otros poderes del Estado o de 
grupos de interés.

Poder auditor

El nuevo poder auditor surge como un nuevo poder inde-
pendiente del Estado para controlar la correcta aplicación de 
los servicios públicos, tanto por parte de las empresas privadas 
prestadoras de estos servicios como por los servicios públicos 
en términos de seguridad y justicia por parte del Estado. Este 
nuevo poder complementa el rol del Estado como garante de 
los servicios públicos.

La creación del poder auditor aparece por la participación 
directa de las empresas privadas, que serán las encargadas de 
proporcionar la mayoría de los servicios públicos. El beneficio 
es doble. El primero es la optimización de la gestión de los 
recursos públicos, ya que las empresas privadas cuentan con 
herramientas de cálculo económico y ánimo de lucro. Debido 
a esto, se requiere de un auditor independiente que asegure el 
interés público frente al particular. El segundo es que el poder 
auditor actuará como un contrapeso real al poder ejecutivo, 
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previniendo que la adjudicación de contratos y la supervisión 
de servicios se conviertan en herramientas de clientelismo po-
lítico. Por ello, el poder auditor tendrá cuatro responsabilida-
des principales:

La primera será la acreditación y certificación para las em-
presas que quieran prestar servicios públicos. Estas empresas 
deben aprobar unos requisitos de solvencia financiera, capaci-
dad técnica e integridad. 

La segunda responsabilidad será la de supervisar la calidad 
y la accesibilidad de los servicios públicos prestados, tanto por 
entidades privadas como por los servicios gestionados directa-
mente por el Estado (seguridad y justicia).

Su tercera responsabilidad será la de investigar irregulari-
dades sobre posibles casos de corrupción o ineficiencia, tanto 
en el sector público como en el privado.

La cuarta será emitir informes vinculantes sobre sus audi-
torias, que serán públicas y de fácil acceso. Puede revocar li-
cencias, imponer sanciones o desviar casos al poder judicial.

	
Para que esto sea posible, es necesario que el poder audi-

tor sea independiente y esté realmente aislado de la influencia 
política. Para ello, se blindará al poder auditor, al igual que se 
hizo con el poder judicial, a través de tres acciones:

La primera: las cabezas que conforman el poder auditor de-
ben ser seleccionadas por méritos, basándose en su experien-
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cia e imparcialidad. Estas serán seleccionadas por comisiones 
técnicas independientes, compuestas por expertos en gestión, 
derecho y auditoría. 

La segunda: como pasaba con el poder judicial, se estable-
cerán mandatos prolongados y no renovables para las cabezas 
del poder del auditor, para proteger a sus miembros frente al 
poder político. 

La tercera, y muy importante: el poder auditor debe tener una 
autonomía presupuestaria. Su financiación será mixta y garan-
tizada. Su presupuesto vendrá a través de una parte del presu-
puesto estatal y a través de otra parte, de forma directa, de un 
fondo independiente que se nutre de las contribuciones de los 
ciudadanos y empresas no prestadoras de servicios públicos. 

El nuevo sistema electoral

El sistema electoral del Pragmatecmerismo se denomina 
democracia meritocrática activa y mantendrá el sufragio uni-
versal, es decir, todos los ciudadanos mayores de edad y con 
capacidad para votar, independientemente de su procedencia o 
género, tienen el derecho a participar en la vida pública, pero 
se introduce un requisito para demostrar el interés en ella.

Los ciudadanos que hayan demostrado su interés en la vida 
pública, superando los requisitos mínimos, serán ciudadanos 
activos. Estos requisitos mínimos estarán enfocados en térmi-
nos de educación a través de un proceso gratuito y universal-
mente accesible, centrado en fundamentos básicos de econo-
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mía, derecho y filosofía política. Con esto no se crea una élite, 
se crean ciudadanos responsables y partícipes en las decisio-
nes de la vida pública. 

Una vez que los ciudadanos hayan superado los requisitos 
mínimos, pasarán a ser partícipes en la vida pública a través de 
una plataforma telemática segura y de fácil acceso. En ella, se 
publicarán todas las propuestas del poder legislativo para que 
los ciudadanos puedan participar a través de votaciones tele-
máticas. Estos ciudadanos pasarán a formar parte de la cámara 
ciudadana, donde las propuestas del poder legislativo deberán 
ser aprobadas por la mayoría, asegurando que la voz de los 
ciudadanos tenga un impacto real en la política. 

Además, la elección del presidente del Estado, es decir, del 
líder del poder ejecutivo, se llevará a cabo con los votos de los 
parlamentarios, ponderando con el voto de los ciudadanos que 
hayan demostrado su interés en la vida pública.

Escribiendo este ensayo, he barajado otra posibilidad para 
estructurar este mismo principio. Quizá sea más defendible 
frente a posibles críticas de restricción democrática. Esta alter-
nativa consiste en definir explícitamente dos niveles de partici-
pación ciudadana: una participación por sufragio pasivo y una 
participación por sufragio activo.

En el sufragio pasivo todos los individuos mayores de edad 
y con capacidad para votar, independientemente de su proce-
dencia o género, tienen el derecho a votar en las elecciones 
periódicas para elegir a los representantes de la cámara parla-
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mentaria. En el sufragio activo participarán solo los individuos 
que hayan superado los requisitos mínimos para poder partici-
par en la vida pública de forma activa, lo que les daría acceso 
a la cámara ciudadana. 

	
Este nuevo modelo en el que todos los ciudadanos parti-

cipan mantendría el sufragio universal tradicional, añadiendo 
una nueva capa de poder para los ciudadanos que estén real-
mente interesados en la vida pública. Particularmente, este 
modelo me convence menos, pero podría ser viable. 

Partidos políticos

La teoría es que los partidos políticos deberían ser los cana-
les por los que agrupaciones de ciudadanos con una ideología 
común buscan ser representadas a través de un programa po-
lítico. La realidad es que en muchas democracias actuales los 
partidos políticos son estructuras de poder cuyo objetivo es la 
consecución de intereses particulares o para los grupos de in-
terés afines, que buscan perpetuarse en el poder incumpliendo 
de forma sistemática su programa político. En esta realidad, 
la ideología pasa a un segundo plano, siendo maleable y de-
pendiendo de las condiciones necesarias para mantenerse en el 
poder, y el interés general pasa a ser una quimera inalcanzable. 
El Pragmatecmerismo busca corregir estas deficiencias, para 
que los partidos políticos vuelvan a ser los canales reales de 
representación ciudadana, a través de dos pilares: 

El primer pilar es la exigencia de programas políticos pre-
electorales concretos y detallados, basados en datos y estudios 



334

que respalden las propuestas, pero también con objetivos me-
dibles para comprobar su consecución. Los programas polí-
ticos preelectorales deben ir acompañados de objetivos me-
dibles que permitan al poder auditor y al resto de ciudadanos 
evaluar el grado de cumplimiento. Como ya adelantamos en 
este ensayo, el incumplimiento del programa político por parte 
de los gobernantes será un incumplimiento de los objetivos 
de sus incentivos, y el gobernante no alcanzará la prima por 
consecución de objetivos y quedará inhabilitado de por vida 
en la vida pública.

El segundo pilar es la limitación de poder de los partidos 
políticos gracias a la cámara ciudadana, diluyendo el poder de 
los partidos sobre las propuestas legislativas. Con este nue-
vo modelo, los partidos políticos necesitarán llegar a grandes 
acuerdos con los ciudadanos. Por tanto, deberán abandonar sus 
tácticas de clientelismo y estrategias de presión. 

Con ello, se pretende que los partidos políticos planifiquen 
un programa político riguroso que beneficie a la sociedad y 
dejen de ser demagogos que busquen su interés particular, mo-
vilizando a grupos afines a través de soflamas políticas que los 
perpetúe en el poder.

Políticas públicas

Tradicionalmente, las políticas públicas son las decisiones 
del gobierno que buscan resolver problemas sociales y me-
jorar la calidad de vida de la ciudadanía. Estas se enfocan en 
áreas que requieren de la aplicación de derechos positivos. Sin 
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embargo, la evidencia ha demostrado que el modelo tradicio-
nal de provisión estatal es estructuralmente ineficiente. Esto es 
debido a que las decisiones se toman de una forma centraliza-
da, sin considerar las particularidades de cada región, muchas 
veces motivadas por intereses políticos en lugar de usar herra-
mientas de cálculo económico, lo que da como resultado un 
malgasto de los recursos públicos y una ignorancia por parte 
de los actores políticos de las necesidades reales regionales.

Dentro del Pragmatecmerismo se cambia el paradigma tra-
dicional. La gestión de los servicios públicos, en manos del 
Estado, es trasladada hacia un ecosistema de empresas pri-
vadas, proveedoras de servicios públicos que operan bajo la 
supervisión del poder auditor. Este nuevo modelo maximiza 
la eficacia de los recursos públicos a la vez que mejora su cali-
dad, lo que da como resultado tres ventajas directas: 

La primera es que, debido a la libre competencia entre las 
empresas prestadoras de servicios públicos por atraer ciudada-
nos, se incentivará la innovación para mejorar la productividad 
y así optimizar costes. El resultado es directo: mejores servi-
cios para los ciudadanos a menor coste para el Estado.

La segunda ventaja es que las empresas privadas, para res-
ponder a la demanda real, utilizan herramientas de cálculo 
económico, lo que les permite asignar recursos de forma más 
eficiente, donde la sociedad lo necesite. Por ejemplo, si una 
región es más propensa a un tipo de cáncer, un hospital bajo la 
gestión de la empresa privada podría asignar más recursos para 
un máquina específica en la detección de este tipo de cáncer. 
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La tercera es la descentralización y la adaptabilidad regio-
nal: las empresas prestadoras de servicios públicos deberán 
ofrecer soluciones adaptadas a cada región, lo que elimina los 
cuellos de botella de la burocracia central. 

Este nuevo modelo evoluciona de un modelo rígido y cen-
tralizado a una modelo dinámico, descentralizado y sostenible 
en el tiempo. Los ciudadanos seguirán recibiendo la provisión 
de sus derechos positivos, limitados bajo el egoísmo racional 
por empresas privadas prestadoras de servicios públicos —
lo que hará que tenga unos servicios públicos de mejor cali-
dad—, y el Estado será quien supervise su correcta aplicación 
—lo que hará que todos los ciudadanos reciban los servicios 
públicos—.

Derechos, obligaciones y libertades

Los derechos, obligaciones y libertades en el Pragmatecme-
rismo hacen énfasis en la libertad individual con una respon-
sabilidad social, apoyada en datos y evidencias. A diferencia 
de otras ideologías que dan a elegir entre libertad y seguridad, 
el Pragmatecmerismo propone un equilibro. Se reconoce que 
toda libertad requiere de una base material y, por ello, se ga-
rantizan un conjunto de derechos positivos mínimos, limitados 
bajo el egoísmo racional. Algunos de estos derechos mínimos 
son el acceso a sanidad, educación, nutrición, protección fren-
te a imprevistos, etc. La justificación de la aplicación de nue-
vos derechos positivos debe estar amparada bajo datos y evi-
dencias, para que tanto el individuo como la sociedad salgan 
beneficiados. Estos derechos deben estar garantizados por el 
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Estado —actuando como auditor y ultimo garante— y estar 
gestionados de forma competitiva por empresas privadas pres-
tadoras de servicios públicos.

Esta garantía de derechos positivos por parte del Estado re-
quiere de una obligación por parte del ciudadano como contra-
partida. Todos los ciudadanos capacitados deberán aportar al 
bien común, y los ciudadanos que se beneficien de ayudas y no 
puedan aportar —siempre que las condiciones físicas y menta-
les lo permitan— deberán participar en servicios comunitarios 
para demostrar su compromiso social. Como resultado se dará 
una seguridad a todos los ciudadanos, se evitará una cultura de 
dependencia de los ciudadanos hacia el Estado y se mejorará 
la dignidad del individuo. 

En el Pragmatecmerismo se defiende la máxima libertad in-
dividual como un derecho fundamental, siempre y cuando no 
interfiera en el proyecto vital de otros individuos, no generen ex-
ternalidades negativas y no interfieran en los derechos positivos 
de otros ciudadanos. Por ello, la libertad individual dentro del 
Pragmatecmerismo será la capacidad de alcanzar lo que cada in-
dividuo entienda como su proyecto vital, sin coerción por parte 
de terceros. A su vez, debe estar complementada con una res-
ponsabilidad social limitada que garantice unos derechos posi-
tivos mínimos para todos los ciudadanos. Con esto se alcanzará 
una igualdad de oportunidades y no de resultados para todos los 
ciudadanos. En el Pragmatecmerismo —como ya hemos ade-
lantado en este ensayo—, basándonos en evidencias se pretende 
eliminar la pobreza y no la desigualdad relativa, lo que aumenta 
el suelo de dignidad para los ciudadanos sin imponer un techo.
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Para que exista un equilibro entre derechos, libertades y 
obligaciones, el Estado deberá permanecer en sus límites cla-
ros definidos. Si el gobierno utiliza su poder estatal —espe-
cialmente, el monopolio de la violencia de forma no legíti-
ma— para atacar las libertades individuales de los ciudadanos, 
como la expropiación de la propiedad legítima de los indivi-
duos, bajo pretextos ideológicos o para alterar los mecanismos 
de control hacia el gobierno, es cuando el gobierno perderá su 
legitimidad. Es aquí cuando un gobierno se vuelve tiránico, 
convirtiéndose en un agresor hacia los ciudadanos, los cuales 
podrán reconocer su derecho a la resistencia, siendo este el 
último mecanismo de seguridad para asegurar que el Estado 
siga sirviendo al pueblo y no a los intereses particulares de 
élites políticas. 

Seguridad y defensa

En el Pragmatecmerismo la seguridad del Estado y su de-
fensa buscan preservar el modo de vida de los ciudadanos 
y garantizar sus derechos y libertades dentro del Estado. El 
Estado, como único actor legitimado para usar el monopolio 
de la violencia, será el responsable de proteger a la población 
contra amenazas internas dentro del territorio, a través de sus 
fuerzas policiales. Pero también debe encargarse de la defensa 
del Estado contra amenazas externas, a través de las fuerzas 
armadas. 

El Pragmatecmerismo reconoce que en la actualidad la ma-
yoría de los peligros para los derechos y libertades viene por 
parte del Estado, con una propensión a securitizar problemas 
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sociales. Esto es debido a que cualquier política pública pue-
de ser definida en términos de seguridad bajo pretextos, como 
la seguridad energética, seguridad económica y algunos otros 
que ayudan a justificar a los gobiernos sus intervenciones en la 
sociedad, limitando los derechos y libertades de los ciudada-
nos. Esto conduce a un Estado cuartel, como un Estado Garri-
son state, que prioriza la seguridad y la defensa como objetivo 
principal de la vida dentro del Estado y por el que, en nombre 
de la seguridad, se pueden pisar derechos y libertades. Para 
evitar esto, el Pragmatecmerismo define los límites claros del 
uso del monopolio de la violencia: solo estará justificada si 
existe una amenaza real contra la vida, la propiedad, el cumpli-
miento de la legislación y la integridad territorial. Esto incluye 
tanto amenazas internas —delincuencia común, el crimen or-
ganizado y el terrorismo— como amenazas externas por parte 
de otro actor que no esté dentro del Estado. 

Quedan explícitamente excluidas del concepto de segu-
ridad las crisis económicas, las desigualdades sociales y los 
cambios en el mercado, entre otras. Un gobierno que intervie-
ne en la economía expropiando empresas con el pretexto de la 
seguridad económica o limita la de expresión en nombre de la 
seguridad social no está protegiendo a los ciudadanos; se está 
justificando bajo el concepto de seguridad para extralimitar su 
poder. 
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Capítulo 10 
Marco jurídico

El marco jurídico de un Estado es un conjunto de leyes que 
regulan cómo se deben comportar los gobernantes y gober-
nados dentro del Estado, así como las instituciones públicas y 
privadas. Es decir, es un conjunto de leyes que establecen las 
reglas del juego. 

El marco jurídico del Estado viene dado por las leyes, la 
Constitución y otros documentos legales que determinan los 
derechos y obligaciones de los ciudadanos, funcionamiento de 
las instituciones y penalización de delitos. En el marco jurídi-
co se busca establecer el orden y la justicia dentro del Estado.

Las leyes o normas que reflejan las necesidades cambiantes 
de los individuos son necesarias en una sociedad. No son esté-
ticas. Ayudan a resolver conflictos entre los actores que com-
ponen el Estado. Sin embargo, en las democracias actuales esta 
capacidad de adaptarse a las necesidades de los ciudadanos ha 
llevado a un problema de hiperregulación o hiperlegislación. 
Esto es debido a la lógica cortoplacista de los ciclos de los par-
tidos políticos y la creencia errónea, por parte de muchos ciu-
dadanos, de que todo problema social requiere ser legislado. 
Como resultado, se ataca la seguridad jurídica, generando un 
escenario social en el que al ciudadano no le es sencillo prever 
las consecuencias legales de sus actos, limitando su libertad.

Un Estado hiperregulado no es un Estado más justo, sino 
un marco de actuación más confuso para el ciudadano. Si hay 
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cada vez más leyes y estas, a su vez, cada vez son más com-
plejas y confusas debido al aumento de complejidad social, un 
ciudadano promedio dentro de un Estado hiperlegislado vivirá 
en un estado de incertidumbre perpetuo. Además, cada nueva 
regulación recorta la libertad individual, tanto por limitar las 
acciones de algunos ciudadanos como por las represalias del 
Estado, debido a que el ciudadano, al no saber con cierta se-
guridad si una acción está prohibida, decide no hacerla, lo que 
limita su libertad de acción por precaución. 

Así pues, el Pragmatecmerismo propone legislar bajo una 
necesidad demostrada por datos y evidencias. 

Hiperlegislación

La existencia de una hiperlegislación dentro de las democra-
cias actuales es una realidad cuantificable gracias a diferentes 
informes, como el de la Confederación Española de Organiza-
ciones Empresariales (CEOE), en el cual se afirma que, duran-
te 2023, en los distintos niveles de la administración pública 
había un total de 1275465 páginas en sus boletines oficiales, lo 
que resultó en una producción normativa conjunta en España 
de 945 normas55, es decir, más de 3 novedades normativas por 
día hábil. Este crecimiento legislativo a nivel nacional, suma-
do a la superposición de normativas en los distintos niveles ad-
ministrativos —europeo, nacional, autonómico y local—, crea 
una complejidad legal que impacta directamente en la seguri-
dad jurídica de ciudadanos y empresas. Un indicador de esta 
complejidad es que, según el Banco Mundial, una empresa en 

55 CEOE (Confederación Española de Organizaciones Empresariales). 2024. La 
producción normativa en 2023: Un análisis cuantitativo y cualitativo.
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España necesita destinar aproximadamente ciento cincuenta y 
ocho horas al año solo para cumplir con sus obligaciones fis-
cales56. Como resultado, las empresas y ciudadanos necesitan 
destinar más recursos de los necesarios para cumplir con la 
legislación creciente.

Muchas veces, la hiperlegislación actúa como una herra-
mienta que permite al poder político, protegido por un marco 
legal que el propio poder político ha creado, atacar derechos 
fundamentales como la propiedad privada y las libertades in-
dividuales. Así pues, normativas ambientales o de patrimonio 
pueden llevar a la expropiación de terrenos o bienes bajo el 
argumento del interés común.

Causas de la hiperlegislación

Para entender las causas de la hiperlegislación, hay que en-
tender los dos intereses fundamentales en la organización y 
funcionamiento del Estado moderno: el interés político y el 
interés burocrático.

El primer interés, y el más poderoso, es el interés político. 
Los sectores más fuertes dentro del gobierno, impulsados por 
motivaciones políticas particulares, intentan expandir su ámbi-
to de actuación sobre los ciudadanos, donde un mayor ámbito 
de regulación se traduce directamente en un mayor poder, un 
presupuesto más abultado y una mayor influencia. Por ello, un 
ministerio o área de gobierno con mayor presupuesto y res-
ponsabilidades se traduce en un mayor control sobre la vida 

56 World Justice Project. (2023). Rule of Law Index 2023.
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de los ciudadanos y da como resultado un mayor peso en la 
toma de decisiones. Esto incentiva a los políticos a identificar 
constantemente nuevos problemas que requieran una solución 
legislativa, expandiendo el control del Estado sobre la vida de 
los ciudadanos, la cual no se limita a lo territorial o adminis-
trativo, sino que intenta actuar en casi todos los aspectos de la 
vida de los ciudadanos, incrementando el poder del Estado a 
expensas de la libertad.

Esta expansión del poder político a través de la hiperlegisla-
ción desencadena un ciclo infinito de regulaciones y restriccio-
nes en las que unas leyes promulgadas bajo un supuesto interés 
común pueden generar consecuencias imprevistas y negativas. 
Por ejemplo, una regulación de patrimonio demasiado estricta 
puede paralizar el desarrollo o generar inseguridad jurídica. 
La respuesta del sistema no es derogar la ley fallida, sino crear 
una nueva regulación para mitigar los efectos de la anterior. 
Esta solución, a su vez, crea nuevos problemas demandando 
más leyes, en un ciclo infinito que solo conduce a una mayor 
complejidad normativa y puede llevar a una mayor inestabili-
dad e incertidumbre para los actores del Estado.

El interés burocrático, por su parte, es debido a que los 
funcionarios públicos también se benefician del crecimiento 
del aparato estatal. Una burocracia más grande implica más 
puestos de trabajo, mayores oportunidades de ascenso y una 
mayor relevancia dentro del sistema. Este interés burocrático 
se traduce en una constante búsqueda de nuevas áreas que re-
gular, la creación de nuevas leyes y la criminalización de con-
ductas que antes eran consideradas lícitas. La suma de estos 
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dos intereses hace que el aumento de leyes no cese, debido a 
que el interés político necesita leyes para demostrar actividad 
y acumular poder, y el interés burocrático necesita leyes para 
justificar y expandir su función. Como resultado, ciudadanos y 
empresas ven mermadas sus competencias y libertades.

Consecuencias de la hiperlegislación

Como adelantamos, la hiperlegislación tiene una conse-
cuencia negativa, que es la inseguridad jurídica, pero, además, 
crea un entorno que favorece la corrupción sistémica.

Inseguridad jurídica 
	
La creación permanente de nuevas leyes y la duda cons-

tante de si se está dentro del marco legal vigente, debido a 
posibles cambios recientes en la legislación, crea —por defini-
ción— inseguridad jurídica. Esta inseguridad jurídica da como 
resultado tres consecuencias negativas:

La primera es que el acceso a la justicia se encarece, ya que 
una mayor legislación hace que los litigios sean más comple-
jos y se alarguen, lo que hace aumentar los costos legales. Este 
encarecimiento del acceso a la justicia afecta, sobre todo, a 
ciudadanos y pequeñas empresas. 

La segunda consecuencia negativa de la hiperlegislación 
es para la competitividad en las empresas, ya que la insegu-
ridad jurídica desincentiva la inversión debido a los riesgos 
asociados a los continuos cambios normativos y a las posibles 
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sanciones por incumplimiento. Esto se muestra en los datos 
del Banco Europeo de Inversiones, donde el 47,8 % de las em-
presas españolas identifican la regulación como un obstáculo 
importante —debido a la falta de un marco legal predecible—, 
para la inversión a largo plazo57.

La tercera consecuencia es que la problemática de la crea-
ción de leyes se traslada a ciudadanos y empresas bajo el prin-
cipio de: la ignorancia de la ley no exime de su cumplimiento. 
Es decir, el Estado opera bajo la presunción de conocimientos, 
lo que es utópico en la práctica, pero funciona en la realidad 
para evadir las responsabilidades de los intereses políticos y 
burocráticos. 

Corrupción

La corrupción es otro problema de la hiperlegislación, ya 
que la corrupción es la no aplicación de imparcialidad en los 
juicios. Entre más leyes existan, más susceptible es que no se 
apliquen de manera imparcial. Todo esto debido a la discre-
cionalidad de los funcionarios públicos para aplicar las leyes 
o normas, donde muchas veces la opacidad de los procesos re-
gulatorios y la complejidad de las leyes generan oportunidades 
para el soborno, el tráfico de influencias y el favoritismo.

Según la evidencia empírica, existe correlación positiva 
entre el índice de control de la corrupción58 y la prosperidad 
57 Instituto de Estudios Económicos (IEE). 2023. Informe sobre la inversión em-
presarial: basado en la encuesta anual del Banco Europeo de Inversiones 2023.
58 Worldwide Governance Indicators (WGI) del Banco Mundial. Control of Cor-
ruption. Worldbank.org



346

económica de un país. Es decir, a mayor intervención del 
Estado, mayor es el riesgo de corrupción y menor el desa-
rrollo económico. El indicador de control de la corrupción 
mide la percepción de la medida en que el poder público 
se ejerce para el beneficio privado, incluyendo tanto formas 
menores como grandes de corrupción y la captura del Esta-
do por élites e intereses privados. Este indicador se expresa 
en una escala de -2,5 (alta corrupción) a +2,5 (ausencia de 
corrupción).

Para ilustrar esta relación de manera concreta, la siguiente 
tabla cruza el indicador de control de corrupción con el PIB de 
una selección de países con mejores controles de corrupción 
frente a los peores.

PAÍS Control de la 
Corrupción
(Escala -2,5 a +2,5)

PIB Nominal 
(Miles de millo-
nes USD)

Países con me-
jores controles 
a la corrupción

Singapur 2,22 $466,8
Finlandia 2,18 $282,7
Dinamarca 2,15 $395,4
Noruega 2,12 $579,3
Suiza 2,05 $807,7

Países con peo-
res controles a 
la corrupción

Venezuela -1,55 $92,3 (2021)
Yemen -1,58 $21,1
Somalia -1,58 $10,5 (2021)
Siria -1,68 $23,6
Sudán -1,70 $5,4 (2015)

Fuente: elaboración propia a partir de datos del Banco Mundial (Worldwide 
Governance Indicators y World Development Indicators, 2022).
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Para analizar la relación entre el control de la corrupción y 
el PIB de estos países, se utilizó el coeficiente de correlación 
de Pearson. Este coeficiente varía entre -1 y 1, donde 1 indica 
una correlación positiva perfecta, 0 indica ninguna correlación 
y -1 indica una correlación negativa perfecta. En este análisis, 
el coeficiente de correlación de Pearson es 0,82, lo que indica 
una correlación positiva fuerte entre el control de la corrupción 
y el PIB. Esto sugiere que, en general, los países que tienen un 
mejor control de la corrupción tienden a tener un PIB más alto.

Es importante destacar que el coeficiente de correlación de 
Pearson mide la fuerza y la dirección de una relación lineal 
entre dos variables. Un valor positivo, como el encontrado en 
este análisis (0,82), indica que, a medida que una variable au-
menta, la otra tiende a aumentar también. En este caso, un me-
jor control de la corrupción está asociado con un PIB más alto. 
Este resultado confirma la teoría de que la corrupción tiene un 
impacto negativo en el desarrollo económico de un país. Los 
países con altos niveles de corrupción enfrentan mayores obs-
táculos para el crecimiento económico, ya que la corrupción 
puede desincentivar la inversión, aumentar los costos operati-
vos y reducir la eficiencia del gasto público. Por otro lado, los 
países que han logrado controlar la corrupción suelen disfrutar 
de economías más prósperas y una mejor calidad de vida para 
sus ciudadanos.

Hay que tener en cuenta que también existe una correlación 
entre el índice del control de la corrupción y el índice de liber-
tad económica59. Para ello, se analizaron 175 países en las que 

59 Índice de Libertad Económica (2024), de The Heritage Foundation.
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ambas métricas están disponibles y se obtuvo un coeficiente de 
correlación de Pearson de 0,77. Lo que representa que a ma-
yores niveles de corrupción, suelen mostrar también menores 
niveles de libertad económica, lo que significa que tienden a 
tener un mayor control e intervención estatal en la economía. 
Este patrón se puede observar en los rankings proporcionados 
por Transparencia Internacional y la Fundación Heritage.

Según el índice de libertad económica, publicado por la 
Fundación Heritage, que mide la libertad económica basándo-
se en criterios como los derechos de propiedad, la integridad 
gubernamental, la efectividad judicial, el tamaño del gobierno 
y la eficiencia regulatoria, los países con altos niveles de co-
rrupción tienden a tener malas puntuaciones en estas áreas. Por 
ejemplo, Venezuela y Corea del Norte se encuentran entre los 
más bajos del mundo en el índice de libertad económica. 

Resumiendo: según los datos, podemos ver que países más 
libres, económicamente hablando, son países con mayor desa-
rrollo económico, lo que implicó menor intervención estatal y 
menor corrupción. Podemos afirmar que países con menor de-
sarrollo económico, tienen mayor intervención estatal y mayor 
corrupción. En conclusión: entre más Estado, más corrupción. 
Esto se puede ver comparando los mercados regulados con los 
no regulados. En los mercados no regulados, donde la inter-
vención del Estado es mínima o inexistente, no existe casi co-
rrupción, ya que no existen barreras legales, lo que hace que no 
haya necesidad de recurrir a sobornos o favores para operar. Un 
ejemplo sencillo es el mercado de frutas y verduras. La liber-
tad en este comercio no da cabida a la corrupción. A diferencia, 
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por ejemplo, de sectores altamente regulados como el tabaco, el 
alcohol o el urbanismo, que son sectores donde a diario apare-
cen noticias de casos de corrupción, ya sea por soborno, contra-
bando u otras muchas acciones. Esto es debido a la necesidad 
de obtener licencias, permisos y sortear una serie de obstáculos 
administrativos, lo que crea un escenario propicio para que fun-
cionarios inescrupulosos exijan sobornos o favores.

Un ejemplo de ello son los datos derivados del estudio La 
corrupción política en España: un análisis descriptivo (2000-
2020), escrito por José Abreu, en el que la mayoría de los casos 
de corrupción, un 33 %, fueron delitos sobre la ordenación 
del territorio y el urbanismo. Esto es debido a que en el sector 
urbanístico hay una excesiva regulación para la obtención de 
permisos de construcción. Las regulaciones de zonificación y 
del uso del suelo, entre otras normas, son barreras legales que 
incentivan a los promotores a buscar atajos ilegales para agili-
zar o asegurar sus proyectos.

Hiperlegislar llevará a un Estado a excesivas regulaciones, 
complejas y redundantes, lo que muchas veces confundirá 
a empresas y ciudadanos. Esta situación muchas veces será 
aprovechada por cargos públicos corruptos que sacarán pro-
vecho de la necesidad de la gente de obtener permisos o licen-
cias, ofreciendo atajos a cambio de sobornos o favores.

Soluciones dentro del Pragmatecmerismo

El Pragmatecmerismo busca eliminar la hiperlegislación a 
través de un modelo simple, lógico y comprensible, donde su 
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principio será el de lex clara, lex iusta (una ley clara es una 
ley justa). El Pragmatecmerismo busca que el Estado sea el 
responsable de crear un marco jurídico sencillo y entendible, 
donde el principio tradicional ignorantia juris non excusat (la 
ignorancia de la ley no exime de su cumplimiento) no se eli-
mina, pero sí aparece el concepto de excepción por ignorancia 
razonable. 

Para llevar a cabo esta tarea, se realizarán tres acciones. 

La primera será la reducción drástica de regulaciones y le-
yes. Se usarán herramientas como las cláusulas de caducidad a 
las leyes y regulaciones que hagan que, de forma periódica, se 
revisen si son necesarias. Además, a la hora de crear una ley, 
es necesario que se eliminen dos y otras muchas herramientas, 
cuyo objetivo debe ser reducir la cantidad de leyes. 

La segunda acción será la organización legal a través de có-
digos unificados y claros. En lugar de miles de leyes, decretos 
y reglamentos dispersos, la legislación se consolidaría en un 
número limitado de cuerpos legales:

El código de empresa, que unificaría la normativa mercan-
til, fiscal, laboral y regulatoria para la actividad económica. 

El código del ciudadano, donde estarían todos los derechos, 
obligaciones y procedimientos administrativos que afectan al 
individuo en su relación con el Estado. 

El código de la propiedad, que integraría todas las leyes 
relativas a la propiedad, inmuebles y urbanismo. 

Estos códigos serían reescritos desde cero en lenguaje lla-
no, preciso y libre de jerga, con una estructura lógica que faci-
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lite su consulta y comprensión por cualquier persona razona-
blemente diligente.

La tercera acción es añadir un nuevo mecanismo de control. 
Si una empresa o ciudadano es sancionado por infringir una 
ley, puede invocar en su defensa la excepción por ignorancia 
razonable. Para que esta defensa prospere, el acusado debe de-
mostrar tres condiciones ante un juez: 

La primera: la norma presuntamente infringida no está cla-
ramente integrada en los códigos del Estado. La segunda: que 
el ciudadano o empresa no fue notificado de manera proactiva 
y fehaciente sobre esta obligación específica por la autoridad 
competente. Y la tercera: que un ciudadano medio no pueda 
haberla conocido debido a la complejidad, dispersión o con-
tradicción con otras normas. Si prospera esta defensa, se debe 
anular la sanción, lo que protege al ciudadano o empresa. Ade-
más, se activa una recomendación vinculante para que se de-
rogue la norma o, si es necesario, se reformule y se integre en 
uno de los códigos del Estado. Con esto no se busca que ciuda-
danos o empresas no cumplan con la ley, sino que se refuerza 
de legitimidad debido a que ahora se legisla con claridad, sim-
plicidad y lógica, cambiando los incentivos de sus legisladores 
a la hora de legislar. 
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Capítulo 11
Marco económico

El marco económico de un Estado es el conjunto de condi-
ciones socioeconómicas, políticas, legales, institucionales e 
infraestructurales que definen el ambiente para que se desa-
rrollen las actividades económicas de todos los actores del Es-
tado. Dentro del Pragmatecmerismo, buscará siempre las me-
jores condiciones del Estado para crear un ambiente que cree 
riqueza económica para todos los actores que lo componen.

Con este principio, el Pragmatecmerismo se apoyará en 
el sistema económico capitalista que, como ya hemos visto, 
presenta algunos fallos, pero que ha demostrado a lo largo de 
la historia ser el mejor sistema económico para erradicar la 
pobreza de la humanidad. Así que, el reto es cómo podemos 
mejorar el marco económico para adoptar el capitalismo ba-
sándonos en una evidencia empírica y una libertad individual 
limitada bajo el egoísmo racional. Es decir, el reto es cómo 
podemos crear un marco económico apoyado en el capitalismo 
que potencie sus virtudes y mitigue sus fallos inherentes, siem-
pre bajo el prisma de los datos y el egoísmo racional.

Capitalismo y libre mercado	

El capitalismo se basa en dos características principales: el 
libre mercado, donde lo ideal es una mínima o ninguna inter-
vención del Estado, y el respeto irrestricto a la propiedad pri-
vada, necesaria para la creación de riqueza. Como hemos visto 
a lo largo de este ensayo, sin propiedad privada no hay libertad 
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real, y sin libertad no existe el incentivo para la innovación y 
la inversión que impulsan la creación de riqueza.

En este punto, se hace necesario establecer la distinción, 
que a menudo se pasa por alto, entre capitalismo y libre mer-
cado, términos que la gente confunde, pero que no son igua-
les. El libre mercado se puede dar fuera del capitalismo. Es un 
comercio libre entre diferentes actores, es decir, ciudadanos o 
pueblos pueden intercambiar bienes, productos o servicios sin 
restricciones. Sin embargo, el capitalismo es una tecnología 
mental no natural, apoyada en el cálculo. Es una estrategia ma-
temática de ahorro e inversión sistemática en el mejor de los 
usos posibles. La tecnología mental del capitalismo no es natu-
ral y hay que aprenderla, al igual que hay que aprender en base 
al estudio de cualquier rama de la ciencia. Así pues, podemos 
afirmar que el libre mercado y el capitalismo no son lo mismo. 
Esto se puede ver, por ejemplo, con los comerciantes antiguos 
de los pueblos de Grecia y Roma, quienes eran comerciantes 
muy buenos, pero no aplicaban el capitalismo. Por ello, cuan-
do estos comerciantes ahorraban una suma de dinero, no la 
reinvertían de forma sistemática en los mejores usos posibles, 
sino que se compraban una villa y se retiraban allí. De ahí, 
la famosa frase de Horacio (65 a. C. - 8 a. C.): «Carpe diem, 
quam minimum credula postero», lo que viene a decir: «Apro-
vecha el día de hoy; confía lo menos posible en el mañana». 
Esto representa lo opuesto al pensamiento capitalista, basado 
en la planificación y la inversión a futuro.

Fue la adopción de esta tecnología mental lo que provocó 
el punto de inflexión más radical en la condición material del 
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ser humano, al sacar a más individuos del umbral de la pobre-
za. Como se adelantó en el capítulo 7, al discutir el verdadero 
origen del progreso social, la historia de la humanidad fue, 
hasta hace muy poco, una historia de pobreza casi universal, 
ya que no se aplicaba de forma sistemática esta tecnología 
mental: el capitalismo. Como ya vimos con los datos anali-
zados en este ensayo, gracias al capitalismo se confirma la 
magnitud de la transformación. Ya vimos que en lugares don-
de se aplicó el capitalismo se erradicó la pobreza extrema, 
donde era la norma para más del 90 % de la población. Apli-
cando el capitalismo, se logró reducir ese 90 % a menos del 
9 % en la actualidad, a pesar de que la población mundial se 
multiplicó por ocho en ese período. Además, el crecimiento 
económico fue exponencial. El Producto Interior Bruto (PIB) 
per cápita, prácticamente estancado durante milenios (con 
un crecimiento promedio anual del 0,02 % entre el año 0 y 
el 1800), experimentó una aceleración sin precedentes. En el 
siglo XIX, la tasa de crecimiento anual se multiplicó hasta el 
0,65 %. Durante el siglo XX, se aceleró aún más, alcanzando 
el 1,06 % en la primera mitad y un extraordinario 2,1 % en 
la segunda.

Estos datos no solo reflejan los beneficios del comercio, 
sino del poder del capitalismo, entendido como la acumula-
ción de capital y la reinversión productiva de este. Por ello, el 
Pragmatecmerismo defiende el libre mercado y reconoce que 
en la actualidad el mejor modelo económico es el capitalista, 
para la creación de riqueza y para sostener los derechos positi-
vos derivados de esta ideología. 
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Libertad económica

Como vemos, para que exista el capitalismo debe existir un 
libre mercado y, para ello, debe existir una libertad económica. 
Por eso, según los datos, podemos ver que a mayor libertad 
económica, mayor riqueza de un Estado. Esto se afirma con 
los datos aportados por el índice de libertad económica publi-
cados por la Fundación Heritage, donde los países con mayor 
puntuación en libertad económica también tienden a tener un 
mayor PIB per cápita, tal y como se puede comprobar en los 
datos de PIB per cápita del Banco Mundial. 

En la siguiente tabla podemos ver esta relación.

País Año PIB per 
cápita

PIB per cápita 
en $

Índice de libertad 
económica (2023)

Mónaco 2022 240862,2 NA
Liechtenstein 2021 197504,5 NA
Luxemburgo 2022 125006,0 7
Bermudas 2022 118774,8 NA
Noruega 2022 108729,2 10
Irlanda 2022 103983,3 3
Islas Caimán 2022 99624,9 NA
Suiza 2022 93259,9 2
Qatar 2022 87661,5 36
Singapur 2022 82807,6 1

La relación entre la libertad económica y el PIB per cá-
pita también se observa en los países que se encuentran en 
los últimos puestos del índice de libertad económica. Un claro 
ejemplo es Corea del Norte, el país con la puntuación más baja 
en el índice, que tuvo un PIB per cápita de $630 en 2023 —da-
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tos extraídos de datosmacro.com—, considerablemente menor 
que el promedio mundial de $18118.

En el caso de Cuba, que ocupa el segundo puesto más bajo 
en el índice, el PIB per cápita en 2023 fue de $8.030. Y Ve-
nezuela, que se encontraba en el tercer puesto más bajo en el 
índice, en 2022 presentó un PIB per cápita de $1.910. Esta 
cifra es alarmantemente baja y refleja las graves consecuencias 
de las políticas económicas restrictivas que ha implementado 
el gobierno venezolano.

Ambos ejemplos ilustran la fuerte correlación entre la li-
bertad económica y la riqueza de los Estados. Los países con 
menor libertad económica suelen tener un PIB per cápita sig-
nificativamente más bajo que aquellos con mayor libertad eco-
nómica. Esta correlación entre libertad económica y riqueza de 
un Estado tiene una explicación a través de tres puntos prin-
cipales:

1.	 La reducción de la intervención estatal y el fomento de 
la libertad empresarial: en países con altos niveles de li-
bertad económica, tanto empresas como individuos dis-
frutan de menor burocracia y restricciones para inver-
tir, emprender y crear riqueza. Esta menor intervención 
gubernamental facilita una asignación de recursos más 
eficiente y crea un entorno propicio para la inversión, 
atrayendo tanto capital nacional como extranjero. Esto, 
a su vez, estimula la creación de empresas y propulsa el 
crecimiento económico.
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2.	 El segundo punto promueve el aumento de la competen-
cia y la eficiencia en el mercado. Limita la intervención 
del Estado para que exista un entorno de libre competen-
cia. En este contexto, las empresas no se topan con ba-
rreras arbitrarias que obstaculicen su entrada o salida del 
mercado, lo cual incentiva la innovación y la eficiencia. 
La resultante es una mejora continua en productos y ser-
vicios, reducción de costos y precios más competitivos, 
lo que beneficia al consumidor y dinamiza la economía.

3.	 El tercer punto es el resultado de aplicar el primer y se-
gundo punto. Se centra en mejorar la productividad a 
través de la innovación. Para ser competentes hay que 
mejorar la productividad y para mejorar la productivi-
dad hay que hacerlo a través de la innovación. Países 
más libres, económicamente hablando, dan a las empre-
sas el espacio necesario para experimentar con nuevas 
ideas, desarrollar productos y servicios más eficientes y 
adoptar tecnologías avanzadas. Los Estados con mayor 
libertad económica fomentan la innovación que mejora 
la productividad, traduciéndose en crecimiento econó-
mico sostenido. En tales condiciones, las empresas pue-
den explorar nuevas áreas de negocio, invertir en I+D y 
aplicar tecnologías que incrementen su eficiencia y com-
petitividad.

Resumiendo: Estados con mayor libertad económica tie-
nen menos restricciones para invertir, crear negocios y ge-
nerar riqueza. Además, estos Estados tienen una menor in-
tervención gubernamental y promueven la libre competencia 
en el mercado, lo que conduce a una mejor asignación de 
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recursos y, por ende, da como resultado un aumento en la 
innovación y productividad, lo que genera un mayor creci-
miento económico sostenido. Por eso, en el Pragmatecmeris-
mo se buscará la libertad económica, ya que es un valor fun-
damental para el desarrollo económico y social del Estado. 
La implementación de políticas que promuevan la libertad 
económica debe ser central en la visión del Estado, para que 
alcance un mayor desarrollo económico y mejore el bienestar 
de sus ciudadanos.

Nueva estructura impositiva

La estructura fiscal del Estado debe ser el reflejo de la filo-
sofía del gobierno y no un mero mecanismo de recaudación. 
Por ello, en el Pragmatecmerismo se propone la búsqueda de 
un Estado que no deje a nadie sin derechos positivos —limi-
tados por el egoísmo racional— y que gestione de una forma 
eficaz los recursos públicos, es decir, se necesita una transfor-
mación radical del sistema tributario tradicional. 

Como ya se ha demostrado a lo largo de este ensayo, el mo-
delo actual, donde es el Estado quien centraliza la recaudación 
y la redistribución de recursos de manera ineficiente por no 
tener herramientas de cálculo económico, tiene una inexistente 
concepción de coste-beneficio. No sabe asignar de manera efi-
ciente los recursos frente a la demanda de los ciudadanos, algo 
que es esencial para que los recursos se distribuyan de manera 
correcta frente a las demandas de los ciudadanos. Para corregir 
esto, como vimos, el Pragmatecmerismo propone que sean las 
empresas privadas quienes gestionen los servicios públicos y 
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sea el Estado quien tenga un rol de auditor para asegurar que 
los servicios públicos ofertados se entreguen a los ciudadanos 
según la normativa vigente. Por ello, en el Pragmatecmeris-
mo la provisión de servicios públicos recae sobre las empre-
sas privadas, las cuales, operando bajo los principios del libre 
mercado, están destinadas a asignar recursos con una mayor 
eficacia, gracias a que ellas sí tienen herramientas de cálculo 
económico. Así, ofrecerán mejores servicios a precios más ba-
jos, gracias a la competencia generada entre las empresas. Es-
tas mejorarán la productividad, impulsadas por la innovación. 
Como resultado, el marco de la estructura impositiva experi-
mentará una transformación.

El Pragmatecmerismo introduce una nueva arquitectura fis-
cal que distingue tres tipos de contribuyentes con roles y obli-
gaciones diferenciadas: los ciudadanos (C), las empresas no 
proveedoras de servicios públicos (ENPS) y las empresas pro-
veedoras de servicios públicos (EPS). Este sistema reemplaza 
la complejidad y opacidad actuales por un modelo diseñado 
para la transparencia, la eficiencia y la responsabilidad.

Ciudadanos

Los ciudadanos se enfrentan a un sistema tributario bifur-
cado proporcional, en el que tendrán dos partidas de impues-
tos, diseñado para adaptarse a la nueva estructura económica 
y social. 

La primera partida de su obligación fiscal es para el Estado, 
cuyo pago es el mínimo. Así financiará sus funciones esen-
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ciales como seguridad, defensa, auditoría y bienes públicos 
puros. Además, esta contribución nutrirá un fondo de compen-
sación social, destinado a cubrir los derechos positivos adqui-
ridos bajo el egoísmo racional para aquellos ciudadanos que 
no puedan costeárselos. Por ejemplo, si un ciudadano pierde 
su empleo y no puede pagar la cuota de su seguro médico, 
este fondo cubriría dicho coste, permitiéndole continuar con 
su sanidad en la empresa sanitaria que él elija. El Estado, por 
tanto, no provee el servicio, sino que gestiona los fondos para 
garantizar el acceso universal.

La segunda partida de la obligación fiscal del ciudadano 
es destinar una parte de su salario a Empresas Prestadoras de 
Servicios Públicos (EPS), como son la sanidad, educación 
y pensiones, entre otras. Es aquí donde el ciudadano ejerce 
su libertad de elección. Por ejemplo, para su sanidad, podría 
elegir entre la compañía sanitaria A, que ofrece una excelente 
cobertura en cardiología, o la compañía B, conocida por su 
red pediátrica, según sus prioridades personales o familiares. 
De igual manera, para su pensión, podría optar por el fondo 
de pensiones X, de perfil más conservador, o el fondo Y, con 
una estrategia de mayor crecimiento. Esta elección directa 
convierte al ciudadano en un cliente y consumidor activo, in-
centivando una competencia que promueve la calidad y una 
asignación de recursos más eficiente. Es fundamental señalar 
que esta obligación fiscal, aunque dirigida a entidades pri-
vadas, está regulada por el Estado, quien garantiza que se 
mantengan estándares mínimos de calidad y accesibilidad, 
evitando así la exclusión de aquellos menos afortunados eco-
nómicamente.
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Este nuevo sistema tributario redefine el papel del ciuda-
dano, en el que deja de ser un mero contribuyente y pasa a 
ser un ciudadano responsable en la elección de empresas pri-
vadas que él considere. Además, esto directamente estimulará 
un mercado donde las empresas compitan por ofrecer mejores 
servicios públicos a menor coste. Es así cómo los ciudadanos 
se convierten en consumidores activos de servicios públicos, 
eligiendo las empresas privadas prestadoras de servicios públi-
cos a las que destinan sus impuestos. Además, pagan una con-
tribución mínima al Estado para financiar sus funciones esen-
ciales. De esta forma, se pretende incentivar que el ciudadano 
se empodere a la hora de elegir a la empresa privada prestadora 
de servicios públicos. , lo que creará una competencia entre 
las empresas privadas prestadoras de servicios públicos que 
mejorarán la calidad de los servicios públicos.

Empresas no prestadoras de servicios públicos

Aparece la figura de las empresas que no ofrecen servi-
cios públicos (ENPS) dentro del esquema fiscal. A diferencia 
de los ciudadanos y de las empresas prestadoras de servicios 
públicos, estas empresas tienen un sistema tributario tripar-
tito proporcional, reflejo de su interacción compleja con el 
Estado, la infraestructura general y el sector de los servicios 
públicos.

La primera partida presupuestaria de estas empresas, al 
igual que los ciudadanos, se destina al Estado para financiar 
sus funciones de seguridad: defensa, auditoría, bienes públicos 
puros y fondo de compensación social. 
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La segunda partida presupuestaria se enfoca en costear las 
infraestructuras operativas del Estado. Se reconoce la necesi-
dad de infraestructuras que faciliten las operaciones empresa-
riales, por lo que esta partida está destinada a financiar a Em-
presas Prestadoras de Servicios de Infraestructura (EPS-Infra), 
enfocadas en proveer y mantener redes esenciales. En esta par-
tida, las empresas que no ofrecen servicios públicos pueden 
elegir a qué EPS-Infra destinan su contribución. Por ejemplo, 
un despacho de abogados podría asignar su contribución a la 
empresa de telecomunicaciones que le ofrezca una conexión 
más fiable o a la concesionaria que mantenga en mejor estado 
las autovías que usan sus empleados. Este mecanismo asegura 
que las empresas contribuyan directamente al desarrollo de la 
infraestructura que utilizan, promoviendo a través de la com-
petencia, la eficiencia y la innovación en redes de transporte, 
energía o comunicaciones.

La tercera partida presupuestaria irá destinada a contribuir 
al resto de Empresas Prestadoras de Servicios Públicos que no 
estén enfocadas en infraestructuras, es decir, a las EPS de bien-
estar (sanidad, educación, pensiones). La contribución que re-
ciben estas empresas será proporcional a su impacto social, 
medido a través de un índice auditado que podría considerar el 
número de pacientes atendidos, la tasa de empleabilidad de sus 
graduados o la rentabilidad de sus fondos de pensiones. Así, 
una empresa no prestadora de servicios públicos, aunque no 
elija directamente, sabe que sus fondos premiarán, por ejem-
plo, al hospital con mejores resultados en investigación o a la 
universidad cuyos titulados se integren mejor en el mercado 
laboral, obligando a todas las EPS de bienestar a competir por 



363

la excelencia para captar una mayor porción de la financiación 
empresarial.

Este esquema reconoce el valor y la dependencia mutua en-
tre diferentes sectores de la economía, y asegura que las em-
presas que se benefician indirectamente de la estabilidad y el 
bienestar social contribuyan a su mantenimiento. La contribu-
ción a empresas prestadoras de servicios públicos se diseña 
para fomentar un ecosistema en el que el sector privado asu-
me un papel protagónico en la provisión de servicios públi-
cos, al tiempo que se preserva la cohesión social y se evita la 
fragmentación de servicios esenciales. Este enfoque incentivo 
que se da a las empresas para invertir en la calidad y la efi-
ciencia de los servicios públicos beneficia a la sociedad en su 
conjunto. Por ello, la estructura tributaria para las empresas 
no prestadoras de políticas públicas se basa en diversificar las 
obligaciones fiscales y alinearlas con los principios de eficien-
cia, responsabilidad y beneficio mutuo. Este sistema promueve 
una economía dinámica y sostenible que aprovecha las forta-
lezas del sector privado mientras asegura la provisión efectiva 
de los servicios públicos esenciales.

Resumiendo: estas empresas contribuyen al Estado para 
financiar sus funciones esenciales y la auditoría de políticas 
públicas. Además, aportarán una segunda contribución para 
el desarrollo y mantenimiento de la infraestructura económica 
(transporte, comunicación, energía, etc.). Y, por último, rea-
lizarán una tercera contribución a las empresas que ofrecen 
servicios públicos, reconociendo su dependencia mutua y el 
valor del bienestar social.
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Empresas prestadoras de servicios públicos

Las empresas prestadoras de servicios públicos desempe-
ñan un rol fundamental en la estructura y funcionamiento del 
Estado. Al ser las principales responsables de ofrecer las polí-
ticas públicas en situación de vulnerabilidad a los ciudadanos, 
su régimen fiscal y obligaciones se distinguen claramente de 
los ciudadanos y de las empresas no prestadoras de servicios 
públicos. Estas empresas son las que ofrecen servicios en la 
educación, sanidad y pensiones. Este régimen fiscal está orien-
tado a proveer políticas públicas a la sociedad, y será para las 
empresas prestadoras de servicios públicos el que menos carga 
impositiva tenga. Sin embargo, por su labor social y su res-
ponsabilidad hacia la sociedad, estas empresas deberán estar 
cooperando en todo momento con el Estado. 

La única partida presupuestaria, al igual que los ciudadanos 
y las empresas no prestadoras de servicios públicos, se centra-
rá únicamente en su contribución al Estado, fundamental para 
asegurar la financiación de las actividades de gestor en seguri-
dad y defensa, así como de auditor de las políticas públicas que 
el Estado no gestione para garantizar el cumplimento de altos 
estándares de calidad y eficiencia. 

Este privilegio fiscal de las empresas prestadoras de servi-
cios públicos viene acompañado de una exigente expectativa 
de calidad y transparencia. Estas empresas estarán sujetas a 
rigurosas auditorías y controles, por parte del Estado, para ga-
rantizar que cumplen con los más altos estándares de calidad 
en la provisión de servicios. Esto debe hacerse así para que es-
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tas empresas cumplan una labor social y los ciudadanos man-
tengan la confianza en los servicios públicos. Además, estas 
empresas, en su papel de responsabilidad social, deben tam-
bién proveer servicios a todo el conjunto de la sociedad, inclu-
yendo a los menos afortunados que no puedan contribuir en un 
momento puntual. Por ello, aportarán una partida presupuesta-
ria a través de sus servicios al fondo de compensación social. 
Esta responsabilidad social es fundamental en la democracia 
meritocrática activa, asegurando que nadie quede excluido de 
los servicios esenciales por motivos económicos. Las empre-
sas deben incorporar estas consideraciones en sus estructuras 
de costos y estrategias operativas, garantizando la inclusión y 
el acceso universal a servicios críticos. Esto contribuirá a la 
estabilidad y cohesión social a largo plazo.

Estas empresas asumen la responsabilidad de ofrecer los 
servicios públicos de alta calidad derivados de los derechos 
positivos para situaciones de vulnerabilidad (sanidad, educa-
ción y pensiones) a los ciudadanos. Por ello, disfrutan de un 
régimen fiscal privilegiado, con una menor carga impositiva. 
Como contrapartida, estarán sujetas a rigurosos controles de 
calidad y transparencia por parte del Estado. Deben garantizar 
el acceso universal a sus servicios, incluyendo a los menos 
favorecidos económicamente.

Fondo de compensación social

Para asegurar que todos los ciudadanos tengan acceso a los 
derechos positivos mínimos que provee el egoísmo racional, 
se debe crear un fondo de compensación social gestionado por 
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el Estado. Por tanto, aparece un fondo de compensación social 
gestionado por el Estado y financiado por los ciudadanos y las 
empresas no prestadoras de servicios públicos. Este fondo se 
utilizará para cubrir los costes de los servicios públicos para 
aquellos ciudadanos que, debido al desempleo, enfermedad u 
otras dificultades, no puedan costearlos.

Las empresas prestadoras de servicios públicos reciben una 
compensación del fondo por la atención de estos ciudadanos, 
asegurando que nadie quede excluido. Las empresas presta-
doras de servicios públicos tendrán obligación contractual de 
atender a cualquier ciudadano. Además, habrá un reconoci-
miento público a la labor social de las empresas prestadoras de 
servicios públicos que ayuden a la sociedad a que los ciudada-
nos tengan acceso a los servicios públicos.

Ejemplo de funcionamiento práctico

Imaginemos a Victoria, una ciudadana (C) que trabaja en un 
despacho de abogados. Cada mes, una parte de sus impuestos 
se destina al Estado para financiar sus funciones esenciales y 
el fondo de compensación social. La segunda partida de su 
obligación fiscal la dirige directamente a la compañía sanitaria 
que ella misma ha seleccionado, basándose en la calidad, las 
especialidades que ofrece y su confianza en ella. La compa-
ñía sanitaria, como Empresa Prestadora de Servicios Públicos 
(EPS), compite en un mercado abierto. Gracias a los fondos 
que recibe de Victoria y otros ciudadanos, se enfoca en ofre-
cer servicios de alta calidad, sabiendo que su sostenibilidad 
depende de su capacidad para atraer y retener a sus contribu-
yentes. Esta EPS goza de un régimen fiscal privilegiado, pero 
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a cambio está sujeta a rigurosas auditorías estatales y tiene la 
obligación contractual de atender a los beneficiarios del fondo 
social, cumpliendo así con su responsabilidad y garantizando 
el acceso universal.

El despacho de abogados donde trabaja Victoria opera como 
una Empresa No Prestadora de Servicios Públicos (ENPS). Su 
estructura tributaria tripartita refleja su interdependencia con 
el resto de la sociedad. La primera partida de la obligación 
fiscal del despacho, al igual que Victoria, se destina al Estado 
y al fondo de compensación social. Así, si un potencial cliente 
pierde su empleo, el sistema no colapsa y la estabilidad social 
se mantiene, protegiendo indirectamente su propio mercado. 
La segunda partida se enfoca a la infraestructura económica. 
El despacho necesita una red de internet de alta velocidad y 
carreteras seguras. Por ello, destina esta contribución a las EPS 
de infraestructuras que elige, como la empresa de telecomuni-
caciones que ganó la concesión estatal por su eficiencia, incen-
tivando así la calidad en los servicios que son vitales para su 
negocio. La tercera y última partida va destinada a las EPS de 
bienestar (sanidad, educación y otras). El despacho reconoce 
que su éxito depende de una sociedad sana y formada. Este 
aporte es una inversión estratégica en su propia fuerza laboral 
y en la prosperidad de su base de clientes.

Este modelo convierte la carga fiscal del despacho en un 
portafolio de inversiones en la sociedad, creando un ciclo de 
beneficio mutuo.

Imaginemos que un compañero de Victoria, llamado Víctor, 
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pierde su empleo y no puede costear su seguro de salud. Gracias 
al fondo de compensación social, fi nanciado por ciudadanos y em-
presas como el despacho, y a la obligación contractual de la com-
pañía sanitaria, Víctor puede seguir recibiendo atención médica 
sin coste alguno, asegurando su bienestar y la cohesión social.

Con este ejemplo se ve que se crea un modelo basado en 
la libertad de elección del ciudadano y la competencia entre 
empresas, garantizando servicios de alta calidad y la respon-
sabilidad social. El Estado, por su parte, se centra en su rol 
fundamental: auditar la calidad y garantizar la accesibilidad 
universal, construyendo así una sociedad más justa, efi ciente y 
con servicios públicos sostenibles para todos.
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Infraestructura económica

Dentro del marco económico nos encontramos la infraes-
tructura económica u operativa, que es esencial para que las 
operaciones empresariales y la economía de un Estado funcio-
ne. Esta infraestructura económica incluye, pero no se limita a, 
sistemas de transporte, como carreteras, ferrocarriles, puertos y 
aeropuertos, así como sistemas de transporte público. También 
abarca redes de comunicación, incluidas las telecomunicacio-
nes, internet y los servicios postales; la infraestructura ener-
gética, que comprende las redes eléctricas, plantas de energía 
y la distribución de combustibles; y otros servicios esenciales 
como el suministro de agua potable, los sistemas de alcantari-
llado, la gestión de residuos y los servicios de salud pública.

Esta infraestructura es fundamental para la economía por 
diversas razones. En primer lugar, contribuye a la reducción 
de los costos de transacción, permitiendo que tanto empresas 
como consumidores transporten bienes y servicios de manera 
más eficiente y económica. Esto, a su vez, disminuye los cos-
tos generales asociados con el transporte. En segundo lugar, la 
presencia de una infraestructura moderna y eficiente puede au-
mentar significativamente la productividad de las empresas al 
ofrecer acceso a tecnologías avanzadas, una mano de obra más 
cualificada y mercados ampliados. Además, una infraestructu-
ra bien desarrollada es esencial para facilitar tanto el comercio 
interno como el internacional, promoviendo así el crecimiento 
económico. Por último, pero no menos importante, la infraes-
tructura pública desempeña un papel vital en la mejora de la 
calidad de vida de la población, al proporcionar servicios bá-
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sicos como agua potable, saneamiento y gestión de residuos, 
que son esenciales para la salud pública y el bienestar general. 
Por ello, estas empresas entran dentro de lo aceptado por el 
egoísmo racional, ya que son beneficiosas para la sociedad. 

En el Pragmatecmerismo, la provisión y gestión de esta 
infraestructura recae, como otros servicios, en Empresas Pro-
veedoras de Servicios (EPS) especializadas. Sin embargo, se 
reconoce una diferencia fundamental: muchas de estas re-
des (carreteras, tendidos eléctricos, alcantarillado) funcionan 
como monopolios naturales, donde la competencia directa por 
el cliente final es inviable. Por tanto, el modelo de competen-
cia se adapta a esta realidad. En lugar de que el ciudadano elija 
su proveedor de alcantarillado, la competencia se produce a 
otro nivel.

•	 Competencia por la concesión: el Estado, a través del 
poder auditor, licita las concesiones para construir, man-
tener y operar una determinada red de infraestructura 
por un período definido. Múltiples empresas compiten 
presentando los proyectos más eficientes, innovadores y 
con las mejores tarifas. La más cualificada gana la con-
cesión.

•	 Competencia por comparación (Yardstick Competition): 
el poder auditor monitorea y compara constantemente el 
rendimiento (costes, calidad, eficiencia) de las diferentes 
EPS de infraestructura que operan en distintas regiones. 
Este benchmarking público crea una presión competitiva 
indirecta, ya que ninguna empresa quiere ser señalada 
como la menos eficiente.
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La financiación de esta infraestructura es un modelo mixto 
que refleja su naturaleza de bien público y de servicio consu-
mible.

•	 Financiación empresarial: como se estableció en el sistema 
tributario, las empresas ENPS destinan una partida fiscal 
específica —tasa de infraestructura y operatividad— a es-
tas EPS. Ellas son las principales beneficiarias de una buena 
infraestructura y, por tanto, sus principales financiadoras.

•	 Financiación ciudadana (pago por uso): para aquellos 
servicios donde es posible, los ciudadanos contribuyen 
mediante el pago por uso directo (peajes en autopistas, 
billetes de transporte público, tarifas de internet o elec-
tricidad). Esto asegura que quienes más utilizan un ser-
vicio específico contribuyan más a su mantenimiento.

•	 Financiación estatal (bienes públicos puros): para in-
fraestructuras que no permiten un pago por uso (alum-
brado público, carreteras locales), su financiación básica 
se cubre con una pequeña parte de la contribución estatal 
central, reconociéndolas como un bien público esencial.

Este modelo de colaboración público-privada, supervisado 
rigurosamente por el poder auditor, asegura que las infraes-
tructuras del Estado sean desarrolladas y mantenidas con la 
eficiencia del sector privado, al tiempo que se garantiza su ac-
cesibilidad y calidad para toda la sociedad.

Mercado laboral

El mercado laboral es fundamental para el desarrollo eco-
nómico y social dentro del Estado y no debe ser un sistema 
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rígido que no permita la creación de riqueza debido a que se 
enmarque en limitaciones políticas. En coherencia con el prin-
cipio de que la libertad económica, respaldada por la evidencia 
que fomenta la prosperidad, el marco laboral debe diseñarse 
para maximizar la creación de empleo y la productividad. Esto 
implica eliminar las rigideces y regulaciones que, según los 
datos, obstaculizan la contratación y la adaptación de las em-
presas a un entorno constantemente cambiante. En lugar de 
imponer condiciones limitantes desde el Estado, debido a de-
cisiones políticas, el objetivo es fomentar un mercado donde la 
relación entre empleadores y empleados se base en la negocia-
ción libre, el valor aportado y la productividad.

Medidas tradicionales, como el salario mínimo, deben ser 
revisadas y sometidas a un riguroso estudio empírico, anali-
zando sus efectos reales sobre el empleo y la pobreza. El obje-
tivo final no es la desregulación por sí misma, sino la creación 
de un mercado laboral flexible que permita a cada individuo 
encontrar oportunidades acordes a sus habilidades y a cada 
empresa competir eficazmente a través de la innovación y la 
eficiencia de su capital humano.

Desarrollo de la productividad laboral

La productividad laboral de los trabajadores es fundamen-
tal para el crecimiento y la competitividad de la economía del 
Estado. En el Pragmatecmerismo, la mejora de esta producti-
vidad se logrará a través de la liberalización de la economía, 
eliminando las barreras de entrada a nuevos competidores. Por 
consiguiente, las empresas, gracias a la competencia, mejora-
rán la productividad ofreciendo mejores servicios y productos 
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a menor coste. Esta mejora en la producción vendrá de la me-
jora en los procesos productivos gracias a la innovación que ha 
sido posible gracias al ahorro y la inversión.

Con la eliminación de regulaciones en el mercado laboral, 
se eliminarán barreras de entradas a nuevos competidores, lo 
que fomentará mayor creación de empresas que compitan li-
bremente y se vean impulsadas a innovar y mejorar continua-
mente sus procesos productivos para mejorar la productividad. 
Esto, además de beneficiar a los propios consumidores por ob-
tener productos más baratos, también estimulará el mercado 
laboral con mejores ofertas de trabajo a través de la demanda 
de empleo de las nuevas empresas.

Por otro lado, se debe incentivar el ahorro y la inversión, 
lo cual es fundamental para acumular el capital necesario que 
luego se destinará a mejorar la productividad a través de la ad-
quisición de mejor tecnología y la implementación de métodos 
de producción más eficientes. Esto repercutirá directamente en 
la productividad del trabajo, generando empleos de mayor ca-
lidad. En un mercado laboral liberalizado, se crea un ambiente 
propicio para la creación de nuevas empresas que ya no solo 
compiten mejorando la productividad para bajar los precios de 
los productos, sino que también se ven obligadas a mejorar las 
ofertas laborales para poder diferenciarse de otras empresas, lo 
que generará un mejor ambiente laboral.

Salario mínimo

El concepto del salario mínimo, aceptado en las democra-
cias actuales, se ve como una medida de protección al trabaja-
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dor para garantizar un nivel de vida digno. Sin embargo, lejos 
de proteger al trabajador, es una de las principales causas de 
desempleo en las socialdemocracias. El salario mínimo, lejos 
de garantizar el aumento del nivel de vida de los trabajadores, 
lo que hace es perjudicar al mercado laboral, en particular a 
las empresas pequeñas y a los trabajadores que intenten entrar 
en el mercado laboral. Perjudica a las empresas pequeñas y 
de nueva creación, ya que crea barreras a estas empresas que 
cuentan con presupuestos ajustados y en fases tempranas de 
desarrollo. Esto puede hacer que el salario arbitrariamente fija-
do por el Estado sea una barrera de entrada significativa. Esto 
hace que se limite la capacidad para competir en igualdad de 
condiciones con corporaciones más grandes establecidas, ya 
que tienen más recursos y pueden ofrecer mejores salarios, su-
periores al mínimo establecido. Esto lo que hace es restringir 
la libre competencia al quitarse posibles competidores.

Muchas veces la propuesta de aumentar el salario mínimo 
viene de la mano de grandes corporaciones para eliminar a la 
competencia, ya que las grandes empresas compiten contra las 
pequeñas con bienes de capital avanzado. Los bienes de capi-
tal avanzado son activos físicos y tecnológicos utilizados en 
el proceso de producción que incorporan tecnologías moder-
nas y eficaces que permiten a las grandes empresas operar de 
manera más eficiente, reducir costos a largo plazo y mantener 
una ventaja competitiva sobre las empresas más pequeñas que 
pueden no tener acceso a tales recursos. Por tanto, las grandes 
empresas pueden afrontar mejor los costos asociados con el 
aumento del salario mínimo a diferencia de las pequeñas em-
presas o empresas de nueva creación, que generalmente tienen 



375

menos recursos y tendrán más dificultades para enfrentar estos 
costos adicionales, lo que podría llevarlas a salir del mercado o 
reducir su competitividad, siendo una estrategia de las grandes 
empresas para eliminar la competencia. 

Además, se desincentiva la contratación de personas sin 
experiencia. Los empleadores, al tener que pagar un salario 
mínimo, optan por seleccionar trabajadores con mayor expe-
riencia o cualificación, minimizando así el riesgo asociado a 
su inversión laboral. Esto crea un problema para que nuevos 
trabajadores sin experiencia puedan entrar al mercado laboral.

Resumiendo: hay que entender que el salario mínimo no 
aporta ninguna seguridad o estabilidad laboral. Lo que apor-
ta una seguridad laboral y un salario digno es un Estado con 
mucha actividad laboral, es decir, que no tenga paro. Si en un 
Estado hay una buena actividad económica, habrá poco des-
empleo. Por tanto, habrá muchas ofertas de trabajo, lo que se 
traduce en más oferta que demanda. Ahí es cuando las em-
presas deberán subir los salarios para atraer al trabajador que 
necesitan. Para que los trabajadores cobren por encima del sa-
lario mínimo, lo que se debe hacer es estimular la actividad 
económica del Estado y no poner una barrera de entrada a pe-
queñas empresas, empresas de nueva creación o trabajadores 
que estén empezando, como es el salario mínimo, que lo que 
hace es limitar la actividad económica.

Además, como concepto, el Estado puede determinar el 
salario mínimo, por poner un ejemplo, de 1300 euros, pero... 
¿por qué no poner 3000 euros o por qué no poner 10000 euros? 



376

¿Dónde se pone el límite? ¿Quién pone el límite? Simplemen-
te, se pone por pura decisión política, lo que muchas veces crea 
distorsiones en el mercado laboral, llegando a tener efectos 
contrarios al deseado.

Entorno internacional

A diferencia de ideologías más proteccionistas, el Prag-
matecmerismo apuesta por la liberación de la economía en el 
entorno internacional y busca la integración y participación 
activa del Estado en la economía global, aprovechando las 
oportunidades que ofrece el comercio internacional y la coo-
peración con otros países. Busca la eliminación de barreras 
arancelarias y no arancelarias con base en acuerdos comercia-
les que favorezcan el libre comercio con otros países, lo que 
impulsará las exportaciones y las importaciones de bienes y 
servicios a precios competitivos, atrayendo una inversión ex-
tranjera directa. Estos acuerdos de libre comercio se negocia-
rán con un enfoque en la reciprocidad y el beneficio mutuo, 
lo que asegurará unos beneficios ecuánimes para las empresas 
nacionales en el mercado global. 

Se promoverá un régimen de tipo de cambio flexible, deter-
minado por las fuerzas del mercado, lo que permitirá a la eco-
nomía adaptarse a las fluctuaciones del mercado internacional 
y mantener su competitividad. Se evitará la manipulación ar-
tificial de la moneda, fomentando la transparencia y la esta-
bilidad en el mercado. Además, se mantendrá una vigilancia 
constante sobre las condiciones económicas globales, identifi-
cando y anticipando riesgos y oportunidades para la economía 
nacional.
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Los desafíos del entorno internacional vendrán marcados 
por la competencia global, ya que las empresas nacionales 
deberán competir con empresas extranjeras que pueden tener 
ventajas en costos o tecnología. Por otro lado, la economía 
global puede ser volátil, lo que puede afectar a la economía 
nacional y, además, la globalización puede exacerbar las des-
igualdades si no se gestiona adecuadamente. Para afrontar 
estos desafíos, se debe fomentar la innovación, promoviendo 
la investigación y el desarrollo para que las empresas puedan 
innovar y competir a nivel global. Se buscará fomentar, por 
parte del Estado, a empresas que ofrezcan un auténtico valor 
añadido al resto del mundo.

Riqueza en los Estados

Uno de los mitos ampliamente difundidos es que únicamen-
te los países democráticos prosperan en términos económicos. 
Sin embargo, una mirada al ranking del Fondo Monetario In-
ternacional (FMI) de 2023 desmiente tal afirmación. De acuer-
do con el FMI, los países con el mayor PIB per cápita, listados 
en orden descendente, incluyen a Luxemburgo, Singapur, Ir-
landa, Qatar, Macao, Suiza, Noruega, Emiratos Árabes Uni-
dos, Brunéi y Estados Unidos. De estos, Luxemburgo, Irlanda, 
Suiza, Noruega y Estados Unidos operan bajo sistemas demo-
cráticos occidentales60. En contraste, Qatar, Emiratos Árabes 
Unidos y Brunéi son gobernados por monarquías absolutas, 
mientras que Macao es una región administrativa especial bajo 
la jurisdicción de China. Singapur tiene un sistema de gobier-
no parlamentario, pero es ampliamente criticado.

60 International Monetary Fund (IMF). 2024. 
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La riqueza, en la teoría económica, se define como la capa-
cidad de un país para generar bienes y servicios que satisfagan 
las necesidades de su población y no va ligada al sistema po-
lítico. La riqueza no se trata simplemente de acumular dinero, 
sino de la producción real que genera valor y mejora la calidad 
de vida.

En Europa, hay tres Estados que no son sistemas demo-
cráticos occidentales. Son residuos de formas de gobierno de 
la Edad Media que funcionan en la actualidad. Estos son: el 
principado de Mónaco, Liechtenstein y Andorra. Liechtenstein 
y el principado de Mónaco no están dentro del FMI. Si estu-
vieran, Liechtenstein ocuparía la posición número dos de PIB 
per cápita y el principado de Mónaco ocuparía la primera po-
sición; Andorra, que sí que se encuentra dentro del FMI, ocupa 
la decimoctava.

El principado de Mónaco es una monarquía constitucional. 
No es una democracia en el sentido de que sus ciudadanos 
eligen directamente a su jefe de Estado, ya que el príncipe he-
reda su posición. Liechtenstein es otra monarquía constitucio-
nal donde el príncipe tiene poderes significativos, incluido el 
derecho de veto sobre cualquier legislación y la capacidad de 
disolver el Parlamento. Andorra es una diarquía parlamentaria 
única, lo que significa que tiene dos copríncipes como jefes de 
Estado: el presidente de Francia y el obispo de Urgell (en Ca-
taluña, España). Sin embargo, en la reforma de la Constitución 
de 1993, estos copríncipes pasaron a tener roles principalmen-
te ceremoniales, y el poder ejecutivo empezó a residir en las 
manos del gobierno andorrano.
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Estos ejemplos demuestran aún más la complejidad de la 
relación entre el sistema político y la riqueza. La riqueza eco-
nómica se puede alcanzar bajo diferentes sistemas políticos, 
siempre y cuando se implementen políticas que fomenten la 
producción, la inversión y el desarrollo económico. Según la 
teoría económica, la riqueza de una nación se mide por su ni-
vel de producción y no por la cantidad de dinero en circula-
ción, razón por la cual es crucial apostar por la producción, 
independientemente del sistema político en el que se aplique.
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Capítulo 12
Marco social

Sanidad

El problema de las democracias que dejan la gestión de la sa-
nidad en manos del Estado es el aumento del gasto constante 
en sanidad y el empeoramiento del sistema sanitario, lo que 
hace que sea insostenible a largo plazo. En la Unión Europea, 
el promedio del gasto sanitario ha ido aumentado de manera 
creciente desde el año 2012 hasta el 2022. Según datos de la 
Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico 
(OECD) y Eurostat, se puede ver que el gasto en sanidad con 
respecto al PIB per cápita aumentó desde el 8,7 % en 2012 
(aproximadamente, 2500 euros PPA) al 9,9 % en 2019 (apro-
ximadamente, 3500 euros PPA), en la etapa anterior a la CO-
VID61.

Si no tenemos en cuenta el aumento en la época de la CO-
VID, en el año 2022 el gasto se mantuvo en un nivel eleva-
do del 9,2 % del PIB62. Esto es debido a factores demográ-
ficos como el envejecimiento de la población, pero también 
al aumento de las enfermedades crónicas63. Por ello, se está 
haciendo insostenible, porque el gasto cada vez es mayor y la 
financiación vía impuestos es insuficiente para cubrir las nece-
sidades reales.
61 OECD/European Union (2022). Health at a Glance: Europe 2022-State of 
Health in the EU Cycle.
62 OECD/European Union (2022). Health at a Glance: Europe 2022-State of 
Health in the EU Cycle.
63 OECD (2015). Fiscal Sustainability of Health Systems: Bridging Health and 
Finance Perspectives.
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En lugar de hacer foco en el problema y cambiar el modelo 
sanitario en el que el Estado deje de gestionar la sanidad, lo 
que se hace es empeorar los servicios a través de la saturación 
de los sistemas de salud. Esto lo refleja el estudio anual que 
realiza la OECD, State of Health in the EU Cycle, que advierte 
que se están empeorando los sistemas sanitarios debido a la 
falta de acceso, la escasez de personal y la presión financiera. 
Lo que se traduce en largas listas de espera, saturación en hos-
pitales y centros de atención primaria y falta de recursos. Por 
tanto, se subraya la necesidad de mejorar la eficiencia en el 
gasto y explorar nuevas formas de financiación64.

El Pragmatecmerismo reconoce la necesidad de un siste-
ma sanitario universal y que proteja a los ciudadanos de la 
ruina financiera derivada de enfermedades graves, así como 
ve la necesidad de que el sistema sanitario sea sostenible. De 
esta forma, se propone un sistema sanitario en el que el Estado 
obligue a los ciudadanos a adquirir un seguro mínimo a través 
de empresas privadas prestadoras de sanidad para garantizar-
les la cobertura universal para gastos médicos catastróficos, 
como cáncer u operaciones de alto riesgo. Este seguro actuaría 
como una red de seguridad para evitar que los ciudadanos se 
enfrenten a deudas impagables por eventos médicos imprevi-
sibles. Sin embargo, para que el sistema sea sostenible y que 
el ciudadano adquiera una responsabilidad social, los gastos 
médicos discrecionales, como consultas por dolencias leves o 
chequeos rutinarios, se gestionarían a través de un sistema de 
copago, con una primera consulta gratuita para evaluar su si-
tuación. Si se ve que tiene una dolencia o requiere atención, se 
64 OECD/European Union (2022). Health at a Glance: Europe 2022-State of 
Health in the EU Cycle.
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le aplicarán las pruebas diagnósticas necesarias gratis y no se 
le computará esa consulta como gasto. Una vez que esa con-
sulta sea consumida, sería con copago, en la que los ciudada-
nos tendrían la libertad de adquirir pólizas complementarias 
para ampliar su cobertura y reducir el copago, adaptando el 
sistema a sus necesidades y preferencias. Así, se busca que el 
ciudadano sea responsable y no sature el sistema. Esto es im-
portante aplicarlo porque socializar el gasto tiende a disparar 
la demanda, y al disparar la demanda se disparan los precios 
si la oferta no es elástica, haciendo este sistema insostenible.

De esta forma, se tendría un sistema sostenible y accesible 
para todos con un uso responsable de los recursos, en el que 
las empresas prestadoras de servicios sanitarios compitan, im-
pulsando la productividad y la innovación para diferenciarse, 
lo que se vería reflejado en mejores servicios a menor precio. 
Los ciudadanos buscarán sus servicios y los elegirán tanto para 
el seguro médico mínimo como para la adquisición de pólizas 
que aumenten su cobertura.

Es importante destacar que siempre se pone de ejemplo a 
Estados Unidos como un sistema sanitario de gestión privada, 
sin embargo, el modelo de Estados Unidos es un modelo mixto 
con un fuerte componente de gasto socializado. En 2022, el 
gasto público directo a través de programas como Medicare 
y Medicaid representó casi la mitad (46 %) del gasto sanita-
rio total, y una parte significativa del resto está indirectamente 
subvencionada a través de deducciones fiscales para las em-
presas65.
65 Centers for Medicare & Medicaid Services (CMS). 2023. National Health Ex-
penditure (NHE).



383

Esta socialización del gasto sin una protección para su uso, 
es decir, en la que se usan tarifas planas para el gasto, hace que 
se incentive su uso, disparando la demanda. Todo ello suma-
do a una restricción en la oferta por un sistema restrictivo de 
licencias médicas que reducen la competencia y la elasticidad 
de la oferta. Como resultado, es un sistema sanitario con pre-
cios muy elevados y donde personas que no tienen acceso al 
seguro médico se quedan desprotegidas, generando un proble-
ma social.

Uno de los mejores sistemas sanitarios del mundo es el de 
Singapur. Aplica un modelo parecido al del Pragmatecmeris-
mo, pero no igual. Datos como la esperanza de vida (83 años 
en 2021) y la tasa de mortalidad infantil (1,7 por 1000 nacidos 
vivos en 2021) nos lo confirman como uno de los sistemas 
con mejores resultados del mundo66. En 2021, la esperanza de 
vida de Singapur en años fue de 83, frente a los 80 de la Unión 
Europea o los 76,4 de Estados Unidos67. La tasa de mortalidad 
infantil por cada 1000 nacidos vivos en 2021 fue de 1,7 frente 
a los 3,2 de la Unión Europea o los 5,4 de Estados Unidos68. 
Singapur ofrece un sistema sanitario con mejores resultados 
que la Unión Europea y Estados Unidos a precios drástica-
mente más bajos. Gastó en el año 2021 el 5,1 % de su PIB en 
sanidad, mientras que Estados Unidos gastó un 17,4 %69. La 
66 The World Bank (2024). World Development Indicators. Datos para Singapur: 
esperanza de vida
67 The World Bank (2024). World Development Indicators. Life expectancy at 
birth, total (years).
68 The World Bank (2024). World Development Indicators. Mortality rate, infant 
(per 1000 live births).
69 The World Bank (2024). World Development Indicators. Current health expen-
diture (% of GDP).
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Unión Europea, en el mismo año, dedicó un 11 % de su PIB a 
la salud, influenciado por la pandemia70.

Todo esto es llevado a la práctica gracias a que la sanidad 
tiene un enfoque de mercado en el que Singapur implementa 
un sistema con mayor participación privada, donde aproxima-
damente el 60 % del gasto sanitario es privado y financiado en 
gran medida por pagos directos y ahorros obligatorios71. Esto 
funciona cuando el Estado obliga a que los ciudadanos aporten 
a sus cuentas individuales una cantidad fija llamada MediSave, 
que luego los ciudadanos solo podrán usar para cubrir gastos 
de salud. Esto fomenta la responsabilidad individual y el uso 
eficiente de los recursos.

Además, para que sea universal, existe un sistema de seguro 
público universal: MediShield Life. Es para casos graves con un 
coste mensual bajo, complementado con la opción de seguros 
privados adicionales. Y para que nadie se quede desprotegido, 
existe un fondo público llamado MediFund, que garantiza el ac-
ceso a la sanidad para las familias con menos recursos.

Con esto quiero decir que un sistema sanitario de mercado 
existe y es el mejor del mundo: el de Singapur, no el de Esta-
dos Unidos, que es el más socializado de los ejemplos y el que 
peor funciona. 

Por ello, con el Pragmatecmerismo, a través de la gestión 
privada con una supervisión por parte del Estado, se tendrá 

70 OECD/European Union (2022). Health at a Glance: Europe 2022-State of 
Health in the EU Cycle. OECD
71 World Health Organization (WHO). Global Health Expenditure Database.
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una cobertura universal para gastos catastróficos y una respon-
sabilidad individual del ciudadano para gastos discrecionales, 
haciendo que el sistema sanitario sea universal, sostenible e 
independiente de los cambios demográficos del Estado.

Pensiones

La idea del sistema de pensiones, tal como la conocemos 
hoy, viene de la mano del gobierno alemán, con Otto Von Bis-
marck, a finales del siglo XIX. Con la popularidad creciente del 
socialismo, Bismarck acomete una serie de reformas sociales 
para contrarrestar el auge de la ideología socialista. Entre estas 
reformas se encontraba el primer sistema público de pensiones 
(1889), basado en el método de reparto: las cotizaciones de los 
trabajadores activos se utilizaban para pagar las pensiones de 
los jubilados en ese momento72. La jugada de Bismarck fue un 
éxito, ya que hizo dependiente a los ciudadanos del Estado. 
Los jubilados dependían de las pensiones estatales, por lo que 
la población se volvía menos propensa a apoyar movimientos 
que desafiaban el orden establecido.

En la actualidad, se conocen dos métodos financieros para 
las pensiones, que incluso se pueden unificar/complementar: 
el sistema de pensiones de reparto y el sistema de pensiones de 
capitalización.

El método de reparto consiste en que con las cotizaciones 
de los trabajadores se pagan las pensiones. Se basa en lo que 
se conoce como solidaridad intergeneracional. El beneficio de 

72 Scheubel, B. (2019). Bismarck’s Social Security and its Lasting Impact. En The 
Shadow of Bismarck. Centre for Economic Policy Research (CEPR).
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esto es que es muy fácil de gestionar por parte del Estado, ya 
que lo que ingresa se gasta. El problema de este método es que 
es muy sensible a cambios demográficos, como se está viendo 
en la actualidad, pues el envejecimiento de la población y la 
baja natalidad lo hacen insostenible a largo plazo. Hay que 
entender que este método es como una pirámide, funciona si 
hay mucha base y poco pico, es decir, hay muchos trabaja-
dores activos que contribuyan (la base) y pocos pensionistas 
que gasten (pico). Asimismo, hay que entender que el sistema 
de pensiones con el método de reparto creado por Bismarck 
fue creado pensando en esa pirámide, en la que había mucha 
gente que aportaba y poca gente que gastaba, ya que en aquel 
momento la edad de jubilación se estableció en los 70 años y 
la esperanza de vida rondaba apenas los 45, lo que garantizaba 
que muy pocos trabajadores llegaran a cobrar la prestación73 74.

En Estados Unidos, el presidente Franklin D. Roosevelt 
instauró un sistema similar con el Social Security Act de 1935. 
La edad de jubilación se fijó en los 65 años, y en sus inicios, la 
demografía era extremadamente favorable: en 1940, había 159 
trabajadores activos por cada pensionista. Era un sistema que 
se sostenía holgadamente75. En la actualidad, el envejecimien-
to de la población, el aumento de la esperanza de vida (más 
pensionistas que viven más) y la baja natalidad (menos traba-
jadores activos) están haciendo a los sistemas de pensiones de 
reparto insostenibles.
73 German Pension Insurance (Deutsche Rentenversicherung). History of the Ger-
man Pension Insurance Scheme.
74 Human Mortality Database. University of California, Berkeley (USA), and Max 
Planck Institute for Demographic Research (Germany).
75 Social Security Administration (USA). Ratio of Covered Workers to Social Se-
curity Beneficiaries.
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En Europa, según datos de Eurostat, el ratio de dependen-
cia demográfica se está deteriorando rápidamente. Si en 2021 
había 3,1 personas en edad de trabajar (20-64 años) por cada 
persona mayor de 65 años, se proyecta que esta cifra se desplo-
me, llegando a solo 1,7 personas en edad de trabajar por cada 
persona mayor de 65, en 207076.

En Estados Unidos, la tendencia es idéntica. Según la Ad-
ministración del Seguro Social (SSA), en 2022 hubo aproxi-
madamente 2,8 trabajadores por cada jubilado que cobraba 
el seguro social. Esta cifra es una caída drástica desde 1960, 
cuando la proporción era de 5,1 trabajadores por jubilado, y se 
proyecta que siga bajando a 2,3 para 203577. Es decir, el esque-
ma piramidal se está dando la vuelta y es insostenible.

Hay que apuntar que muchas veces escucho lo de la hucha 
de las pensiones y no existe tal hucha dentro de un Estado. El 
dinero de las cotizaciones se gasta en el presente para pagar 
las pensiones actuales, no se guarda en un fondo que genere 
intereses para el futuro. Lo que llaman fondo de reserva son 
inversiones en deuda pública, es decir, el Estado se debe ese 
dinero a sí mismo; no es un activo independiente. Con esto 
quiero decir que el Estado vende el modelo de reparto como 
un seguro para cobrar unas pensiones, pero en realidad es 
un impuesto al trabajo y, como tal, el Estado lo utiliza para 
financiar sus gastos. Si el Estado quiebra, no existe ninguna 
garantía jurídica de que los trabajadores cobrarán las pensio-
76 Eurostat (2023). Ageing Europe-statistics on population developments.
77 Social Security Administration (USA). (2023). The 2023 Annual Report of the 
Board of Trustees of the Federal Old-Age and Survivors Insurance and Federal 
Disability Insurance Trust Funds.
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nes. Seguramente, no se reduzca el aporte a percibir o direc-
tamente no se cobren.

El método de reparto se basa en la promesa de futuras re-
caudaciones, esperando que los trabajadores del futuro finan-
cien las pensiones de las próximas generaciones, pero no hay 
garantías jurídicas de que eso pueda pasar; especialmente, con 
los cambios demográficos actuales.

El método de capitalización propone que las cotizaciones 
de los trabajadores o aportaciones nominales, es decir, apor-
taciones a una cuenta individual del trabajador, se acumulen 
haciéndolas rendir en los mercados financieros. Llegado el 
momento de la jubilación, toda esa bolsa, esa hucha de las 
pensiones que pertenece a cada trabajador, se convierte en una 
renta vitalicia o un pago único. El problema es que es más 
difícil de gestionar por parte del Estado y existe un riesgo en 
la inversión. Otros dirán que puede generar desigualdad en las 
pensiones por el aporte y la rentabilidad obtenida, pero, como 
hemos explicado, en el Pragmatecmerismo no trataremos la 
desigualdad económica. La ventaja de este método es que es 
sostenible a largo plazo y depende de la rentabilidad de las 
inversiones, lo que hace que se fomente el ahorro, motor de 
cualquier Estado próspero. Además, permite una libertad en la 
que el trabajador elige dónde invertir sus ahorros. 

En el Pragmatecmerismo, el Estado dejará de ser quien ges-
tione las pensiones de los trabajadores. Se convertirá en el que 
obliga a estos a destinar parte de su salario a empresas privadas 
prestadoras de pensiones, encargadas de capitalizar ese ahorro, 
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las cuales serán vigiladas por el Estado como auditor. Los tra-
bajadores podrán elegir, dentro de las empresas privadas del 
servicio público de pensiones, qué empresa es la idónea para 
capitalizar sus pensiones. Como vemos, se debe proteger a los 
trabajadores en caso de quiebra de las empresas prestadoras de 
servicios públicos de pensiones. Para ello, una de las medidas 
será crear un fondo de garantía financiado por las empresas 
privadas prestadoras de pensiones y que servirá para cubrir 
las pérdidas de los trabajadores en caso de quiebra de una de 
esas empresas. Además, al igual que en muchos otros casos, se 
creará un seguro de depósito, el cual establece un límite máxi-
mo de cobertura por usuario. Si una empresa quiebra, una en-
tidad independiente cubrirá la cantidad económica asegurada. 
Hay que entender que si un Estado con el método de reparto se 
va a la quiebra, los trabajadores dejarán de cobrar las pensio-
nes, creando una crisis social. En el Pragmatecmerismo, cada 
generación sería responsable de su cobro de las pensiones, no 
endeudando o empobreciendo a futuras generaciones. No se 
vería afectado por los cambios demográficos futuros, es decir, 
los trabajadores asegurarían el cobro de sus pensiones, ya que 
existiría una protección jurídica en la que el Estado, con el 
monopolio de la violencia, garantiza el cobro de las pensiones 
cuando el trabajador las necesite. 

Gracias al nuevo rol del Estado, este debe velar porque es-
tas empresas cumplan la legislación vigente, enfocándose a vi-
gilar la solvencia de las empresas privadas prestadoras de pen-
siones, frente a posibles quiebras, para proteger al trabajador. 
Con esto, se tiene un sistema sostenible a largo plazo, que tam-
bién protege a los trabajadores. Por ello, toda la información 
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sobre la gestión de los fondos y la aplicación de las garantías 
estaría disponible públicamente. Se creará una cartera digital 
de pensiones. En ella, cada trabajador tendrá registradas sus 
cotizaciones, así como su rentabilidad obtenida y, sobre todo, 
las proyecciones futuras para cobrar su pensión. Además, gra-
cias a las medidas adoptadas para la protección del trabajador, 
este vería calculada de forma personalizada su cobertura de 
riesgo frente a una quiebra de la empresa o una crisis social.
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Capítulo 13
Conclusión

Al lector de este ensayo: solo agradecerle su tiempo y mi más 
sincera enhorabuena por haber llegado a este punto. Este ensa-
yo ha querido ser un punto de partida para una nueva organiza-
ción social en la que todos podemos estar involucrados. 

Este ensayo nace por una insatisfacción con el estado actual 
del discurso ideológico, donde actores con relatos dogmáticos 
e intereses partidistas han tergiversado el objetivo principal de 
cualquier sistema político: crear las condiciones para que el ser 
humano pueda realizarse plenamente como lo que el individuo 
entiende por su objetivo vital. Las ideologías tradicionales, na-
cidas en contextos históricos y filosóficos muy diferentes al 
nuestro, se han vuelto rígidas, incapaces de dar respuestas rea-
les a las crisis que ellas mismas, en parte, han generado.

El Pragmatecmerismo se ha creado como la primera respues-
ta ideológica contra los problemas actuales. Su pilar fundamen-
tal es relativamente sencillo: mostrar la realidad cuantificada a 
través de datos y evidencias. Además, debe ser la única autori-
dad legítima para la toma de decisiones políticas. Hemos visto 
cómo este principio puede reconfigurar por completo nuestra 
forma de entender el Estado, la economía y la convivencia.

A grandes rasgos: 

•	 Se ha propuesto un Estado que abandona su rol de ges-
tor ineficiente para convertirse en un auditor riguroso, 



garantizando que los servicios públicos funcionen sin 
necesidad de administrarlos directamente.

•	 Se ha defendido una libertad individual que no ignora 
la responsabilidad social, fundamentando los derechos 
positivos no en la caridad o la culpa, sino en el egoís-
mo racional: la comprensión, basada en datos, de que el 
bienestar colectivo es la mejor garantía para la prosperi-
dad individual.

•	 Se ha diseñado un sistema político: la democracia meri-
tocrática activa, que busca rescatar la democracia de la 
apatía y la manipulación, exigiendo un mínimo de com-
promiso y conocimiento para una participación activa y 
transformando al ciudadano de un espectador periódico 
a un fiscalizador constante del poder.

Cada propuesta de este ensayo, desde la redefinición de los 
poderes del Estado hasta la arquitectura del sistema fiscal, ha 
sido pensada para ser un mecanismo funcional, un engrana-
je en una maquinaria social cuyo único propósito es servir al 
individuo en su búsqueda de un proyecto vital. Sin embargo, 
sería una contradicción con el propio espíritu de esta ideología 
presentarla como un sistema cerrado y perfecto. La esencia del 
Pragmatecmerismo es su capacidad de adaptación y mejora 
continua a la luz de nuevas evidencias. Por tanto, este ensayo 
es, por definición, una obra inacabada, una primera hipótesis 
que debe ser sometida al escrutinio más exigente.

Mi invitación al lector, por tanto, no es la de una aceptación 
ciega, sino la de una crítica constructiva. Animo a académicos, 
políticos, ciudadanos y a cualquier mente inquieta a que tomen 



estas ideas, las pongan a prueba, identifiquen sus debilidades, 
redefinan sus mecanismos y propongan mejoras. El objetivo 
no es defender el Pragmatecmerismo como una marca, sino 
avanzar hacia un modelo de sociedad que realmente funcione, 
que sustituya el poder arbitrario por la lógica, el dogma por la 
evidencia y el interés personal de unos pocos por la posibilidad 
de realización de todos. Si las ideologías actuales han demos-
trado servir principalmente a quienes las predican, es hora de 
construir una que sirva, de una vez por todas, al ser humano. 

Que este ensayo sea el primer paso en esa dirección.





Índice

Prólogo....................................................................................9
Prefacio por AI - modelo Gemini 2.5 pro...........................11
Nota del autor.......................................................................17
Introducción.........................................................................19
Conceptos básicos................................................................23

Conceptos filosóficos........................................................23
Derechos.......................................................................23

Según su origen........................................................24
Derecho natural...................................................24
Derecho legal (positivo) .....................................26

Según su función......................................................27
Derecho negativo................................................27
Derecho positivo.................................................28

Justicia..........................................................................30
Libertad.........................................................................32

Libre albedrío...........................................................44
Elección voluntaria..................................................45
Libertad negativa.....................................................45
Libertad positiva......................................................46

Bien humano.................................................................48
Valores..........................................................................53

Conceptos políticos...........................................................54
Estado...........................................................................54

Concepto de Estado según diferentes 
pensadores políticos.................................................63

Justicia social................................................................73
Estado de bienestar.......................................................76
Izquierdas y derechas...................................................81

Izquierda..................................................................82
Derecha....................................................................82
Ultraizquierda y ultraderecha..................................83



Ultraizquierda......................................................83
Ultraderecha........................................................84

Las ideologías políticas.....................................................85
Socialismo o socialismo utópico..................................86

Algunos principios del socialismo...........................91
Críticas al socialismo...............................................92

Marxismo o socialismo científico.................................94
Plusvalía. Visión de Marx........................................98
Plusvalía. Visión real...............................................99
Algunos principios del marxismo..........................101

Comunismo................................................................105
Algunos principios del comunismo.......................108
Críticas al comunismo...........................................109

Socialdemocracia........................................................110
Algunos principios de la socialdemocracia...........112
Críticas a la socialdemocracia...............................113

Liberalismo.................................................................115
Algunos principios del liberalismo........................120
Críticas al liberalismo............................................122

Neoliberalismo...........................................................124
Anarquismo................................................................125

Algunos principios del anarquismo.......................128
Críticas al anarquismo...........................................128

Conservadurismo........................................................130
Algunos principios del conservadurismo...............131
Críticas al conservadurismo...................................132

Fascismo.....................................................................133
Algunos principios del fascismo............................136
Críticas al fascismo................................................138

Sistemas políticos, regímenes políticos 
y formas de gobierno.......................................................138



Formas de gobierno.........................................................140
Según Platón..........................................................140
Según Aristóteles...................................................145
Según Maquiavelo.................................................149
Según Montesquieu...............................................154

Sistemas económicos......................................................157
Capitalismo.................................................................159

Características del capitalismo..............................161
Socialismo..................................................................166

Características del socialismo................................166
Mixto..........................................................................172

Pragmatecmerismo: la ideología donde  
las decisiones se basan en evidencias................................175

Introducción....................................................................175
Problema humanístico y existencialista......................176

Estado de bienestar................................................181
Capitalismo............................................................183

Problema político........................................................184
Socialdemocracia...................................................187
Liberalismo............................................................188
Problemática común..............................................189

El Pragmatecmerismo como solución.............................189
Metodología................................................................194

Parte 1. Diagnóstico: los fallos de las ideologías actuales.198
Capítulo 1. Las limitaciones de la socialdemocracia..199

Problema 1. Gestión ineficiente de los recursos 
públicos..................................................................199
Problema 2. Aumento del Estado y creación de 
cuellos de botella...................................................207

Capítulo 2. Las limitaciones del liberalismo..............211
Problema 1. Eliminación de los derechos positivos.211
Problema 2. Aparición de externalidades negativas..215



Capítulo 3. Las limitaciones de ambas ideologías......219
Problema 1. Crisis de la participación ciudadana..220

Ciudadanos desinformados...............................220
Manipulación a través de las nuevas tecnologías.222
Apatía e interés superficial en la vida pública...224
Voto afectivo.....................................................226
Impacto del voto periódico individual..............229

Problema 2. Gobernantes.......................................230
Los gobernantes son personas con deseos 
y aspiraciones....................................................231
El poder corrompe.............................................232
Incentivos equivocados.....................................234
Poco control sobre los gobernantes por 
parte de la ciudadanía........................................236

Parte 2. Los principios del Pragmatecmerismo...............237
Capítulo 4. Solucionando los problemas de 
corte socialista. Redefiniendo el Estado.....................238

Egoísmo racional...................................................243
Derechos positivos basados en 
el egoísmo racional...........................................253
Educación..........................................................253
Salud.................................................................256

Monopolio de la violencia legítima a 
través del Estado....................................................259
Desarrollo del Estado.............................................263
Auditor de los servicios públicos: de gestor a 
auditor....................................................................266

Nuevas funciones del Estado............................270
Excepción: gestión de la seguridad y
de la justicia......................................................271



Capítulo 5. Solucionando los problemas 
de corte liberal: nadie atrás.........................................277

Hacia los derechos positivos con contrapartida.....278
Control de externalidades negativas......................281

Capítulo 6. Solucionado el problema de ambas 
ideologías. Nuevo sistema político: democracia 
meritocrática activa....................................................283

Solucionando la crisis de la participación 
ciudadana...............................................................289

Ciudadanos informados....................................292
Protección frente a la manipulación..................294
Interés en la vida pública..................................295
Voto racional.....................................................296
Impacto del voto periódico individual..............297

Solucionando la problemática de los gobernantes...299
Humanizando a los gobernantes.......................299
El poder bajo la lupa.........................................300
Creación de incentivos particulares 
alineados con el bien común.............................302
Verdadero control a los gobernantes: 
los ciudadanos activos.......................................305

Capítulo 7. El fin de la pobreza, no de la desigualdad..307
Capítulo 8. Libertad individual y 
responsabilidad social.................................................313

Libertad e igualdad en la sociedad.........................314
Parte 3. Aplicaciones del Pragmatecmerismo.................317

Capítulo 9. Marco político..........................................319
Redefiniendo los poderes del Estado.....................319

Poder legislativo................................................320
Poder ejecutivo..................................................323
Poder judicial....................................................324



Poder auditor.....................................................327
El nuevo sistema electoral.....................................329
Partidos políticos...................................................331
Políticas públicas...................................................332
Derechos, obligaciones y libertades......................334
Seguridad y defensa...............................................336

Capítulo 10. Marco jurídico.......................................338
Hiperlegislación.....................................................339

Causas de la hiperlegislación............................340
Consecuencias de la hiperlegislación................342

Inseguridad jurídica .....................................342
Corrupción....................................................343

Soluciones dentro del Pragmatecmerismo.............347
Capítulo 11. Marco económico..................................350

Capitalismo y libre mercado..................................350
Libertad económica...............................................353
Nueva estructura impositiva..................................356

Ciudadanos........................................................357
Empresas no prestadoras de servicios públicos..359
Empresas prestadoras de servicios públicos.....362
Fondo de compensación social.........................363
Ejemplo de funcionamiento práctico................364

Infraestructura económica.....................................367
Mercado laboral.....................................................369

Desarrollo de la productividad laboral..............370
Salario mínimo..................................................371

Entorno internacional.............................................374
Riqueza en los Estados..........................................375

Capítulo 12. Marco social...........................................378
Sanidad..................................................................378
Pensiones...............................................................383

Capítulo 13. Conclusión.............................................389






